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PRESENTACIÓN

«Centro y periferia» ha sido uno de los modelos dominantes en las huma-
nidades y las ciencias sociales en el último medio siglo. Surgido a mediados del 
siglo xx, cuando especialistas en desarrollo y ordenación del territorio intenta-
ban explicar cómo ciertas ventajas se concentran en unos lugares y se pierden en 
otros, fue adoptado en los años setenta y ochenta del pasado siglo por sociólo-
gos e historiadores, que extendieron la metáfora a la autoridad cultural y la in-
tegración política. A finales del siglo xx, el modelo entró en la historia antigua y 
la arqueología como un incentivo para reflexionar sobre las dinámicas entre los 
polos metropolitanos y sus áreas circundantes, sobre la circulación de bienes e 
ideas y sobre los radios de acción de la administración.

En la historiografía jurídica del mundo antiguo, el modelo conduce a iden-
tificar un «centro» que fija normas y unas «periferias» que las reciben, adap-
tan o resisten. Ayuda a centrar la atención en el modo en que la información, 
también jurídica, discurre entre los centros de poder y sus periferias. Así, en el 
mundo romano, cuánto de la vida jurídica provincial llega a Roma, cuánto de 
lo que llega es considerado relevante y, en la dirección opuesta, cuánta infor-
mación sobre el derecho creado por los juristas o incluso por los emperadores 
era conocida y accesible en las provincias; cómo edictos provinciales, peticiones 
y rescriptos unen la vida local con la decisión imperial; y cómo circula el saber 
jurídico que concentran tribunales, archivos y oficinas notariales. Los riesgos y 
limitaciones del paradigma son también evidentes y frecuentemente mencio-
nados: estructuras y dinámicas con múltiples nodos pueden, en una aplicación 
ciega de la metáfora centro-periferia, reducirse a un solo eje; puede perderse de 
vista la autonomía de hecho de comunidades que traducen y rehacen normas, 
así como la existencia, entre dos polos opuestos, de centros intermedios a me-
nudo decisivos para captar la realidad histórica en su verdadera complejidad.

Este volumen invita al lector a pensar con el modelo y también contra él 
cuando las fuentes lo pidan. Las contribuciones que lo integran no buscan for-
zar el modelo ni reducirlo a una artificial homogeneidad. El estudio inicial so-
bre la práctica jurídica en el Egipto romano muestra hasta qué punto y con qué 
resultados la reacción local ante tradiciones jurídicas no romanas llegó a con-
trastar con la posición imperial, encarnada en la cancillería. Siempre en Egipto, 
nuestro segundo estudio centra la atención en las no pocas mujeres registra-
das como propietarias de ganado en el nomos de Oxirrinco: mujeres de cuya 
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existencia sabemos a través de declaraciones de propiedad que eran, a su vez, 
vehículos de información desde las periferias rurales hacia los distintos centros 
de la chora y la provincia. Una nota sobre la magia nos lleva a explorar dinámi-
cas de inclusión y exclusión y el modo en que son definidas por el poder con la 
ayuda del derecho. La misma dinámica está, en último análisis, detrás del texto 
de Cipriano, que recoge sanciones contra élites cristianas —incluida la pérdida 
de dignidades—; el texto ofrece la perspectiva de un cristianismo aún periférico 
frente a sanciones impuestas desde el centro imperial y permite entrever la flexi-
bilidad de su aplicación por los gobernadores provinciales. La dinámica es aún 
más compleja en C. 1.49, una constitución de Zenón con la que se busca evitar 
que oficiales salientes busquen la protección de potentiores para huir de respon-
sabilidades contraídas en el ejercicio de sus cargos: la constitución es a la vez ex-
presión de un centro de poder que no cede ante los potentiores y un intento de 
devolver la voz a la provincia a través de curiales y defensor civitatis. Siglos más 
tarde, en un episodio de la vida de Fidel, obispo de Mérida, nos sorprende, en 
pleno mundo visigodo, la reaparición del quirógrafo, término griego y forma 
documental que había sido central en la vida jurídica del mundo helenístico y 
romano. Finalmente, un fuero vasco mantiene la inviolabilidad del hogar y fija 
condiciones claras de defensa ante intrusión nocturna, mostrando cómo viejas 
gramáticas jurídicas persisten en derechos locales.

Tómese el título de este volumen como una pregunta abierta, en diálogo 
con las contribuciones que lo integran. Son éstas, y la evidencia que las susten-
tan, las que dejamos en manos del lector, en la esperanza de contribuir a la con-
tinuidad de un discurso —el del estudio de la tradición jurídica romana— que 
aunque a veces se sienta en los márgenes, mantiene un lugar propio en el mapa 
de las humanidades.

Los editores



CENTRO Y PERIFERIA:  
PRÁCTICA JURÍDICA EN EGIPTO ANTES Y DESPUÉS 

DE LA CONSTITUTIO ANTONINIANA1

José Luis Alonso 
joseluis.alonso@ius.uzh.ch

Universität Zürich

Resumen:  Desde el nacimiento mismo de la papirología jurídica, a finales del 
siglo xix, uno de los temas centrales de la disciplina ha sido la supervivencia —amplia-
mente atestiguada en el material papirológico, no solo en Egipto— de las tradiciones 
jurídicas del oriente mediterráneo tras la incorporación al Imperio e incluso después 
de la concesión universal de ciudadanía en 212 d.C. El presente estudio ofrece una 
evaluación crítica de más de un siglo de debate al respecto, partiendo de una nueva 
reconstrucción de las líneas que seguía la práctica jurídica en la provincia, tanto antes 
como después de la Constitutio Antoniniana.

Palabras clave:  Constitutio Antoniniana; papirología jurídica; pluralismo jurí-
dico; iura peregrinorum; práctica jurídica provincial; mos regionis; estatuto personal; 
patria potestas; cláusula estipulatoria; romanización rescriptual.

Center and Periphery: Legal Practice in Egypt before 
and after the Constitutio Antoniniana

Abstract:  Since the very birth of legal papyrology at the end of the nineteenth cen-
tury, one of the discipline’s central themes has been the survival—amply attested in the 
papyrological material, not only from Egypt—of the legal traditions of the eastern Med-
iterranean after their incorporation into the Empire and even after the universal grant of 
citizenship in 212 CE. This study offers a critical assessment of more than a century of 
debate on the subject, based on a new reconstruction of the lines along which legal prac-
tice developed in the province, both before and after the Constitutio Antoniniana.

Keywords:  Constitutio Antoniniana; juristic papyrology; legal pluralism; iura per-
egrinorum; provincial legal practice; regional custom; personal statute; paternal power; 
stipulatory clause; romanisation through rescript.

1  Esta contribución actualiza el capítulo dedicado a la Constitutio Antoniniana en 
Czajkowski y Eckhardt 2020, particularmente en lo relativo a la interpretación de la patria po-
testas en Egipto tras el 212 (infra §3-4). Para la inabarcable literatura sobre la Constitutio Anto-
niniana en la primera mitad del pasado siglo, Sasse 1962 y 1965. Desde entonces, cf. entre otros 
Sherwin-White 1973, Rubin 1975, Greco 1977, Wolff 1976, Mastino 1984, Pinna Parpaglia 
1995, Ruggieri 1999, Buraselis 2007, Mastino 2013, Ando 2016, Imrie 2018, Besson 2020. 
Para la datación, además de Besson, Mélèze Modrzejewski 2014, 299-300.
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1.  EL PROBLEMA: IURA PEREGRINORUM SIN PEREGRINOS

Refiriéndose en general a las fuentes documentales, Ludwig Mitteis dejó 
escrito: «Los documentos nos permiten ver más claro, pero en general no más 
allá».2 Este relativo pesimismo sorprende, considerando hasta que punto el ma-
terial papirológico había comenzado ya entonces a transformar la historiografía 
jurídica de la Antigüedad, en no escasa medida gracias a las contribuciones del 
propio Mitteis. Sin los papiros nunca hubiéramos imaginado hasta qué punto 
las tradiciones jurídicas del mediterráneo oriental, particularmente la Griega, 
sobrevivieron a la anexión romana e incluso a la concesión universal de la ciu-
dadanía bajo Caracalla. Esta «segunda supervivencia» de los iura peregrinorum, 
en particular, causó estupor en la generación de Mitteis, que la convirtió en el 
tema principal de su Reichsrecht und Volksrecht (Mitteis 1891).

Desde una perspectiva social y política, el fenómeno es notable pero fácil de 
entender. Las tradiciones arraigadas no se dejan reemplazar fácilmente, y Roma 
nunca había mostrado especial interés en imponer su propio derecho a la po-
blación provincial: una política de mínima intervención que difícilmente podía 
cambiar era en el turbulento siglo iii.3 Desde el punto de vista jurídico, sin em-
bargo, esta inercia plantea un grave problema. En la tradición del pensamiento 
político que Roma hereda de Grecia, el derecho está vinculado a la ciudadanía 
en un doble sentido: adquirir una ciudadanía conlleva someterse al derecho del 
cuerpo cívico4 y, sin tal cuerpo cívico —politeuma, en el lenguaje del mundo 
helenístico— no es concebible un «derecho propio» (idios nomos).5 Esto último 

2  «Hier wie überall bewährt sich der Satz, dass in aller Regel die Urkunde uns zwar schärfer, 
aber nicht sogleich auch weiter sehen lässt»: Mitteis 1898, 199.

3  Para una reevaluación del siglo iii, en particular desde el punto de vista de la historia jurí-
dica, Babusiaux y Kolb 2015. Para una visión general, también de la polémica acerca de la «cri-
sis del siglo iii», Ando 2012.

4  Esto es particularmente evidente en los juramentos de obediencia a las leyes, aunque se 
formulen como parte de una lealtad más amplia al sistema político. Véase, por ejemplo —Her-
zog 1942, 5-8 (§ 2), Segrè 1952, 9-10 (§ 12), Schmitt 1969, 285-7 (§ 545)— el juramento de 
sumisión a las leyes de Cos impuesto a los ciudadanos de Calimna tras la reanexión a finales del 
siglo  iii  a.C.: ἐμμενῶ τᾶι καθεστακυίαι δαμοκρατίαι καὶ τᾶι ἀποκαταστάσει τᾶς ὁμοπολιτείας καὶ τοῖς 
νό́μοις τοῖς έγ Κῶι πατρίοις ὑπάρχουσι καὶ τοῖς δόγμασι τᾶς έκκλησίας καὶ ταῖς διαγραφαῖς ταῖς ὑπὲρ τᾶς 
ὁμοπολιτείας (ll. 14-18): «Respetaré la democracia establecida, la restauración de la homopoliteia, 
las leyes ancestrales de Cos, las resoluciones de la asamblea y las disposiciones de homopoliteia». 
Sobre la inscripción y su contexto, Sherwin-White 1978, 125-130, y Krob 1997, 436-445. 
Véase también la sympoliteia del 242  a.C. entre el demos de Esmirna y las tropas de Magne-
sia, en I. Smyrna 573 II+ II 2 = OGIS 229 II = Schmitt 1969, 163-72 (§ 492), ll. 64-65: καὶ 
πολιτεύσομαι μεθ’ ὁ|μονοίας ἀστασιάστως κατὰ τοὺς Σμυρναίων νόμους καὶ τὰ ψηφίσματα τοῦ δ[ή]μου: 
«y seré ciudadano, en concordia y sin facciones, según las leyes de los esmirnenses y los decretos 
del demos».

5  En la tradición griega y romana, el derecho a vivir según las propias leyes solo es concebi-
ble respecto a los miembros de un cuerpo cívico. Este es, de hecho, uno de los aspectos princi-
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vale para la legislación, pero también para las tradiciones jurídicas ancestrales de 
la comunidad, las nomoi patrioi, o simplemente τὰ πάτρια (Herzog 1942, 5-8). 
Sin civitas, no hay derecho civil, ni siquiera derecho propiamente dicho, sino 
simplemente la sumisión a la arbitrariedad de un soberano. 6

Desde este punto de vista, ya la «primera» supervivencia de las tradicio-
nes jurídicas locales en Egipto tras la anexión romana se presenta como un 
problema, ya que la mayoría de los habitantes de la nueva provincia son pe-
regrini nullius civitatis, apolides: todos, de hecho, con la sola excepción de los 
escasos ciudadanos romanos y de los politai de Naukratis, Alejandría y Pto-
lemais, las únicas verdaderas poleis de la provincia, a las que luego se añadi-
ría Antinoopolis. Las fuentes jurídicas romanas dejan pocas dudas de que la 
construcción que negaba a tales apolides un ius proprium se consideró plena-
mente vigente hasta bien entrado el periodo severiano, al menos en el dis-
curso jurisprudencial, en flagrante contradicción con la subsistencia del de-
recho local en Egipto, tutelado en la provincia por la propia administración 
romana.7

pales del estatus ciudadano. Característica, en este sentido, la concesión de Eumenes IV de Pér-
gamo a los habitantes de Tyriaion en la primera mitad del siglo ii a.C., SEG 47, 1745, ll. 26-8: 
συνχωρῶ καὶ ὑμῖν καὶ τοῖς μεθ’ ὑμῶν συνοικοῦσιν ἐνχωρίοις εἰς ἓν πολίτευμα συνταχ[θ]ῆναι καὶ νόμοις τε 
χρῆσθαι ἰδίοις: «os concedo tanto a vosotros como a quienes viven con vosotros en lugares for-
tificados organizaros en un cuerpo cívico y serviros de vuestras propias leyes». Comentarios en 
Jonnes y Rici 1997, Schuler 1999, y Boffo 2001.

6  La idea encuentra eco en la famosa caracterización de Egipto en Tac. Hist. 1.11: insciam 
legum, ignaram magistratuum: «ignorante de las leyes, ajeno a las magistraturas».

7  Particularmente claro es Ulp. 20.14: Latinus Iunianus, item is, qui dediticiorum numero 
est, testamentum facere non potest: Latinus quidem, quoniam nominatim lege Iunia prohibitum 
est; is autem, qui dediticiorum numero est, quoniam nec quasi civis Romanus testari potest, cum 
sit peregrinus, nec quasi peregrinus, quoniam nullius certae civitatis civis est, ut secundum leges ci-
vitatis suae testetur: «Un latino juniano, así como quien se cuenta entre los dediticii, no puede 
hacer testamento; el latino, porque está explícitamente prohibido por la lex Iunia; el que se 
cuenta entre los dediticii, porque no puede hacer testamento como ciudadano romano, al ser 
peregrino, ni como peregrino, al no ser ciudadano de ninguna ciudad específica conforme a 
cuyas leyes pueda hacer testamento». Es cierto que los dediticii y asimilados (dediticiorum nu-
mero), por ejemplo, por la lex Aelia Sentia, no podían hacer ningún tipo de testamento (cf. 
Gai. 3.75 para los dediticii Aliani, aunque escrito desde el punto de vista del derecho a ha-
cer testamento romano), pero la argumentación en Tituli ex corpore Ulpiani implica que lo 
mismo vale para todos los peregrini nullius civitatis (cf. también, aunque posiblemente escrito 
después del 212, Ulpiano en D. 32.1.2), contra lo que resulta de la abundantísima evidencia 
papirológica. Los papiros nos proporcionan una enorme cantidad de testamentos otorgados 
por quienes no tenían ciudadanía alguna, concebidos tanto en la forma propiamente testa-
mentaria de la diatheke griega como en la forma para-testamentaria de la divisio parentis inter 
liberos egipcia (dosis, meriteia, synchorema, diairesis). Estos testamentos eran reconocidos como 
plenamente válidos por la administración romana: cf. el Gnomon del Idios Logos §7, que solo 
exige notarización. Entre las numerosas decisiones judiciales que presuponen la validez de ta-
les actos testamentarios, cf. CPR I 18 = SPP XX 4 = MChr. 84 (124 d.C. Ptolemais Evergetis) 
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Aquí no abordaré este problema (al respecto, Alonso 2013), sino que cen-
traré mi atención en la situación posterior a la C(onstitutio) A(ntoniniana). 
¿Cómo pudieron los iura peregrinorum, las tradiciones jurídcas no romanas, so-
brevivir a la práctica desaparición de los peregrinos? ¿Cómo fue posible que se si-
guieran aplicando, cuando todos los habitantes libres de la provincia se habían 
convertido en cives romani, sujetos por tanto, cabría esperar, al ius civium roma-
norum?

2. � LA ROMANIZACIÓN DE LA VIDA JURÍDICA EN ORIENTE 
ANTES Y DESPUÉS DE LA CA

En las últimas décadas se ha tendido a minimizar el problema o, al menos, 
a reevaluar su magnitud, enfatizando la romanización de la vida jurídica no ya 
a partir del 212 d.C., sino desde la creación de la provincia romana de Egipto. 
Este giro se enmarca en una tendencia más general que, frente al viejo para-
digma de la «excepcionalidad» de Egipto entre las provincias del Imperio, se 
ha esforzado en subrayar su normalidad y, por ende, su «romanidad». Un im-
portante cambio de paradigma iniciado por Naphtali Lewis con su célebre ar-
tículo «Greco-Roman Egypt: Fact or Fiction?» (Lewis 1970), y ratificado por 
el propio Lewis, quince años más tarde, como doctrina establecida, con el sig-
nificativo título: «The Romanity of Roman Egypt: A Growing Consensus» 
(Lewis 1984).

Aplicando esta clave de «romanización» a la CA, trabajos importantes han 
enfatizado los numerosos aspectos en los que la práctica local se adaptó al de-
recho romano en las décadas posteriores al 212. Los trabajos de Antti Arjava 
sobre el derecho de familia son representativos de esta tendencia. Su visión, 

y BGU XX 2863 (133 d.C. Arsinoites), ambas dictadas por delegación del prefecto; y, sobre 
todo, P. Oxy. XLII 3015 (117  d.C. Oxyrhynchos), una recopilación de decisiones del pre-
fecto Sulpicius Similis sobre las condiciones de la libertad testamentaria de los peregrini nu-
llius civitatis de la chora bajo sus propias leyes (πρὸς τοὺς Αἰγυπτίων νόμους, en l. 3, Αἰγύπτιος, 
en l. 11-12: en el lenguaje de la administración romana del siglo ii, como muestra el Gnomon 
del Idios Logos, Aigyptioi son los apolides de la chora, en contraposición a los romaioi y a los as-
toi de las poleis). El texto de Tituli ex corpore Ulpiani, sea quien sea su autor, parece una ma-
nifestación más de la insularidad que ocasionalmente caracteriza a la jurisprudencia romana, 
que opera a menudo desconectada —más o menos conscientemente— de la realidad provin-
cial. Una explicación alternativa, según la cual el texto de Tituli ex corpore Ulpiani podría ha-
ber sido escrito después del 212, cuando los apolides más frecuentes eran los in opus publicum 
dati y los deportati (Ulpiano, D. 32.1.2; Marciano, D. 48.19.17.1), es poco probable: cf. Ave-
narius 2005, 76-155, y Mattioli 2012, sobre la problemática historia de la composición de los 
Tituli.
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sin embargo, al limitarse al derecho de familia, resulta inevitablemente par-
cial.8 Familia, herencia y persona son —por razones a las que volveremos (in-
fra §7)— ámbitos en los que la adaptación al derecho romano tras el 212 era 
inevitable. Si dejamos a un lado estos ámbitos y consideramos la práctica con-
tractual y crediticia, en cambio, es imposible ignorar el problema que descon-
certó a Mitteis. Es sorprendente cuántas prácticas que desafiaban los principios 
más básicos del derecho romano siguieron siendo comunes y aceptadas des-
pués del año 212.

A este respecto, un enfoque cualitativo y no meramente cuantitativo ayuda 
a entender la dimensión del problema. Lo verdaderamente llamativo en la prác-
tica contractual y crediticia no es solo hasta qué punto la tradición peregrina 
prevalece sobre los escasos ajustes, sino cuan profundamente incompatibles con 
el derecho romano son muchas de las prácticas locales. Me limitaré a algunos 
ejemplos:

a)	 La llamada «representación directa» se emplea y acepta en la documen-
tación papirológica en formas y contextos que habrían sido radical-
mente excluidos bajo el derecho romano. Los ejemplos, estudiados ya 
por Leopold Wenger a comienzos del pasado siglo,9 se extienden hasta 
bien entrado el siglo vi, tanto en lo que respecta a los actos jurídicos pri-
vados como a la representación procesal.10

b)	 La cesión de créditos —excluida como tal en derecho romano, que 
solo conocía como alternativas la novación y la representación judi-
cial en propio interés— era perfectamente normal en el mundo he-
lenístico mediante un simple acto jurídico documentado de cesión 
(parachoresis) entre el acreedor originario y el adquirente del cré-
dito. Esta práctica, que el Edicto del prefecto Tiberio Julio Alejan-

8  Arjava 1996, 1998, 1999a, 1999b. Una visión general, en Arjava 2014. Su postura, tal y 
como la formula en Arjava 1999b, 204, es «que desde mediados del siglo iii Egipto ha partici-
pado en la historia jurídica romana. Es decir: los habitantes del valle del Nilo han observado su 
nuevo ordenamiento jurídico y han intentado adaptar los antiguos conceptos a las nuevas cir-
cunstancias». 

9  Wenger 1906a; Mitteis 1912 I, 260-264; Solazzi 1924 = Solazzi 1957 II, 579-592; Ra-
bel 1934 = Rabel 1971 IV, 607-627; Rabel 1937 = Rabel 1971 IV, 607-627; Pringsheim 1944; 
Herrmann 1974 = Herrmann 1990, 240-248; Hamza 1977; Hamza 1984; Hamza 1985; 
Hamza 1990; Rupprecht 2010; Kruse 2010. 

10  Entre los innumerables ejemplos en las décadas tras la CA, cf. P. Oxy. XIV 1634 
(222  d.C. Oxyrhynchos), una venta con bebaiosis, i.e. con garantía por defecto de título, en 
la que comprador y vendedor actúan mediante representante; P. Sakaon 71 = P. Thead. 8 
(306  d.C. Theadelphia), un arrendamiento en forma de petición (hypomnema), en la que se 
considera al arrendador directamente vinculado mediante representante.
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dro asume como válida en el siglo  i,11 parece también sobrevivir a 
la CA.12

c)	 Tanto antes como después de la CA, los préstamos —y, en realidad, 
cualquier deuda pecuniaria— se ejecutaban en Egipto sin juicio declara-
tivo. La ejecución directa era, en efecto, posible, siempre que el crédito 
estuviera documentado en escritura notarial.13 No tenía lugar mediante 
subasta del entero patrimonio del deudor, como en el procedimiento 
ordinario romano, sino sobre bienes específicos, mediante un procedi-
miento en dos fases (enechyrasia y embadeia), de origen Tolemaico.14 
Con lo que era posible en el derecho romano del Principado contrasta no 
solo la ejecución directa —largamente olvidada en Roma desde la desa-
parición de la manus iniectio pro iudicato—, sino también el requisito de 
un documento escrito al que, por tanto, se reconoce fuerza ejecutiva.15

11  Sobre la parachoresis de créditos, Wenger 1906b; Mitteis 1912 I, 115-116; Wolff 1941, 
436-438 = Wolff 1961, 126-128. El edicto de Alejandro, OGIS II 669, del 68 d.C., prohíbe 
en ll. 15-18 que la cesión de deudas privadas conduzca al encarcelamiento de los deudores 
bajo pretexto de interés fiscal: los cesionarios eran probablemente agentes fiscales que aprove-
chaban las cláusulas penales en favor del fisco para recurrir al encarcelamiento como medio de 
presión. La prohibición no habría sido necesaria si el mecanismo de cesión en sí no se hubiese 
reconocido como válido. Sobre la norma edictal, Chalon 1964, 110-124. Un ejemplo particu-
larmente impresionante de cesión es P. Oxy. II 271 (56 d.C.), donde una mujer Alejandrina 
enajena en Oxyrhynchos un crédito que había adquirido una semanas antes en Alejandría del 
prestamista original, cf. Youtie 1973, 162. Contra Frese 1909, 27, no cabe hablar en estos ca-
sos de simple representación judicial in rem suam, ya que el cesionario demanda suo nomine so-
bre la base del derecho ejecutable que se le ha transferido, cf. también BGU IV 1171 (10 a.C.), 
con Alonso, 2016b, 149-151. Para los paralelos en los derechos cuneiformes, Koschaker 1928, 
42-48, Petschow 1957, 21-27. Problemática resulta en cambio la hipótesis de la existencia de 
documentos de orden o al portador: contra tal interpretación de la frase panti to epipheronti en 
la cláusula kyria, Mitteis 1912 I, 116; Hässler 1960, 40-68; Wolff 1978, 159-162, 166-168; 
Herrmann 1986, 21-28 = Herrmann 1990, 297-304.

12  Cf. la ekchoresis, muy probablemente con función de asunción de deuda hipotecaria, en SB 
XVIII 13858 = SPP XX 19 (220 d.C. Herakleopolites), concluida además mediante representante. 

13  Que la ejecutabilidad requiere notarización resulta claramente de los casos en que se lleva 
a ejecución un documento quirografario: el primer paso entonces es siempre la transformación de 
tal documento privado en público (demosios chrematismos) mediante demosiosis o ekmartyresis, cf. 
Wolff 1974, 174-175 y n. 22. La abundante documentación disponible sobre el procedimiento 
ejecutivo no incluye consideración alguna sobre la inclusión o no en el documento de la cláusula 
conforme a la cual éste otorga praxis kathaper ek dikes («ejecución como en virtud de un juicio»). 
La ejecutabilidad no parece, así pues, al menos en el Egipto romano, haber dependido de tal 
cláusula. Sobre ésta, Rodríguez Martín 2013; Rodríguez Martín 2017; Rodríguez Martín 2021.

14  Para este procedimiento, Jörs 1915, 1918, 1920; Rupprecht 1997 = Rupprecht 2017, 
150-161; cf. también Rupprecht en Keenan et al. 2014, 259-265.

15  Ejemplos ulteriores a la CA son P. Oxy. XII 1474 (216 d.C. Oxyrhynchos), P. Flor. I 56 =  
MChr. 241 (234 d.C. Hermopolis), P. Iand. VII 145 (224-225 d.C. proveniencia desconocida), 
SB XVI 12240 (252-253 d.C. Herakleopolis), P. Mich. XI 614 (258-259 d.C. Oxyrhynchos), 
P. Giss. I 34 = MChr. 75 (266 d.C. Oxyrhynchos).



	 Centro y periferia	 17

La amplia libertad negocial que el derecho romano concedía a las partes no 
cubre ninguno de estos fenómenos: ningún acuerdo privado podía hacer que 
un documento fuera ejecutable sin un juicio declarativo, ni, al menos hasta la 
mitad del siglo iii, transferir un crédito a un nuevo acreedor;16 y solo en casos 
muy específicos, mediante actio utilis, podían estipulaciones o contratos consen-
suales celebrados en favor de terceros conferirles directamente derechos u obli-
gaciones.17

3.  LA RECEPCIÓN DE LA PATRIA POTESTAS ROMANA EN EGIPTO

Pero incluso si volvemos al derecho de la familia y el estatus personal, la 
reacción frente al derecho romano que los papiros nos permiten reconstruir es 
más compleja que una simple adaptación o rechazo. Una ilustración elocuente 
es la patria potestas – potencialmente, una de las instituciones más invasivas en 
la vida cotidiana de los nuevos ciudadanos.

La patria potestas es parte del estatuto personal de los ciudadanos romanos. 
Sólo los hijos habidos en legítimo matrimonio por un padre romano caen bajo 
su potestad. También en su contenido, como enfatiza Gayo en sus institucio-
nes, es puramente romana, un derecho particular de los ciudadanos romanos 
(ius proprium civium romanorum), «pues prácticamente no existe otro pueblo 
que tenga sobre sus hijos una potestad comparable» (Gai. 1.55: fere enim nulli 
alii sunt homines, qui talem in filios suos habent potestatem, qualem nos habemus). 
Por mucho que ya en el siglo ii d.C. las manifestaciones más truculentas de la 
potestad paterna, como el «derecho de vida y muerte» (ius vitae necisque),18 fue-

16  Una reclamación del cesionario no como mero representante procesal del cedente sino 
suo nomine, mediante actio utilis, se admitía antes de la CA, desde Antonino Pío, sólo para el 
comprador de una herencia, cf. Ulp. D. 2.14.16pr. La actio utilis del comprador de crédito 
(Diocl. C. 4.39.8) parece haberse aceptado ya antes del 260 d.C., a tenor de C. 4.10.2; cf. dos 
décadas antes, para el beneficiario de la datio in solutum de un crédito, Gord. C. 4.10.1. Sobre 
la cuestión, Harke 2008, con lit. Dado que fuera del procedimiento formulario la diferencia en-
tre actio utilis y directa es puramente nominal, estas innovaciones habrían bastado para salvar la 
distancia con la práctica helenística – tanto más sorprendente resulta que no se conserven ejem-
plos de parachoresis de créditos en los papiros tras el 220 d.C. (supra n. 11).

17  Una excepción podrían haber sido los préstamos concedidos a favor de terceros, si se da 
crédito a un problemático grupo de textos encabezados por Ulp. 26 ed. D. 12.1.9.8: sobre la 
cuestión, con lit., Alonso 2001: 172-185; Gröschler 2006, 280-285. Juristas como Marcelo y 
Papiniano propendían a la concesión de acciones útiles a los representados por un institor libre o 
un procurator, semejantes a las del pupilo o contra el pupilo por los actos de tutores y curadores. 
Cf. entre otros muchos, Benke 1988; Finkenauer 2008; Miceli 2008, con lit. La representación 
en los papiros, en cualquier caso, va mucho más allá de estos límites.

18  La expresión figuraba según Gell. 5.19.9 en la fórmula de la adrogatio, con la que los co-
micios curiados originariamente habrían votado la sumisión de un ciudadano romano a la po-
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ran más simbólicas que reales, dos aspectos de la misma, profundamente ajenos 
a la mentalidad no romana, seguían plenamente vigentes:

a)	 Era una potestad perpetua en el tiempo, no limitada a los hijos meno-
res: persistía indisminuida cuando alcanzaban la mayor edad, mientras 
viviese el padre, a no ser que se les excluyera formalmente de la familia 
mediante emancipación. En consecuencia, no se limitaba a los propios 
hijos, sino que se extendía a los descendientes de éstos. El rigor de la re-
gla era sólo mitigado por el rigor de la biología – como se observa a me-
nudo (Saller 1986, 1987), no era habitual que un padre viese llegar a sus 
hijos a una edad avanzada.

b)	 La coherencia característica del pensamiento jurídico romano conside-
raba la sumisión absoluta de los hijos al poder paterno incompatible con 
cualquier derecho, no solo frente al padre sino también frente a terceros. 
No pudiendo ser titulares de derecho alguno, los sometidos a potestad 
carecían de capacidad patrimonial: todo lo que adquirían, lo adquirían 
para el paterfamilias.19 Hasta que Constantino se apartó de esta norma 
en lo que respecta a la herencia materna, la única excepción a la incapa-
cidad patrimonial habían sido los bienes adquiridos por los soldados en 
el servicio de las armas, el llamado peculio castrense.

Ambos aspectos de la patria potestad romana deben haber hecho de esta 
institución una de las más chocantes para los pueblos no romanos, y por eso 
mismo, una de las más incómodas para los Aurelii, los nuevos ciudadanos de 
la CA, que, sin embargo, no podían simplemente ignorarla, ya que pertenecía, 
como hemos visto, al estatuto personal de los ciudadanos romanos.

testad de otro como hijo adoptivo: velitis, iubeatis, uti L. Valerius L. Titio tam iure legeque filius 
siet, quam si ex eo patre matreque familias eius natus esset, utique ei vitae necisque in eum potes-
tas siet, uti patri endo filio est. Haec ita uti dixi, ita vos, Quirites, rogo: «que consintáis y decretéis 
que Lucio Valerio sea hijo de Lucio Ticio tan conforme a ley y derecho como si hubiese nacido 
de tal padre y madre, y que Ticio tenga el poder de vida y muerte sobre Valerio que un padre 
tiene sobre su hijo. Esto, tal como lo he declarado, así lo propongo a vosotros, conciudadanos». 
La literatura sobre el ius vitae necisque es inabarcable: cf. entre otros muchos, Thomas 1984; 
Fayer 1994, 140-178; Saller 1994, 102-132; Westbrook 1999; Amunátegui Perelló 2009, 48-
114, todos con lit.

19  Gai. 2.87: Igitur quod liberi nostri, quos in potestate habemus, item quod serui nostri man-
cipio accipiunt uel ex traditione nanciscuntur siue quid stipulentur uel ex aliqualibet causa adqui-
runt, id nobis adquiritur: ipse enim, qui in potestate nostra est, nihil suum habere potest: «Así, lo 
que nuestros hijos, que tenemos en potestad, como lo que nuestros esclavos reciben en manci-
pación o adquieren mediante entrega, o si estipulan algo o adquieren por cualquier otra causa, 
lo adquieren para nosotros: en efecto, quien se encuentra en nuestra potestad, no puede tener él 
mismo nada proprio». Cf. Gai. 2.86-96, Ulp. D. 29.2.79; Ulp. D. 45.1.45pr.; Ulp. 19.18-19; 
Vat. 51.
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Impresionante es, en efecto, la frecuencia con la que leemos en los papiros 
del siglo iii que los hijos de los Aurelii están bajo su potestad, y también la ex-
trema coherencia terminológica de las fuentes. Antes del 212, el término que 
encontramos para las formas locales de poder paterno que los peregrinos inten-
tan hacer comprensibles a la administración romana es exousia. En el siglo iii, el 
término se sigue usando para quienes han sido liberados de la potestad paterna, 
es decir, emancipados,20 pero la potestad a la que están sometidos los no eman-
cipados, en cambio, se designa con la palabra cheir, ‘mano’, la misma que usa 
el jurista romano Modestino (D. 27.1.8.8), al traducir al griego el verbo latino 
emancipare como apo cheiros apoluein.

Esta terminología de sabor arcaizante, que recupera el viejo uso de manus 
como potestas (Volterra 1966, 270-272), es absolutamente uniforme a partir de 
la CA. Los hijos in potestate son descritos como ὑπὸ τῇ χειρὶ κατὰ τοὺς Ῥωμαίων 
νόμους (‘bajo potestad conforme a las leyes romanas’) o, más brevemente, 
ὑποχειρίοι (equivalente al latín potestati subiecti).21 La extrema uniformidad ter-
minológica hace pensar en una fuente oficial —un edicto prefectual o, más pro-
bablemente un edicto o epístola imperial— que emplease tal formulación para 
traducir al griego in potestate, potestati subiectus. Que un instrumento normativo 
sobre la patria potestas fuese promulgado poco después del 212 no puede sor-
prender, siendo éste uno de los aspectos más invasivos de la nueva condición de 
los Aurelii.22

Cuan conscientes eran los Aurelii de la naturaleza de la patria potestas ro-
mana y de sus consecuencias, incluida la falta de capacidad patrimonial, lo 

20  Cf. SB XXVI 16717 = CPR VI 78 (265 d.C. Hermopolis), l. 5, τῆς πατρικῆς έξ.ο.υ.σ.ί.ας, si 
la lectura de los editores es correcta; cf. en todo caso también aquí, en l. 9, ἑρμηνεία ἀπολύσεως 
πατρικῆς χειρός. Exousia aparece también en el archivo de Apollonios de Pesla, publicado en 
CPR VI, en referencia a Aelianus y Olympiodoros, hijos de Hyperechios, que, en fórmula reite-
rada, habrían sido «liberados de su potestad»: cf. (todos 300-301 d.C.), los números 12, l. 3; 13, 
l. 2-3; 14, l. 4; 16, l. 2-3; 17, l. 2-3; 18, l. 2; 19, l. 3; 20, l. 2; 22, l. 3; 28, l. 3; 29, l. 3; 30, l. 3; 
78, l. 5. Cf. también CPR XXIII 20, l. 1.

21  Una discusión del término en Alonso 2010, 46-47, con lit. Ὑπὸ τῇ χειρὶ κατὰ τοὺς Ῥωμαίων 
νόμους, en P. Oxy. XII 2951 = ChLA XLVII 1415 (267 d.C. Oxyrhynchos); P. Oxy. IX 1208 
(291  d.C. Oxyrhynchos); P. Oxy. X 1268 (III  d.C. Oxyrhynchos); SB X 10728 (318  d.C. 
Oxyrhynchos). Ὑποχείριος: BGU VII 1578 (III d.C. Philadelphia); P. Diog. 18 = P. Lond. inv. 
2540 + P. Harr. I 68 (225 d.C. Philadelphia?); P. Gen. I 44 = MChr. 215 (259 d.C. Arsinoites); 
P. Oxy. XIV 1703 (261 d.C. Oxyrhynchos); SB XX 14681 (276 d.C. Oxyrhynchos); P. Oxy. 
XIV 1642 (289  d.C. Oxyrhynchos); SB I 5692 (III  d.C. Oxyrhynchos); SB XVIII 13322 
(iii  d.C. Oxyrhynchos); P. Oxy. LIV 3758 (325  d.C. Oxyrhynchos); P. Panop. 28 = SB XII 
11221 (329 d.C. Panopolis); SB XXIV 15913 (IV d.C. Arsinoites).

22  Un aspecto que probablemente requirió clarificación inmediata era la condición de los 
hijos nacidos antes de la CA. Para la hipótesis de que bajo potestad se encontraban sólo los hi-
jos concebidos con posterioridad a la adquisición de la ciudadanía, Besson 319-324. La datación 
de las referencias papirológicas a la patria potestas más tempranas tras el 212 (supra n. 21) no re-
suelve definitivamente la cuestión.
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muestran documentos como SB XXVI 16717 = CPR VI 78 (265 d.C. Hermo-
polis). Se trata en este caso de la herencia materna y de como evitar que caiga 
en la propiedad del padre, a cuya potestad la hija instituida heredera por su ma-
dre estaba aún sometida. A este respecto, encontramos en las fuentes jurídicas 
romanas —en Cervidio Escévola, en Modestino, en un rescripto de Caracalla— 
una estrategia sencilla: que la institución de heredero en el testamento materno 
se haga bajo condición de que el sometido a potestad en cuestión sea emanci-
pado por el padre.23 La estrategia es obvia, pero también lo es que solo la em-
plearía alguien consciente de que sin ella la herencia sería adquirida por el padre 
y no por el hijo instituido heredero. Pues bien: esta estrategia es la que encon-
tramos en nuestro texto, donde una hija es emancipada porque fue bajo tal con-
dición que su madre la instituyó heredera en testamento.24

23  Mod. 1 excus. D. 26.5.21.1: Ἐὰν μήτηρ ἐπὶ ταύτῃ τῇ αἱρέσει γράψῃ υἱοὺς κληρονόμους ἐὰν 
ἀπολυθῶσι τῆς τοῦ πατρὸς ἐξουσίας, ἀπολυθέντων τούτων καὶ διὰ τοῦτο κληρονομησάντων αὐτὸς ὁ 
πάτηρ κουράτωρ χειροτονηθῆναι οὐ δύναται, κἂν βούληται, ἵνα μὴ ἄλλῃ ὁδῷ τοῦτο ὅπερ οὐκ ἠβουλήθη ἡ 
διαθεμένη γένηται. καὶ τοῦτο οὕτως ὑπὸ τοῦ θείου Σεβήρου νενομοθέτηται: «Si una madre instituye a 
sus hijos como herederos con la condición de que sean liberados de la potestad del padre, una 
vez que hayan sido liberados y se hayan convertido en herederos, el padre no puede ser nom-
brado su tutor, aunque lo desee, con el fin de evitar que suceda de otra forma lo que la testa-
dora no deseaba. Así lo decretó el divino Severo». Cf. también el supuesto de partida en Scaev. 3 
dig. D. 5.3.58: Filius a patre emancipatus secundum condicionem testamenti matris…: «Un hijo 
emancipado por el padre conforme a la condición del testamento de la madre … «. Se trata de 
la misma práctica atestiguada décadas más tarde en Ant. C. 6.25.3 [216 d.C.]: Si mater vos sub 
condicione emancipationis heredes instituit et, priusquam voluntati defunctae pareretur, sententiam 
pater meruit vel aliter defunctus est, morte eius vel alio modo patria potestate liberati ius adeundae 
hereditatis cum sua causa quaesistis: «Si vuestra madre os institutyó herederos bajo condición de 
emancipación y, antes de que la voluntad de la difunta fuese cumplida, vuestro padre recibió 
sentencia (de deportación) o murió, liberados por su muerte o de otro modo de la potestad pa-
terna, habeis adquirido el derecho de hacer adición de la herencia». No se trata de una nueva 
idea: cf. Suet. Vitell. 6 (hunc heredem a matre sub condicione institutum, si de potestate patris exis-
set), y Plin. ep. 4.2.2 (hunc Regulus emancipavit, ut heres matris exsisteret).

24  | [Φ]λαυίῳ Πα̣ν̣ίσκ̣ῳ τῷ κα̣ὶ Λόγγῳ στρα(τηγῷ) Ἑρμοπολ(ίτου) | π̣α̣ρὰ [Α]ὐρη[λ]ί[α]ς 
Ἀ̣πολ̣λ̣ωνίας τῆς καὶ Τινο̣ύ̣τ̣ιος Ἑρμοπολίτιδος ἀπολυθεί[σης τῆς πατρικῆς χειρὸς – ca.30 –] | [  ̣ ]̣  ̣ [̣  ̣  ̣ ]̣
μωνος ἀναγρα(φομένης) ἐπ’ ἀμφόδου Φρουρίου Λιβός. ἐπεὶ ἡ μήτηρ μο[υ Αὐρηλία Διοσκοροῦς ἀπελευθέρα 
Δημητρίου – ca.10 –] | [  ̣ ]̣  ̣  ̣  ̣αὐτῆς̣ ὑ̣πεστήσατο̣ ἐ̣μέ τε καὶ ἕτερόν μου ὁμομήτ̣ριον ἀδ̣ε̣λφ[ὸν Αὐρήλιον 
Νεῖλον κληρονόμους αὐτῆς – ca.18 –] | [  ̣]̣  ̣σ̣̣ης τῆς πατρικῆς ἐξο̣υ̣σ̣ία̣ς ἢ εἰ μὴ τοῦτο γείνοιτο, τὸ μέρος μου 
τ[ῆς κληρονομίας εἰς τὸν προκείμενον ἀδελφόν μου καταντῆσαι – ca.3 –] | [με]ν̣ης μου κατὰ δὲ τὸ βούλημα 
ἐντὸς τῆς προθεσμία[ς] ἀ̣πολυθῆν[αι τῆς πατρικῆς ἐξουσίας ὑπὸ τοῦ πατρός μου διὰ τῶν γραμμάτων, 
ὧν] | [τ]ὸ̣ ἀντίγραφον ὐπο̣τ̣άξασα ἐπιδίδωμί σοι ἀξιοῦσα ἐπισταλῆν[αι – ca.50 –] | μ̣ον καὶ π̣ροκείμενον 
Αὐρή̣λιον Νεῖλον ἀπελεύθε̣ρον, ἵν’ εἰδ[ῇ – ca.50 –]: «A Flavius Paniskos, alias Longus, estratego del 
Hermopolites, | de Aurelia Apollonia, alias Tinoutis, de Hermópolis, liberada [del poder pa-
terno, con mi tutor NN] | [hijo de ...]mon, registrada en el distrito del Fuerte Occidental. Mi 
madre [Aurelia Dioskorous, liberta de Demetrios ... ] | [ ... ] nos nombró a mí y a mi otro me-
dio hermano materno [Aurelius Neilos como sus herederos a partes iguales, con la condición de 
que yo] | [sea liberada] del poder paterno o, si esto no ocurre, ordenó que mi parte [de la heren-
cia recaiga en mi hermano mencionado anteriormente ... ] | [ ... ] ya que he sido liberada [del 
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4.  EL PATRIMONIO DE LOS POTESTATI SUBIECTI EN EGIPTO

Documentos como el precedente muestran una plena conciencia de la falta 
de capacidad patrimonial de los hijos no emancipados. Y, sin embargo, como 
Taubenschlag observó en su estudio sobre la patria potestas en las fuentes pa-
pirológicas (Taubenschlag 1916, 223-225 = Taubenschlag 1959 II, 314-316), 
encontramos en documentos posteriores a la CA, una y otra vez, desconcertan-
temente, referencias a hijos como propietarios – incluyendo casos donde explí-
citamente se los presenta como bajo potestad.

Un ejemplo ilustrativo es P. Oxy. X 1268 (249 d.C. Oxyrhynchos). Se trata 
de una solicitud —aceptada— de registro de una casa recién adquirida en la 
bibliotheke enkteseon – el «registro de la posesión», donde desde finales del si-
glo  i d.C. se registran en cada nomos de la provincia los actos jurídicos docu-
mentados sobre inmuebles.25 El documento nos ha llegado en estado bastante 
fragmentario,26 pero los aspectos importantes para nosotros resultan claramente 
de la parte conservada:

|1 παρε(τέθη). |2 (hand 2) [Αὐρηλίῳ Ἀμμωνίῳ καὶ ὡς] χ̣ρημα(τίζει) 
βουλ(ευτῇ) καὶ Ἡλιοδώρῳ βιβλ(ιοφύλαξι) |3 [παρὰ – ca.21 – δ]ώ ̣ρας Ἡρᾶτος 
Ἡρᾶτος ἀπὸ κώμης Σύρων διὰ Αὐρηλίου |4 [– ca.26 –] Ἀντινοέως. ἀπογράφομαι 
ἣν κατεγράφην κατὰ συγχώρη|5[σιν τελειωθεῖσαν διὰ τοῦ καταλογ]είου τῷ 
διελθόντι ϛ (ἔτει) μηνὶ Μεσορὴ παρὰ Αὐρηλίων Πετο|6[σίριος – ca.19 – μ]ητρὸς 
Τασεῦτος ἀπ’ Ὀξυρύγχων πόλεως παστοφόρου Ἀθηνᾶς |7 [τῆς καὶ Θοήριδος 
θεᾶς μεγ(ίστης) καὶ Σιν]θώ[ν]ιος τῆς καὶ Ἀπίας Διονυσίου μητρὸς Μαρκίας 
ἀπὸ τῆς |8 [αὐτῆς πόλεως τὴν ὑπάρχουσαν τῇ] τοῦ Π̣ε ̣τ ̣ο ̣σ ̣ίρ ̣ιος θυγατρὶ Αὐρηλίᾳ 
Τασεῦτι μητρὸς Τααρ|9[–ca.18 – τοῦ πατρὸς ἔχοντος α]ὐτη̣ ὑπὸ τῇ χειρὶ κατὰ 
τοὺς Ῥωμαίων νόμους |10 [– ca.19 – καὶ Αὐρηλίᾳ Σ]ινθώνι τῇ καὶ Ἀπίᾳ κατὰ 
τὸ λοιπὸν τέταρτον |11 [μέρος – ca.24 – ἐπ’ ἀ]μφόδου Τεμγενούθεως οἰκίαν καὶ 
αἴθριον |12 [– ca.22 – καὶ τὰ τού]τ ̣ω ̣ν χρηστήρια πάντα σὺν εἰσόδοις καὶ ἐξόδοις 
|13 [– ca.29 – ἧς τὸν πρὸ]ς ̣ ὑ ̣μ ̣[ᾶς] (l. ἡμᾶς, BL XI 148, eds. [ἐκδό]σ ̣ι ̣μ[α]) ἀπὸ 
διαλογῆς ἀναπεμφθέντα |14 [χρηματισμὸν ἐπιφέρων ὑ]μῖ[ν σὺν] ἴ ̣[σο]ι ̣ς ̣ ἀντιγράφοις, 
καὶ δηλῶ̣ μήτε τὴν Πε|15[τοσῖριν – ca.21 –]μ̣ ̣[ ̣] ̣ ἢ τὴν Σινθῶνιν τὴν καὶ 

poder paterno por mi padre] de acuerdo con el testamento dentro del plazo prescrito [mediante 
un documento cuya] | [copia adjunto, te pido que se lo comuniques [ ... ] | al liberto Aurelius 
Neilos mencionado anteriormente, para que lo sepa [ ... ]». Sigue traducción al griego del cer-
tificado de emancipación, muy fragmentariamente conservado. Sobre el documento, Arjava 
1999. Un documento latino de emancipación se conserva en P. Lips. inv. 136 = ChLA XII 521 
(iii d.C. Oxyrhynchos), cf. Colella 2021.

25  Wolff 1978, 222-255; Cockle 1984; Burkhalter 1990; Maresch 2002; Jördens 2010a: 
Jördens 2010b; Alonso 2010; Lerouxel 2012; Claytor 2014; Lerrouxel 2016; Claytor 2020, 35-
42; cf. también la síntesis con fuentes de Th. Kruse en Keenan et al. 2014. 62-83.

26  La datación, perdida en el documento, se apoya en la mención de los mismos custodios 
del registro (bibliophylakes) en SB V 7634 (249 d.C. Oxyrhynchos), cf. Roberts 1934, 23.
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Ἀπίαν ἀπογε|16[γράφθαι – ca.12 – τῶν προκει]μ ̣[έ]ν ̣ων ἐνγαίων, εἶναι δὲ αὐτῶν 
ἀγοραστικῷ |17 [δικαίῳ – ca.13 – κατὰ συγχ]ωρ[ήσ]ις τρεῖς τελειωθείσας διὰ τοῦ 
καταλογείου ὧν ὁμοίως |18 [– ca.28 –] ̣ ̣[ ̣ ̣ ̣ ̣ ̣] ̣ ̣των τρεῖς ἐπ[ι]φέρω ̣ν ̣ ὑμ[ῖ]ν ̣ σὺν ἴσοις 
ἀντι|19[γράφοις – ca.29 –] μ̣[ην]ὶ̣ Παχών, μίαν μὲν πρότερον Σαραπιά|20[δος – ca.? –]
υ ̣ ̣ ̣ν[ ̣] ̣θη.27

Adquirente es una mujer cuyo nombre (l. 3) se ha perdido (Isidora, Helio-
dora, Theodora …). Los vendedores son dos Aurelii, dos nuevos ciudadanos de 
la CA o descendientes de aquéllos: Aurelius Petosiris (ll. 5-6), y Aurelia Sintho-
nis (l. 7). A Sinthonis pertenece un quarto de la casa, los otros tres cuartos no a 
Petosiris, que los vende, sino a su hija, Aurelia Taseus (l. 8), «bajo su potestad 
según las leyes romanas» (l. 9). He aquí una hija in potestate que, contra lo que 
tal condición impondría, es presentada como propietaria – como si los contra-
tantes, y particularmente su padre, ignorasen que los sometidos a potestad no 
pueden ser propietarios de bien alguno.

La hipótesis de la pura ignorancia, sin embargo, no es sostenible respecto 
a los múltiples oficiales involucrados en la ejecución del documento. El nues-
tro no es, en efecto, un documento puramente privado, sino notarial, ejecutado 
como synchoresis ante el katalogeion, la oficina central del notariado en Alejan-
dría, bajo supervisión del llamado archidikastes, jefe del colegio de los chrema-
tistai, uno de los oficiales de mayor rango heredados de la administración de 
justicia Tolemaica.28 Respecto a ellos la hipotesis de la ignorancia, obviamente, 
no se sostiene. Nótese, además, que tras su notarización en Alejandría, el docu-
mento no sólo se presenta para su registro en la bibliotheke enkteseon del nomos 
Oxyrhynchites en estos términos —con la hija en potestad como copropietaria 

27  Para la reintegración de l. 13-14, cf. Gagos 1987, 129. Traducción: Registrado. | 
(mano 2) [A Aurelius Ammonios y como quiera que se llame], buleuta, y a Heliodoros, guar-
dianes del registro | [... de ... ]dora, hija de Heras, hijo de Heras, del pueblo de Syros, a través de 
Aurelius | [ ... ] Antinoite. Presento para su registro la adquisición según synchore|[sis ejecutada 
a través del katalog]eion en el pasado sexto año, en el mes de Mesore, de los Aurelios Peto|[siris 
hijo de ... ] siendo su madre Taseus, de la ciudad de los Oxyrhynchites, pastophorus de Atenea | 
[y de la gran diosa Thoeris, y Sin]thonis alias Apia, hija de Dionysios, siendo su madre Mar-
cia, de la | [misma ciudad, la propiedad de la] hija de Petosiris, Aurelia Taseus, siendo su madre 
Taar|[ ... su padre teniendo] a su hija bajo su potestad según las leyes romanas | [ ... y de Aure-
lia S]inthonis alias Apia en la cuarta parte restante | [... en el] barrio de Temgenouthis, la casa 
y el patio | [... y vuestra] casa y entradas y salidas, | […] presentamos junto con copias idén-
ticas el certificado | que nos ha facilitado la oficina de examen | y demuestro que (aunque) ni 
Pe|[tosiris... ] ni Sinthonis alias Apia habían registrado ... la propiedad antes mencionada, tenían 
derecho a venderla | [ ... de acuerdo con] tres synchoreseis ejecutadas a través del katalogeion, 
todas igualmente | [ ... ] las tres presentadas a vosotros con copias idénticas | [ ... ] en el mes de 
Pachon, la primera de Sarapias [ ... ]

28  Sobre la forma documental de la synchoresis, ejecutada como transacción juidicial ficti-
cia ante el katalogeion de Alejandría, Schubart 1913; Wolff 1978, 91-95. Sobre el archidikastes, 
Wolff 1966, 34-36. Sobre el katalogeion, Wolff 1978, 28-29.
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original—, sino que en tales términos es aceptado por el registro (l. 1). Es cierto 
que aquí no se trata de registrar un bien a nombre del potestati subiectus, que fi-
gura simplemente como propietario original, pero no faltan ejemplos de regis-
tro de bienes como pertenecientes al sometido mismo.29 La conclusión es inevi-
table: la administración provincial, los órganos notariales y registrales, parecen 
haber tolerado este fenómeno – lo que sugiere que la incapacidad patrimonial 
de los sometidos a potestad se ignora en la provincia de forma consciente.

El documento presenta indicios suficientes para concluir que lo mismo 
puede predicarse de la partes y, en general, de la población de la provincia. He-
mos visto con qué claridad se comprendía que sin emancipación la herencia 
materna revertía en el padre (supra sub 3). En este mismo sentido, es revelador 
que en nuestro caso quien vende no sea la hija, sino el padre. ¿Coincidencia o 
estrategia consciente? A primera vista, podría pensarse que el padre actúa aquí 
como kyrios, como tutor. Así es, en efecto, como según Taubenschlag se «rein-
terpretó» la patria potestas en la provincia: como una simple tutela sobre los hi-
jos menores. Las fuentes, sin embargo, no respaldan esta teoría:30 las mencio-
nes del padre como tutor son relativamente escasas, y nunca referidas a hijos 
calificados como in potestate;31 numerosísimos son, en cambio, los hypocheirioi 
de los que en absoluto resulta que sean menores, y por los que el padre actúa 
sin que se lo presente como tutor. Tampoco nuestro documento califica al pa-
dre, Aurelius Petosiris, como tutor —kyrios o epitropos— de Aurelia Taseus. No 
solo: el lenguaje empleado para describir su intervención es radicalmente di-
ferente al que se esperaría para la intervención de un tutor. De los actos con-
cluidos con intervención de un tutor se dice que se concluyen ‘con el tutor’ o 
‘mediante el tutor’, según que éste acompañe o sustituya. Aquí en cambio, no 
leemos que Taseus vende μετά του πατρός, ‘con el padre’, o διὰ τοῦ πατρός, ‘me-
diante el padre’, sino pura y simplemente que el padre vende la porción de su 

29  Cf. P. Gen. I 44 = MChr. 215 (259 d.C. Arsinoites), analizado en Alonso 2010, 38-54, 
con lit.

30  Taubenschlag 1916, 208-210 = Taubenschlag 1959, 296-299. El punto de partida de 
Taubenschlag es SB I 1010 = ChLA XI 486 = CPL 216 = FIRA III 61 (249 d.C. Oxyrhynchos), 
una agnitio bonorum possessionis de la que tenemos también traducción griega en SB VI 9298, 
por la que un hijo menor solicita la herencia materna t(utore) a(uctore) patre [suo], [με]τὰ κ̣υρίου 
τοῦ πατρὸς. La conclusión de Taubenschlag es, sin embargo, cuestionable ya a la luz de este pri-
mer documento, donde no se dice en ningún momento que el hijo siga sometido a potestad – 
y, por tanto, no cabe a priori excluir que hubiera sido emancipado, como a menudo cuando se 
trata de la herencia materna, cf. supra n. 22. Contra Taubenschlag, cf. también Arjava 1998, 
157.

31  BGU II 667 (221-222 d.C. Ptolemais Evergetis), PSI XV 1546 (222 d.C. Herakleopo-
lites), PSI X 1126 (iii d.C.), SB VI 9069 (iii d.C. Arsinoites), cf. también CPR I 218 (ii d.C. 
Soknopaiou Nesos).
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hija – como si supiesen que, desde el punto de vista romano, es solo él quien 
tiene potestas alienandi.

Que así era lo sugiere aún más claramente el final del documento, ll. 14 ss.: 
aquí leemos que la casa no había sido registrada previamente por los vendedo-
res, esto es, por el padre y la copropietaria, pero que éstos tenían derecho a ven-
derla: εἶναι δὲ αὐτῶν ἀγοραστικῷ | [δικαίῳ] (ll. 16-17).32 La potestas alienandi, en 
otras palabras, se atribuye, así, al padre y no a la hija, aun cuando es ella quien 
viene calificada como propietaria.

He aquí, así pues, un documento en el que una hija in potestate es presen-
tada como propietaria ante los servicios notariales centrales de Alejandría y el 
registro inmobiliario de Oxyrhynchos, pero, al tiempo, no es ella quien vende, 
sino su padre, y es de él, no de ella, de quien se predica la potestas alienandi. Di-
che de otro modo: en el momento decisivo, el de la alienación, se abandona la 
concepción provincial, y es quien conforme al derecho romano puede enajenar 
el que lo hace. No se trata del único ejemplo: lo mismo ocurre en los demás do-
cumentos en los que propiedad atribuida a un potestati subiectus es enajenada: es 
siempre el padre, no el sometido, quien enajena.33

Revelador en el mismo sentido es también P. Oxy. XIV 1642 (289  d.C. 
Oxyrhynchos). Se trata aquí de la nominación por parte de un agoranomos, 

32  La integración [δικαίῳ] es absolutamente segura: ἀγοραστικῷ no está atestiguado sino 
acompañado de δικαίῳ, cf. P. Oxy. XII 1539 (179-180 d.C.), l. 6; PSI X 1112 (231 d.C.) l. 12; 
P. Oxy. XIV 1636 (249 d.C.), ll. 6-7; SB XX 14131 (266-267 d.C.) ll. 2-3; P. Oxy. XII 1475 
(267 d.C.) l. 14; PSI V 450 (iii d.C.) ll. 85-86, todos de Oxyrhynchos.

33  Cf. P. Oxy. XIV 1703 (261 d.C. Oxyrhynchos), donde una cuota sobre una casa que los 
hijos de Aurelius Geminos habían adquirido —por intervención del padre— de Aurelius Apion, 
es revendida al mismo Aurelius Apion. Este llamativo retorno de la cuota a Apion podría en-
tenderse en el contexto de una relación familiar con Geminos, mejor que como una transferen-
cia con fin de garantía que regresa al deudor después del cumplimiento. En cualquier caso, es 
significativo que, aunque los hijos de Geminos no son presentados como menores, es el padre 
quien compra y luego revende por ellos. De nuevo, el lenguaje de la enajenación no es el que es-
peraríamos en caso de tutela: no es solo que Geminos no se califique a sí mismo como tutor, 
sino que no son los hijos quienes venden μετά του πατρός, ‘con el padre’, o διὰ τοῦ πατρός, ‘me-
diante el padre’: quien vende es simplemente Geminos, aunque la propiedad se presente como 
comprada por sus hijos a través suyo. Significativo es también que esto ocurre en el más alto es-
trato social de Oxyrhynchos: vendedor y comprador pertenecen a la boule de la ciudad, el ven-
dedor es además agoranomos, el comprador kosmetes. El tercer ejemplo es SB I 5692 (3rd cent. 
Oxyrhynchos), una petición al archidikastes de Alejandría para la notarización mediante demo-
siosis de un quirógrafo en el que un padre, Aurelius Didymos alias Horion, vende propiedad —
probablemente, de nuevo, una casa— perteneciente a su hijo in potestate Aurelius Lucius alias 
Sarapion. En este caso, el hijo es menor (aphelix), aunque no es claro si en el sentido origina-
rio en la provincia —los menores de catorce, no inscritos aún para la laographia— o, quizá más 
probablemente, en el sentido que el termino comienza a adquirir en todo el Imperio en el curso 
del siglo iii d.C., referido a los minores de la Lex Laetoria, esto es, a quienes no han cumplido 
veinticinco años.
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Aurelius Demetrianus, de su sucesor en el cargo. Como era frecuente, dada la 
grave responsabilidad patrimonial asociada a tales cargos litúrgicos, la protesta 
del nominado desembocó en una vista oral, para la que Demetrianus nombra 
a su hermano como representante. Nuestro documento comienza con una co-
pia de ese apoderamiento (systasis). Y entre las instrucciones que Demetrianus 
da a su hermano, ninguna se repite a lo largo del documento más que ésta: ha 
de asegurarse de que su sucesor asuma el cargo «bajo garantía de sus bienes y de 
los de los hijos bajo su potestad … de modo que su patrimonio, sea inmueble o 
mueble, no pueda ser enajenado».34

Munera y honores se desempeñaban, en efecto, bajo propia responsabilidad 
y con garantía del entero patrimonio, garantía que a menudo toma la forma de 
un «arresto» (katoche) de los bienes, de modo que ninguna enajenación los sus-
traiga a la posible responsabilidad del liturgo. De nuevo, encontramos una no-
table divergencia entre el modo en que la situación jurídica de los bienes es 
caracterizada y la efectiva conducta de las partes al respecto: (a) los bienes se 
atribuyen a los hijos en potestad, como si ellos fuesen sus titulares —sabemos, 
en efecto, que podían figurar a su nombre en el registro—; (b) pero, al tiempo, 
se da por descontado que una potencial responsabilidad del padre como liturgo 
comprende también los bienes de sus hijos —y, significativamente, se subraya 
que no se trata de los hijos tout court, sino de aquéllos que se encuentren bajo 
su potestad—.

La conclusión es inevitable. Lo que estos documentos —como tam-
bién el testamento bajo condición de emancipación (supra sub 3) en 
SB XXVI 16717— demuestran, es una completa consciencia de la incapacidad 
patrimonial de los sometidos a potestad. Cuando ignorarla tendría consecuen-
cias prácticas, la regla romana se respeta: se emancipa al hijo para evitar que la 
herencia materna revierta en el padre; es el padre y no el sometido quien ena-
jena; y los bienes de los hijos se incluyen sin más en la responsabilidad patri-

34  P. Oxy. XIV 1642 (289  d.C. Oxyrhynchos) ll. 2-8: ἀποσυνίστημί σε κατὰ ταῦτά μου τὰ 
γράμματα παραστῆναι παρὰ σοὶ ἐν τῷ Ὀξυρυγχε ̣ίτῃ | τῇ ὀνομασίᾳ τῇ ὑπ’ ἐμοῦ γενομένῃ παρὰ τῷ 
διασημοτάτῳ ἡγεμόνι Οὐαλερίῳ Πομπη|ιανῷ εἰς τὴν ἀντ’ ἐμοῦ ἀγορανομείαν Αὐρηλίου Ἀγαθείνου τοῦ 
καὶ Ὠριγένους Οὐαριανοῦ | καὶ [ὡς] χρηματίζει ἐπὶ πόρῳ ἑαυτοῦ καὶ τῶν ὑποχειρίων τέκνων καὶ πάντα 
πρᾶ|[ξαι ὅ]σα κἀμοὶ παρόντι ἔξεστιν εἰς τὸ μήτε ἐκποιηθῆναι αὐτοῦ τὴν εὐπορίαν ἀ̣κ̣[ι]|[νήτων(?) μηδ]
ὲ καὶ κεινητῶν, μηδὲ μὴν προχωρεῖν τι αὐτῷ ἐπὶ περιγραφῇ | [τῆς πολι]τ̣ικῆς χορηγίας: «Por la presente 
te nombro mi representante para que comparezcas en el Oxyrhynchites | en la nominación he-
cha por mi ante su excelencia el prefecto Valerius Pompe|ianus, como mi sucesor en el cargo de 
agoranomos, de Aurelius Agathinos, alias Origenes, hijo de Varianus, | y cualquiera que sea su tí-
tulo, bajo garantía de sus bienes y los de los hijos en su potestad, y para realizar todos los actos | 
a los que tengo derecho como si estuviera presente, a fin de que sus bienes, ya sean | muebles o 
inmuebles, no sean enajenados y no obtenga ninguna ventaja en fraude | de los suministros de 
la ciudad». Cf. aún l. 20, ἐπὶ πόρῳ ἑ]αυτοῦ καὶ τῶν ὑποχειρίων τέκν[ων] ἐπειδὴ ὑπ’ αὐτόν ἐστιν, de 
nuevo l. 38, τ̣ῇ εὐπορίᾳ κ̣[αὶ τ]ῶν ὑπ[οχ]ειρίων τέκνων, y, una vez más, l. 50, [ἐπὶ πόρῳ ἑαυτοῦ καὶ 
τῶν ὑποχει]ρ̣[ί]ω̣ν̣ τέκνων.
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monial paterna. Sin embargo, obstinadamente, se considera a los hijos como 
propietarios y se les registra como tal, con la complicidad de las instituciones 
notariales y registrales de la provincia.35

5.  SCHÖNBAUER CONTRA ARANGIO-RUIZ

No hay forma, por tanto, de eludir el problema que desconcertó a Mitteis. 
¿Cómo sobrevivieron los iura peregrinorum —instituciones y prácticas como la 
representación directa, la cesión de créditos, los documentos ejecutivos y una al 
menos aparente capacidad patrimonial de los sometidos a potestad— a la prác-
tica desaparición de los peregrini? ¿Cómo pudo la población provincial, habién-
dose convertido en romana, desafiar tan abiertamente el ius civium romanorum?

Mitteis sostuvo, como más tarde Arangio-Ruiz,36 que el derecho local había 
sobrevivido contra ius, debido a falta de interés o a tolerancia por parte de las 
autoridades romanas. En controversia con Arangio-Ruiz, Ernst Schönbauer ar-
gumentó que la tolerancia romana era consciente y oficial, y que, por lo tanto, 
los derechos peregrinos fueron aceptados por la autoridad imperial como plena-
mente vigentes.37 Estas dos posiciones han dominado largamente el debate.

Muchos de los ejemplos ya mencionados refutan la idea de Arangio-Ruiz de 
una mera tolerancia de facto. Los servicios notariales y registrales de la adminis-
tración provincial en Egipto (supra 4) reconocen como propietarios, al menos 
nominalmente, a los hijos in potestate. Y, si volvemos a los fenómenos enume-
rados supra sub 2, la representación directa (a) también parece haber sido acep-
tada en juicio. Carácter oficial tenía también el procedimiento (c), heredado del 
derecho Tolemaico, que permitía la ejecución directa de los documentos cre-
diticios: presidido formalmente por el prefecto, en él participaba el archidikas-

35  Entre las razones de esta complicidad pudo jugar un papel la necesidad de encontrar can-
didatos adecuados para las posiciones litúrgicas: las liturgias se imponían en función del patri-
monio —en Egipto, rastreable a través de las oficinas registrales, las bibliothekai enkteseon— y 
el sistema habría colapsado si se hubiesen impuesto solo a los patres familias. Que no era así lo 
confirma el propio derecho imperial, cf. C. 10.32.5 [286 d.C.]: Idem AA (Diocletianus et Maxi-
mianus) Alexandro. Filios in potestate patris positos ad munera seu honores non posse devocari falso 
tibi persuasum est. sane si ad nominationem filii consensum non accommodaveris, ob administratio-
nem ipsius minime conveniri poteris. pp. vi id .... Maximo ii et Aquilino conss.: «Los mismos Au-
gustos (Diocleciano y Maximiano) a Alejandro. Falsamente se te ha hecho creer que los hijos 
que están bajo la potestad de su padre no pueden ser llamados a desempeñar cargos y funcio-
nes públicas. Sin embargo, si no diste tu consentimiento al nombramiento de tu hijo, no se te 
puede hacer responsable de su administración. Publicado el sexto día antes de los idus de... bajo 
el consulado de Máximo, por segunda vez, y Aquilino.» Cf. ya Ulp. 1 opin. D. 50.4.3.5.

36  Mitteis 1891, 8 («formal gestetzwidrige Gewohnhheiten»), 160, passim. Arangio-Ruiz 
1941, 1947, 1948a, 1948b, 1950.

37  Schönbauer 1931, 1934, 1937.
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tes de Alejandría y los strategoi y praktores de cada nomos. No solo eso: las demás 
instituciones y prácticas no romanas que siguen presentes en el material papiro-
lógico después del 212 no habrían sobrevivido durante décadas si hubiesen sido 
cuestionadas en los tribunales. A la luz de todo esto, es difícil no dar la razón a 
Schönbauer y concluir que la tolerancia romana era oficial, al menos (volvere-
mos sobre ello en breve: infra sub 8 y 11) por lo que respecta a la administra-
ción local.

La pregunta es entonces cómo fue posible articular jurídicamente tal super-
vivencia de iure de los iura peregrinorum. Schönbauer recurrió a la idea de la 
doble ciudadanía,38 convirtiéndola en una de los más controvertidas de nues-
tra disciplina. Esto plantea problemas especiales en Egipto, ya que hasta el 
año 200 d.C. la mayoría de los habitantes de la provincia eran peregrini nullius 
civitatis, carecían de ciudadanía,39 y no es seguro que la concesión de una boule 
a las metrópolis por parte de Severo y Caracalla en ese año40 cambiara el status 
civitatis de los habitantes de la chora egipcia.41

6.  LA CLÁUSULA MENONTOS EN P. GISS. 40

A finales de los años cincuenta, se abrió una nueva puerta para la teoría de 
Schönbauer con el descubrimiento de la tabula Banasitana (ILMaroc 94).42 La 
tabula contiene dos concesiones de ciudadanía a favor de dos generaciones de 
una prominente familia mauritana: padre e hijo, con sus respectivas familias, re-
cibieron —de Marco Aurelio, con Lucio Vero primero y luego con Cómodo— 
la ciudadanía romana salvo iure gentis. Estas palabras, salvo iure gentis, llevaron 
a William Seston a una nueva reconstrucción de la famosa cláusula μένοντος en 
P. Giss. 40, el papiro que conserva, desafortunadamente en un modo más frag-
mentario de lo que querríamos, el edicto de ciudadanía de Caracalla.43

38  Schönbauer 1949, 1952, 1960; cf. Arangio-Ruiz 1950. Sobre la controversia, Mélèze 
Modrzejewski 2014, 299-304.

39  El argumento es resaltado con razón por Wolff 2002, 127 y n. 78, también contra la su-
posición infundada de Segrè de un politeuma para estos peregrini nullius civitatis de la chora.

40  Jouguet 1911, 344-50; Jones 1937, 329-38.
41  Arangio-Ruiz 1948a, 97 = Arangio-Ruiz 1974, 268-269. Respecto a quienes no pertene-

cían a la categoría de los metropolitai el cambio de status cívico es particularmente problemático, 
aunque quizá no inimaginable, cf. Ulp. 61. ed. D. 50.1.30 (Qui ex vico ortus est, eam patriam in-
tellegitur habere, cui rei publicae vicus ille respondet: Quien es originario de un pueblo se entiende 
que tiene por patria la res publica a la que pertenece aquél pueblo), que, sin embargo, se refiere 
sólo a la jurisdicción (respecto a la bonorum venditio, cf. la colocación palingenética del frag-
mento) y no al estatus cívico.

42  Seston y Euzennat 1971; Gascou y de Kisch 1982, 76-91 (§ 94).
43  Seston y Euzennat 1961. Cf. también Seston 1966, 878-9.
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La cláusula había sido objeto de innumerables integraciones.44 En Mitteis, 
como luego en Meyer,45 encontramos μένοντος | [παντὸς γένους πολιτευμ]άτων 
—en traducción latina, manente quocumque genere rerum publicarum, referido 
a la subsistencia de las civitates preexistentes y sus correspondientes órganos po-
líticos, aunque sus miembros queden en teoría sujetos al derecho privado ro-
mano—. Seston propuso en cambio μένοντος | [παντὸς δικαίου τῶν πολιτευμ]
άτων, es decir, salvo omnis iure gentium; semejante es la ulterior reconstruc-
ción de Oliver, ampliamente aceptada, μένοντος [τοῦ νόμου (o, mejor, δικαίου) 
τῶν πολιτευμ]άτων.46 Es esta una interpretación de la cláusula que ya antes del 
descubrimiento de la tabula Banasitana había sido propuesta por Hans Julius 
Wolff:47 para él, como para Seston, Oliver, y sus seguidores, la Constitutio An-
toniniana habría incluido una explícita salvaguarda para las tradiciones jurídicas 
de los nuevos ciudadanos.

Pronto volveremos a esta posible cláusula de salvaguardia. Por el momento, 
y al margen del carácter en cualquier caso conjetural de la restitución de Seston, 
baste resaltar que, como a menudo se ha observado,48 salvo iure gentis probable-
mente deba referirse en la Tabula Banasitana a los deberes (y privilegios) litúrgi-
cos y fiscales de los nuevos cives hacia su comunidad de origen (la gens de los ze-
grenses), no a las tradiciones jurídicas bajo las que vivían.49 En efecto, en las dos 
epístolas imperiales reproducidas en la Tabula leemos simplemente salvo iure 

44  Sasse 1958, 13-14; cf. también Wolff 2002, 124 n. 58.
45  Mitteis 1912, 426 (§ 377); Meyer 1920, 2, con nota a l. 8.
46  Oliver 1989, 504; cf. también Oliver 1972, 340, y Oliver 1978, 405.
47  Wolff 1956, 367-371. Ya Schönbauer 1931, 313, había propuesto entender la cláusula 

como salvaguarda de los derechos particulares, aunque bajo la suposición infundada de la exis-
tencia de politeumata para los peregrinos.

48  D’Ors 1953, 179-193; Wolff 1976, 87-99; Mélèze Modrzejewski 2014, 322-3. Un aná-
lisis detallado, en Sherwin-White 1973, 91-2.

49  Junto a lo que sigue, un argumento de Sherwin-White 1973, 94, tiene cierto peso con-
tra la idea de que salvo iure gentis se incluyó en la tabula Banasitana para permitir a sus benefi-
ciarios conservar sus propias tradiciones jurídicas. La segunda petición (concedida en la epistula 
de ll. 14-21) se refiere únicamente a la esposa y los hijos de Iulianus, princeps Zegrensium: clara-
mente, porque él mismo tenía ya la ciudadanía romana; es probable, en efecto, que se trate del 
mismo Iulianus mencionado entre los hijos que, junto con sus padres, recibieron la ciudadanía 
romana en la primera epistula (l. 11). Es difícil no relacionar esta segunda petición de Iulianus 
con el impacto catastrófico de la diferencia de estatus cívico entre padre e hijos en la posición 
sucesoria de estos últimos conforme al derecho romano. Bajo el derecho romano, en efecto, los 
peregrinos —como, inicialmente, los hijos de Iulianus— estaban completamente excluidos de la 
herencia de los ciudadanos, careciendo de la llamada testamenti factio: excluidos incluso aunque 
se les instituya en testamento; excluidos no solo como herederos, sino también como beneficia-
rios de legados (Gai. 2. 110) y, desde Adriano (Gai. 2.285), de fideicomisos. El problema no 
se plantearía siquiera si la sucesión de Iulianus no se rigiera por el derecho romano, es decir, si 
la cláusula salvo iure gentis bajo la que había recibido la ciudadanía años antes (l. 12) le hubiera 
permitido seguir viviendo y hacer testamento bajo el ius de los zegrenses.



	 Centro y periferia	 29

gentis (ll. 12, 20), pero el registro oficial en el commentarius civitate romana do-
natorum añade (l. 37) sine diminutione tributorum et vectigalium populi et fisci, 
«sin disminución de los tributos y los impuestos del pueblo y del tesoro». Esto 
sugiere un contexto fiscal en el que ni los deberes hacia la comunidad de origen 
(este sería el sentido de la expresión ius gentis) ni hacia Roma (tributa et vecti-
galia populi et fisci) deben verse afectados por el nuevo estatus cívico. Dicho de 
otro modo, la ciudadanía romana se concede sin immunitas (ἀνεισφορία) ante el 
erario y el fisco romanos50 y sin perjuicio de los deberes y privilegios de los be-
neficiarios en su comunidad de origen. Una salvaguarda semejante parece lógica 
en la constitución de Caracalla. De hecho, por lo que concierne a la posición 
de los Aurelii ante el fisco romano, hay pruebas de que siguieron sujetos a la 
misma capitatio (laographia) que habían soportado como peregrinos.51

7.  CAMBIOS EN LA PRÁCTICA JURÍDICA TRAS EL 212 d.C.

Más allá de estas dudas, hay una razón más decisiva contra las propuestas de 
Schönbauer y Seston: no parece posible hacerlas compatibles con los ajustes in-
mediatos al derecho romano que —junto con las continuidades— vemos por 
todas partes en los papiros.

Así, ninguna cláusula de salvaguardia ni teoría de doble ciudadanía aho-
rró a los Aurelii la no fácil tarea de adaptarse a su nueva condición cívica en lo 
relativo al derecho de la persona, la familia y la herencia, ámbitos tradicional-
mente dominados por el denominado principio de personalidad (infra sub 9). 
Ya hemos visto (supra sub 2) cómo la sujeción de los hijos a la patria potestas se 
enfatiza en los documentos posteriores al 212, y como, a pesar de que nomi-

50  La inmunidad fiscal, es decir, la plena equiparación de los nuevos ciudadanos con los ci-
ves optimo iure, se hace explícita cuando se concede. Así, en el caso de la concesión a Seleuco por 
Octaviano (IGLSyr. 3, 1, 718 = FIRA I. 55): πολειτείαν καὶ ἀνεισφορίαν τῶν ὑπαρχόν[των πάντων ? 
δίδ]ομεν οὕτω[ς ὡς οἵτινες τῶ]ι ἀρίστωι νόμωι ἀρίστωι δὲ δικαίωι πολεῖται [‘Ρωμαῖοι ἀνείσ]φο[ρ]οί εἰσιν, 
α[ὐτοῖς τε στρατείας λει]τουργ[ία]ς τε δημοσίας ἁπάσης πάρε[σις ἔστω] (ll. 20-3, ed. Raggi 2004): 
«concedemos la ciudadanía y la exención sobre todos los bienes (?) como a aquellos que son ciu-
dadanos romanos exentos de impuestos por la mejor ley y el mejor derecho, y los liberamos del 
servicio militar y de todo servicio público».

51  SB VI 9128 = P. Mich. inv. 5503c (213 d.C. Karanis), cf. Pearl 1951: nótese el cam-
bio onomástico, de Liberalis hijo de Ptolomeo en l.4 a —ὁ α(ὐτὸς)— Aurelius Liberalis en l. 7. 
El caso de P. Lugd. Bat. XIX 14 (248 d.C. Exo Pseur, Arsinoites) es diferente, ya que el laogra-
phoumenos no se presenta como Aurelius, sino que sigue utilizando un nombre griego, Artemi-
doros hijo de Diodoros. La cuestión de las excepciones a la ciudadanía romana en Egipto tras 
el 212, planteada por documentos como éste —y de forma más apremiante por la referencia a 
los Aigyptioi en la constitución imperial del 215 d.C. en P. Giss. 40 II, ll. 16-29, y por la dis-
tinción entre Romaioi y Aigyptioi casi tres siglos después en SEG IX 356— excede los límites de 
este trabajo. Sobre el tema, cf. Marotta 2014, con versión inglesa en Marotta 2017.
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nalmente se les acepte como propietarios, a todos los efectos prácticos su patri-
monio se trata como parte del patrimonio paterno. Tras el 212 las mujeres no 
vuelven a aparecer como tutoras (epitropoi) de sus hijos huérfanos, sino como 
simples supervisoras del tutor varón (epakolouthetriai).52 Y, aunque algunos her-
manos siguen presentándose como marido y mujer unos años después de la CA, 
el matrimonio entre hermanos desaparece entonces de nuestras fuentes.53 In-
cluso en el derecho contractual, que se mantuvo prácticamente intacto, hay que 
tener en cuenta la nueva omnipresencia de la cláusula estipulatoria, a la que vol-
veremos en breve (infra sub 10).

El ejemplo más evidente de adaptación inmediata es probablemente el tes-
tamento. La adopción del latín, que pocos hablaban en la provincia, la men-
ción de la mancipatio familiae, el ritual de venta simbólica del patrimonio ne-
cesario para el testamento civil romano (aunque sea obviamente improbable 
que se llevara a cabo realmente), la datación consular, todo ello lo encontra-
mos ya en los dos documentos testamentarios más antiguos posteriores a la 
CA: P. Bagnall 5 (213  d.C. Oxyrhynchos), y P. Oxy. XXII 2348 (224  d.C. 
Oxyrhynchos).54 La adhesión a las formas romanas se relajó solo cuando Ale-
jandro Severo permitió el uso del griego, como revela SPP XX 35 (235 d.C. 
Herakleopolites),55 un testamento redactado ya directamente en griego y en 
papiro sin tabulae, en el que no se menciona la mancipatio familiae y donde los 

52  La última mención de una mujer epitropos es P. Oxy. III 495 (182-189 d.C. Oxyrhyn-
chos). En SB XVI 12288 (195 d.C. Ptolemais Evergetis), a pesar de Gagliardi 2012, 425 n. 9, 
446 n. 65, el epitropos no es la madre (que ha fallecido: el documento se refiere a su herencia), 
sino Ploution, un hermano: cf. Bagnall y Worp 1994. La epakolouthetria está atestiguada desde 
el 132 d.C. (PSI X 1159, Ptolemais Evergetis), lo que deja abierta la cuestión de si se trata una 
adaptación temprana a la mentalidad jurídica romana o de un desarrollo autónomo.

53  Mélèze Modrzejewski 1964. Theognostos se presenta como casado con su hermana 
Aurelia Dioskorous en el censo del 217 d.C. (P. Lond. III. 936, p. 30, Hermópolis), y to-
davía, dos décadas despues de la CA, en un recibo de 234-235  d.C. (P. Pintaudi 42, Her-
mópolis, l. 5). Es de suponer que los matrimonios preexistentes fueron respetados, pero uno 
contraído tras la CA se habría considerado nulo. Algunas instituciones locales extrañas al de-
recho romano pero menos directamente incompatibles con él pudieron sobrevivir: así, toda-
vía en el siglo  iv (P. Oxy. VI 903) se habla de «matrimonio no escrito» (agraphos gamos, cf. 
Alonso 2023).

54  Ambos papiros contienen versiones griegas de testamentos claramente romanos: dejando 
a un lado otros aspectos, véase la mancipatio familiae (P. Bagnall 5, ll. 7-9, P. Oxy. XXII 2348, 
ll. 41-4) y la fecha consular (P. Bagnall 5, ll. 10-12, P. Oxy. XXII 2348, ll. 44-8), que en Egipto 
sólo se generaliza en otro tipo de documentos a partir de Diocleciano. Una nueva edición co-
mentada de ambos documentos en Colella 2024: 329-342.

55  SPP XX 35 = PER 1702 = SB I 5294 (235  d.C. Hermopolites), ll. 12-14: … [… 
τὴν διαθήκην ἐποίησα γράμμασιν] | Ἑλ ̣λ̣η̣νικοῖς ἀκο[λού]θως τῇ θείᾳ κ ̣[ελε]ύ̣σ̣[ει τοῦ κυρίου ἡμῶν 
Αὐτοκράτορος Μάρκου Αὐρηλίου] | Σεουήρου Ἀλεξάνδρ̣[ο]υ Εὐσεβοῦς Εὐτ̣υχ[οῦς Σεβαστοῦ …]: «… 
[… He otorgado este testamento en] griego de acuerdo con el divino [decreto de nuestro Señor 
el Emperador Marco Aurelio] Severo Alejandro Pío Félix [Augusto …]».
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testigos son seis, en lugar de los siete exigidos por el derecho romano para las 
tabulae testamenti.56

Estas adaptaciones immediatas en prácticamente todos los ámbitos de la 
práctica jurídica, incluidos los más extraños a la mentalidad no romana (como 
la posición de los hijos in potestate o los rituales testamentarios) y los más enma-
rañados jurídicamente (como el complejísimo derecho sucesorio romano) no se 
habrían producido si el edicto de Caracalla hubiera incluido una cláusula de sal-
vaguardia para el derecho local, si la cláusula μένοντος hubiera significado salvo 
iure gentis en el sentido predicado por Seston. Lo mismo ocurre con el argu-
mento de Schönbauer sobre la doble ciudadanía: si la supervivencia del derecho 
local hubiera sido el resultado de esta construcción, ninguna adaptación al dere-
cho romano habría sido necesaria.

8.  MOS REGIONIS

Un consenso mucho más amplio existe hoy en atribuir a la doctrina del 
derecho consuetudinario, tal como comienza a aparecer en las fuentes jurí-
dicas romanas a mediados del siglo  ii, un papel decisivo en la tolerancia ro-
mana, que habría permitido respetar las instituciones y prácticas peregrinas 
como mos regionis. La idea fue defendida incansablemente por Joseph Mélèze 
Modrzejewski, y más recientemente, desde otro punto de vista, por Caroline 
Humfress.57 Ha encontrado también un amplio eco entre romanistas, inclu-

56  Con la lengua griega regresó la tradición local no romana, y pronto encontramos testa-
mentos desde la perspectiva romana tan poco ortodoxos como el de Aurelia Eustorgis (P. Lips. 
I 29 = MChr. 318, 295 d.C. Hermópolis): (a) el testamento se otorga en forma epistolar, como 
sería propio de un codicilo, y con asistencia de un tercero (!), a pesar de que la testadora está li-
bre de tutela ([Αὐρηλία Εὐστόργις] ... μετὰ συνεστῶτος [ἐμαυτῇ Αὐρηλίου] Τ ̣ριαδέλφου ... τῇ ἐμαυτῆς 
θυγατρὶ Αὐρηλίᾳ [Ὑ]π ̣ε ̣ρ ̣εχίῳ τῇ καὶ Ἀμμων ̣α ̣[ρίῳ χαίρειν], ll. 1-4: «Aurelia Eustorgis ... con la asis-
tencia de Aurelius Triadelphos … a mi propia hija, Aurelia Hyperechion alias Ammonarion, 
saludos»); (b) el heredero es instituido «de acuerdo con todas las leyes» (κληρονόμον σε μ[ό]ν[η]
ν κατὰ πάντας τοὺς ν[ό]μους καθίστημι, l. 5), formula vacía de adhesión a un derecho que este 
testamento patentemente ignora tanto en su forma como en su contenido; (c)  la validez del 
testamento se equipara a la de uno otorgado ante notario público (es decir, del tipo que los 
peregrinos, no los romanos, solían hacer ante la CA), y el documento concluye (innecesaria-
mente en un testamento, donde no se contraen obligaciones) con una cláusula estipulatoria 
(τὸ ἑλληνικὸν | [ [βούλημα κύρι]ον ὃ ̣ καὶ δισσόν σοι π[ροηκ]άμην, ὡς ἐν δημοσίῳ ἀρχείῳ κατακείμενον, 
καὶ ἐπε[ρωτ]ηθ(εῖσα) νοοῦσα καὶ φρονοῦσα ὡμολό(γησα, l. 16-17: «este testamento griego, que te 
he entregado por duplicado, es válido como si hubiera sido depositado en un archivo público, 
y tras haberme formulado la pregunta formal, con intención y mente sanas, he dado mi con-
sentimiento»).

57  Mélèze Modrzejewski 1970, 353-7, de nuevo en Mélèze Modrzejewski 2014, 7-16, 235-
40, 311-18. Humfress 2012.
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yendo a Max Kaser.58 A menudo se piensa, de hecho, que el desarrollo de la 
doctrina del derecho consuetudinario en el siglo ii pudo haber sido impulsado 
por la diversidad jurídica de las provincias.59

A mi parecer, dos circunstancias en particular aconsejan cierto escepti-
cismo:

a)	 En las constituciones imperiales de la Antigüedad tardía, como ya an-
tes en los textos de la jurisprudencia clásica, por consuetudo se entiende 
—como advirtió Jean Gaudemet—60 la práctica administrativa, muy 
raramente la práctica jurídica de la población.61 Las evidencia es tan 
abrumadora que Gaudemet concluye: «si la costumbre juega un papel 
importante en el Imperio romano tardío, es esencialmente fuera del ám-
bito del derecho privado».

b)	 La segunda razón para el escepticismo resulta de la actitud de la Can-
cillería Imperial del siglo iii hacia las tradiciones jurídicas locales, tal y 
como se puede reconstruir a partir de los rescriptos conservados en el 
Código de Justiniano. Ocasionalmente, se flexibilizan normas —nota-
blemente, por ejemplo, las relativas a la forma estipulatoria (infra sub 10 
y n. 89)—, pero, en general, la Cancillería aplica implacablemente el 
derecho romano cuando se enfrenta a instituciones y prácticas no roma-
nas, a menudo comprometiendo los objetivos que las partes habían que-
rido asegurar y, muy probablemente, la confianza general en el derecho 
mismo. Las instituciones y prácticas peregrinas que no podían traducirse 
a categorías romanas o que no cumplían los requisitos de su correlato 
romano fueron simplemente rechazadas.

58  Kaser 1971, 220 y n. 32. 
59  Nörr 1969, 359-360. D. 1.3.12, el texto de Juliano con el que parece comenzar la re-

flexión jurídica romana sobre la costumbre como fuente del derecho, se refiere, en efecto, 
como otros textos jurisprudenciales en tema de mos y consuetudo, a las costumbres locales: cf. 
Alonso 2013, 379-386. Sobre la costumbre en la tradición jurídica romana antes de Juliano, 
Alonso 2013, 365-379.

60  Gaudemet 1956, 149-50. 
61  Esta prevalencia de la práctica administrativa tras el término consuetudo es constante 

desde finales de la República: cf. Cic., Verr. II 3.6.15, 3.15.38, 3.57.131, 3.62.142, 3.98.227, 
donde consuetudo (superiorum, a maioribus tradita) se refiere a la práctica constante de los pre-
decesores de Verres en el gobierno de Sicilia de mantener la recaudación de la decuma en con-
sonancia con las disposiciones de la lex Hieronica. Cf. también Verr. II 5.22.57 (número de 
laudationes pro reo), pro Quinctio 6.28 (missio in possessionem), pro Balbo 7.17 (concesión de la 
ciudadanía), pro Caecina 8.23 (interdicto). La mayoría de los textos jurisprudenciales sobre las 
costumbres locales se refieren también a la práctica administrativa: Ulp. 1. off. proc. D. 1.16.4.5 
(ingressus in provinciam del gobernador); Paul. 6 ed. D. 3.4.6 pr. (honores locales); Paul. 52 ed. 
D. 39.4.4.2 (vectigalia); Call. 1 cogn. D. 50.2.11 (decurionado); Call. 4 cogn. D. 22.5.3.6 (cita-
ción de testigos). También Plinio, Ep. 10.114-15 se refiere a una cuestión de derecho público. 
Más ejemplos y discusión en Kaser 1939, 76-81.
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Dos ejemplos bastarán aquí:

i)	 Todo estudiante de derecho romano conoce el rescripto de Alejandro 
Severo que niega efecto a las penas estipuladas para el caso de divor-
cio: libera matrimonia esse antiquitus placuit (C. 8.38.2, 223  d.C.).62 
Un texto admirable, que, sin embargo, acaba con una larga tradición de 
sanciones en protección de la mujer contra el repudio injustificado en 
los acuerdos matrimoniales griegos.63

ii)	 Como sabemos desde Pringsheim, y leemos directamente en 
Teofrasto,64 en la tradición jurídica griega la venta es en sí misma un 
modo de adquirir la propiedad que se rige por el principio de subroga-
ción: el comprador se hace propietario al pagar el precio, independien-
temente de la traditio, de la entrega efectiva de la cosa. Los documentos 
de venta griegos se basan en este principio en todo el Oriente mediterrá-
neo, tanto en el periodo helenístico como romano: documentan la venta 
y el pago, no la traditio. Según este principio, quien no recibe el precio 
sigue siendo propietario de la cosa vendida, y si la cosa es una esclava, 
también de los hijos que haya tenido entretanto. Esta pretensión, y con 
ella la entera tradición de la venta griega por más de medio milenio, es 
calificada por la cancillería de Diocleciano (C. 3.32.12, 293), por igno-
rar el efecto traslativo de la traditio, como «incivil e inaudita» (incivile 
atque inusitatum).65

62  C. 8.38.2: Imp. Alexandro A. Menophilo. Libera matrimonia esse antiquitus placuit. ideo-
que pacta, ne liceret divertere, non valere et stipulationes, quibus poenae inrogarentur ei qui divor-
tium fecisset, ratas non haberi constat. PP. iii non. Febr. Maximo ii et Aeliano conss.: «El empera-
dor Alejandro A(ugusto) a Menófilo. Está desde antiguo establecido que los matrimonios son 
libres: por tanto, los acuerdos por los cuales no sea lícito divorciarse son inválidos, y como es 
bien sabido las estipulaciones por las que se imponen sanciones a quien se divorcia no son váli-
das. Publicado tres días antes de las nonas de Febrero bajo el consulado de Máximo por segunda 
vez y de Aeliano». Cf. Kaser 1977, 91-2. Sobre la norma y sus límites en el derecho romano, 
Knütel 2014.

63  Cf. el hemiolion en BGU IV 1050 (12-11 a.C Alejandría) y la petición en P. Oxy. II. 281 =  
MChr. 66 (20-50 d.C. Oxyrhynchos); cf. todavía, después del CA, las diez monedas de oro de 
P. Ross. Georg III 28 (343 o 358 d.C. Arsinoites). Nótese, en fin, el nombre griego del destinata-
rio en el rescripto de Alejandro Severo.

64  Pringsheim 1950. Theoph. Peri Symbolaion (Stobaeus, Anth. 4.2.20) § 4: κυρία 〈δ’〉 ἡ ὠνὴ 
καὶ πρᾶσις εἰς μὲν κτῆσιν, ὅταν ἡ τιμὴ δοθῇ καὶ τὰ ἐκ τῶν νόμων ποιήσωσιν, οἷον ἀναγραφὴν ἢ ὅρκον ἢ 
τοῖς γείτοσι τὸ γιγνόμενον: «Para adquirir la propiedad, la compra y la venta son eficaces cuando se 
paga el precio y se hace lo que las leyes requiren, por ejemplo un registro o juramento o el pago 
a los vecinos.»

65  C. 3.32.12: Idem AA et CC [Impp. Diocletianus et Maximianus] Alexandro. Incivile atque 
inusitatum est quod postulas, ut mancipium, quod tradidisti et hoc modo dominium eius transtu-
listi, invito eo ex nostro rescripto tibi adsignetur. unde intellegis semel ancilla emptoris facta filios 
etiam postea natos eius dominium sequi, cuius mater eorum eo tempore fuit. sane de pretio, si non te 
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Si estas tradiciones no romanas debían respetarse como mos regionis, como 
quería Modrzejewski, se trata como vemos de una doctrina que los juristas de la 
Cancillería y el propio emperador ignoran. En la provincia, al menos en Egipto, 
la práctica jurisdiccional y administrativa era más flexible, pero ciertamente no 
porque todos, del prefecto al funcionario de menor rango, conocieran y respe-
taran una doctrina que el emperador y la Cancillería ignoraban. Eran más flexi-
bles, simplemente, porque, a diferencia de los juristas de la Cancillería, estaban 
sobre el terreno, y porque esa había sido la política en la provincia durante dos 
siglos; al fin y al cabo, era norma imperial que los gobernadores provinciales no 
se apartaran de los usos jurisdiccionales y administrativos bien establecidos.66

9.  LA PRÁCTICA DE LOS CIUDADANOS ROMANOS ANTES DEL 212

Todos los enfoques que hemos revisado comparten un mismo punto de 
partida: que, en ausencia de un dispositivo o construcción jurídica ad hoc —
una cláusula de salvaguardia, doble ciudadanía, mos regionis—, la nueva situa-
ción habría obligado a la población a someterse en todos los aspectos de su vida 
jurídica a las normas del derecho romano.

Esta suposición, si se piensa en ella, resulta ser mucho menos natural de lo 
que puede parecer a primera vista. Consideremos cómo se comportaban antes 
de la CA quienes tenían la ciudadanía romana en Egipto —en su mayoría vete-

hoc probatum fuerit recepisse, conveni adversarium tuum. D. vi id. April. AA conss.: «Los mismos 
Augustos y Césares a Alexander. Lo que pides es incivil e inaudito, a saber, que un esclavo que 
has entregado y del que has así transferido la propiedad, te sea asignado por nuestro rescripto sin 
su consentimiento [i.e. del comprador]. Entenderás, así pues, que una vez que una esclava se ha 
hecho propiedad del comprador, los hijos nacidos posteriormente de ella siguen la propiedad de 
aquél a quien entonces pertenecía la madre. Por supuesto, puedes demandar a tu adversario por 
el precio, si se demuestra que no lo has recibido. Dada seis días antes de los idus de Abril bajo 
el consulado de los Augustos». La cancillería de Diocleciano confrontó a menudo esta cuestión, 
recordando incansablemente a los consultantes que la propiedad se adquiere con la traditio, no 
con el pago del precio: C. 4.38.8, C. 4.49.6; C. 4.38.9; C. 4.38.12.

66  C. 8.52(53).1: Imp. Alexander A. Apro <evocato>. Praeses provinciae probatis his, quae in 
oppido frequenter in eodem genere controversiarum servata sunt, causa cognita statuet. nam et consue-
tudo praecedens et ratio quae consuetudinem suasit custodienda est, et ne quid contra longa consuetu-
dinem fiat, ad sollicitudinem suam revocabit praeses provinciae. PP. vi k. April. Iuliano et Crispino 
conss. (224) (= C.8.10.3, iunge C. 8.1.1): «El emperador Alejandro a Aper, veterano. El goberna-
dor provincial decidirá tras escuchar el caso, habiendo examinado lo que se ha observado habi-
tualmente en la ciudad en controversias del mismo tipo. Porque la costumbre existente y las ra-
zones que la originaron deben mantenerse, y el gobernador provincial debe velar por que no se 
haga nada contra la costumbre tradicional. Publicada seis días antes de las calendas de Abril bajo 
el consulado de Juliano y Crispino». Como ha demostrado Humfress 2012, 31, es de nuevo (su-
pra nn. 59-60) al uso administrativo a lo que se refiere aquí consuetudo: el caso concierne una casa 
en ruinas convertida en jardín, probablemente sin el consentimiento de magistrados y vecinos.
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ranos de las tropas auxiliares, soldados de las legiones estacionadas en la provin-
cia, miembros de la elite Alejandrina y libertos de éstos—.67 Las líneas princi-
pales son fácilmente reconocibles: estos «romanos», mayoritariamente de origen 
local y cultura griega, se ajustaban al derecho romano en lo relativo a la he-
rencia, la familia y el estatus personal, pero parecen haberse sentido completa-
mente libres de seguir la práctica peregrina en todo lo demás: propiedad, prác-
tica contractual, crédito y garantías, etc.

Herencia, familia y persona son los ámbitos que en el mundo antiguo se 
acercan más a lo que podríamos llamar, de forma algo anacrónica, el principio 
de la personalidad – la idea de que cada cual está sujeto a su estatuto personal, 
determinado por su origen o, en la tradición política que Roma comparte con 
el mundo griego, por su ciudadanía. Basta una lectura del llamado Gnomon del 
Idios logos68 para comprobar lo evidente que era el principio de personalidad en 
estos ámbitos para la administración romana de Egipto.69

El principio rige tanto para los peregrinos como para los ciudadanos romanos. 
Los peregrinos deben ser juzgados en estos ámbitos conforme a su propio dere-
cho, como leemos en una recopilación de decisiones judiciales de Sulpicius Simi-
lis —prefecto de Egipto entre el 107 y el 112— en materia testamentaria conser-
vada en P. Oxy. XLII 3015.70 Por su parte, quienes tienen la ciudadanía romana 
dejan testamentos romanos más o menos impecables, a pesar de lo engorrosas que 
debían resultar las formalidades romanas a personas de cultura griega.71 Ilustra-

67  Taubenschlag 1959 I, 181-93. Para una visión general de los patrones que seguían en su 
vida jurídica, cf. Taubenschlag 1959 I, 194-228, y Wolff 2002, 149-72.

68  Sobre el llamado Gnomon del Idios Logos —en realidad un epitome, compilado bajo An-
tonino Pío, del liber mandatorum de Augusto para el llamado procurador de la cuenta espe-
cial, a cargo de los ingresos no regulares del fisco en la provincia—, que se conserva en gran 
parte en BGU V 1210 (159-180 d.C. Theadelphia) y en un fragmento en P. Oxy. XLII 3014 
(II Oxyrhynchos), cf. Riccobono 1950, con lit. Más literatura en Girard et al. 1977. Cf. más re-
cientemente Kruse 2016 y Babusiaux 2018. Para la datación, Dolganov 2020.

69  Cf. Wolff 2002, 149-50. 
70  P. Oxy. XLII 3015 (II Oxyrhynchos) ll. 1-5: | [ ca?]..[..]...[..]..............[ ca? ] | [...]..μο̣ν̣ο̣.κ[ 

ca? ].[ ca? ]υσι κάλλιστόν ἐστιν αὐτοὺς | [δικ]αιοδοτεῖν π[ρὸ]ς το̣ὺς Αἰγυπτίων νόμους | [ἐ]φ̣’ οἷς ἔξεστι 
κ[α]ὶ̣ μεταδιατίθεσθαι. καλῶς δι|[έθε]το ὁ τελευτής[α]ς: «Es preferible que juzguen de acuerdo con 
las leyes de los egipcios, bajo las cuales también es posible modificar el testamento. El fallecido 
hizo testamento correctamente». El caso parece referirse a la posibilidad de cambiar un testa-
mento mediante su mera modificación (μεταδιατίθεσθαι), en contraste con el testamento com-
pletamente nuevo que habría exigido el derecho romano (cf. entre muchos otros textos, Ulp. 2 
Sab. D. 28.1.21.1; esto explica la popularidad de los codicilos y de su confirmación ex ante). La 
enfática frase «es mejor juzgarlos según sus propias leyes» sugiere que una de las partes pudo ha-
ber invocado la norma romana. Si así fuera, el rechazo del prefecto sería aún más notable: in-
cluso cuando lo pretendan, los peregrinos no deben ser juzgados en estos asuntos según el dere-
cho romano, sino suis legibus.

71  Sobre la praxis testamentaria de los ciudadanos romanos de Egipto, ver ahora Co
lella 2024.
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tivo, en este sentido, es el borrador de testamento del liberto Tiberio Claudio Ale-
jandro, conservado en P. Oxy. XXXVIII 2857 (134 d.C. Oxyrhynchos). El bo-
rrador contenía tanto la versión latina del testamento, muy fragmentariamente 
conservada en la primera columna, como una griega, con la siguiente suscripción: 
«Yo, Tiberio Claudio Alejandro, he leído mi testamento, según el cual deseaba 
que se redactara mi testamento romano».72 He aquí alguien cuyo latín —como 
el de muchos de los ciudadanos romanos de Egipto— no parece haber sido su-
ficiente como para entender su propio testamento, pero que, teniendo la ciuda-
danía romana, sabe que debe testar en latín y conforme a las reglas romanas en 
forma y contenido.

En todos los demás ámbitos del derecho, en particular en materia de pro-
piedad y contratos, la ciudadanía romana parece totalmente irrelevante en nues-
tra documentación: quienes la poseen actúan exactamente igual que los pe-
regrinos. Solo en los pocos casos en que se utiliza el latín irrumpe también el 
derecho romano: la mayoría de estos casos se producen en un entorno militar,73 
no porque se espere que los soldados se ajusten con particular escrúpulo al de-
recho romano,74 sino probablemente debido a la disponibilidad de modelos 
notariales latinos en el ejército.75 La mayoría de los documentos contractuales 

72  P. Oxy. XXXVIII 2857 = ChLA xlvii 1413 (134  d.C. Oxyrhynchos) ll. 34-37: (…) 
Τιιβέριος Κλαύδιος | Ἀλέξανδρος ἀνέγνων μου τὴν δι̣α̣θήκην πρὸς | [ἣν] ἠθέλησα τὴν Ῥ̣ωμα̣ϊκήν μου̣ γ̣[ρ]
α̣φῆναι. | [συμ]φ̣ω̣νῖ μοι [γ]ὰρ π̣ά̣ντα ὡ[ς πρ]ό̣κ[ιτ]αι. Cf. también, tras la CA, P. Oxy. XXII 2348 
(224 Oxyrhynchos), donde la versión griega es calificada como copia, lo que sugiere que se trata de 
una traducción del original, realizado en latín, ll. 47-51: ἀντίγραφον ὑπογραφῆς. Αὐρήλιος | Χα[ιρ]
ήμων Ἡρακλείδου διεθέμην ἐπὶ {π} τοῖς προκειμένοις. ὁμοίως ἑτέρας | ὑπογραφῆς τῆς ἐν τῷ ἑλληνικῷ 
ἀντιγράφῳ. Α[ὐ]ρήλιος Χαιρήμων Ἡρακλείδου | ἀνέγνων τὸ προκείμενον ἑλληνικὸν ἀντίγραφον τῆς 
διαθήκης μου | καὶ συμφωνεῖ μοι πάντα καθὼς ἐγὼ ὑπηγόρευσα: «Copia de una suscripción: Yo, Aure-
lius Chairemon, hijo de Herakleides, he redactado mi testamento tal y como se indica anterior-
mente. Del mismo modo otra suscripción hecha en la copia griega: Yo, Aurelius Chairemon, hijo 
de Herakleides, he leído la copia griega de mi testamento anteriormente mencionada y estoy de 
acuerdo con ella, tal y como la dicté.» Un procedimiento similar proponen para P. Oxy. XXXVIII 
2857, contra la hipótesis anterior de un original griego traducido al latín (Amelotti 1949, 50-51, 
Strobel 2014, 173), Häusler 2016, 423-424, y Colella 2024, 25-29.

73  Es el caso de los llamados quirografos de soldados: Arangio-Ruiz 1948b, a los que hay 
que añadir SB XVI 12609 (21 d.C.) y P. Duke inv. 528 (II d.C.). La mayoría de los contratos 
de venta latinos conservados también proceden del ámbito militar: cf. PSI VI 729 = CPL 186 = 
FIRA III 136 (77 d.C.); P. Lond. II 229 = CPL 120 = FIRA III 132 (166 d.C.); y P. Col. VIII 
221 (143 d.C.), otorgado en griego, pero completamente romano. Cf. Wolff 2002, 166-167. 

74  La institución del testamentum militis habla por sí sola; el empleo de modelos no roma-
nos es también frecuente entre soldados, cf. BGU I 69 = MChr. 142 (120 d.C. Arsinoites) y 
BGU III 741 = MChr. 244 = FIRA III 119 (143 d.C. Arsinoites?).

75  Sobre la praxis documental en el ejército romano, cf. Le Bohec 2010. Los servicios cua-
sinotariales de los librarii en el ejército ayudan a entender los elementos romanos en el archivo 
de Babatha, mucho más presentes de lo habitual en Egipto, que han fascinado a la romanís-
tica de las últimas décadas: sobre la cuestión, y sobre la conexión entre librarii y ejército, cfr. 
Alonso 2025, 382 nn. 90-91.
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griegos otorgados por romanos en Egipto, en cambio, no contienen nada espe-
cíficamente romano.76 Se ciñen a las formas documentales peregrinas, inclui-
das aquellas, como synchoresis, hypomnema y diagraphe bancaria, que no tienen 
equivalente en la tradición romana.77 También en cuanto al contenido, siguen 
la práctica local, incluso cuando ésta es desconocida o aberrante desde el punto 
de vista romano: así, encontramos también entre los romanos cesión de crédi-
tos mediante simple parachoresis, representación directa, instrumentos de cré-
dito ejecutivos y otras prácticas peregrinas que habrían quedado sin efecto si se 
hubieran juzgado según el derecho romano.78 La stipulatio, en cambio, la más 
romana de todas las formas contractuales, brilla por su ausencia entre romanos, 
no menos que entre peregrinos, incluso en los casos en que el derecho romano 
la habría exigido, por ejemplo, para los intereses de los préstamos: en todo el 
material conservado en Egipto y el Cercano Oriente, se cuentan solo siete ejem-
plos de uso de la stipulatio por romanos antes de la CA – la mayoría, de nuevo, 
en documentos latinos concluidos en ambiente militar.79

76  La mayoría de los intentos por encontrar rasgos romanos en estos documentos contrac-
tuales griegos han sido en vano: los casos de acceptilatio, préstamo estipulatorio y receptum nau-
tarum enumerados por Taubenschlag 1959 I, 222, no resisten escrutinio. Solo un pequeño 
grupo de documentos de venta, procedentes de Egipto y Oriente Próximo, presentan elemen-
tos romanos convincentes. P. Hamb. I 63 (125-126 d.C.), las ventas de esclavos concluidas en 
el mercado de Side en Pamphylia en P. Turner 22 (142 d.C.) y BGU III 887 = MChr. 272 = 
FIRA III 133 (151 d.C.) y el muy fragmentario P. Mich. IX 546 = SB V 7563 (207 d.C.), copia 
de una venta de esclavos concluida en Pompeiopolis, en Paphlagonia, cf. Jakab 1997, 177-183; 
Straus, 2000, 135-144; Nolle 2001, 617-622; Arzt-Grabner 2010, 21-32; Urbanik 2010, 225-
247; Jakab 2018, 493-505; cf. también, tras la CA, la venta de tierras en P. Dura 26 = FIRA III 
138 (227 d.C. Dura-Europos).

77  Fuentes en Wolff 2002, 164.
78  Ejemplos en Taubenschlag 1959 I, 224-225 y Taubenschlag 1955, 418-419 (cesión de 

créditos), 310-312 (representación directa); cf. también 240-241 (communio pro diviso), 327 
n. 25, 333 n. 11, 335 n. 9 (formulario griego de venta, con adquisición dependiente del pago 
del precio, independientemente de la traditio). Ejemplos de ejecución directa de documentos 
crediticios con ciudadanos romanos antes de la CA son P. Berl. Leih. I 10 (120 d.C.), y BGU III 
888 = MChr. 239 (160 d.C.).

79  Cuatro casos provienen de Egipto: P. Mich. XV 707 (tras 185 d.C.), P. Hamb. I 63 (125-
126 d.C.) y los documentos latinos, concluidos en ambiente militar, PSI VI 729 = CPL 186 = 
FIRA III 136 (77 d.C.) y P. Mich. VII 438 = CPL 188 (140 d.C). Tres casos más son ventas de es-
clavos concluidas en el mercado de Side en Pamphilia —P. Turner 22 (142 d.C.) y BGU III 887 = 
MChr. 272 = FIRA III 133 (151 d.C.)— y en Seleukia Pieria en Siria, en el campamento de in-
vierno de la flota —P. Lond. II 229 (p. 21) = CPL 120 = FIRA III 132 (166 d.C.)—. Incluso 
en los documentos de préstamo latinos SB XVI 12609 (27 d.C.) y P. Fouad. I 45 = CPL 189 = 
FIRA  III 121 (153 d.C.) no se estipulan los intereses, como el derecho romano habría reque-
rido para que fuesen exigibles en juicio. Lo mismo sucede en P. Yadin 11 (124 d.C. Ein Gedi), 
un préstamo concedido al marido de Babatha por un centurión romano, Magonius Valens. En-
tre peregrinos, la clausula estipulatoria, frecuentísima en el archivo de Babatha (probablemente 
debido a los modelos proporcionados por los librarii: supra n. 74), y que a partir del 220 d.C. 
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Este fenómeno no es difícil de entender: se debe, a mi parecer, al papel cen-
tral para la práctica jurídica del oriente mediterráneo, a menudo antes de la 
anexión romana, de la notarización y en general de la tradición documental. En 
Egipto, en particular, Roma encontró una densa red de oficinas notariales, es-
tablecidas por los Tolomeos a partir del siglo iii a.C., que había desarrollado y 
perfeccionado la práctica jurídica local a través de modelos documentales cui-
dadosamente concebidos. La administración romana integró este sistema nota-
rial y lo desarrolló aún más, en coordinación con las nuevas oficinas de registro 
de bienes inmuebles, las bibliothekai enkteseon. Los documentos ejecutados por 
el notariado local gozaban de un estatus especial que la administración romana 
fomentó aún más: así, no era posible llevar a ejecución directa un documento 
de crédito que no hubiera sido notarizado;80 y sin escritura notarial de adquisi-
ción, no se podía registrar la propiedad en la bibliotheke enkteseon.81 Estas reglas 
regían en Egipto para la entera población, tanto peregrina como romana. La 
consecuencia natural es que los escasos ciudadanos romanos, en cualquier caso 
mayoritariamente provinciales de cultura griega, se servían de los modelos hele-
nísticos propuestos por el notariado de la provincia tanto como los peregrinos. 
Por supuesto, todo esto habría sido impensable si la jurisdicción romana hu-
biera tenido algún reparo en aplicar el derecho no romano a los ciudadanos ro-
manos que lo seguían en su vida jurídica.82

10. � EL COMPORTAMIENTO DE LOS AURELII: 
LA CLÁUSULA ESTIPULATORIA

Si ahora nos preguntamos hasta qué punto los Aurelii se vieron obligados a 
adaptarse a su nueva condición cívica, parece razonable suponer que tenderían a 
seguir el modelo de los ciudadanos anteriores al 212, acomodándose al derecho 
romano en lo relativo a la herencia, la familia y la persona, pero manteniendo 

no faltará en ningún documento, es en Egipto antes de la CA extremadamente rara. Los únicos 
ejemplos claros son el peculiar documento matrimonial P. Oxy. VI 905 (170 d.C.), ll. 19-20, y el 
préstamo de grano en SB XIV 12023 (ii d.C.). Meras integraciones, más o menos plausibles, son 
SB VIII 9830 (84-96 d.C.) y SB XXIV 16092 = P. Eirene I 4 (178 d.C. Oxyrhynchos), ll. 30-31; 
completamente arbitraria es la integración en P. Michael 9 (ca. 92 d.C.), l. 24, y P. Princ. III 177 
(202 d.C.), l. 3; cf. también P. Dura 31 (204 d.C.), ll. 43-44.

80  Gnomon §105 (BGU V 1210, 159-180  d.C. Theadelphia, ll. 233-234). Wolff 2002, 
189-90.

81  Wolff 1978, 174-5, 227-8.
82  La suposición errónea de que la práctica jurisdiccional provincial se adhería mecánica-

mente en todos los ámbitos del derecho al principio de personalidad no es infrecuente, incluso 
en manuales de referencia como Wieacker 2006, 160-1; Talamanca 1989, 513. Más matizados 
Wieacker 1988, 516-17, y Kaser 1971, 216-17, con lit.
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las tradiciones jurídicas locales en todo lo demás, especialmente en la práctica 
contractual y crediticia. Esto es casi exactamente lo que encontramos en el ma-
terial papirológico.83 Casi, porque la continuidad que cabría esperar en la prác-
tica contractual se ve bruscamente interrumpida hacia el año 220 por la repen-
tina omnipresencia de la cláusula estipulatoria.84

En efecto, desde aproximadamente el 220  d.C., no encontramos prác-
ticamente ningún documento en el que falte la cláusula καὶ ἐπερωτηθεὶς 
ὡμολόγησα(-σεν).85 Aunque ὡμολόγησεν se remonta a la homologia helenís-
tica, el énfasis en la pregunta, ἐπερωτηθεὶς, deja pocas dudas de que la cláusula 
quiere describir una estipulación romana donde la promesa es precedida de 
una pregunta formal. Esto es aún más evidente cuando se añade el término pis-
tei, como traducción del latín fide promittis? fide promitto.

Teniendo en cuenta lo inhabitual de la stipulatio, incluso entre ciudadanos 
romanos, en los papiros anteriores a la CA (supra n. 79), su repentina omnipre-
sencia como cláusula estipulatoria en Egipto y en todo el Oriente a partir del 
220 d.C. difícilmente puede ser una coincidencia. Demuestra irrefutablemente, 
pace Schönbauer, que incluso en el ámbito contractual surgió una nueva inquie-
tud en la población y, sin duda, en la tradición notarial, que se apresuró a in-
cluir la cláusula en todos los modelos documentales preexistentes: la inquietud 
de que las cosas habían cambiado, de que el derecho peregrino ya no era pre-
sentable en juicio sin una «vestidura» romana.

La adaptación se llevó a cabo, sin embargo, del modo más superficial ima-
ginable. En realidad, consistió en evitar un verdadero replanteamiento de la 
forma y las cláusulas de cada contrato,86 mediante el simple expediente de aña-
dir a los modelos preexistentes sólo tres palabras, καὶ ἐπερωτηθεὶς ὡμολόγησα 

83  Para la adaptación en materia de familia y la herencia, vid. supra sub 3-4 (patria potestas) 
y 7 (tutela materna, matrimonio entre hermanos, testamento). Para la supervivencia de la prác-
tica contractual peregrina, también en formas que habrían carecido de efecto si fuesen juzgadas 
conforme al derecho romano, vid supra sub 2.

84  Mitteis 1891, 485-491; Arangio-Ruiz 1941, 287-302; Pringsheim 1961 II, 194-256; Si-
mon 1964; más lit en Wolff 2002, 131-133.

85  La cláusula está atestiguada desde mediados del siglo ii. Entre peregrinos, sobre todo en el 
archivo de Babatha (P. Yadin 17, 18, 20, 21, 22, 37, todos entre el 128 y el 131 d.C.) y en Dura 
Europos (P. Dura 31, 204 d.C., anticipando su inclusión en los documentos posteriores a la CA, 
P. Dura 26, 227 d.C.; P. Dura 27, 225-240 d.C.; P. Dura 32, 254 d.C.). En Egipto, la cláusula 
es extremadamente rara antes del 220: SB XIV 12023 (ii d.C.) l. 16; P. Oxy. VI 905 (170 d.C.) 
ll. 19-20; P. Eirene I 4 (178 d.C.) ll. 30-31; y, poco después de la CA, SB XIV 11705 (213 d.C.), 
l. 17, y SB XX 14628 (214-15 D. C.) ll. 11-12. Es claro, así pues, que la cláusula en sí no es 
nueva; lo nuevo a partir del 220 d.C. es que prácticamente ningún documento la omite.

86  En feliz formulación de Yiftach-Firanko 2009, 554: «It certainly spared them the need of 
engaging the subtleties of the Roman contractual system. From this perspective, the appearance 
of the stipulatory clause may have checked, rather than promoted the Romanization of Greek 
contracts in Egypt».
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—como corolario de la cláusula kyria, desde hacía quinientos años expresión 
rutinaria del carácter vinculante del documento—.

Es importante subrayar que, en la mayoría de los documentos en los que la 
cláusula se incluye, una stipulatio habría sido desde el punto de vista romano 
completamente innecesaria, a pesar de frecuentes especulaciones modernas en 
sentido contrario.87 Es claro que en actos que no crean deuda alguna, como 
manumisiones, testamentos, peticiones o declaraciones de impuestos, una sti-
pulatio es un absurdo jurídico. Y, aunque parezca ocioso recordarlo, una venta, 
un arrendamiento, un depósito sin interés o un préstamo no son en derecho ro-
mano nuda pacta, sino perfectamente exigibles en sí mismos, sin stipulatio algu-
na.88 Pero hay algo más: incluso en los casos en que una stipulatio habría sido 
inicialmente necesaria, bastaba ahora la presencia de ambas partes. En efecto, 
desde un rescripto de Severo y Caracalla del 200 d.C. —significativamente el 
año de su estancia en Egipto—, cualquier documento promisorio redactado en 
presencia de ambas partes equivalía a una stipulatio, aunque no mencionase que 
la promesa había sido precedida de pregunta estipulatoria.89

Esta decisión imperial hace improbable que la práctica de la cláusula esti-
pulatoria fuera causada, como a menudo se supone, por un acontecimiento sin-
gularmente traumático —una decisión judicial (Hans Julius Wolff), un edicto 
prefectual (Dieter Simon), o una constitución imperial (Arangio-Ruiz)— que 

87  La extraña idea de que, sin stipulatio, la mayoría de los modelos contractuales peregrinos 
no serían efectivos según el derecho romano se ha hecho endémica entre papirólogos: incluso 
Wolff 2002, 130-133, incluye el fenómeno, bajo el título «romanización obligatoria», entre los 
«casos de adaptación necesaria a los imperativos del ius civile romano». Cf. también Mélèze Mo-
drzejewski 2014, 330-332.

88  Lo resalta, con razón, Yiftach-Firanko 2009, 554: «Many transactions recorded on Greek 
papyri ... were enforceable ... without the stipulatio ... There were, however, some contracts for 
which the nudus consensus was not enough ... The Greek scribes of the early third century may 
not have known the difference and probably did not care. They simply inserted the clause in 
every contract ... For them, if the insertion did not help, it certainly would not hurt. «

89  C. 8.37.1. Impp. Severus et Antoninus AA. Secundo. Licet epistulae, quam libello inseruisti, 
additum non sit stipulatum esse eum cui cavebatur, tamen si res inter praesentes gesta est, creden-
dum est praecedente stipulatione vocem spondentis secutam. Accepta xvii k. Mai. Severo iii et Victo-
rino conss.: «Los Emperadores Severo y Antonino, Augustos, a Secundus. Aunque el documento 
que adjuntaste a tu petición no mencione que quien recibió la promesa la había requerido, sin 
embargo, si se concluyó entre presentes, ha de asumirse que la respuesta del promitente siguió a 
una pregunta estipulatoria». En el mismo sentido, sin mencionar la decisión imperial, Paul. 15 
resp. D. 45.1.134.2: Idem respondit, cum Septicius litteris suis praestaturum se caverit pecuniam et 
usuras eius semisses, quae apud Sempronium depositae sint: si inter praesentes actum est, intellegen-
dum etiam a parte Lucii Titii praecessisse verba stipulationis: «El mismo respondió: si Septicio ha-
bía otorgado documento de propia mano, depositado con Sempronio, asegurando que pagaría 
el dinero e intereses del seis por ciento: si se hizo entre presentes, ha de entenderse que también 
por parte de Lucio Ticio precedieron las palabras de la pregunta estipulatoria». Esta no es aún la 
presunción irrefutable de PS 6.7.2 e I. 3.19.17.
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habría forzado a incluirla en todos los modelos notariales.90 De una constitu-
ción imperial que derogue la de Severo y Caracalla no hay rastro en las fuentes; 
un edicto prefectual que ignore flagrantemente una constitución imperial quizá 
no sea imposible, pero es desde luego poco probable; y lo mismo ocurre con 
una decisión judicial, que habría sido o bien errónea o bien completamente ma-
linterpretada en todo el Oriente.

11.  CENTRO Y PERIFERIA

El panorama general después del año 212 es confuso y contradictorio: se 
observan ajustes inmediatos (supra sub 7) y, al mismo tiempo, sobreviven nu-
merosas prácticas claramente contra ius (supra sub 2). Esta situación se prolongó 
durante un tiempo sorprendentemente largo, hasta bien entrado el siglo iv.

Esto no puede explicarse simplemente como tolerancia políticamente mo-
tivada por parte de las autoridades romanas —¿por qué entonces los ajustes ra-
dicales e inmediatos de la población?— o como muestra de impotencia causada 
por la crisis del siglo  iii. Lo que a mi parecer ayuda a entender las contradic-
ciones no es tanto la pasividad de la administración, sino las direcciones con-
tradictorias de su actividad. Se produjo un contraste sorprendente entre centro 
y periferia. A nivel local, la administración siguió aceptando durante décadas 
las antiguas prácticas peregrinas. La actitud de la cancillería imperial, en cam-
bio, era a menudo (supra sub 8) completamente opuesta: en los rescriptos im-
periales, las prácticas peregrinas o bien se traducen a categorías romanas o bien, 
como hemos visto, se rechazan en nombre de la ortodoxia romana.

Era por supuesto inevitable que el emperador romano diera una solución 
romana. Esto no es una novedad de la CA y no puede haber sorprendido a na-
die. Lo nuevo es la cantidad de peticiones de provinciales no familiarizados con 
el derecho romano, cuyas expectativas se basaban en sus propias tradiciones ju-
rídicas. Cada vez que la respuesta del emperador rechazaba una tradición lo-
cal bien establecida, ponía de manifiesto la fragilidad de ésta con una enorme 
fuerza disruptiva. Puede que otras fuerzas, que las fuentes nos ocultan, impul-
saran la asimilación, pero entre las que están bien documentadas, ésta debió ser 
crucial. La mayoría de estos rescriptos han recibido escasa atención por parte de 
los romanistas, ya que a menudo se refieren a los principios jurídicos romanos 
más triviales.91 Desde el punto de vista histórico, sin embargo, es difícil sobrees-

90  Arangio-Ruiz 1948a, 121-6; Simon 1964, 25; Wolff 2002, 132.
91  Entre quienes se han ocupado del material rescriptual desde el punto de vista de su 

contenido y de su relación con la práctica provincial, Taubenschlag 1919-1920 = Tau
benschlag  1959 I, 3-177; Taubenschlag 1926 = Taubenschlag 1959 I, 519-533; Alberta-
rio 1937; Amelotti 1960; Schnebelt 1974; Evan Grubbs 2018; Desanti 2018; Harke 2019.
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timar su importancia. Su efecto cumulativo parece suficiente para conducir, en 
cuestión de décadas, a una situación cercana a la descrita en el tratado sobre re-
tórica epidíctica atribuido a Menandro de Laodicea.92

Así, a pesar de las evidentes continuidades, la constitutio Antoniniana sentó 
las bases para la romanización de la vida jurídica en el Oriente griego, haciendo 
posible una actividad rescriptual que instruiría incansablemente a los provincia-
les en los detalles del derecho romano, particularmente bajo Alejandro Severo, 
Gordiano y, sobre todo, Diocleciano. En Egipto, el punto de inflexión crítico 
llegó con las reformas dioclecianeas:93 la provincia fue dividida, se reformó la 
administración local, se introdujo el curator civitatis, se abolieron el calendario 
y la moneda locales, y se intentó incluso imponer el latín, al menos pro forma, 
como lengua de la administración y los tribunales.94 En unas décadas se crea-
rán las escuelas de derecho en Oriente, incluida la de Alejandría. Pero el cam-
bio más importante fue probablemente la generalización de las oficinas notaria-
les por concesión imperial (stationes tabellionum), y la correlativa desaparición, 
a mediados del siglo iv, de la red notarial y registral —katalogeion, agoranomeia, 

92  Menander Rhetor (?), Διαίρεσις τῶν Ἐπιδεικτικῶν 363.4-14 (Spengel III): Ἡ δ’ αὖ 
δικαιοπραγία διαρεῖται εἴς τε τοὺς ἀφικνουμένους ξένους καὶ εἰς ἀλλήλους, μέρος δ’ αὐτῆς καὶ τοῖς 
ἔθεσιν ἴσοις καὶ φιλανθρώποις καὶ τὸ νόμοις ἀκριβέσι καὶ δικαίοις χρῆσθαι. εἰ γὰρ μὴ ξένους ἀδικοῖεν 
μηδὲ ἀλλήλους κακουργοῖεν, τοῖς δ’ ἔθεσιν ἴσοις καὶ κοινοῖς καὶ τοῖς νόμοις χρῷντο δικαίοις, οἱ πολῖται 
ἄριστα καὶ δικαιότατα τὰς πόλεις οἰκήσονται. ἀλλἀ τὸ τῶν νόμων ἐν τοῖς νῦν χρόνοις ἄχρηστον· κατὰ 
γὰρ τοὺς κοινοὺς τῶν Ῥωμαίων νόμους πολιτευόμεθα· ἔθεσι δ’ ἄλλη πόλις ἄλλοις χρῆται, ἐξ ὧν προσῆκον 
ἐνκωμιάζειν: «La administración de justicia se divide a su vez en aquélla para los extranjeros vi-
sitantes y aquélla para unos con otros, y una parte de ella consiste en vivir de acuerdo con cos-
tumbres equitativas y humanas y con leyes justas y precisas. Así pues, si los ciudadanos no hacen 
injusticia a los extranjeros y no se hacen daño entre ellos, si viven de acuerdo con costumbres 
equitativas y humanas y con leyes justas, viven en sus ciudades de la forma mejor y más justa. 
Sin embargo, en los tiempos actuales (elogiar en un panegírico de una ciudad sus) leyes se ha 
vuelto inútil: nos gobernamos en efecto según las leyes comunes de los romanos. Y, sin em-
bargo, cada ciudad hace uso de sus costumbres: es de ellas de donde ha de partir su panegírico». 
En un sentido semejante, 364.10-15 (Spengel III). Talamanca 1971 quiso ver en estos tex-
tos una fuente crucial en la evaluación del impacto de la CA; contra su interpretación, Mélèze 
Modrzejewski 1982 = Mélèze Modrzejewski 1990, 335-366 (XII); cf. también Humfress 2013; 
sobre los textos y la polémica, Urbanik 2019, 297-317. Sobre el discurso de gracias de Gregorio 
Thaumaturgo a Origenes (Orig. I,7), vgl. Mélèze Modrzejewski 1971 = Mélèze Modrzejewski 
1990, 313-324 (XI). En el caso de Menandro, los ejemplos elegidos en el segundo pasaje pue-
den ayudar a comprender su afirmación general: se refieren principalmente a la familia y la suce-
sión, precisamente los ámbitos en los que era ineludible la adaptación al nuevo estatuto personal 
como ciudadanos romanos.

93  Bowman 2005, 313-326. Los cambios son tan profundos, que desde Wilcken y Mitteis 
la papirología data el inicio del periodo bizantino en Egipto en el 284 d.C.

94  Adams 2003. Los protocolos procesales se hacen así bilingues, en griego la vista y en latín 
la protocolización; sobre ellos y el llamado «proceso por libelo», Palme 2017 con Alonso 2017. 
A finales del siglo iv, el peso político del Oriente frenó cualquier ulterior tentativa de latiniza-
ción y provocó la desaparición del bilingüismo.
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grapheia, bibliothekai enkteseon— que hasta entonces habían sostenido las tradi-
ciones jurídicas locales. En los siglos iv y v el material papirológico disminuye 
drásticamente (Habermann 1998), pero pero éste es el periodo que hay que es-
tudiar para reconstruir el avance de la verdadera romanización de la vida jurí-
dica en Egipto.
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Abstract:  En el nomo oxirrinquita de Egipto la documentación papirológica 
refleja la presencia de mujeres vinculadas a la propiedad de rebaños de ovejas y 
cabras entre los siglos  i a.C. y iii d.C. Las apographai probaton o declaraciones 
fiscales para el registro de ganado de esta región permiten conocer sus nombres y 
procedencia, el tamaño de los rebaños y las principales vías de adquisición. Asi-
mismo, junto con otros testimonios como contratos de compraventa y correspon-
dencia privada, ofrecen indicios sobre su autonomía jurídica y su participación en 
la gestión ganadera. Finalmente, fuentes comparativas de distinta naturaleza, tales 
como las literarias e iconográficas, aunque ajenas al contexto oxirrinquita, contri-
buyen a valorar su posible implicación en labores pastoriles y a matizar la imagen 
transmitida por los papiros.

Palabras clave:  Mujeres, tutela femenina, ganadería, Egipto romano, papi-
rología.

Female Livestock Owners in the Oxyrhynchite Nome 
(1st Century BCE-3rd Century CE): A Study Based 

on the Papyrological Sources

Abstract:  In the Oxyrhynchite nome of Egypt, papyrological evidence re-
veals the presence of women connected to the ownership of sheep and goat flocks 
between the 1st century BCE and the 3rd century CE. The apographai probaton 
or fiscal declarations for the registration of livestock preserved in this region, pro-
vide information about their names and provenance, the size of their flocks, and 
the main modes of acquisition. These records, complemented by other sources 
such as sales contracts and private correspondence, shed light on their legal au-
tonomy and their role in herd management. Finally, comparative evidence of a 
different nature, such as, literary and iconographic, although external to the Oxy-
rhynchite context, contributes to assessing their possible involvement in pastoral 
work and to refining the image conveyed by the papyri.

Keywords:  Women, female guardianship, livestock, Roman Egypt, papyrology.
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1.  LAS PROPIETARIAS DE GANADO Y SUS REBAÑOS

En el año 129/130 d.C., en el nomo oxirrinquita de Egipto, Plutarca, hija 
de Horos, una mujer originaria de Psobthis inferior, asistida por su esposo To-
toes, que actuaba como su kyrios, es decir, su tutor legal, comunicaba al kommo-
grammateus el número de animales que integraban su rebaño, así como las va-
riaciones producidas respecto al año anterior, con el fin de su correspondiente 
registro fiscal:

κωμογρα(μματεῖ) ||2 παρὰ Πλουτάρχης Ὥρου ||3 μ̣ετὰ κυρίου τοῦ ἀνδ(ρὸς) ||4 

Τοτοέως Πλουτ( ) τῶν ||5 ἀ̣πὸ Ψώβθεως κάτω. ||6 [ἀ]π̣εγρα(ψάμην) τῷ διελ(θόντι) 
ἔτει ἐπὶ ||7 κώμης Ψώβθεως ||8 π̣ρόβ(ατα) ϙϛ, αἶγ(α) α, ἄρν(ας) β, ||9 [(γίνονται)] 
π̣ρόβ(ατα) ϙη, αἲξ α, ἃ καὶ ||10 ἀπ̣ογρά(φομαι) εἰς τὸ ἐνεστ(ὸς) ||11 ιδ̣ (ἔτος) Ἁδριανοῦ 
Καίσαρος ||12 τοῦ κυρίου καὶ τοὺς ||13 ἐπακολουθ(οῦντας) ἀπὸ γο(νῆς) ||14 [ἄρν(ας)] 
β, ἃ νεμήσετα[ι] ||15 π̣ε̣ρὶ τὴν α(ὐτὴν) κώμ(ην) καὶ ||16 δι’ ὅλ(ου) τοῦ νομ̣[οῦ διὰ νο]
μ̣(έως) ||17 Ψοσναῦτο[ς —ca. 5—]1.

El documento es uno de los numerosos ejemplos de apographai probaton 
(ἀπογραφαὶ προβάτων) conservados, declaraciones emitidas por los propietarios de 
rebaños en la provincia de Egipto para registrar ovejas y cabras ante las autorida-
des fiscales2. Su presentación obedecía, ante todo, a fines fiscales, como sugiere 
el hecho de que en la mayoría de las declaraciones conservadas íntegramente se 
mencione un impuesto denominado kathekon telos (καθῆκον τέλος) o, en su de-
fecto, ennomion (ἐννόμιον), que bien podría haber gravado la mera posesión de 
ganado, o haber estado vinculado, quizá, al derecho de uso de los pastos públi-
cos del nomo3. Además de las razones fiscales inmediatamente más evidentes, es 
posible que estos escritos cumplieran también con propósitos de carácter logís-

1  P. Oxy. LXXXIV 5452, ll. 1-17: «Al komogrammateus. De Plutarca, hija de Horos, junto 
con su kyrios, su esposo Totoes, hijo de Plut(…), procedentes de Psobthis inferior. Registré, el 
año anterior, en la aldea de Psobthis, 96 ovejas, 1 cabra y 2 corderos, es decir, un total de 98 
ovejas y 1 cabra, que también registro para el actual año decimocuarto de César Adriano nues-
tro señor, y los 2 corderos nacidos posteriormente, los cuales pastarán en los alrededores de la 
misma aldea y por todo el nomo, bajo la guarda del pastor Psosnaus […]».

2  La bibliografía relativa a las declaraciones de ovejas y cabras en el Egipto romano no es es-
pecialmente extensa; no obstante, contiene varios trabajos de gran solidez: Avogadro 1935; Kee-
nan 1989; Balconi 1988; Habermann 2001; Langellotti 2012; Yiftach-Firanko 2020.

3  La naturaleza exacta del impuesto recogido en las apographai ha sido objeto de debate. 
Una posición mayoritaria ha considerado que se trataba de una licencia de pastoreo, cuyo pago 
habría conferido a los propietarios el derecho a hacer pastar sus animales en las tierras públi-
cas sin labrar del nomo (Avogadro 1934; Wallace 1938, 86-88; Préaux 1939, 225-227, Yiftach 
2020a, 236). Sin embargo, Langellotti (2012 35-58) sostiene que se trataba de un impuesto de 
propiedad sobre las ovejas y cabras, calculado per cápita, y no de un derecho automático de uso 
de los pastos públicos, como prueban los testimonios en que los propietarios, pese a pagar el im-
puesto, recurrieron al arrendamiento de parcelas privadas.
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tico, orientados a la asignación y gestión racional de los recursos naturales, en 
particular las zonas de pasto, y a la reducción de conflictos potenciales tanto en-
tre ganaderos como agricultores (Keenan 1989, 182; Yiftach-Firanko 2020, 236, 
n.  16). Las características geofísicas del territorio egipcio, que está constituido 
mayormente de terrenos áridos y desérticos, carece de montañas y grandes pas-
tos naturales y goza de un clima semiseco durante casi todo el año, impedían la 
ganadería trashumante. En su lugar, el modelo predominante fue un pastoreo de 
tipo semisedentario, en el que el ganado se desplazaba horizontalmente en tra-
yectos cortos, siempre dentro de los límites de un mismo nomo y sin transición 
entre zonas climáticas o ecológicas diferenciadas, como se desprende del texto 
presentado (Langellotti 2012, 121-122). En este contexto, la gestión cuidadosa 
de unos recursos limitados se tornaba no solo útil, sino necesaria.

Se han publicado hasta la fecha 93 testimonios, fechados entre el 
año  14/13  a.C.4 y el 238  d.C.5, de los cuales más de la mitad provienen del 
nomo oxirrinquita, aunque también se conserva un número considerable en 
los nomos hermopolitano, arsinoíta y heracleopolitano, así como unos pocos 
ejemplares procedentes de otras regiones6. Con ligeras variaciones, estas decla-
raciones adoptan una estructura prácticamente uniforme, redactada a modo de 
solicitud de registro o hypomnema (ὑπόμνημα), con secciones claramente deli-
mitadas (Langelotti 2012, 12-13). En la parte inicial se remite a los funciona-
rios destinatarios, si bien a veces, pueden ir precedidos de una nota introducto-
ria que suele contener el lugar de registro y la cantidad de ganado declarado o el 
número del tomos synkollesimos (τόμος συγκολλήσιμος)7 . A continuación, se espe-
cifica la identidad del o de la declarante, el número de cabezas registradas y so-
metidas a tributación, el área de pasto, y el pastor asignado.

Entre las 57 apographai probaton de la región oxirrinquita, 13, es decir, 
aproximadamente un cuarto, fueron formalizados por mujeres, en un arco cro-
nológico que se extiende desde el año 3 a.C. hasta el 173 d.C.8. Aunque podían 

4  BGU XVI 2578 (Phnebieus, nomo heracleopolitano).
5  SPP XX 37 = SB I 5277 (nomo licopolita),
6  Se puede consultar un listado de estas declaraciones en: Langellotti 2012, 131-153 y en 

Yiftach-Firanko 2020a, 233-235. Igualmente, véase el volumen LXXXIV de The Oxyrhynchus 
Papyri (124-153). 

7  En la Antigüedad se pegaban informes, documentos, contratos y otros papeles que perte-
necían juntos y se guardaban en archivos o en las oficinas de los logistaí. A este grupo de docu-
mentos se les llama tomos synkollesimos.

8  P. Oxy. LXXI 4822 (3  a.C.); P. IFAO III 43 (20-21  d.C.); P. Princ. II 24 (21  d.C.); 
P. Oxy. II 350 = SB XVI 12760 (23/25 d.C.); P. Oxy. II 355 = SB XVI 12763 (40-41 d.C.); 
P. Oxy. II 357 = SB XX 14095 (75-99  d.C.); P. Oxy. LXXXIV 5443 (84/85  d.C.); P. Oxy. 
LXXXIV 5446 (107  d.C.); P. Oxy. LXXXIV 5447 (110/111  d.C.); P. Oxy. LXXXIV 5450 
(ca. 121 d.C.); P. Oxy. LXXXIV 5451 (ca. 121 d.C.); P. Oxy. LXXXIV 5452 (129/130 d.C.); 
P. Oxy. LV 3782 (172/173 d.C.). Fuera de los límites del nomo oxirrinquita, únicamente se 
han documentado cuatro declaraciones realizadas por mujeres: dos procedentes del nomo ar-
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presentarse de forma colectiva, es decir, por varios ganaderos actuando conjun-
tamente, en el caso de las declaraciones suscritas por ellas, todas son de carácter 
individual, circunstancia que pondría de manifiesto una menor implicación en 
redes de colaboración o asociaciones con otros miembros del gremio —fuesen 
hombres o mujeres— y que acarrearía, por consiguiente, una menor integra-
ción dentro del tejido profesional de este sector. Excepcionalmente, en P. Oxy. 
LXXI 4822 (3 a.C.), Chenamous, hija de Petron, declaraba que su rebaño pas-
taría junto a otro, bajo el cuidado de un mismo pastor, un tal Leukadius, si 
bien casualmente este pertenecía a su esposo Thonis, y, por tanto, no puede ha-
blarse estrictamente de una asociación profesional, sino más bien de coordina-
ción doméstica.

Ninguna de estas mujeres ha sido identificada en ningún otro documento, 
por lo que apenas se sabe nada sobre ellas más allá de su procedencia. Todas 
eran originarias de la zona rural o chora del nomo oxirrinquita, tal y como se 
indica expresamente en sus declaraciones o, en su defecto, puede deducirse a 
partir de la localidad donde se realiza el registro (Langellotti, P. Oxy. LXXXIV, 
125). En concreto, dos procedían de la toparquía occidental, otro par de la de 
Thmoisepho, tres de la inferior, una de la central y tres más de la oriental9. 
La documentación se encuentra, por tanto, geográficamente bien distribuida, 
y una parte considerable del nomo está cubierta. Se trata de una circunstan-
cia poco habitual, puesto que, al proceder la mayoría de los papiros disponi-
bles para este nomo de los depósitos de basura que rodeaban a la metrópolis, la 
población urbana tiende a estar sobrerrepresentada (Turner 2007, 17-27; Co-
les 2007, 3-10). Por lo tanto, viene a señalar que en lo que respecta a esta re-
gión, la explotación de ganado ovino y caprino fue una actividad más propia de 
los residentes rurales. El único dato personal adicional que se conserva sobre es-
tas mujeres se encuentra en P. Oxy. LXXXIV 5446, en el que tanto la propie-
taria como su kyrios, en este caso, su padre, afirman no saber leer ni escribir10. 
Si bien no se dispone de información semejante para el resto de las declarantes, 
tratándose de habitantes de la chora, lo más probable es que todas ellas y, en es-
pecial, las dueñas de los rebaños más pequeños tampoco estuvieran alfabetiza-
das. La educación formal estaba reservada principalmente para los hijos de las 
clases más altas o a profesionales, como los escribas, que eran los encargados 

sinoíta (P. Phil. 8, 137 d.C.; P. Oxy. XLVII 3338, 150 d.C.), otra del nomo hermopolitano 
(P. Heid. IV 303, sigos ii-iii d.C.) y una cuarta hallada en Hauara pero de origen desconocido 
(SB XVIII 13241, 142/3 d.C.).

9  Durante el Principado, la administración del nomo oxirrinquita se basó en una división 
del área en seis toparquías: la Alta, la Baja, la Occidental, la Oriental, la Media y la de Thmoi-
sepho. En cada una de ellas se situaba un número indeterminado de aldeas de distintos tamaños 
(Rowlandson 1996, 8-9).

10  P. Oxy. LXXXIV 5446 (107  d.C.), ll. 34-35: ἔγρ[α]ψ̣α̣ ὑ̣π̣ὲρ αὐτῶν ||35[μὴ ε]ἰδότ̣ω̣[ν] 
γράμ̣μ̣α̣τ(α).
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de la redacción de la mayoría de los documentos y contratos de esta provincia 
(Lewis 1983, 82). Los habitantes más modestos no tenían necesidad o interés 
en adquirir competencias escriturarias y esta realidad se acentuaría aún más en 
el caso de ellas. Aun así, el mundo escrito formaba parte de su vida cotidiana y 
no les impedía participar en transacciones o declarar propiedades y cumplir con 
sus obligaciones fiscales, como es el caso11.

El número de animales declarados por estas mujeres oscila entre los 12 ejem-
plares (P. Oxy. LXXXIV 5446, 107  d.C.) y los más de 112 (P. Princ. II 24, 
21 d.C.), si bien la mayoría se sitúa en un intervalo de 20 a 40, que corresponde 
aproximadamente al tamaño promedio de los rebaños en Oxirrinco (Langelotti, 
P. Oxy. LXXXIV, 125). Se documentan en total tres rebaños grandes cercanos 
o superiores al centenar de cabezas: Taarchosia (P. Princ II 24) poseía 109 ca-
bras, 3 ovejas y un número desconocido de corderos y cabritos; Thais (P. Oxy. II 
350 descr. = SB XVI 12760, 23/25 d.C.), por su parte, era dueña de 100 ovejas, 
7 cabras y, una vez más, de un número indeterminado de crías; finalmente, Plu-
tarca (P. Oxy. LXXXIV 5452, 129-30 d.C.) registraba 96 ovejas adultas, una ca-
bra y 2 corderos y, en el siguiente año, 98 ovejas, una cabra y otros 2 corderos12 .

Los rebaños pequeños y medianos, como el de Tsenpalemis, hija de 
Ischyrion, que en el año 40/1 d.C. registró 17 ovejas y una cabra (P. Oxy. II 
355 = SB XVI 12763), pertenecían probablemente a una clase rural que obte-
nía de la ganadería un beneficio reducido, complementado casi con toda seguri-
dad por otras actividades, presumiblemente agrícolas. En cambio, los de mayor 
tamaño implicaban una forma de explotación diferente, orientada hacia el mer-
cado, dado que un número elevado de animales podía ofrecer ingresos regulares 
por medio de los productos generados: por un lado, aquellos con una mayoría 
de ovejas y pocas cabras, que es lo habitual, estarían destinados seguramente a la 
venta de lana, mientras que, en los casos como P. Princ. II 24 y P. Oxy. II 357, 
en los que se registran rebaños conformados casi en su totalidad por cabras, pa-
rece más plausible una orientación hacia la venta de productos lácteos y cár-
nicos, y posiblemente también de pieles (Balconi 1984, 42-43; Keenan 1989, 
180; Hanson 1989, 62; Chandezon 2019, 405).

Determinar la forma en la que los animales fueron obtenidos es una ta-
rea compleja, ya que estos textos rara vez lo señalan. Solamente en tres de ellos 

11  Aunque no se dispone de datos estadísticos precisos sobre los niveles de alfabetización 
en el Egipto romano, existe un consenso generalizado en que la mayoría de la población, espe-
cialmente la de origen egipcio, no sabía leer ni escribir. Véanse, entre otros, Calderini (1950), 
Youtie (1971a, 1971b y 1975), Kraus (2000) y Yiftach-Firanko (2016). En cuanto a la alfabeti-
zación femenina, Cole (1981, 143-148) ofrece una introducción breve pero esclarecedora.

12  Cabe señalar, sin embargo, que el mayor rebaño registrado en Oxirrinco perteneció a un 
hombre llamado Herakleides, hijo de Herakleides, que poseía 375 ovejas y 100 cabras a princi-
pios del siglo i d.C. (SB XVI 12759 = P. Oxy. II 354 descr. = P. Lond. III 804 descr.).
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se hace mención explícita a operaciones de compraventa. Sinthoonis, hija de 
Athenaueus indicaba haber adquirido de manos de Pnepheros, un hombre de 
un pueblo vecino, los animales registrados en su declaración13. Por su parte, 
Thatrios, hija de Sirion declaraba 22 cabras, de las cuales 6 afirmaba haber 
comprado a un tal Philoxenos y otras tantas a un tal Dio14. Finalmente, en el 
año  107  d.C., Tausiris afirmaba haber vendido 12 ovejas —previamente re-
gistradas a su nombre el año anterior— a otra mujer de la misma aldea15. Su 
declaración anterior incluía 15 ovejas adultas y cinco corderos, pero sufrió la 
pérdida de seis animales a lo largo del año. Para una pequeña ganadera como 
Tausiris, esto habría supuesto un revés importante, que redujo su rebaño casi a 
la mitad y que podría haber provocado la susodicha venta de los animales res-
tantes.

Junto a estas tres declaraciones, disponemos también de un contrato de 
venta fechado en el año 156 d.C., PSI X 1119, que ofrece otros mecanismos 
posibles de adquisición. En él, Dionysia afirma haber vendido a su hijo, a cam-
bio de 6.100 dracmas, todos los animales —en este caso, animales domésticos 
y bóvidos—, que poseía en Senepta, probablemente obtenidos por medio de 
una cesión dotal, así como aquellos que había heredado de su marido en Se-
nekeley y Sinary, tal y como sostienen los editores del texto (Vitelli & Norsa, 
PSI X, 34). Precisamente este último escenario es el que muestra el que posi-
blemente fue el modo habitual de transmisión de ganado no solo en esta región 
sino también en otras localidades. Así, por ejemplo, en Soknopaiou Nesos, una 
aldea centrada en la actividad comercial y situada en el Fayum, la documenta-
ción conservada revela que la propiedad de camellos pasó mayoritariamente a 
manos de mujeres por vía hereditaria o como parte de la dote (Hobson 1983, 
316-317).

El sistema sucesorio del Egipto romano ha destacado por ser especialmente 
beneficioso para ellas16. A falta de testamento, prevalecía la igualdad en los de-
rechos hereditarios entre sexos, sin dar prioridad a los varones. Todos los des-
cendientes, hombres o mujeres, eran considerados herederos legítimos y hereda-
ban por igual, siempre y cuando la dote de estas últimas no hubiese sido pagada 
de antemano. Igualmente, fue habitual dejar bien provistas a las hijas mediante 
cesiones testamentarias y dotales. A pesar de ello, el ganado no se menciona ex-
plícitamente en ninguno de los testamentos existentes de la región de Oxirrinco 

13  P. Oxy. LXXXIV 5450 (121 d.C.).
14  P. Oxy. II 357 descr. = SB XX 14095 (75-99 d.C.).
15  P. Oxy. LXXXIV 5446.
16  Las líneas generales sobre la sucesión hereditaria en Egipto se conocen con cierta preci-

sión gracias a las aportaciones de Kreller (1919). Posteriormente, su trabajo ha sido revisado y 
desarrollado por muchos otros, como, por ejemplo: Taubenschlag 1955, 181-221; Rowlandson 
1996, 139-175; Yiftach-Firanko 2006; Tacoma 2006, 205-230; Thoma 2019. 
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durante este periodo. Sin embargo, esta omisión se explica fácilmente por la 
distinción social entre los dos grupos implicados: los registrantes de ganado son 
en su mayoría (en el caso de ellos) o en su totalidad (en el caso de ellas) aldea-
nos, mientras que los testadores son, en gran parte, metropolitanos. La cría de 
cabras y ovejas, sobre todo a pequeña o mediana escala, que es la que se docu-
menta en estos textos, constituía una actividad económica propia de los hogares 
rurales. Estaba integrada en la economía familiar y, como tal, las explotaciones 
no sólo se heredaban, sino que se gestionaban y transmitían dentro del núcleo 
doméstico, sin excluir a las mujeres de su propiedad. Por ello, resulta habitual 
que los papiros documenten no solo a padres e hijos varones como propietarios 
del ganado, sino también a madres, esposas e hijas17.

Lejos de este contexto cronológico y geográfico, pueden mencionarse dos 
testamentos en los que sí se transmiten animales y casualmente los destinata-
rios o, al menos, parte de ellos, son mujeres. En el año 123 a.C., en Pathyrs, un 
testador legaba a su esposa Tathotes, casi todas sus propiedades, incluidas ocho 
ovejas, dos bueyes y sus crías, a pesar de la existencia de dos hijos de otra mu-
jer, que sólo recibieron una manta y una cama (SB XVIII 13168). Del mismo 
modo, un testamento del año 345 d.C. procedente de Karanis (P. NYU II 39 = 
SB V 8265) menciona ovejas entre las propiedades dejadas a los hijos del testa-
dor, al menos uno de los cuales era mujer, aunque el papiro es demasiado frag-
mentario para ofrecer más detalles.

Ya fuera mediante la sucesión o, en algunos casos, a través de la compra-
venta, estos documentos ponen de manifiesto que, aunque en menor propor-
ción que los hombres, las mujeres tuvieron un acceso significativo a la propie-
dad de ganado ovino y caprino en esta región de Egipto. No obstante, surge 
una cuestión fundamental: ¿hasta qué punto ejercían un control efectivo sobre 
estos bienes? ¿Se puede hablar realmente de ganaderas, o solo de propietarias de 
ganado? Aunque la respuesta no puede ser del todo concluyente, resulta perti-
nente abordar tres aspectos clave para explorar esta cuestión: la autonomía jurí-
dica de las mujeres en relación con la figura del kyrios, su capacidad de gestión 
sobre el ganado y su posible implicación en las actividades pastoriles.

2. � LA ACTIVIDAD GANADERA Y LA GESTIÓN FEMENINA: 
EL KYRIOS

Al tratarse de féminas, la mayoría de las propietarias son asistidas por un 
kyrios o tutor legal. Sin embargo, esta situación no fue uniforme a lo largo del 
tiempo. En las declaraciones hasta la primera mitad del siglo i d.C., aparecían 

17  P. Oxy. LXXI 4822; PSI X 1119.
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en las apographai sin ningún tipo de asistencia masculina. Sin embargo, a par-
tir de dicha cronología, la presencia del kyrios se convierte en una constante, sin 
importar quién sea el receptor del documento18. Este cambio, aunque difícil de 
explicar con certeza, puede estar relacionado con diversos factores, quizás, inter-
conectados.

En Egipto, la tutela de las mujeres no constituía una práctica nativa, sino 
introducida por los colonos helenos, siguiendo patrones similares a los del an-
tiguo derecho griego: implicaba el nombramiento de un tutor masculino co-
nocido como kyrios, que sería primero el padre de la mujer, una vez casada su 
marido y, al enviudar, su hijo, un hermano o un pariente más lejano (Tau
benschlag 1938, 171-174). Durante el periodo ptolemaico, los egipcios nativos 
y los colonos griegos vivieron, en términos generales, bajo sus propios ordena-
mientos jurídicos19, de tal modo que las egipcias actuaban solas en sus contra-
tos demóticos, mientras que las griegas lo hacían asistidas por sus kyrioi en los 
acuerdos griegos (Vandorpe y Waebens 2010, 418-19). Bajo dominio romano, 
la pluralidad jurídica de Egipto no desapareció, aunque se reconfiguró bajo el 
marco de la administración provincial. En teoría, se aplicaba el principio de la 
«personalidad de la ley», de modo que los pocos ciudadanos romanos residen-
tes se regían por el derecho romano, y los habitantes de las poleis griegas conti-
nuaban sujetos, al menos en parte, a los estatutos de sus ciudades. La gran ma-
yoría de la población, sin embargo, fue incluida en la categoría de los aigyptioi, 
entendidos por la administración romana como peregrini nullius civitatis. Es-
tos siguieron empleando normas locales de origen egipcio y griego, aplicadas 
de facto por los jueces romanos, incluso en ámbitos contrarios a principios clá-
sicos del derecho romano. En la práctica, el principio de la personalidad solo 
se observaba de manera clara en materias vinculadas al ius personarum (matri-
monio, familia, sucesiones), mientras que, en otros ámbitos, especialmente en 
las relaciones económicas y patrimoniales, se aplicaban soluciones indiferencia-
das, con un notable grado de pragmatismo. Así, los prefectos y demás magis-
trados romanos, al dirimir disputas, podían recurrir tanto a edictos imperiales 
como a precedentes locales, generando un espacio de coexistencia, interacción 
constante e influencia recíproca entre los distintos sistemas jurídicos en deter-
minados ámbitos (Alonso 2013; Urbanik 2023 y 2024). Este proceso, unido a 

18  Taubenschlag (1938, 353-377 y 1955, 175-176) señala que la intervención del kyrios era 
necesaria cuando un documento debía ser redactado por un syngraphophylax, en caso de un de-
mosios chrematismos (es decir, un documento elaborado por el agoranomos), una synchoresis o una 
diagraphé, y cuando la mujer participaba en un procedimiento judicial. 

19  Wolff (2002, 71-86) habla de «simbiosis sin fusión» («Symbiose ohne Verschmelzung»), 
refiriéndose a la convivencia de los sistemas legales y culturales griego y egipcio en el Egipto 
helenístico (y también romano). Aunque griegos y egipcios compartían aspectos de la vida 
cotidiana, cada grupo conservaba sus propias tradiciones legales, culturales y lingüísticas sin fu-
sionarse en un solo sistema.
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la obligación impuesta por las autoridades de registro “anagráfico” griego para 
los documentos demóticos, favoreció, entre otras consecuencias, la progresiva 
desaparición de la escritura demótica, así como el reforzamiento de la figura del 
kyrios: durante la época romana, no solo las astai griegas, sino también las mu-
jeres aigyptiai se vieron obligadas a actuar bajo tutela masculina en determina-
dos procedimientos (Yiftach-Firanko 2020b, 39; Pestman 1961, 151-152; Van-
dorpe y Waebens 2010, 418). De este modo, su aparición a partir de mediados 
del siglo i d.C. en estas apographai podría explicarse como una consecuencia de 
este proceso implementado por los romanos, el cuál en las zonas rurales podría 
haber tardado más en asentarse debido a una menor influencia helena.

Sin embargo, en este caso concreto, puede que el cambio fuese el resultado 
de un requerimiento formal, vinculado a la evolución del propio formato docu-
mental a mediados del primer siglo. A pesar de la forma casi estandarizada de 
este tipo de documentos, Avogadro pudo vislumbrar algunas variantes que le 
permitieron distinguir tres categorías diferentes (1935, 168-169; Balconi 1984, 
47-48). En las declaraciones del primer grupo (desde la edad de Augusto hasta 
el reinado de Claudio) solo se registraban animales adultos, entre el final del 
mes de Tybi y el comienzo del mes de Mecheir (finales de enero, principios de 
febrero)20. En el segundo grupo, a partir de finales del reinado de Claudio, a la 
declaración principal se añadió una declaración complementaria, presentada en 
el mes de Epeiph (julio), en la que se registraban los nuevos nacimientos, con el 
probable objetivo de ejercer un control más preciso sobre los rebaños (Lange-
lotti 2012, 11-12). En el tercer grupo (desde los últimos años del siglo i hasta el 
238 d.C.), se volvió a la obligación de una única declaración anual, nuevamente 
presentada en Mecheir, pero aportándose muchísimos más detalles: el número 
de animales registrados el año anterior, seguido del número de animales decla-
rados en el año en curso; es decir, se contaban tanto los adultos como la descen-
dencia21. Llama la atención que en los documentos de los dos últimos grupos 
las mujeres siempre aparecen asistidas por un kyrios, a diferencia de las del pri-
mer grupo, lo que sugiere que la inclusión del tutor pudo haberse convertido en 
un requisito formal al mismo tiempo que se ampliaban las demandas informati-
vas del documento.

Por supuesto, no puede descartarse que la presencia o ausencia del kyrios 
en la documentación sea simplemente arbitraria. En este territorio, la incerti-

20  P. Oxy. LXXI 4822 (30 a.C.); P. IFAO III 43 (20/21 d.C.); P. Princ. II 24 (21 d.C.); 
P. Oxy. II 350 = SB XVI 12760 (23/25 d.C.); P. Oxy. II 355 descr. = SB XVI 12763 (41 d.C.). 
Las crías, al no estar sometidas a impuestos, no se declaraban. Solo se mencionaba que seguían 
al rebaño (Hatzilambrou, P. Oxy. LXXI, 111). 

21  P. Oxy. LXXXIV 5443; P. Oxy. LXXXIV 5446; P. Oxy. LXXXIV 5447; P. Oxy. 
LXXXIV 5450; P. Oxy. LXXXIV 5451; P. Oxy. LXXXIV 5452; P. Phil. 8; SB XVIII 13241; 
P. Oxy. XLVII 3338; P. Oxy. LV 3782; P. Heid. IV 303 col. II.
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dumbre con respecto a las funciones específicas de los kyrioi es notoria, pues de-
bido a este constante flujo recíproco entre los diferentes sistemas jurídicos hele-
nos, pero también a la influencia nativa y, después romana, sus intervenciones 
cambian de una región a otra o dependiendo de la cronología. Máxime, en un 
mismo lugar y tiempo, algunas mujeres aparecen desempeñando las mismas ac-
tividades unas veces representadas por sus respectivos representantes legales y 
otras sin ellos.

Esta misma incertidumbre complica evaluar el grado real de control que el 
tutor ejercía sobre la mujer. No está claro si su papel era meramente formal 
—es decir, necesario para validar el documento, pero sin injerencia efectiva—, 
o si implicaba un control real sobre las decisiones económicas de las tuteladas. 
No obstante, la identidad del kyrios y su relación personal con la tutelada sí son 
aspectos relevantes y hay que señalar que en todas las apographai seleccionados 
se trata de un allegado cercano, ya sea un padre, un marido o un hermano. En 
P. Oxy. LV 3782 (172 d.C.), aunque no se puede confirmar con completa cer-
teza la relación entre ambos, puesto que tanto declarante como kyrios son li-
bertos, es posible que se trate de compañeros sentimentales. La elección de un 
miembro de la familia puede deberse simplemente a razones prácticas: la ma-
yoría de estas propietarias serían mujeres de condición modesta del medio ru-
ral, para quienes acudir a un pariente representaría la solución más accesible o, 
en ocasiones, la única posible. Así y todo, la economía de la época y, en parti-
cular, la actividad ganadera reflejada en las declaraciones estaba profundamente 
arraigada en la estructura familiar, que jugaba un papel central en la produc-
ción, distribución y transmisión de la riqueza, así como en la regulación de las 
relaciones económicas y sociales. Por consiguiente, cuanto más estrecho fuese el 
parentesco entre tutelada y kyrios, mayor sería el interés de este último sobre los 
bienes gestionados, porque podrían repercutirle directamente, y, por lo tanto, 
podría desear ejercer un control más efectivo, ya fuera alentando ciertas opera-
ciones económicas o inhibiendo otras (Youtie 1971a, 169; Pomeroy 1988, 714; 
Evans-Grubbs 2002, 34-35; también, Hobson 1984).

3.  LA CAPACIDAD DE GESTIÓN DE LA MUJER SOBRE EL GANADO

Ahora bien, más allá del marco jurídico, la propia tipología y contenido de 
las apographai probaton no permiten establecer con certeza el grado de control 
o de implicación de las mujeres en la gestión de su ganado. Salvo en los esca-
sos testimonios en que se menciona expresamente una compraventa para la ad-
quisición de los animales, desconocemos si las propietarias se ocupaban perso-
nalmente de aspectos esenciales como la contratación de pastores, la obtención 
de zonas de pasto o la venta de productos derivados, como la leche, la lana o la 
carne. Esta laguna informativa, unida a la presencia casi constante del kyrios, 
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que además es un allegado cercano, y a una tendencia historiográfica que suele 
subestimar la intervención femenina en contextos económicos por estar poco 
documentados, puede inducir a interpretar que su papel fue limitado o mera-
mente nominal. En este escenario, sus nombres figurarían en los registros exclu-
sivamente por su condición legal de propietarias, sin implicar una participación 
efectiva.

Sin embargo, otros documentos, como el contrato de compraventa en-
tre Dionysia y su hijo (PSI X 1119) previamente mencionado matizan esa vi-
sión. En el año 156 d.C., en la ciudad de Oxirrinco, Dionysia, hija de Theon 
y nieta de Dionysios, igualmente asistida por un kyrios, en este caso, un pa-
riente, formalizó la venta de su ganado a su propio hijo, Sarapion, hijo de su 
difunto esposo Alexandros, por un valor de 6.100 dracmas de plata. La tran-
sacción incluía la plena propiedad de los toros y ganado bovino que Diony-
sia poseía en una finca rural y viñedo cercana a la aldea de Senephta, proba-
blemente parte de su dote matrimonial (Vitelli & Norsa, PSI X, 34). Además, 
vendía su participación en otros animales ubicados en propiedades vinculadas 
a su difunto esposo: la mitad indivisa del ganado que poseía en una finca 
vinícola situada cerca de Senekeleu y una cuarta parte de los animales que te-
nía en otra finca próxima a Sinary22. Según puede deducirse del documento, 
la otra mitad de Senekeleu y los tres cuartos restantes de Sinary ya habrían 
sido asignados a Sarapion como parte de la herencia paterna (Vitelli & Norsa, 
PSI X, 34).

La decisión testamentaria de Alexandros debe interpretarse como una mues-
tra de confianza en las capacidades de Dionysia para hacerse cargo de ellos y, 
probablemente, indica que, aun estando en vida, su esposa ya participara acti-

22  PSI X 1119, ll. 3-25: ὁ[μολο]γεῖ Διονυσία Θέωνος τοῦ Διονυσίου μητρὸς Με̣λ̣[---] [με]- 
||4 τ[ὰ] [κυ]ρίου τοῦ συγγενοῦς Διονυσίου Διονυσίου τοῦ Δ[ιονυσίου?] [μη] 51τρὸ[ς] Δημητρίας τῷ 
ἑαυτῆς υἱῷ Σαραπίωνι Ἀλεξάνδρου τοῦ γ̣[ενομ(ένου)] [ἀνδρὸς] [αὐ] ||6τῆς ἀπ’ Ὀξυρύγχων πόλεως 
ἐν ἀγυιᾷ πεπρακέναι τὴν [ὁμολογοῦσαν] ||7 τῷ Σαραπίωνι ἀπὸ τοῦ νῦν κυριευτικῶς τὰ ὑπάρ̣χ̣[οντα] 
[αὐτῇ] ||8 ὀικὰ καὶ βοικὰ κτή[νη] πάντα ὄντα ἐν ἐποικίῳ κα[ὶ] [ἀμπελικῷ] [κτή]- ||9ματι αὐτῆς 
περὶ κώμην Σενέπτα ἃ ἐλ̣ά̣μ[βαν]εν ἡ Δ̣[ιονυσία?][........] ||10 ἅμα ἄλλοις τῷ αὐτῷ Σαραπίωνι κ̣ατὰ 
κυνω̣[νίαν] τ̣ο̣ῦ̣ [ἡμίσους?] [μ̣έ̣ρ̣ο̣υ̣ς̣] [πρὸς] ||11 τὴν γυναῖκα αὐ̣τοῦ Σαραπιάδα Ἀντιόχου τοῦ [........] 
[ἀπὸ] [τῆς] αὐτ[ῆς] ||12 πόλεως, ὁμοίως δὲ καὶ ἥμισυ τέταρ[το]ν μέρος [τῶν] [ὀ̣ι̣κ̣ῶ̣ν̣] [κ̣α̣ὶ̣] [ταυ]
ρ̣ι̣κ̣ῶ̣ν̣ ||13 καὶ βοικῶν κτηνῶν ἃ ἔσχεν ἡ Διονυσία ἅμα ἄ̣λ̣[λοι]ς π̣α̣ρ̣[ὰ] [τοῦ] [γε]||14νομένου αὐτῆς μὲν 
ἀνδρὸς τοῦ δὲ Σαραπίων ̣ο̣ς̣ [πα]τρὸ[ς] [Ἀλεξάν]||15δρου Ἀριστοκλέους τοῦ Ἀλεξάνδρου μητρὸς [..]
είας ἀπὸ τῆς||16αὐτῆς πόλεως, καθ’ ἣν ἔθετο ὁπότε περιῆν ἐ̣π̣ὶ̣ τοῦ τῆς αὐτῆς πό||17λεως ἀγορανομείου 
ταῖς ἐπαγομέναις τοῦ ἑ̣ν̣δ̣[εκ]άτου ἔτους||18Ἀντωνίνου Καίσαρος τοῦ κυρίου ἐπὶ σφραγείδω[ν] 
δι[α]θήκην̣ ἥ̣[περ?] ||19 ἐλύθη, ἀπὸ δὲ τοῦ αὐτοῦ ἡμίσους τετάρτου μέρου[ς] τῶν ̣ δ̣ηλ̣[ουμέ]||20νων 
πεπρᾶσθαι κτηνῶν ἐστὶν τὸ μὲν ἥμισυ [..]α κυνικ[....] ||21 αδιαρρετο̣ν̣ κατὰ τὸ ἕτερονindefinite.
sg.neut.acc of ἕτερος («the other (of two)») ἥμισυ ἐν ἐποικίῳ καὶ ἑτέρῳ ἀ̣μ̣||22πελικῷ κτήματι 
πρότερον τοῦ Ἀλεξάνδρου ὄντι περὶ κώμην ||23 Σενεκελεῦ, [τ]ὸ δὲ λοιπὸν τέταρτον ὁμοίως κοινὸν [καὶ] 
ἀ̣δ̣ι̣α̣[ί]||24ρετον κατὰ τὸ [λ]οιπὸν ἥμισυ τέταρτον ἐν ἄλλῳ ὁμοίως ἀ̣μ̣[πελι]κ̣||25ῷ κτήμ[α]τι ὄν[τ]ι περὶ 
Σιναρύ̣.
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vamente —sola o junto a él— en su explotación. Asimismo, el tiempo trans-
currido entre la recepción de los bienes y su venta revelan que no estamos ante 
una medida precipitada por la supuesta incapacidad de una mujer para hacerse 
cargo de una explotación ganadera. Desconocemos la edad de Dionysia en el 
momento de la venta, y, aunque es razonable situarla dentro del proceso natu-
ral de transmisión generacional del patrimonio familiar —ya que los bienes pa-
san de esposo a esposa y, después, a hijo—, su papel no puede reducirse al de 
mero eslabón intermedio. No debe pasarse por alto que, tras el fallecimiento de 
Alexandros, ella misma asumió el control tanto de los animales de su propiedad 
como de los de su esposo, y que, tan solo transcurridos ocho años, decidió ce-
dérselos a su hijo a cambio de una compensación económica.

Fuera de Oxirrinco, no obstante, se ha conservado un testimonio aún más 
ilustrativo del papel que algunas mujeres desempeñaron en explotaciones ru-
rales y ganaderas. Se trata de un papiro epistolar, P. Hamb. I 86, datado en el 
siglo  ii d.C. y procedente del nomo arsinoíta. Escrita por una mujer llamada 
Ptolema a su hermano Antas, la carta ofrece un relato extraordinariamente de-
tallado de decisiones y acontecimientos relacionados con la cría de ganado va-
cuno y ovino:

«τὸ̣ ||12 ἀπὸ νότου περίχωμα τῶν ||13 δεκαεπτὰ ταῖς βουσὶ ἐπράθη, ||14 αἱ β[όε]
ς σου ἔφαγαν ἄρουραν καὶ ||15 ἀπῆλθαν ἰς Πανσούη. πάντα ||16 τὰ ἐκεῖ ταῖς βουσὶ 
ἀφέθη. τὸ ||17 ἀπὸ λιβὸς τοῦ λαχάνου ἰς χόρτ(ου) ||18 κοπίαν ἀφέθη. πεπράκαμεν 
||19 τὰ ἐν ταῖς κλ̣(ηρουχίαις) χορτά̣ρια παρὰ πε||20ριχώματα ἓξ τὰ ἀπὸ ἀπηλιώτου 
||21 (δραχμῶν) ριβ. εὔωνος ὁ χόρτ(ος) τόνῳ ἠγορα||22σθη σοι ἄρουραι τρεῖς δ̣ι̣ὰ 
Οὐετρανί||23ου ἰς χόρτ(ον) (δραχμῶν) ρλ̣, πέπρα̣τα̣ι δ̣ὲ̣ καὶ δι’ ἀτο̣ῦ̣ ||24 προβασι 
(δραχμῶν) ξη23.

Lo que llama especialmente la atención no es simplemente la familiaridad 
de Ptolema con estas operaciones agrícolas, sino el hecho de que sea ella quien 
las comunica, con vocabulario técnico y cifras precisas: transmite información 
actualizada sobre los movimientos del ganado, la distribución de los pastos, la 
comercialización del heno y las fluctuaciones de los precios. Es decir, aunque 
la propiedad perteneciera a Antas, es evidente que gran parte de la gestión dia-
ria de los recursos y de las labores de explotación ganadera recaía en manos de 
Ptolema.

23  P. Hamb. I 86, ll. 11-24: «El perímetro sur de las diecisiete aruras fue vendido para el uso 
de las reses. Tus bueyes pastaron en una arura y se dirigieron a Pansoue. Todo lo que había allí 
fue destinado a las reses. La parte occidental del huerto fue reservada para la siega de heno. Ven-
dimos el heno de las parecelas de tierra, salvo seis parcelas al este, por 112 dracmas. El heno está 
muy barato. Se compraron para ti, a través de Vetranio, tres aruras para heno por 130 dracmas, 
y también se han vendido, por medio de él, para el uso de ovejas por 68 dracmas».
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4. � LA IMPLICACIÓN FEMENINA EN LAS ACTIVIDADES PASTORILES

Finalmente, queda por abordar la posible implicación femenina en las acti-
vidades pastoriles. En las apographai probaton, en la misma cláusula que men-
ciona el lugar de pasto, se consignaba también el nombre y la residencia fiscal 
del pastor responsable del rebaño. En todos los casos, no solo en estas 13 de-
claraciones, sino en el total de la documentación conservada, se trata de hom-
bres. Así pues, en ningún documento se presenta a una mujer como pastora de 
su propio ganado, a diferencia de lo que sí ocurre en algunos registros protago-
nizados por varones. Esta situación no resulta especialmente sorprendente si se 
considera que, con contadas excepciones como el de nodriza, las profesiones en 
el Egipto romano estaban dominadas por hombres y evidencia que el oficio de 
pastor, en tanto que categoría profesional reconocida y con obligaciones forma-
les ante los propietarios y las autoridades, fue desempeñado exclusivamente por 
varones, al menos, hasta que se publiquen nuevos documentos que prueben lo 
contrario. Sin embargo, conviene subrayar que estos documentos no indican el 
modo en que se desarrollaban en la práctica las labores cotidianas de pastoreo, 
de tal modo que mujeres del entorno del pastor, aquellas como esposas, hijas o 
hermanas, podrían participar de forma más o menos constante. La documen-
tación papirológica discutida no ofrece ninguna información al respecto y para 
intuir algo sobre esta posible realidad, es indispensable recurrir a otras fuen-
tes históricas, que, aunque alejadas geográfica y cronológicamente del contexto 
oxirrinquita de los siglos i a.C.-iii d.C., ofrecen indicios valiosos si se interpre-
tan con cautela.

Las fuentes literarias clásicas —y, en particular, los tratados de agrono-
mía romanos— tienden a ser un reflejo o incluso un altavoz de los roles de 
género reivindicados por el ideal romano de acuerdo a los cuales el trabajo 
se organizaba sobre la base de una estricta división: los hombres se encarga-
rían de los pastos y los campos, mientras que las mujeres permanecerían den-
tro de la casa para desarrollar algunas tareas domésticas y del hogar, como la 
crianza de los hijos o la preparación de alimentos y la confección de ropa, en 
concordancia con su condición física y moral (Martínez-López y Mirón-Pé-
rez 2000, 32-33; Martínez-López 2002, 69; Medina-Quintana 2017, 155). 
Y, en esta construcción ideológica, las labores que correspondían a un pastor 
son totalmente opuestas a las de una mujer, no sólo porque tenían que desa-
rrollarse fuera del ámbito doméstico, sino también porque eran consideradas 
peligrosas, dado que a menudo debía enfrentarse a problemas surgidos ante 
posibles depredadores y saqueadores. De este modo, en la tradición grecorro
mana, el mundo pastoril adopta una impronta marcadamente masculina, y 
en él las mujeres sólo intervienen al final de la cadena de explotación ani-
mal, trabajando en casa para obtener la lana que proporcionaban las ovejas 
(Chandezon 2019, 412).
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Sin embargo, estas representaciones deben entenderse como configuracio-
nes idealizadas y moralizantes y no como descripciones fieles de la práctica coti-
diana, por lo que es muy posible que en ocasiones se desprecie y oculte el papel 
efectivo de las mujeres en el ámbito productivo, precisamente porque es con-
trario a sus objetivos ideológicos. Se debe entender que su participación en las 
actividades ganaderas no dependía sólo de factores ideológicos, sino de las con-
diciones de vida de cada entorno y grupo social. Aunque existía un esquema he-
gemónico que las restringía al ámbito doméstico, este solo podía desarrollarse a 
nivel teórico en el caso de los hogares rurales pobres o modestos, como serían 
los de la mayoría de los pastores (Medina-Quintana 2012, 155 [aunque la au-
tora hace referencia a la agricultura y no la ganadería]). Además, las fuentes li-
terarias, aun dentro de sus sesgos, recogen ecos de realidades menos excluyentes 
que las reflejadas en los papiros administrativos discutidos, ya que a veces alu-
den a mujeres que están integradas en la esfera ganadera, aunque su participa-
ción sea secundaria o esté sometida a la de los hombres.

Algunos de estos relatos hacen referencia a los pueblos «bárbaros» que se so-
meten al juicio de sus autores. Así, Platón criticaba en el séptimo libro de su 
obra Leyes que los tracios y otras comunidades condenasen a sus mujeres a tra-
bajar la tierra y a apacentar los ganados, como si se tratase de sus esclavos24. En 
cambio, para los poetas romanos de los últimos tiempos de la república, Martí-
nez-López (2002, 84) señala que «en el horizonte bucólico de la vida campesina 
romana, las alusiones a las ninfas o a alguna musa que apacentaban rebaños y 
manadas de bueyes, y a mujeres de tiempos legendarios, forman parte del elogio 
de la vida campestre tan habitual en la Roma de los primeros siglos de nuestra 
era»; es decir se erigían como símbolos de un pasado más simple y mejor25.

Pero sin duda, uno de los relatos más significativos lo proporciona Varrón 
en el décimo capítulo del segundo libro de su obra Rerum rusticarum, en el que 
señalaba que, aunque era común que en las granjas las mujeres y, en especial las 
niñas, se encargasen de parte de las tareas ganaderas, también era conveniente 
que «aquellos pastores que apacentaban los rebaños en los valles montañosos y 
en las tierras boscosas, y que no se protegían de las lluvias por el techo de una 
finca, sino con chozas improvisadas (casae), estuvieran acompañados por muje-
res, para que así estas les preparasen la comida y les volviesen más diligentes»26. 

24  Pl., Leg. VII, 805d-e. 
25  Martínez-López (2002, 84) cita los siguientes ejemplos: Virgilio, Ecl., 3,85: Ovidio, 

Met. 6, 395; Fastos, 3, 443.
26  Varro, Rust., II, 10.6.: Quod ad feturam humanam pertinet pastorum, qui in fundo perpe-

tuo manent, facile est, quod habent conservam in villa, nec hac venus pastoralis longius quid quaerit. 
Qui autem in saltibus et silvestribus locis pascunt et non villa, sed casis repentinis imbres vitant, iis 
mulieres adiungere, quae sequantur greges ac cibaria pastoribus expediant eosque assiduiores faciant, 
utile arbitrati multi = «En cuanto a la reproducción, aquellos pastores que están de un modo 
permanente en la finca pueden fácilmente hallar en ella su compañera: Venus pastoril no pide 
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Estas mujeres, en su opinión, debían ser fuertes y «no feas» (non turpes) y aña-
día que, en muchos lugares, como en la provincia del Ilírico, no eran inferiores 
a los hombres en el trabajo, y estaban muy capacitadas para cuidar del rebaño, 
transportar leña, cocinar y mantener sus chozas en orden27.

Varios pasajes bíblicos —obviando su naturaleza problemática, que con total 
certeza tuvieron lugar en otro contexto cronológico y geográfico diferente al indi-
cado28— también nos hablan de mujeres que realizaban algunas de las tareas de 
pastoreo, como es el caso de las siete hijas de Jetro, entre las que se hallaba Séfora, 
la esposa de Moises. Así, en Éxodo 2:16, se dice que «el sacerdote de Madián tenía 
siete hijas, que venían a sacar agua y a llenar las pilas, y a abrevar el rebaño de su 
padre»; y en Éxodo 2:17 se añade que «Y estando sentado junto al pozo, siete hijas 
que tenía el sacerdote de Madián vinieron a sacar agua para llenar las pilas y dar 
de beber a las ovejas de su padre. Mas los pastores vinieron y las echaron de allí; 
entonces Moisés se levantó y las defendió, y dio de beber a sus ovejas». En este 
mismo pasaje, sin embargo, también se mencionan los peligros a los que pudie-
ron enfrentarse aquellas mujeres que pudieron verse involucradas en este tipo de 
tareas: «Y volviendo ellas a Reuel su padre, él les dijo: ¿Por qué habéis venido hoy 
tan pronto? Ellas respondieron: Un varón egipcio nos defendió de mano de los 
pastores, y también nos sacó el agua, y dio de beber a las ovejas»29.

En el plano iconográfico, la ganadería en el Egipto faraónico se representó, 
por lo general, como una actividad masculina. Las escenas muestran a hombres 
vigilando a los animales, conduciéndolos de un pasto a otro, marcando a los más 
jóvenes, castrándolos o asistiéndoles en los partos; sin embargo, también se atesti-
guan mujeres, y más precisamente sirvientas, cuidando del ganado menor, como 
gacelas o cabras (Vandier 1952, 45-46 y 113-125 [visto en: Bodson 1986, 6]).

Dada la distancia geográfica y cronológica que separa estos testimonios del 
contexto del nomo oxirrinquita en época romana, así como las diferencias sus-
tanciales en los modelos pastoriles que describen, no pueden considerarse una 

más, pero aquellos que viven en las montañas o en los bosques y no tienen casas de campo, sino 
cabañas construidas a toda prisa para resguardarse de las lluvias, deben llevar consigo mujeres, 
que vayan con ellos tras el rebaño, preparen la comida para los pastores y sean para ellos como 
un acicate para cumplir sus obligaciones, según aconsejan muchos». 

27  Varro, Rust., II, 10.7 : Sed eas mulieres esse oportet firmas, non turpes, quae in opere mul-
tis regionibus non cedunt viris, ut in Illyrico passim videre licet, quod vel pascere pecus vel ad focum 
afferre ligna ac cibum coquere vel ad casas instrumentum servare possunt = «Pero estas mujeres han 
de ser fuertes, sin ser deformes [feas], y tan capaces para el trabajo como los varones, tal como 
las hay en Iliria, donde se les ve llevar ellas mismas el rebaño, traer leña para el fuego, cocer la 
comida y guardar en las cabañas los diversos instrumentos». 

28  Si bien desde una perspectiva teológica el Éxodo se atribuye a Moisés (siglos  xiv-
xiii a.C.), los investigadores modernos consideran que es un relato elaborado en épocas poste-
riores, basado en tradiciones orales y escritas anteriores, así como en experiencias relacionadas 
con territorios externos a Egipto.

29  Ex. 2:11-19.
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prueba efectiva de la participación femenina en esa región. Sin embargo, resul-
tan útiles para advertir que el silencio de los papiros no implica necesariamente 
una ausencia real. En muchos de los ejemplos citados las mujeres realizan tareas 
pastoriles, como, por ejemplo, Séfora y sus hermanas o las mujeres tracias des-
critas por Platón que pastaban y daban de beber a los rebaños de sus esposos y 
padres; sin embargo, únicamente los hombres son designados como pastores. 
Esta desconexión entre el trabajo realizado y su reconocimiento público per-
siste, incluso, en épocas más recientes. En la España contemporánea, por ejem-
plo, las registros oficiales y estadísticos siguen sin reflejar verídicamente la pre-
sencia de la mujer en la economía del mundo rural, debido «principalmente, a 
la falta de integración formal del trabajo femenino en un modelo de sociedad 
tradicional que no ha querido insertar plenamente a la mujer en sus estructu-
ras socioeconómicas» (Dueñas Herrero y Serrano-Argüello 2008, 21). Así pues, 
pese a la gran diferencia cronológica, es lógico preguntarse si lo que las fuen-
tes papirológicas muestran no es otra cosa que una «desconexión entre la real 
contribución de la mujer a la economía agraria [en este caso la ganadería ovina 
oxirrinquita] y la plasmación de los datos oficiales [en este caso las apographai 
probaton] que, a la postre, se traduce en ausencia de reconocimiento de su tra-
bajo como productivo» (Dueñas Herrero y Serrano-Argüello 2008, 21). Tal y 
como advirtió Scheidel (1995, 202-203), el papel de las mujeres en las activida-
des agropecuarias de la Antigüedad no se puede analizar a través de fuentes con-
vencionales, sino que es indispensable observar con atención sus silencios, sus 
omisiones, e interpretarlos a la luz de las condiciones sociales y económicas de 
cada contexto (también: Martínez-López 2002, 65-66).

5.  CONCLUSIONES

Las propietarias de ganado ovino y caprino constituyen un grupo signifi-
cativo dentro del sector agropecuario del nomo oxirrinquita, puesto que apro-
ximadamente un 25% de las apographai probaton conservadas para esta región 
fueron emitidas por mujeres, todas ellas procedentes de la chora. Se trata de un 
dato significativo, que permite cuestionar su exclusión sistemática de la mayoría 
de los estudios sobre el trabajo agrícola en la Antigüedad, exclusión habitual-
mente justificada por la supuesta escasez de testimonios (Larsson-Loven 2016, 
90). Los documentos analizados revelan una variación considerable en el ta-
maño de los rebaños declarados, desde los modestos 12 animales hasta los 112, 
con una mayoría que se sitúa en la horquilla de 20 a 40, lo cual resulta cohe-
rente con una práctica ganadera modesta y de base familiar, típica de los secto-
res rurales del nomo. Destacan, sin embargo, tres casos excepcionales de reba-
ños con cerca de un centenar de cabezas, que podrían corresponder a formas de 
explotación más orientadas al mercado.
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El grado de implicación efectivo es difícil de determinar, dada la naturaleza 
y limitaciones de la documentación conservada. No obstante, el hecho de que 
fueran ellas mismas quienes suscribieran las declaraciones anuales, y que en al-
gunos casos compraran y vendieran animales, adaptando sus rebaños a sus ne-
cesidades, descarta una completa desconexión. Conviene recordar que, en el 
caso de los varones, este tipo de cuestiones rara vez se plantean: su condición 
de propietarios se interpreta habitualmente como indicio suficiente de implica-
ción económica directa. Más aún, documentos como los de Dionysia o Plutarca 
ofrecen pruebas concretas de que determinadas mujeres actuaron como gestoras 
competentes dentro del sector. Por supuesto, estos ejemplos deben interpretarse 
con cautela. Tanto Dionysia como Plutarca parecen haber pertenecido a nú-
cleos acomodados y poseían bienes que excedían con mucho un rebaño ovino 
o caprino modesto, incluyendo ganado bovino —más costoso y escaso (Youtie 
1976, 42-44)— y parcelas de tierra, algunas de ellas vitícolas, típicamente aso-
ciadas a los sectores más pudientes de la región (Rowlandson 1996, 228-236; 
Dzierzbicka 2018, 112 y 398). Además, en el caso de Dionysia, residía en la 
metrópolis y no en una aldea. En consecuencia, el modelo de gestión que re-
flejan puede no coincidir con el de las propietarias documentadas en las apo-
graphai, especialmente a aquellas que declaraban rebaños pequeños.

Por último, en cuanto a la actividad pastoril, sobre la base de los datos que 
ofrece la documentación procedente de Oxirrinco, se trataba de una profesión 
formalmente masculina. Dada la escasez de testimonios directos, ha sido ne-
cesario recurrir a fuentes literarias y comparativas de cronología y procedencia 
muy diversas, que no pueden trasladarse sin cautela al contexto oxirrinquita de 
los siglos i a.C. a iii d.C. Pese a ello, resultan fundamentales para no llenar el 
vacío documental con una imagen estereotipada: la de una mujer pasiva, con-
finada al espacio doméstico y ajena a toda actividad económica. Cuestionar es-
tos roles desde una perspectiva crítica e historiográfica permite matizar los rela-
tos tradicionales, visibilizar la diversidad de experiencias femeninas y contribuir 
a una reconstrucción más precisa de las sociedades antiguas, en las que las mu-
jeres no fueron meras espectadoras, sino también, aunque en distinta medida y 
de forma a menudo silenciada, agentes económicos y sociales.
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UN APUNTE SOBRE MAGIA Y POLÍTICA EN ROMA

Edorta Córcoles Olaitz
Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea (UPV/EHU)

Resumen:  Este trabajo consiste en una breve aproximación al modo en 
que el derecho romano hizo uso de una concepción instrumental de la espiri-
tualidad como medio de ejercer el control político. El somero repaso de las 
fuentes principales dedicadas a la materia, en especial, las constituciones del 
bajo imperio, son reflejo de un interés por el empleo de la acusación de llevar 
a cabo prácticas mágicas como un modo de reprimir tanto a individuos como 
a colectivos. Todo ello, con carácter general, mediante el establecimiento de 
un vínculo entre la práctica de comportamientos asociados, siquiera de ma-
nera forzada, a la magia y el crimen de ‘maiestas’.

Palabras clave:  Magia, represión, ‘maiestas’, espiritualidad, control polí-
tico.

A Note on Magic and Politics in Rome

Abstract:  This paper consists of a brief approximation of the way in 
which Roman law made use of an instrumental conception of spirituality as a 
means of exercising political control. A cursory review of the main sources 
devoted to the subject, especially the constitutions of the late empire, reflects 
an interest in the use of the accusation of carrying out magical practices as a 
way of repressing both individuals and groups. All this, in general, through 
the establishment of a link between the practice of behaviours associated, even 
if forced, with magic and the crime of ‘maiestas’.
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La identificación del poder político con lo divino ha constituido desde an-
taño un medio de control de todo tipo de manifestación que pudiera conside-
rarse una amenaza para el primero. Es decir, la desviación de la espiritualidad 
aceptada por dicho poder ha sido un modo de reforzar el mismo, al establecer 
un indisoluble vínculo entre lo mundano y lo trascendente y, en consecuencia, 
entender que el no respetar determinados preceptos asociados a lo espiritual, se 
puede calificar como un desafío al poder terrenal, normalmente con nefastas 
consecuencias para los individuos o colectivos concernidos.

La cultura romana asumió bien pronto esta concepción que vincula el po-
der terrenal con el espiritual, como previamente hicieron los griegos1, aunque 
desde un punto de vista formal la distinción entre ambos elementos, en sus for-
mas de ‘ius’ y ‘fas’, ya se produjera con la promulgación de la Ley de las Doce 
Tablas. No obstante esto, el elemento espiritual (fas) no dejó de tener un carác-
ter normalizado, entendido como el cumplimiento de una serie de preceptos 
que aseguraban una relación de equilibrio entre los seres humanos y los divinos, 
la denominada Pax Deorum. El incumplimiento de estos preceptos implicaba 
el riesgo de ruptura de la Pax Deorum, aunque siempre dentro de los márgenes 
de lo religioso2. Sin embargo, de forma paralela, fue desarrollándose una nueva 
concepción de lo espiritual, siempre vinculado con lo «político» (expresado en 
la distinción entre ius humanum e ius divinum), que es donde enmarcaríamos la 
represión de las denominadas artes magicae.

Es precisamente esta denominación, típicamente empleada por las fuentes 
romanas, la que nos proporciona una importante pista para determinar su na-
turaleza, dado que tiene su étimo en un término (magos), incorporado desde la 
lengua griega3, cultura que ya había experimentado la creación de ese vínculo 
entre lo terrenal y lo espiritual. Es decir, que el término ‘nefas’, como contrario 
a lo ‘fas’, no era suficiente para referirse a estos comportamientos contrarios a 
esa concepción de lo espiritual vinculado a lo político.

El uso de técnicas consistentes en acudir a una entidad preternatural con el 
objeto de influir en el ámbito material, fundamento de lo que conocemos como 
magia, es antiquísimo4. En el ámbito romano, entre otras técnicas era habitual 
el uso de tablillas de plomo (defixiones), tanto para proferir maldiciones como 

1  Graf, 1999, 56-58; Tupet 2009, 74 y ss.; Ogden 2001, 149-150.
2  No obstante, esto no significa que la ruptura de la paz divina se pudiera producir sólo en 

casos de ofensa directa a lo divino, pues esta se podía producir en otros supuestos; como es bien 
sabido las Doce Tablas preveían penas con un marcado carácter religioso, como la execración 
prevista para los casos de fraude por parte de los patronos respecto de sus clientes (Tabula VIII, 
21).

3  Que, a su vez, lo toma del persa Frisk 1973, 156-157, Carastro 2006, 53-54.
4  Como atestiguan los testimonios hallados en Mesopotamia, que se remontan al si-

glo  xxvi  a.C. o los libros de magia encontrados en la biblioteca de Asurbanipal en Nínive, 
correspondientes al siglo vii a.C., Schwemer 2019, 36-40; Daxelmüller 1997, 49-50.
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para lograr protección, así como la realización de sacrificios5 (que podrían fá-
cilmente identificarse con lo religioso, es decir, la espiritualidad aceptada) o in-
cluso el uso de muñecos en representación de la persona a la que se quería afec-
tar, normalmente con el objeto de causarle algún mal6. Con el transcurso del 
tiempo, en la medida en que el poder político iba afianzándose, estas técnicas, 
que en un principio tenían un carácter neutro desde una perspectiva moral o le-
gal, ajenas por tanto también a lo estrictamente religioso, fueron siendo teñidas 
de ilegitimidad, ya fuere por considerarlas ofensas a lo divino o por ser enten-
didas como un modo de oposición al poder político, concepciones ambas (que 
podríamos calificar de impiedad y sedición, respectivamente), que acabaron 
conformando dos vasos comunicantes.

Si bien la represión de estas manifestaciones pararreligiosas viene de anti-
guo (Tito Livio habla de la prohibición por parte de los ediles el año 428 a.C. 
de ritos extranjeros como consecuencia de una epidemia, así como de la ejecu-
ción de 170 ‘veneficae’ en torno al 331 a.C.7), cobró especial relevancia a partir 
del siglo ii a.C., tras la invasión de Aníbal y la conocida represión de las Baca-
nales. Es en esta época cuando las prácticas espirituales exóticas se empiezan a 
conceptuar como algo negativo, contrario a la convivencia social, una suerte de 
subproducto perverso de las prácticas religiosas8. Dado el vínculo existente en-
tre la represión de las artes mágicas y el control político, no es de extrañar que 
durante la época final de la república y la subsiguiente creación del Principado, 
se produjera la paulatina sistematización de dicha represión. El hecho de que 
Roma incorporara una forma de poder autárquico y, por tanto, más definido, 
hizo que la identificación de cualquier manifestación político-espiritual no 
identificable de forma clara con dicho poder, pudiera interpretarse como una 
oposición al mismo. Tal sería el motivo de la expulsión de miembros de la es-
cuela pitagórica, como Nigidio Fígulo o Anaxilao de Larisa, durante la época de 
Augusto9. A pesar de ello, siempre hubo un margen de aceptación relacionado 
con la práctica benéfica de estas artes, definida como teúrgia, incluso en época 
tardía (es decir, cristiana)10.

Como no puede ser de otra manera, esta evolución hacia una concepción 
negativa de las artes mágicas, tuvo su reflejo en el ordenamiento jurídico.

De antiguo, como es bien sabido, la Ley de las Doce Tablas penó la prác-
tica de la magia cuando esta servía a propósitos dañinos. Concretamente, que 

5  Rives 2010, 56.
6  Bailliot 2019, 193-196; Tupet 2009, 7; 49-50.
7  Livio, Ad Urbe Condita, IV,30,13 y VIII,18; Gordon 1999, 255; Rodríguez López [2004] 

2025, 548-549.
  8  Gordon 1999, 210 y ss.; Dickie 2003, 135 y 136.
  9  Gordon 1999, 261.
10  Johnston 1997, 165 y ss; Dickie 1993, 206.
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se sepa, se penaba el empleo de hechizos para perjudicar a un individuo o subs-
traer las cosechas, con fundamento en los siguientes preceptos:

VIII,1.a: «Qui malum carmen incantassit…». (Plin., N.H., 28, 2, 10-17)11.
VIII,1.b: «Nostrae XII tab. cum perpaucas res capite sanxissent, in his hanc 

quoque sanciendam putaverunt: si quis occentavisset sive carmen condidisset, 
quod infamiam faceret flagitiumve alteri». (Cic. de Re Publica IV,10,12)12.

VIII,8.a: «Qui fruges excantassit». (Plin., N.H., 28, 2, 10-17; Senec., Natu-
ral. Quaest, 4, 7)13.

Con un carácter más general, también se refirió al empleo de técnicas mági-
cas, aunque haciendo uso de unos términos que pueden resultar confusos pues, 
como se comprobará, el transcurso del tiempo hará que cambien de significado.

VIII,25 «Qui venenum dicit, adicere debet, utrum malum an bonum; nam et 
medicamenta venena sunt«. (Gai., 4 ad XII tab., D., 50, 16, 236 pr.)14.

‘Medicamentum’, ‘venenum’ o, en especial, ‘veneficium’, son términos que de 
un modo u otro acabarán asociándose a la práctica de las artes mágicas, aunque 
seguramente en origen su significado se relacionara más con el uso de substan-
cias varias, en forma de veneno propiamente dicho, o filtros de amor y bebedi-
zos o pociones similares. En todo caso, al margen de las variaciones semánticas, 
queda claro que el legislador decemviral distinguía entre «venenos» buenos y 
malos, del mismo modo que, como queda constatado en los preceptos previa-
mente transcritos, distinguía la «magia buena» de la «magia mala».

En este punto, es necesario referirse al comentario de Cicerón relativo a es-
tos pasajes decemvirales, en el que identifica los ‘carmina’ a los que se refiere la 
Tabula VIII con libelos difamatorios15. Es más que probable que en su época el 
término se empleara asimismo con este sentido; no obstante, el legislador de
cemviral probablemente no lo usara así, pues este uso se sitúa en el contexto 
de las normas que castigan el empleo dañino de la magia, al margen de que las 
consecuencias serían graves en exceso16. Es en ese sentido, asociado a las prácti-
cas mágicas, con que otros autores lo usan a lo largo de los siglos17.

11  Ley de las Doce Tablas VIII,1.a: «Quien hubiese causado un mal mediante recitaciones mágicas».
12  VIII,1.b: «Nuestras Doce Tablas, que castigaban pocas cosas con la pena capital, consideraron 

que esta se debía aplicar también en aquellos casos en los que alguien ultrajara o compusiera cancio-
nes que producen infamia o deshonor a otra persona».

13  VIII,8.a: «Quien substrajera cosechas mediante encantamientos…».
14  VIII,25: «Quien habla de droga debe añadir si es mala o buena; porque también los medica-

mentos son drogas».
15  Texto transcrito más arriba.
16  Ley de las Doce Tablas, p. 29, nota 11.
17  Vázquez Hoys 2001, 90; Gordon 1999, 253.
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En otras palabras, las Doce Tablas no punían el empleo de las artes mági-
cas con carácter general, sino la causación de un daño al margen del medio em-
pleado para ello, mágico o no.

Este será el marco jurídico en que se desarrolle la represión de la magia 
hasta el fin de la época republicana18, con la promulgación de la Lex Cornelia 
de Sicariis et Veneficiis. Si bien en principio el objeto de esta norma no fue se-
guramente la represión de las artes mágicas, hasta el Dominado actuó como 
el principal instrumento para ello, mediante una interpretación extensiva del 
término ‘veneficium’. Probablemente en la época de promulgación de esta ley 
(ca. 81 a.C.) este término, ‘veneficium’, había adquirido ya un sentido más am-
plio que el referido estrictamente a «veneno», pues probablemente era también 
empleado para referirse a las artes mágicas. De hecho, en uno de los testimonios 
más explícitos referidos a un proceso por esta causa, el juicio a Furio Crésimo 
celebrado durante la primera mitad del siglo ii a.C., Plinio el Mayor se refiere 
a acusaciones por haber hecho uso de ‘veneficia’ al objeto de robar las cosechas 
de los fundos vecinos19. Si bien no conocemos el detalle de los términos em-
pleados en la época en que se celebró el juicio, al menos es seguro que en época 
de Plinio (siglo i d.C.) sí que ‘veneficium’ era, sin duda, sinónimo de hechizo. 
Este significado se atestigua asimismo en la obra de Cicerón, pues el arpinate lo 
empleó para referirse a los presuntos encantamientos a los que su clienta, Titi-
nia Cotta, habría acudido con motivo de la celebración de un juicio para causar 
confusión en el incompetente abogado, Escribonio Curión, de la parte acusa-
dora20.

18  Sí que se tomaron medidas puntuales, de la mano de las resoluciones de los magistrados, 
como cuando el pretor peregrino Cneo Cornelio Escipión Hispánico expulsó a los caldeos de 
Roma en el 139 a.C., aunque, como se ha señalado, sin introducir nuevas disposiciones de ca-
rácter general (ius commune).

19  Plinio el Mayor, Historia Natural, XVIII, 42-43: «Quamobrem ab spurio albino 
curuli<aedile> die dicta metuens damnationem, cum in suffragium tribus oporteret ire, instrumen-
tum rusticum omne in forum attulit et adduxit familiam suam validam atque, ut ait piso, bene cu-
ratamacvestitam, ferramenta egregie facta, graves ligones, vomeres ponderosos, boves saturos. postea 
dixit: «veneficia mea, quirites, haec sunt, nec possum vobis ostendere aut in forum adducere lucu-
brationes meas vigiliasque et sudores; omnium sententiis absolutus itaque est», es decir «por lo que, 
temeroso de la condena, se presentó en el foro la fecha señalada ante el edil espurio albino, cuando 
convenía votar a las tribus, llevando todos los aperos de labranza al foro y compareciendo con su sa-
ludable y, según Pisón, bien cuidada y vestida familia, sus instrumentos de excelente factura, pesados 
azadones, ponderosas rejas de arado y saciados bueyes. Después dijo: ‘Aquí están, Quirites, mis encan-
tamientos, no he podido mostraros ni traer al foro ni mis preocupaciones, ni mis vigilias, ni mis sudo-
res’. Por consiguiente, fue unánimemente absuelto».

20  Cicerón, Brutus, 217: «(…) subito totam causam oblitus est idque veneficiis et cantionibus 
Titiniae factum esse dicebat», es decir, «(…) De repente olvidó todo el motivo y dijo que fue hecho 
por la brujería y los cantos de Titinia«.
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Por tanto, ya fuere por una evolución «natural» del sentido del término, ya 
por ser una construcción semántica debida a los juristas21, en la época durante 
la que se promulgó la Lex Cornelia de Sicariis et Veneficiis, por ‘veneficium’, 
aparte de «veneno», podemos también entender «hechizo». Por tanto, aunque la 
intención de Sila no hubiera sido en primera instancia la de reprimir el uso de 
la magia22, pronto su ley se convirtió en el principal instrumento para ello.

Esta asociación tiene su reflejo en los autores posteriores. Así Paulo, en sus 
Sententiae, situó las previsiones punitivas asociadas a las artes mágicas justo al 
final de su comentario relativo a la Lex Cornelia 23. Más tarde Modestino, en 
torno a la primera mitad del siglo  iii d.C., dejó constancia de esta asociación 
al señalar que la Lex Cornelia era aplicable a los casos en los que se llevaran a la 
práctica lo que califica como ‘mala sacrificia’ 24, probablemente refiriéndose con 
ello a la práctica de rituales y la realización de ofrendas al margen del culto de 
carácter normativo.

Todo esto es reflejo de la creación paulatina de un concepto de practicante 
de estas artes de carácter antisocial, contrario no sólo a las costumbres de los an-
tepasados, sino sospechoso de constituir una amenaza para el propio poder po-
lítico. En consecuencia, no es casual que a partir del siglo i a.C. se comenzara 
a emplear el término ‘magus’ para referirse, genéricamente, a quienes llevaran a 
cabo estas prácticas25. Y por tanto no sorprende que durante el Principado la 
consideración negativa de las prácticas mágicas se fuera acentuando, asociadas a 
un nuevo concepto de impiedad relacionado con el respeto al ‘numen’ del em-
perador. Es decir, que se estableció un vínculo expreso entre las ‘artes magicae’ 
y el ‘crimen maiestatis’. La definición que desde el punto de vista dogmático su-
puso la introducción del cristianismo monoteísta como religión de estado a co-
mienzos del Dominado, en oposición a un politeísmo variado, hizo que esta 
identificación fuera más sencilla26.

Las Sententiae de Paulo son un reflejo vivo de esta tendencia, pues nos in-
dican que la participación en ceremonias no normativas, la causación de daños 

21  Kippenberg 1997, 147-148.
22  González Romanillos 220, 84 y ss., la Lex Cornelia habría venido a sustituir una proba-

ble quaestio preexistente cuyo contenido habría tenido relación con el uso de veneficia (es decir, 
substancias intoxicantes, venenos en el sentido contemporáneo).

23  Paulo, Sententiae, V,23,15-18.
24  Modestino, D 48,8,13: «Ex senato consulto eius legis poenae damnari iubetur, qui mala sa-

crificia fecerit, habuerit» es decir, «En virtud de un senadoconsulto, se manda que sea condenado a 
la pena de esa ley el que hubiere hecho o celebrado malos sacrificios». Gordon 1999, 259-261, des-
conocemos a qué senadoconsulto se refiere Modestino, aunque en todo caso sería indicio de un 
interés explicito en ampliar el ámbito de aplicación de la Lex Cornelia a los supuestos que nos 
ocupan.

25  Graf 1999, 36; Rives, 2010, 57-58.
26  Phillips 1991, 264-265.
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mediante hechizos o el mero conocimiento de estas artes, eran susceptibles de 
calificarse como un crimen cuyas consecuencias podían ir desde el exilio, hasta 
la entrega a las bestias, la crucifixión o vivicombustión. Más allá de esto, y 
como se ha señalado, estos comentarios del jurisconsulto se sitúan en el capítulo 
dedicado a la Lex Cornelia de Sicariis et Veneficiis, en los que introdujo un matiz 
importante, pues «no sólo la práctica de estas artes, sino incluso su conocimiento, 
está prohibido»27. Asimismo Ulpiano, en un texto contenido en la Mosaicarum 
et Romanarum Legum Collatio relacionado con la adivinación, arte que junto 
con otras constituirá una suerte de tipo penal, nunca definido como tal, de ‘cri-
men magiae’28, indica que en la antigüedad el conocimiento de estas técnicas no 
fue objeto de reproche29. Es decir que, contrariamente a lo que sucedía durante 
el periodo anterior, cuando tal y como preveía la Ley de las Doce Tablas no se 
punía la práctica de las ‘artes magicae’ por sí mismas, sino en la medida en que 
fueran empleadas para causar un daño, durante el Principado no sólo la prác-
tica, sino también incluso el conocimiento, fueron objeto de grave reproche pe-
nal. Esta consideración, como no podría ser de otra manera, fue el fruto de la 
identificación de las artes magicae con la impietas que, a su vez, se vinculó con el 
crimen maiestatis.

Según el testimonio de Tácito (Anales: III,13,2, XII,22 o XII,65) ya en 
tiempos de Tiberio algunas causas por ‘maiestas’ incluyeron asimismo la inclu-
sión del reproche por practicar ritos exóticos, asociados tanto a la magia como 
a la adivinación, como parte de la acusación por traición30. Por tanto, ya como 
comportamiento autónomo, ya como «aderezo» a la acusación principal, a par-
tir de este periodo, por la ‘impietas’ que implicaban, las ‘artes magicae’ fueron 
asociadas a la alta traición. Como es natural, tal y como se ha señalado, esta 
tendencia se agudizará durante el Dominado, una vez que el estado se identificó 
con el cristianismo.

Claro reflejo de este especial interés por la persecución de estos comporta-
mientos a partir de esta época, son las numerosas constituciones que los em-
peradores postclásicos promulgarán en relación con la magia31, situación que 
contrasta fuertemente con la parquedad normativa existente hasta entonces. De 

27  Paulo, Sententiae, V,23,18: «(...) Non tantum huius artis professio, sed etiam scientia prohi-
bita est».

28  Gordon 1999, 262-265; Phillips 1991, 269; Rodríguez López [2004] 2025, 552.
29  Mosaicarum et Romanarum Legum Collatio XV,2,1: «(...) Sed fuit quaesitum, utrum scien-

tia huiusmodi hominum puniatur an exercitio et professio. Et quidem apud veteres dicebatur pro
fessionem eorum, non notitiam esse prohibitam: postea variatum», es decir que «(…) Surgió la 
cuestión de si estos hombres habían de ser castigados por sus conocimientos o por su práctica y 
profesión. Y en verdad entre los antiguos se decía que su profesión estaba prohibida, pero no el 
conocimiento. Pero eso luego cambió».

30  Dickie 1993, 96-97; para más ejemplos, Rodríguez López [2004] 2025, 553 y ss.
31  Así como la adivinación, culminando en una práctica identificación de ambos conceptos.
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entre todas las constituciones promulgadas durante este periodo, cabría destacar 
una serie de ellas como modo de entender el proceso de desarrollo de una nueva 
concepción de lo espiritual, asociada al poder político, por lo que cualquier des-
viación en ese ámbito fue considerada ya, de forma explícita, como crimen con 
carácter general32. La construcción de un nuevo imperio cristiano hará que los 
sucesores de Constantino tomen severas medidas en este ámbito, considerado 
como una potencial amenaza a su poder33. Esto no obstante, testimonios ecle-
siásticos de la época (siglo iv) sugieren que la iglesia cristiana tampoco volcó su 
celo en una colaboración con el poder político a fin de reprimir estos comporta-
mientos34.

Desde la perspectiva terminológica, junto con el sintagma ‘artes magicae’, 
el término ‘maleficium’ y los asociados al mismo se emplearán típicamente para 
definir estos comportamientos35, como modo de subrayar el carácter pérfido de 
los mismos, entendidos como un producto del diablo36.

Así, Diocleciano consideró la astrología (ars mathematica), que aun siendo 
una forma de adivinación acabará siendo equiparada en la práctica a la magia, 
como un conocimiento dañino y, por tanto, prohibido, en una constitución 
que marcará un hito (CI IX,18,2) por ser la primera en determinar de forma 
clara la idea de que hay conocimientos que per se son, no ya ilegítimos, supers-
ticiosos o erróneos, sino contrarios a derecho37. Constantino reafirmará esta no-
ción en otra constitución recogida en CTh IX,16,338, aunque limitada a los co-
nocimientos relativos al uso pernicioso de estas artes. Por tanto, la idea de que 
hay conocimientos ilícitos salió del ámbito puramente jurisprudencial (pre-
cedentes como el que señala Paulo) para pasar al legal o normativo, pudiendo 
afirmarse por tanto que en esta época estos conocimientos no eran sólo ilíci-
tos, sino que pasaron a ser formal y expresamente ilegales39. Constancio II mos-
tró un especial celo en estas persecuciones, consciente del aspecto político de 
las mismas40; prohibió la magia (CTh IX,16,6) y la adivinación (CTh IX,16,4) 

32  Fögen 1993, 44 y ss.
33  Miletti 2015, 5-6.
34  Neri 2014, 10-11.
35  A menudo habrá que atender al contexto para determinar si este término se emplea en 

esta acepción o en la general, como delictum o crimen, Heumann-Seckel, voz maleficium.
36  Neri 2014, 7.
37  Fögen 1993, 22-23. Como se ha señalado, la jurisprudencia ya elaboró previamente esta 

noción de ilegalidad de algunos conocimientos.
38  CTh IX,16,3: «Eorum est scientia punienda et severissimis merito legibus vindicanda, qui 

magicis accincti artibus aut contra hominum moliti salutem aut pudicos ad libidinem deflexisse ani-
mos detegentur (…)», es decir «Su conocimiento debe ser castigado y merecidamente vengado con 
las leyes más severas, el de quienes ceñidos con artes mágicas, hayan trabajado contra la salud de los 
hombres o hayan llevado sus castas mentes a la lujuria (…)».

39  Neri 2014, 1 y ss.
40  Gómez Villegas 2001, 171.
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con carácter general, calificando a los ‘magi cono enemigos del género hu-
mano (magi […] humani generis inimici credendi sunt). Valente y Valentiniano 
(CTh  IX,16,7) prohibieron todo sacrificio nocturno o, en general, asociado 
a ritos no cristianos ([…] nocturnis temporibus aut nefarias preces aut magicos 
apparatus aut sacrificia funesta celebrare conetur [...]); asimismo, explicitaron que 
la ‘mathematica’41 estaba prohibida lo que, dado que como rito adivinatorio po-
dría identificarse con la haruspicina (IX,16,8), llevó a aclarar posteriormente 
(IX,16,9), dado el profundo arraigo que aún tenía en la sociedad (y la política) 
romana (fundamentalmente en la parte occidental), que dicha haruspicina que-
daba disociada de las prácticas de los ‘maleficii’ y sólo sería objeto de reproche 
en caso de usarla con fines nocivos; en todo caso, la constitución CTh IX,16,8 
especifica que tanto la enseñanza como el aprendizaje de estas disciplinas que-
dan asimismo prohibidos. Durante esta época es cuando se produjo uno de los 
mayores procesos contra los magos, en Antioquía, bajo el pretexto de la comi-
sión del crimen de ‘maiestas’, episodio vívidamente narrado por Amiano Mar-
celino42. Teodosio I (CTh IX 38, 3-8) prohibió que las absoluciones de Pascua 
pudieran beneficiar, entre otros, a los ‘sacrilegia’, ‘veneficii’ y ‘maleficii’; o Arca-
dio (CTh XVI,5,34), quien directamente asoció magia (maleficium) con herejía.

Esta es una simple muestra de la labor legislativa que los emperadores 
postclásicos desempeñaron en relación con la represión de las artes mágicas. 
Sí que es de destacar, como clara muestra del interés en recrudecer esta repre-
sión durante este periodo, que hasta entonces las previsiones de las Doce Ta-
blas, junto con la interpretación de la Lex Cornelia de Sicariis et Veneficiis, bas-
taron para perseguir estos comportamientos. Es decir, que durante en torno a 
setecientos años se emplearon dos instrumentos que punían la magia de modo 

41  Este es el término habitual para referirse a la astrología, aunque también puede asociarse 
a la Cábala o, dadas las conocidas expulsiones de miembros de la escuela pitagórica durante el 
mandato de Augusto, también a dicha escuela.

42  Gómez Villegas 2001, 173-174. Amiano Marcelino, Historia, XXIX, 1, 40-41: «Et post 
hunc diebus secutis omnium fere ordinum multitudo, quam nominatim recensere est arduum, in pla-
gas calumniarum coniecta, percussorum dexteras fatigavit, tormentis et plumbo et verberibus ante de-
bilitata, sumptumque est de quibusdam sine spiramento vel mora supplicium, dum quaeritur, an 
sumi deberet, et ut pecudum ubique trucidatio cernebatur. Deinde congesti innumeri codices et acervi 
voluminum multi sub conspectu iudicum concremati sunt, ex domibus eruti variis ut inliciti, ad le-
niendam caesorum invidiam, cum essent plerique liberalium disciplinarum indices variarum et iuris», 
es decir, «Después de él (Peregrino), en los días siguientes, una multitud de casi todos los niveles socia-
les, a la que sería imposible mencionar ahora, se vio inmersa en ese mar de calumnias, consiguiendo así 
que se agotaran los brazos de los verdugos, que ya antes se habían debilitado con tantas torturas, plo-
mos y latigazos. Algunos llegaron a morir sin plazos ni demora alguna, mientras se deliberaba sobre si 
debían ser castigados. Era, pues, como una matanza de ganado. Posteriormente, cientos de escritos y 
montones enormes de obras fueron quemados ante los jueces, después de sacarlos de distintos hogares con 
la excusa de que eran ilegales. La finalidad era calmar la indignación provocada por las ejecuciones, 
aunque la mayor parte de lo que se quemó eran tratados de artes liberales y de derecho».
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implícito (a partir de ca. 451  a.C. las Doce Tablas sólo la dañina; posterior-
mente, a partir de ca. 81 a.C., también la Lex Cornelia como interpretación de 
‘veneficium’ y, por tanto, en un principio también sólo la dañina), a los que a la 
largo del siglo iv d.C. se añadirían en torno a cuarenta constituciones de carác-
ter específico y explícito: es decir, no era necesaria la interpretación de las anti-
guas normas para proceder a una acusación basada en estas prácticas, gracias a 
las nuevas normas. Asimismo, es de destacar que a pesar de esta producción le-
gislativa, no se manejó un concepto claro de ‘artes magicae’, lo que hoy defini-
ríamos como tipo penal, seguramente por tratarse de una acusación fundada 
en la práctica en motivos políticos, de modo que la ambigüedad del concepto 
pudiera permitir al poder político volcar esta acusación contra los rivales en la 
medida en que esto fuera conveniente43. Es evidente que este interés legislativo 
está vinculado a la nueva concepción de los emperadores como instrumentos de 
dios en la tierra, de ahí su especial celo en punir (casi44) todo comportamiento 
identificable con manifestaciones espirituales no cristianas, al margen de los re-
sultados dañinos, considerando a sus practicantes como enemigos del género 
humano y, por extensión, del estado45. O, empleando un lenguaje más propio 
de la época, toda expresión mágica era contraria a la obra de dios, por lo que 
sus practicantes no podían ser considerados más que como instrumentos de una 
agresión diabólica 46.

Vinculando su legitimidad con lo divino, el poder político logra así gene-
rar una imagen abstracta de sí mismo, pues incluye elementos más allá de lo fí-
sicamente perceptible. Es decir, se inviste de una forma ambigua que es pun-
tualmente definida en la medida en que ello convenga, al objeto de ejercer el 
control sobre elementos sociales, individuales o colectivos, que califique como 
amenaza, a la vez que merma la posibilidad de oposición, precisamente debido 
a ese carácter abstracto e indeterminado.

43  Phillips 1991, 269.
44  El propio Constantino establecerá cierta distinción entre «magia buena» y «magia mala», 

quizás por ser consciente de que el ámbito rural, de ahí la referencia explícita al mismo, iba a ser 
más impermeable a la nueva doctrina: CTh IX,16,3: «(…) nullis vero criminationibus implicanda 
sunt remedia humanis quaesita corporibus aut in agrestibus locis, en maturis vindemiis metueren-
tur imbres aut ruentis grandinis lapidatione quaterentur, innocenter adhibita suffragia, quibus non 
cuiusque salus aut existimatio laederetur, sed quorum proficerent actus, ne divina munera et labores 
hominum sternerentur», es decir, «(…) Mas no debe de haber acusaciones por buscar remedios para 
los cuerpos humanos o en lugares rurales, de modo que las cosechas maduras no sientan miedo por la 
lluvia o a ser sacudidas por el apedreamiento del granizo, ayudas empleadas inocentemente, por las 
que no se daña ni la salud ni la reputación, el empleo de las cuales ha de ser empero promovido, de 
modo que los dones divinos y los trabajos de los hombres no se desperdicien». Esta distinción también 
es comprensible si se tiene en cuenta que aún en época constantiniana existía una apreciación 
positiva de la magia benéfica, Neri 2014, 5-6.

45  Fögen 1993, 49-53.
46  En expresión de Neri 2014, 8.
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DE «DIGNITATE AMISSA» EN CYPR. EP. 80,1,2
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Resumen:  El artículo tiene por finalidad analizar el significado de la con-
dena a la «pérdida de dignidades» que encontramos en una carta de Cipriano 
de Cartago (80,1,2), con motivo de la condena impuesta a algunos varones 
pertenecientes a las élites romanas y condenados por cristianos. Por consi-
guiente, se expone el posible significado de «dignitas» con carácter general 
para posteriormente especificar el que pudiera tener en nuestro caso.

Palabras clave:  Derecho penal romano, Cipriano de Cartago, Persecu-
ciones, varones cristianos, élites, dignitas.

On the Possible Meaning of “dignitate amissa”  
in Cypr. Ep. 80,1,2

Abstract:  This article aims to study the meaning of the condemnation of 
«loss of dignity» that we find in a letter by Cyprian of Carthage (80,1,2), on 
the occasion of the sentence imposed on some male members of the Roman 
elite who were condemned for being Christians. Consequently, the possible 
meaning of «dignitas» is presented in a general way to later specify the one it 
could have in our case.

Keywords:  Roman criminal law, Cyprian of Carthage, Persecutions, 
Christian men, elites, dignitas.
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1.  PRESENTACIÓN

En las presentes páginas voy a comentar una referencia que encontramos en 
una carta1 de Cipriano de Cartago,2 concretamente la octogésima, en la que el 
obispo norteafricano recoge las sanciones impuestas en la segunda disposición 
de Valeriano contra los cristianos.

Como es conocido, en dicha epístola se hace referencia a las penas que se 
debían imponer a los diversos grupos de cristianos enumerados con base en el 
senadoconsulto aprobado por el Senado Romano en verano del 258 aceptando 
la propuesta de la oratio imperial.3 Respecto de uno de dichos grupos, además 
del embargo patrimonial, también se menciona como sanción la pérdida de las 
dignidades (…dignitate amissa etiam bonis spolienteur…).

Pues bien, el objetivo de este escrito es analizar, con un poco más de deteni-
miento, esta parte de la disposición e intentar saber qué podría implicar seme-
jante condena; me lo planteo porque hay especialistas que al tratar del contenido 
de la medida persecutoria de Valeriano ni siquiera la mencionan,4 supongo que 
por considerar que no tenía consecuencia jurídica alguna, mientras que otros la 
interpretan no de forma unánime sino como una pérdida de estatus,5 o de pres-
tigio y estatus,6 o de patrimonio y degradación;7 esta pluralidad de interpretacio-
nes me ha llamado la atención y me ha inducido a intentar conocer las poten-
ciales consecuencias jurídicas derivadas de la citada condena y plantearme si las 
variadas interpretaciones existentes al respecto tienen algún fundamento.

2.  LOS VARONES CRISTIANOS AFECTADOS

El punto de la carta ciprianea que nos interesa dice lo que sigue:

80,1,2: Senatores vero et egregii viri et equites Romani dignitate amissa etiam 
bonis spolientur et si ademptis facultatibus christiani esse perseveraverunt, capite 
quoque multentur…8

1  Como sabemos, las Epistulae, una obra importante para conocer la vida de los cristianos a me-
diados del siglo iii, se suelen estructurar por los especialistas en grupos, perteneciendo la carta que aquí 
se comenta al de las escritas durante la persecución de Valeriano y Galieno. Sobre la problemática de la 
obra, Brunet 2009, 134; Mentxaka 2014, 11-14, con el abundante aparato crítico allí recogido. 

2  Sobre la vida de Caecilius Cyprianus, Mentxaka 2010, 15-22. 
3  Se ha tendido a asumir que la constitución imperial que continuó con la persecución ini-

ciada el verano del año anterior (287) fue un edicto; sobre la cuestión, Mentxaka 2021.
4  Goltz & Harmann 2008, 242, habla de la confiscación o de la pena capital, pero para 

nada menciona esta pérdida de dignidades, como tampoco Vicent Ramírez 2019, 124. 
5  En este sentido, por ejemplo, Robinson 2007, 118.
6  Vid. Seagraves 1993, 35.
7  En este sentido, por ejemplo, Moreau 1956, 100.
8  Reproducido conforme a Cypr. Ep. 80.1 (CSEL 3.2, 839-840). 
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Que los senadores varones con título de egregio y miembros del orden 
ecuestre sean despojados de sus dignidades y también de sus bienes y si, aun 
despojados de sus bienes perseveraren en ser cristianos, sean decapitados.

El pasaje afirma que, como consecuencia de la disposición de Valeriano, 
sólo algunos de los cristianos perseguidos iban a ser condenados, además de a 
la confiscación de su patrimonio, a la pérdida de la dignitas:9 los senadores, las 
personas con título de egregio y los miembros del orden ecuestre.

No es mi intención estudiar aquí la problemática de la confiscación,10 pero 
como es conocido, usualmente era una pena que tenía carácter accesorio;11 para 
entenderla en nuestro caso, interpreto que hay que dar un ligero paso atrás en 
el tiempo y retrotraernos a la primera disposición persecutoria12 de Valeriano y 
Galieno del verano del 257.13 Con base en ella se podía haber producido una 
condena por relegación, pena que, como se sabe, imponía de forma temporal la 
prohibición de residencia en un determinado lugar o el alejamiento a una loca-
lidad concreta de una isla, una ciudad, una región, etc., sin que ello implicara 
necesariamente la pérdida de la ciudadanía o de los bienes, aunque sí podía ir 
acompañada de una confiscación parcial o de una multa.14

Supongo que, como consecuencia de la primera sentencia dictada al apli-
carse el primer edicto imperial, Cipriano fue condenado al exilio,15 concreta-
mente en forma de relegación,16 a Curubis (Corba-Túnez),17 al igual que Dio-

9  No es la única vez que Cipriano emplea el término. Según Seagraves 1993, 35 n. 149, la 
voz está presente en las Epp. 38,1,3; 59,9,2; 37,2,1; 37,4,2¸67,8,1; 67,9,1 (dos veces); 2,1,2; 
14,2,2; 19,2,2; 28,2,4; 37,4,2; 38,1,3 y 74.8.3.

10  Sobre dicha pena: Duncan-Jones 1994, 5-7; Fuhrmann 1959; Santalucia 1990, 117, es-
pecialmente con la bibliografía de p. 128 y Waldstein1965.

11  Mommsen 1955, 1006, y, más recientemente, analizando en especial su incidencia en la 
persecución de los cristianos y exponiendo cronológicamente su aparición en las fuentes que ha-
blan de persecuciones contra ellos, Spagnuolo Vigorita 2010.

12  Goltz & Harmann 2008, 242, y Keresztes 1975, 91, sostienen que fue el fracaso o inefi-
cacia del primer edicto el que condujo a la promulgación de la segunda medida que aquí se co-
menta en el aspecto reseñado de la pena de pérdida de dignidades. 

13  Al respecto: Healy 1905,131; Keresztes 1975, 83; Kienast 1990, 212.
14  Sobre la relegatio: Mentxaka 2014, 48, con la bibliografía citada en la n. 348; así como, 

por ejemplo, Melounová 2014, 415, 419-420.
15  Sobre el exilio como término genérico, que en época imperial podía significar tanto rele-

gación como deportación, vid., por ejemplo, Martín, 254.
16  En la carta 76 que Cipriano escribe a Nemesiano y otro co-epíscopos, afirma que la 

confesión del nombre de Cristo le tiene relegado (ob confessionem nominis relegatum praefiniti 
loci...), por lo que debemos suponer que esta primera condena fue a la relegación y no a la de-
portación. 

17  Al respecto: Monceau 1902, 232-234; Frend 1965, 424; Frend 1985, 326; Saumagne 
1975, 143-144. Sobre este enclave del África Proconsular, Leglay 1979, y Salcedo Gómez 2007, 
546, quienes la ubican en la actual Túnez. 
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nisio de Alejandría,18 pero sin que ninguno de ellos perdiera la ciudadanía o los 
bienes.19

Es con motivo de esta segunda disposición imperial (verano del 258) 
cuando se agravarían las sanciones anteriores y la condena de relegación ini-
cial, en mi hipótesis interpretativa, se convertiría ahora, con motivo de la se-
gunda disposición persecutoria, en deportación con confiscación,20 proba-
blemente total, y pérdida de dignidades, dando lugar incluso a la pérdida de 
vida.21

Pero como he señalado ya en la presentación, el objeto de las presen-
tes líneas no es tanto tratar de la relegación y la deportación como formas de 
exilio,22 sino intentar precisar qué podría significar la pérdida de la dignitas 
como sanción jurídica que afectaba a los senadores, caballeros y varones con al-
tas funciones cristianos, sanción que también aparece mencionada por Eusebio 
al enumerar las penas que sufrieron los cristianos durante la persecución de Va-
leriano.23

Si se lee en la carta de Cipriano la referencia al grupo previo o los grupos 
posteriores, se aprecia que la pérdida de dignitas no se menciona respecto de 
los obispos, presbíteros y diáconos señalados en primer lugar, ni respecto 
de las matronas ni de los Cesarianos que se citan después. Este dato ya pone 

18  Sobre esta causa, Churruca 1994, 14-15 = Churruca 2008, 517-518.
19  Que el obispo cartaginés seguía disponiendo de patrimonio queda claro en la carta 79 

que Félix escribe a Cipriano —que, recordemos, está exiliado en Corba— para darle las gracias 
tanto por el apoyo moral como por el económico que acompañaba a la carta que les envió. De 
habérsele embargado la totalidad de su patrimonio, difícilmente podría haber seguido ayudando 
económicamente a los miembros menos pudientes condenados a las minas con motivo del pri-
mer edicto de persecución. 

20  Sabemos que la deportatio, ya desde Tiberio, fue concebida como una pena capital que 
daba lugar a la pérdida de la ciudadanía, que se convirtió en una forma grave de destierro y que 
solía ir acompañada de la pérdida del patrimonio. Al respecto, Mentxaka 2014, 147-148, con el 
numeroso aparato crítico allí citado, al que se podría añadir Melounová 2016, 419-421. 

21  Mommsen 1955, 967, destaca, al hablar de la relegación, cómo era posible encontrar esta 
pena con la amenaza de condena capital para el caso de quebrantarla. Este supuesto pone de 
manifiesto que en el ordenamiento penal romano había tipos penales en los que estaba previsto 
el agravamiento de la pena inicial con la consiguiente amenaza de pena capital, que interpreto 
vendría a ser también lo establecido en nuestra disposición. 

22  Sobre el exilio en el mundo romano véase Grasmück 1978, en particular p. 62 ss.; en 
pp. 147-148, destaca la evolución que se fue produciendo en la sanción ya que, a medida que 
avanzó el Principado, el exilio en forma de relegación o de deportación fue adquiriendo como 
pena un carácter político; Crifó 1985; Santalucia 1990, con la amplia bibliografía allí mencio-
nada; Martín 2004; Kelly 2006.

23  Vid. Eus. HE 7,11,18, donde se mencionan las duras circunstancias a que tuvieron que 
hacer frente los cristianos: sentencias, confiscaciones, proscripciones, despojo de bienes, destitu-
ción de dignidades, indiferencia por la gloria mundana, desprecio de alabanzas de gobernantes y 
senadores, amenazas, griteríos hostiles, persecuciones, etc. 
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de manifiesto que estamos ante una sanción que sólo se impone a estos pro-
tagonistas varones cristianos, pertenecientes a los grupos sociales superiores, 
que desempeñaban responsabilidades públicas y que, avanzado el Principado, 
claramente pertenecerían al grupo de los honestiores, a saber: senatores, viri 
egregii y equites.

Sabemos que los senadores,24 que ostentaban una serie de privilegios 
jurídicos,25 en este momento histórico podían tener ya una procedencia va-
riada, no sólo de Roma, la península itálica o, incluso zonas helenísticas, sino 
también de la propia África:26 y al margen de cumplir determinados requisi-
tos27 debían acreditar una fortuna mínima de un millón de sestercios en bienes 
inmuebles.28

Como es notorio, a los miembros del orden ecuestre29 se les exigía un pa-
trimonio mínimo de 400.000 HS y se incluían en este ordo equester individuos 
que desarrollaban muy diversas actividades (terratenientes, comerciantes, ac-

24  Talbert 1984, 39 98. 
25  Al respecto, Garnsey 1970, 235-236.
26  En este sentido véase el análisis de Badel 2005, 309, según quien, a finales del siglo iii, 

África proporcionaba un 13% de los miembros del Senado; sin embargo, según el mismo autor 
(pp. 320-321), ello no significa que los senadores africanos fueran pioneros en adoptar la fe cris-
tiana, sino más bien lo contrario. Trata también de las diversas zonas de procedencia a medida 
que avanza el Imperio Chastagnol 1992, 155-168.

27  Mentxaka & Roldán 2006: ser ciudadano romano de origen ingenuo, tener una determi-
nada edad, haber ocupado magistraturas con antelación, no haber sufrido condenas infamantes 
ni haber desempeñado profesiones denigrantes. 

28  Chastagnol 1992, 46-47; Hurlet 2014, 270; Talbert 1984, 47-53; Churruca & Men-
txaka 2015, 128, 142-143. Según Trebes 2000, 322, destaca que antes del triunfo de Cons-
tantino fueron diez los senadores identificados como indiscutiblemente cristianos. No sabemos 
con precisión cuántos habría en este momento, pero parece posible que existieran algunos ya 
conocidos. De no ser así, resulta llamativa esta disposición en la que son mencionados expre-
samente con la previsión de una pena gravísima en el supuesto de no apostatar de su religión 
cristiana. Una sanción de estas características podría haber sido concebida por la autoridad im-
perial para desanimar al resto de senadores a adoptar el cristianismo como credo religioso y de 
esta manera cumplir una función «preventiva» (sobre las penas y sus funciones en el derecho 
penal romano tardío véase, por ejemplo, Fasolino 2017). Pero también podría interpretarse la 
mención de los senadores, caballeros y varones como un toque de atención de los emperadores 
a la nobilitas dirigente. Como se sabe, los militares aclamados por sus tropas como emperado-
res necesitaban el reconocimiento del Senado y ello daba lugar a una cierta confrontación entre 
los miembros de la Cámara y el emperador. Sobre las relaciones entre el Senado y los empera-
dores avanzado este siglo iii, durante la llamada anarquía militar, véase, por ejemplo, Daven-
port 2014.

29  Como es conocido, parece que Augusto estableció este censo mínimo, cantidad que no 
debía resultar tan inaccesible, pues cerca de 20.000 varones parece que tenían esta condición en 
época del citado emperador. Al respecto: Garnsey 1970, 237-242; Bravo 2006a; Talbert 1984, 
76 ss.; Churruca & Mentxaka 2015, 143-144, 417 ss. Recientemente ha analizado en profundi-
dad la evolución de este ordo Davenport 2019.
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tividades liberales) y que efectuaban carrera administrativa; habitualmente los 
miembros de este orden monopolizaban algunos de los puestos tanto en la bu-
rocracia imperial como en el ejército, llevando a cabo funciones de tipo finan-
ciero, militar, judicial e incluso gubernativas como Procuratores Augusti, Procu-
ratores provinciae, etc.30

Respecto de quiénes eran los viri egregii, podríamos inicialmente plantear-
nos alguna duda, que se desvanece si aceptamos las interpretaciones existentes al 
respecto:31 los varones con título de egregio eran los funcionarios públicos con 
unos ingresos fijos en función de su rango, nombrados por el Emperador habi-
tualmente entre miembros del orden ecuestre,32 si bien la locución vir egregius 
se empleó para designar al miembro de los grados inferiores del orden ecuestre, 
ya que los funcionarios de los escalones intermedios recibieron el título de viri 
perfectissimi y los de nivel más alto viri eminentissimi.33

Por consiguiente, de esta enumeración inicial se deduce un hecho muy sig-
nificativo: la pena de pérdida de dignidades sólo afectaba a algunos varones de 
la élite romana, concretamente a los que desarrollaban alguna actividad pú-
blica, de carácter político-administrativo, bien en calidad de miembros de un 
ordo (senatorial, ecuestre) o por pertenecer al grupo de los funcionarios públicos 
elegidos entre personas de confianza del emperador y nombrados por él para 
su ejercicio34 y todos ellos, cualquiera que fuera su ordo, estaban divididos en 
grados.

Y, desde mi punto de vista, para poder entender el por qué sólo afectaba a 
algunos hombres de la nobilitas35 romana, considero necesario previamente cla-

30  Garnsey 1970, 240-241, llama la atención sobre la ausencia de tratamiento jurídico privi-
legiado para con los miembros del orden ecuestre, con base en la información de las fuentes lite-
rarias, donde se dan casos de condenas a minas, crucifixión o condena a las bestias.

31  Clarke 1989, 302, considera que con egregii viri estamos ante un término técnico 
usado para referirse a hombres de rango procuratorio, gobernadores de rango ecuestre o para 
los más altos grados de los oficiales ecuestres. Eck 1979, 457, y Robinson 2007, 118, conside-
ran que sería el término empleado por Cipriano para referirse a los Procuradores. Spagnuolo 
Vigorita 2010, 441, interpreta que egregii viri serían los funcionarios imperiales de rango 
ecuestre.

32  Al respecto: Hirschfeld 1905, 410 ss.; Churruca & Mentxaka 2015, 133. 
33  En este sentido, Bravo 2006b.
34  Sobre ellos en general Hirschfeld 1905, 417 ss., que hace una exposición cronológica so-

bre los diversos cargos que podían cubrir, sus funciones, su procedencia social, su cursus hono-
rum habitual, subrayando que no nos encontramos ante una creación estática sino ante una or-
ganización administrativa que fue regulándose paso a paso a lo largo de todo el Principado y que 
llegó hasta el emperador Diocleciano. Vid, más recientemente, las diversas contribuciones reco-
gidas en Licandro 2020. 

35  Sobre la nobilitas como estrategia de distinción social y su presencia en la epigrafía latina 
imperial, véase Badel 2002. 
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rificar, en la medida de lo posible, la acepción que el término dignitas podía te-
ner lo mismo con carácter general que en nuestro texto.

3.  DIGNITAS

En este punto, a buen seguro, tenemos que partir de un hecho incuestiona-
ble: el vocablo dignitas36 fue una voz polisémica37 a la que se atribuyó un signi-
ficado difícil de precisar con una única palabra en castellano. Abarcaba la posi-
ción, el honor, el prestigio, la influencia personal, la reputación y el decoro que 
una persona tenía,38 teniendo en cuenta que, cuanto más alta era la posición en 
lo público,39 también más elevada era su dignitas y las obligaciones que ello im-
plicaba frente a la Res Publica.40 Existía, en efecto, un gradus dignitatis41 y, por 
ejemplo, en el Senado, todos los miembros conocían su posición, que estaba 
consignada en el álbum senatorial donde, como se sabe, se recogía la lista jerár-
quica de los senadores.42

Además, la voz aparece en las fuentes literarias republicanas,43 como uno 
de los elementos fundamentales existentes en la lengua latina para el co-
nocimiento de los valores vinculados a los romanos, en especial los que se 
defendieron por las familias consulares.44 Así, lo encontramos usado por 

36  Como señala Dürig 1957, 1024, el término dignitas pertenece a un grupo de sustanti-
vos latinos que mediante el sufijo -tas señalan una característica; en nuestro caso concreto, «dig-
nitas» es la característica de «dignus». Analiza las voces acabadas en -tas en Cipriano de Cartago 
Brunet 2009, 135 ss.; en p. 136, destaca que dignitas, junto con auctoritas, maiestas y potestas 
son muy frecuentes en él; en pp. 136-137, señala las características del sufijo -tas, que permite la 
creación de sustantivos abstractos pertenecientes al dominio político como los señalados y em-
pleados por Cipriano. En la misma línea de dignitas como término que expresa la característica 
del adjetivo dignus, Seagraves 1993, 222. 

37  Destacan la pluralidad de significados: Badel 2014; Brunet 2009, 150 ss.; Garnsey 1970, 
224; Gnilka 2009; así como Dürig 1957, 1024, quien distingue sus acepciones según nos fije-
mos en fuentes no cristianas (1024-1028) o cristianas (1028-1032). Seagraves 1993, 32, señala 
cuatro significados. 

38  En este sentido, por ejemplo: Brunet 2009, 150; Dürig 1957, 1026-1027; Balsdon 1960, 
45, quien equipara dignitas a bona aestimatio; Feitosa & Garrafoni 2010, 61; Seagraves 1993, 
34. 

39  Con base en fuentes literarias, Balsdon 1960, 44-45, destaca que la dignitas del orden se-
natorial era superior a la del orden ecuestre (Suet. Vesp. 9,2) e insiste en que claramente había 
grados en la dignitas. 

40  Dürig 1957, 1026.
41  Sobre ello Badel 2014, 111 ss. 
42  Al respecto, Badel 2014, 112.
43  Al respecto, Dürig 1957, 1024-1027.
44  Vid. Hökelskamp 2016, 31.
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Cicerón,45 quedando asociado a los optimates republicanos en el famoso 
enunciado del Arpinate: «cum dignitate otium».46 La pluralidad de interpre-
taciones recogidas por Boyancé de esta frase47 (suponer que dignitas se po-
día referir abstractamente a la grandeza del Estado,48 o, subjetivamente, al 
honor de una persona particular) demuestran el amplio recorrido del vo
cablo.49

Por ello, cuando nos fijamos en el término vinculado a los hombres en fun-
ción de su situación, la dignitas era una virtud que podía representar la influen-
cia política y el estatus social unido al ejercicio de las magistraturas (honores) y 
funciones públicas por un individuo, estando relacionada con la posición de su 
detentador y teniendo un valor simplemente social, al designar el comporta-
miento que se esperaba de una persona en función de las circunstancias en las 
que se encontraba.50

Pero también se suele destacar su significado específico en el ámbito ju-
rídico.51 En época imperial, dignitas se empleaba para designar no tanto las 
características vinculadas a las personas que ostentaban magistraturas, sino la 
propia magistratura, el cargo o el honor,52 En cambio, en el Bajo Imperio53 

45  Cic. De inv. 2,166: Dignitas est alicuius honesta et cultu et honore et verecundia digna 
auctoritas = «El rango es la autoridad de una persona basada en el honor, el homenaje y el res-
peto», según traducción de Núñez 1997, 305. 

46  En Pro Sestio, 98. Véase sobre ello, por ejemplo, Bragova 2016.
47  Al respecto: Dürig 1957, 1026; Balsdon 1960, 46-50; Boyancé 1941, 180, considera 

que puede querer decir tanto que es el bien asignado a la actividad de los hombres políticos, 
que simboliza la unión en su propia carrera y en su propia vida de las ventajas de otium y de 
la posición eminente en la ciudad que designa la dignitas, como ver en el otium la tranquilidad 
del Estado y en la dignitas la justa jerarquía republicana. También se pronuncian al respecto 
Wirszubski 1954 y la ya citada Bragova 2016, 45-49, quien distingue en la locución un signi-
ficado como categoría política («peace with dignity») y como concepto social (donde vendría a 
significar «peace in private affairs» o« peaceful leisure full of studies»). 

48  Brunet 2009, 151, señala que cuando el término se aplica a una colectividad, en particu-
lar al pueblo romano, implicaba una superioridad sobre otros pueblos, superioridad fundamen-
tada en el reconocimiento de su valor. En la misma línea, Dürig 1957, 1028. 

49  Dürig 1957, 1028.
50  Véase, por ejemplo, Badel 2014, 108 ss., y Brunet 2009, 151, que en este punto sigue a 

Hellegouarc’h.
51  Heumann & Seckel 1971, 147. Dürig 1957, 1028, habla de dignitas senatoria, dig-

nitas consularis, etc., que en notas posteriores veremos recogida en referencias jurídicas más 
precisas. 

52  Dürig 1957, 1028, cita Apul. Met. 10,7, y, por lo que se refiere a las fuentes jurídicas, 
podemos señalar Ulp. D. 3.3.8, donde dignitas equivale a cargo, al margen de las otras men-
ciones recogidas en Heumann & Seckel 1971, 147 b, y en Garnsey 1970, 244 n. 3. También 
lo destaca Seagraves 19993, 34, quien además se fija en el empleo del término por parte de Ci-
priano para subrayar el prestigio de la Iglesia, de los mártires y de los confesores.

53  Al respecto, Heumann & Seckel 1971, 147 b, in fine. Conviene subrayar, como hace 
Dürig 1957, 1028 ss., que la voz también se utilizó por el cristianismo, como lo demuestra su 
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no se utilizó habitualmente con contenido moral o social, sino que se aplicó 
para nombrar a determinadas personas: los funcionarios que se ocupan de las 
cuestiones civiles, en oposición a los funcionarios de la administración mi
litar.

4.  POSIBLE ACEPCIÓN EN NUESTRO CASO

Con base en lo anterior, conviene preguntarse cuál pudo ser la acepción 
con la que Cipriano utilizó el término en esta epístola. Al respecto conozco 
sólo el pronunciamiento directo de Brunet: a su juicio, el obispo cartaginés 
empleó la voz «dans un sens tout à fait classique», que debemos suponer signi-
ficaba otorgarle un valor simplemente social utilizado para señalar cuál debía 
ser el comportamiento de una persona en una determinada situación o ran-
go.54 Sin embargo, creo que se puede avanzar algo más en su posible signifi-
cado si nos fijamos en las posibles acepciones de dignitas en las fuentes jurí-
dicas.

Como vamos a tener ocasión de apreciar, nos interesa el término en particu-
lar cuando lo encontramos empleado por los juristas romanos en el Digesto; so-
bre todo, en aquellas fuentes que lo vinculan con el Senado55 o con las penas,56 
ya que, si bien hay múltiples menciones en el ámbito del derecho privado,57 
muchas de ellas no juegan papel alguno en nuestra materia58 o sólo un papel se-
cundario.59

empleo por los padres de la Iglesia y su uso en constituciones imperiales promulgadas a partir de 
Teodosio I en las que se llegó a hablar de dignitas clericourm (C. 1.2.24.15, C.1.3.41).

54  En este sentido, Brunet 2009, 151.
55  En el Digesto encontramos en el libro primero un título de senatoribus (D. 1. 9) que tam-

bién se repite en el CTh. 6.2: de senatoria dignitate.
56  D. 48.19, que tiene como rúbrica de poenis. Breve comentario en Pugliese 1982, 768.
57  Por ejemplo, en el libro primero, título séptimo, que trata de las adopciones y emancipa-

ciones encontramos dignitas en Pap. 36 quaest. D. 1.7.13 y Paul. 1 resp. D. 1.7.35.. 
58  Por ejemplo, en Call. 4 cogn. D. 22.5.3.2, se trata de los testigos y de la incidencia que su 

dignidad y autoridad puede tener en una causa; en Paul. 9 ed. D. 26.7.24, se habla de la digni-
dad del tutor y en Ulp. 24 Sab. D. 30.50.3, de la dignidad de legatario

59  En este sentido creo que se debe mencionar Call. 1 cogn. D. 50.13.5pr-1, pasaje que, al 
hablar de la existencia de diversas jurisdicciones (establecidas, podríamos decir, en función de 
la materia), menciona la que trata de quien ha cometido un delito como consecuencia del cual 
ve su ilesa dignidad inicial menoscabada o perdida por la autoridad de las leyes. El texto cier-
tamente no habla de crimina sino de delicta y, por lo tanto, no hace directamente referencia al 
supuesto aquí comentado, pero creo que es interesante mencionarlo para subrayar el hecho de 
que, según el derecho romano de la época imperial, la dignitas se podía perder por completo o 
sólo en parte debido a una conducta sancionada como tal por las leyes. 
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Por otro lado, las referencias que aparecen tanto en el Codex Theodosianus 60 
como en el Codex Justinianus,61 en general62 son bastante posteriores y lógica-
mente no podemos servirnos del significado del término algunos siglos después 
para explicar el que pudo tener a mediados del siglo iii. Es también de matriz 
justinianea el pasaje que en las Instituciones del citado emperador habla de la 
dignitas consularia .63 En consecuencia, las fuentes jurídicas de referencia pare-
cen mucho más las transmitidas en el Digesto que las conocidas por los Códi-
gos posteriores.

Con base en un sintético recorrido por algunas de las menciones que encon-
tramos, los clásicos tardíos, Paulo y Ulpìano, mencionan la senatoria dignitas ,64 
mientras que Ulpiano habla de la dignitas consularis65 y este mismo jurista no 

60  CTh. 6.1 probablemente llevaba por título de dignitiatibus; desgraciadamente las once 
primeras constituciones, que serían las más antiguas, no se nos han transmitido, siendo los frag-
mentos de la primera que conocemos procedentes del título segundo (de senatoria dignitate), ya 
del 377. Algo semejante ocurre con el título quinto del mismo libro, CTh. 6.5, que regula el 
respeto al orden de las dignidades (ut dignitatum ordo servetur), donde se recogen constituciones 
del 383 y 384 en las que se impide a las personas apropiarse de dignidades que nos les corres-
ponden. Las numerosas citas del término en constituciones de este libro sexto dedicadas a tratar 
de los cargos que configuran la estructura político-administrativa del Bajo Imperio (los cónsu-
les, prefectos varios, magistri, condes, duces, vicarii, etc.), todas ellas de época posterior a la que 
nosotros comentamos, dejan bien clara la existencia de una continuidad ya desde época imperial 
de un rango en las dignidades que otorgan los cargos públicos y la necesidad de respetarlas; sirva 
de ejemplo al respecto CTh. 6.4.18, constitución del 365 en la que se dice expresamente que 
hay que condenar pro dignitatis gradu.

61  Por ejemplo, en C. 12.31 se habla de equestri dignitate, pero la única constitución men-
cionada es del 364; algo semejante ocurre con C. 12.32, que trata del Perfectissimatus dignitate, 
y sólo incluye una constitución imperial de Constantino —todas ellas disposiciones bastante 
posteriores al momento histórico en que Cipriano escribió su carta—. 

62  Con todo, contemporánea a nuestro momento histórico, encontramos una referencia a 
dignitas en una constitución del año 259 de los emperadores Valeriano y Galieno (C. 9.35.4), 
en la que se califica como iniuria atrox la cometida contra un sacerdote que portaba la dignitas 
habitum et ornamenta en ese momento. 

63  I. 1.12.4. Sin embargo, en Ulp. 29 ed. D. 14.6.1.3, pasaje en el que se discute sobre la 
aplicación del senadoconsulto Macedoniano, se da por supuesto que cualquiera que sea la digni-
dad que ostentara un hijo de familia se aplicaría el senadoconsulto, de tal forma que si el hijo de 
familia fuera cónsul o tuviera cualquier otra dignidad (nam etiamsi consul sit vel cuiusvis dignita-
tis, senatus consulto locus est) se le sigue aplicando el senadoconsulto. 

64  Ulp. 1 Iul. et Pap. D. 1.9.5 menciona la dignidad senatorial al hablar del hijo adoptivo 
iam in senatoria dignitate constitutus; el pasaje siguiente en este título del Digesto, Paul. 2 Iul. et 
Pap. D. 1.9.6.1, vuelve a tratar del hijo dado en adopción por un senador, que no pierde la dig-
nidad senatorial por la adopción del inferior en dignidad (quia non amittitur senatoria dignitas 
adoptione inferioris dignitatis). También encontramos referencias en constituciones del Bajo Im-
perio, como, por ejemplo, CTh. 6.28.5 (395), donde leemos licet sint senatoriae dignitatis, y el 
término equivale a rango senatorial. 

65  Ulp. 2 cens. D. 1.9.12 y la posibilidad de obtener dicha situación por concesión imperial.
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duda tampoco en citar la dignitas procuratoris ; 66 estas locuciones, con base en 
lo que se conoce de cada ordo,67 conducen a reiterar la idea de que a cada cargo 
público iba vinculada una idea de dignitas, circunstancia que como sabemos 
tuvo una notable incidencia a la hora de, por ejemplo, fijar la pena por el delito 
cometido.68

Y aunque no sepamos establecer con precisión en qué consistiría la dignidad 
del cargo de senador, caballero o varón egregio en función del rango que tuvie-
ran cada uno en su ordo, desde mi punto de vista, en los juristas clásicos sí en-
contramos menciones indirectas a ella, al señalarse, por ejemplo, la remoción 
del cargo que pudieran padecer los miembros tanto del Senado romano como 
de los senados locales,69 así como la degradación o al licenciamiento forzoso 
(ignominiosa misio) que podía sufrir cualquier militar por haber cometido algún 
delito sancionado también con la pérdida de dignidades, ya que, como vamos a 
ver seguidamente, una de las formas de pérdida de dignitas derivaba de la exis-
tencia de una condena penal.70

Así, por ejemplo, en D. 1.9, que como sabemos lleva por título De Senato-
ribus, se da por supuesto que un senador podía ser separado del ejercicio de sus 
funciones sin recuperar con posterioridad su condición, al haber cometido un 

66  Ulp. 8 ed. D. 3.3.8.3. Que estos cargos de procuratores los cubrían miembros del orden 
ecuestre queda claro en el análisis efectuado por Klodzinski 2010. 

67  En Ulp. 24 ed. D. 25.4.1.13 se habla genéricamente de salvaguardar la dignidad de los 
grupos y de las familias (ut ordinum dignitas familiarumque salva sit…).

68  Así por ejemplo Ulp. 7 off. proc. D. 48.13.8 (6,2) menciona un edicto de Antonio Pío 
en virtud del cual la pena que se imponía era de destierro o mina según la dignidad de la per-
sona (prout dignitas personae punitur). Parece que la misma disposición imperial está presente 
en Marc. 14 Inst. D. 48.8.1.5, pasaje de Marciano en el que la distinción de la pena a impo-
ner varía en función de la categoría de la persona: honestior o humilior (destierro a perpetui-
dad para la persona de condición humilde, mientras que la relegación se impone si in aliqua 
dignitate positum). En la misma línea de tener en cuenta la dignidad del acusado (vel pro digni
tate eius qui accusatur facere solet) a la hora de determinar la prisión preventiva o no, se pronun-
cia Ulp. 2 off. proc. D. 48.3.1. La misma lógica de la mayor dignidad, grado y clase de milicia 
también está presente en Men. 1 re milit. D. 49.16.2.1, cuando se habla de los actos que co-
meten los militares. Y el mismo principio se aplicó también en el Bajo Imperio, como lo de-
muestra CTh. 6.4.18, constitución dirigida al praefectus urbi de los emperadores Valentiniano 
y Valente en el 365, en la que se recoge la condena en función del rango de la dignidad (con-
demnari pro dignitatis gradu). Sobre la dualidad honestiores-humiliores, entre otros muchos: 
Garnsey 1970, 221-276; Santalucia 1990, 116-118, con la importante bibliografía en pp. 127-
128; Jones 1972, 109; y, sobre todo, Rilinger 1988. Melounová 2016, 424, cita diversas fuen-
tes literarias en las que se aprecia cómo los senadores no eran ejecutados sino enviados al exilio; 
en pp. 427-429, efectúa un recorrido por las fuentes literarias que en algún caso hacen dudar de 
que los senadores no pudieran ser condenados a muerte sino al exilio. 

69  Mommsen 1955, 998-1001.
70  Comenta este punto en época republicana Badel 2014, 115, recogiendo entre otros el 

ejemplo de Cicerón, quien, al regresar de su exilio, recuperaba su dignitas. 
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crimen regulado por la Ley Julia sobre el peculado71 (disposición que, como es 
conocido, reguló la sustracción y el uso indebido de dinero o bienes públicos, 
así como el hurto de cosas sagradas o religiosas) que dio lugar a una quaestio.72

También en Mod. 6 reg. D. 1.9.373 se vuelve a mencionar la remoción de 
un senador, al cual los emperadores Septimio Severo y Antonino Caracalla le 
concedieron vivir en Roma, sin señalar la razón de la condena que había dado 
lugar a ello. La circunstancia vuelve a quedar oculta en la remoción del Senado 
que hace acto de presencia en Pap. 4 resp. D. 1.9.9 = D. 23.2.34.274 donde, si-
guiendo el principio general del derecho penal de que las penas no se transmi-
ten a los herederos, se afirma que el padre removido no transmite a sus hijos la 
pérdida de la dignidad ya adquirida.

De estos pasajes75 se desprende claramente un hecho: durante la época im-
perial hubo sanciones penales que además de la pena principal también daban 
lugar a la remoción del cargo en el Senado. Esta circunstancia pudo ser perfec-
tamente factible siempre y cuando el senador hubiera cometido un crimen que, 
si tenemos en cuenta el único supuesto en el que se menciona el tipo penal, po-
dríamos suponer que tenía que ser calificado como iudicium publicum.76

Pero, para seguir avanzando en este tema, creo que puede ser importante 
ver otras referencias que de esta problemática (la remoción del Ordo) encontra-
mos en las fuentes referidas a los miembros de los senados municipales, los de-
curiones, que, entre otros supuestos podía producirse como consecuencia de la 
condena por iudicia publica.77 Aunque no sea directamente el supuesto citado 

71  En Marcell. 3 dig. D. 1.9.2 se menciona a Casio Longino, quien habría defendido que el 
senador removido no podía seguir desempeñando funciones tales como juzgar o prestar testimo-
nio (Cassius Longinus non putat ei permittendum, qui propter turpitudinem senatu motus nec resti-
tutus est, iudicare vel testimonium dicere, quia lex Iulia repetundarum hoc fieri vetat). 

72  Sobre el peculatus, Mentxaka 1990, 248, con bibliografía en n. 1; Santalucia 1990, 100-
101, 121, con bibliografía en p. 123.

73  Senatorem remotum senatu capite non minui, sed Romae morari, divus Severus et Antoninus 
permiserunt.

74  Filiam senatoris nuptias liberti secutam patris casus non facit uxorem: nam quaesita dignitas 
liberis propter casum patris remoti a senatu auferenda non est.

75  A ellos se podría añadir en las fuentes literarias, por ejemplo, Tac. Ann. 14,18,1 dónde se 
habla del senador Pedio Bleso como expulsado del Senado.

76  Pugliese 1982, 770, subraya que la expresión iudicium publicum servía técnicamente para 
indicar el proceso por quaestio promovido por un acusador (quivis de populo), destacando su 
carácter acusatorio. En cambio, Santalucia 1990, 113, subraya que los clásicos tardíos proba-
blemente emplearon el término abusivamente al incorporar al mismo (así, Macer 1 publ. iud. 
D. 48.1.1) no sólo los procesos promovidos ante jurado mediante acusación pública, sino tam-
bién las cognitiones relativas a los crímenes, que habían correspondido originariamente a las 
quaestiones perpetuae. Véase también Baumann 1980; Baumann 2004, 115 ss.; así como Bra
siello 1962, 555 ss. 

77  Véase Mommsen 1955, 1001, y Mentxaka 2011, 14-25, donde se analiza la honorabili-
dad cívica de los decuriones para ocupar el cargo público. 
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por Cipriano, si creo que puede ser adecuado traer a colación alguno de los 
fragmentos que hablan de la incidencia de la condena en el ámbito político-ad-
ministrativo y preguntarnos hasta qué punto dicho contenido no nos ayudaría 
a entender la condena sufrida por un senador, un caballero o un varón egregio 
cristiano para dar contenido a la expresión «dignitate amissa» de Cipriano.

A mi parecer, al igual que ocurría en los supuestos anteriores que hablaban 
del Senado de Roma, de las fuentes jurídicas transmitidas se deduce claramente 
que mientras durara la condena penal el decurión no podía desarrollar activida-
des en la cámara local, ya que había sido separado de ella; lo máximo que podía 
hacer era plantearse recuperar su dignidad una vez cumplida la sentencia.78

Sirva de ejemplo un pasaje de Emilio Macer, D. 47.10.40,79 donde se men-
ciona un rescripto del emperador Septimio Severo dirigido a un tal Dionisio 
Diógenes, decurión condenado por injuria grave, quien, pese a ello, pretendía 
seguir ocupando su puesto en la curia municipal y que, por consiguiente, con-
sultó al emperador en ese sentido. Según la respuesta imperial, el reo conde-
nado por injuria grave no podía ser decurión, añadiendo el jurista que para su 
época se había convertido ya en una regla jurídica80 que el condenado por un 
iudicium publicum no pudiera seguir ocupando cargos públicos y por lo tanto 
quedara excluido de la cámara local.81

De forma semejante se pronunció Papiniano en D. 50.1.15,82 pasaje en el 
que se parte de que una persona que ha sido condenada por relegación va a ser 
removida temporalmente del orden de los decuriones y no va a poder acceder a 
los cargos municipales durante el tiempo que estuvo privado de la dignidad.83

78  Esta solución la podemos aceptar como clásica, si tenemos en cuenta que en C. 10.61.1 
—que recoge parte de un edicto del emperador Caracalla fechado en el 212— se admite que a 
la persona que haya sido apartada temporalmente de su orden no se le prorroga la infamia des-
pués de haber cumplido con el periodo de la condena.

79  Divus Severus Dionysio Diogeni ita scripsit: Atrocis iniuriae damnatus in ordine decurionum 
esse non potest. Nec prodesse tibi debet error praesidum aut eius, qui de te aliquid pronuntiavit, aut 
eorum, qui contra formam iuris mansisse te in ordine decurionum putaverunt.

80  El texto no emplea el término regula, sino forma, que, según Heumann & Seckel 1971, 
218, tiene la acepción en las fuentes jurídicas de norma o regla (significado 1.e).

81  Ulp. 10 off. proc. D. 48.22.7.20 señala que la expulsión de la curia de los decuriones 
puede ser a perpetuidad o temporal. 

82  Pap. 1 resp. D. 50.1.15pr.: Ordine decurionum ad tempus motus et in ordinem regressus ad 
honorem, exemplo relegati, tanto tempore non admittitur, quanto dignitate caruit.

83  Curiosamente, en C. 10.61.2, constitución imperial de Gordiano —sin que sepamos con 
precisión a cuál de los tres Gordianos la debamos atribuir, si bien parece razonable atribuirla a 
Gordiano III, que permaneció más tiempo en el trono (enero-febrero 238-inicios del 244)—, se 
dice que el decurión temporalmente desterrado, una vez cumplida la condena y regresado, reco-
braba su antigua dignidad, pero no se le admitía a nuevos honores a no ser que se hubiera abste-
nido de ellos tanto tiempo como estuvo ausente. Sobre los Gordianos I, II y III, Kienast 1990, 
188-189 y 194-195.
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Ciertamente, la mayor parte de estos últimos pasajes no mencionan directa-
mente a nuestros protagonistas varones de la nobilitas, pero en ellos queda bien 
claro que la condena por un iudicium publicum también daba lugar a la separa-
ción del cargo, a la remoción de la cámara de pertenencia del condenado (se-
nado municipal).

Del resto de los miembros mencionados por Cipriano, los pasajes citados 
no hacen referencia alguna; ahora bien, de la misma manera que a un senador 
de la capital o de un municipio se le apartaba del órgano colegiado del que for-
maba parte, también cabe suponer que al vir egregius y al caballero miembro del 
ordo equestre,84 en el supuesto de haber sido condenados en un iudicium publi-
cum, se les apartaría del cargo que ocuparan (Procuratores Augusti, Provinciae, 
Praefecti, etc.), para el que habían sido nombrados por el propio emperador; la 
comisión del crimen habría hecho quebrar la confianza en ellos y el cese en el 
puesto para el que hubieran sido nombrados.

En mi opinión, tampoco habría que excluir que alguno de los varones cita-
dos, en particular los que pudieran ostentar un cargo militar, al aplicárseles el 
régimen especial previsto en el derecho militar romano,85 también podrían ser 
condenados a penas que implicaban la separación del cargo o función o, en los 
supuestos menos graves, la mera degradación.

Así, según D. 49.16.3.1,86 se preveía, en especial para los caballeros, la de-
gradación militar (gradus deiectio), es decir, el paso de un cuerpo a otro de 
rango inferior.87 Pero además de esta sanción, el derecho especial aplicado a los 
militares tenía prevista una pena de mayor gravedad: la expulsión ignominiosa 
(ignominiosa missio),88 que, conforme a lo señalado en otro pasaje del Digesto, 
acaecía cuando el militar hubiera cometido algún delito, dando lugar el hecho a 
la imposibilidad de fijar la residencia en la ciudad de Roma y a la separación del 
séquito imperial.89

84  Davenport 2019, cap. 9; vid. Gautier 2019, 82. 
85  Sobre dicho concepto, su progresiva aparición, etc., véase, por ejemplo, Mentxaka 

2010b, 115, con la numerosísima bibliografía de n. 18.
86  Mod. 4 poen.: Poenae militum huiuscemodi sunt: castigatio, pecuniaria multa, munerum in-

dictio, militiae mutatio, gradus deiectio, ignominiosa missio. Nam in metallum aut in opus metalli 
non dabuntur nec torquentur. Mencionan también «gradus deiectio» D. 49.16.3.5; D. 49.16.3.9; 
D. 49.16.3.14; D. 49.16.3.20; y D. 49.16.5pr-1, donde se aprecia cómo la pena no se aplica 
para los delitos comunes sino para los específicos de los militares, como por ejemplo la deser-
ción. 

87  Al respecto, por ejemplo, Bay 1894, 99-100.
88  Sobre ella, por ejemplo, Mentxaka 2010b, 143, con abundante bibliografía en n. 175.
89  Se menciona este tipo de licenciamiento, al margen del anterior texto citado, también en 

Mac. 2 re milit. D. 49.16.13.3: … ignominiosa causa est, cum quis propter delictum sacramento 
solvitur. et is, qui ignominia missus est, neque Romae neque in sacro comitatu agere potest. et si sine 
ignominiae mentione missi sunt, nihilo minus ignominia missi intelleguntur.
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Además de todos estos supuestos que ejemplifican la pluralidad de sancio-
nes, los clásicos, al hablar de las penas que se podían imponer por parte de los 
gobernadores,90 citan expresamente en Dig 38.19.8pr,91 entre otras, «la pérdida 
de algún cargo»92 o «la prohibición de alguna actividad»,93 hecho que, desde 
mi punto de vista, no hay que excluir que potencialmente se pudiera producir 
como consecuencia de la pena fijada en la disposición imperial de Valeriano.

Toda esta serie de referencias encontradas en los escritos de los juristas po-
nen de manifiesto que, bien en lo que sería el régimen penal común, por lo que 
se refiere a los senadores romanos o municipales, bien en el régimen especial del 
derecho militar, había sanciones varias en las que la remoción del ordo, la de-
gradación, el licenciamiento forzoso, la pérdida de un cargo, etc. podían produ-
cirse como consecuencia de una condena penal.

Por lo tanto, a mi parecer, con base en todo lo expuesto, dignitate amissa no 
sólo implicaría una sanción social, concretada en una pérdida de honorabilidad, 
sino que estaríamos ante una sanción penal que, en cada supuesto concreto, po-
dría adoptar un contenido específico, con importantes consecuencias jurídicas 
que, según mi interpretación, en nuestro caso surgirían de la deportación e irían 
acompañadas de una confiscación:

1.	 En el supuesto de haberse establecido que fuera total, circunstancia que 
habitualmente acompañaba a la deportación,94 está claro que al carecer 
de patrimonio los cristianos condenados incumplirían los requisitos pa-
trimoniales necesarios para continuar como miembros de estos ordines 
y, por lo tanto, ello supondría que salieran automáticamente de ellos.

2.	 Pero, incluso en el supuesto improbable de que la condena al embargo 
patrimonial no fuera total, bien cierto que podría dejar a los condena-
dos sin el patrimonio suficiente para cumplir los requisitos de pertenen-
cia a sus ordines, por lo que tampoco habría que excluir la separación del 
cargo, sea del Senado, sea del ordo equester, o como funcionario con el 
consiguiente cese de la actividad que se desempeñara (militar, judicial, 
fiscal, etc.).

90  Ulp. 9 off. proc. D. 48.19.6.2; Call. 6 cognit. D. 48.19.7. Sobre los gobernadores de 
provincia, por ejemplo, Bérenger-Badel 2004, pero especialmente Mantovani 1993-1994, y 
Nogrady 2006, 19 ss. 

91  Ulp. 9 off. proc.: …. aut dignitatis aliquam depositionem aut alicuius actus prohibitionem.
92  Esta sanción queda también referida en Ulp. 10 off. proc. D. 48.22.7.20-22, donde se 

menciona la variedad de formas que a su vez puede asumir esta pena: no poder obtener cargos, 
prohibir a alguien el acceso a un cargo, etc.

93  En Ulp. 10 off. proc. D. 48.19.9 se recoge un amplio catálogo de las actividades que po-
dían prohibir los gobernadores: el ejercicio de la abogacía, la no intervención en negocios públi-
cos o privados, etc.

94  Vid., por ejemplo, Marc. 14 inst. D. 48.8.3.5: Legis Corneliae de sicariis et veneficis poena 
insulae deportatio est et omnium bonorum ademptio.
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3.	 En el caso de los mandos militares procedentes de estos ordines, la san-
ción, con base en el derecho penal militar, también se podría concretar 
en la expulsión ignominiosa del ejército, el alejamiento de la capital im-
perial y el dejar de formar parte del séquito imperial. Teóricamente, la 
degradación o la prohibición del ejercicio de determinadas actividades 
igualmente podrían formar parte de la condena impuesta.

4.	 Y cabe suponer que todos estos varones, tras la condena penal, no po-
drían seguir exhibiendo libremente los signos externos (anillos, túnicas 
laticlavas,95 calzados especiales, etc.)96 que servían para mostrar su posi-
ción ante la colectividad, así como tampoco parece excesivo defender la 
hipótesis de que también perderían los privilegios que pudieran ostentar 
(asientos preferentes en ceremonias religiosas y espectáculos, aplicación 
de penas destinadas a los honestiores, exención de la obligación de acoger 
en sus villas en provincias a huéspedes públicos de paso —hospitium— 
etc.).97

En síntesis, la pérdida de dignidades (que, si hacemos caso a las fuentes ju-
rídicas, derivaba de la condena que un varón perteneciente a estos ordines reci-
bía como consecuencia de un iudicium publicum), en mi opinión, podía pro-
ducir serías consecuencias jurídicas que no tendrían que ser siempre las mismas 
en todos y en cada uno de los supuestos en los que el senador, el caballero o el 
funcionario público era condenado por ser cristiano; en cada caso individual, en 
atención a la persona del senador, caballero o varón egregio, el magistrado en su 
sentencia establecería el contenido específico de la pena teniendo en cuenta las 
circunstancias personales, la dignitas, del condenado.

Ahora bien, en la información de Cipriano da la impresión de que nos en-
contramos ante una sanción autónoma, distinta del embargo patrimonial. Lógi-
camente esto lleva a preguntarse la razón de ello, ya que, como hemos visto, en 
las fuentes referidas a la remoción de los senadores o al licenciamiento forzoso 
de los militares, esto se producía como consecuencia de la condena por un iudi-
cium publicum al senador, decurión o militar.

Desde mi punto de vista, la hipotética respuesta en clave jurídica puede te-
ner que ver con el hecho de que, en puridad, en nuestro caso no estaríamos 
ante un iudicium publicum, si entendemos como tal sólo el proceso promovido 
ante un jurado mediante una acusación pública. Aquí nos encontraríamos ante 

95  Sobre la importancia de la banda de púrpura laticlavia sobre la toga como signo externo 
de pertenencia al ordo senatorius en diversos momentos del Imperio, por ejemplo, Chastagnol 
1992, 37-38, 71-76; 97-143. 

96  Sobre ello, Talbert 1984, 216-220.
97  Exposición detallada de dichos privilegios en Chastagnol 1992, 193-199; Talbert 1984, 

39-43.



	 NOTA SOBRE EL POSIBLE SIGNIFICADO DE «DIGNITATE AMISSA» EN CYPR. EP. 80,1,2	 103

un procedimiento materializado mediante una cognitio extra ordinem,98 iniciado 
de oficio y sin acusación formal, en el que el magistrado, en este caso el gober-
nador de cada provincia en la que se iba a aplicar la disposición imperial, podía 
actuar con una cierta discrecionalidad teniendo en cuenta, por ejemplo, las cir-
cunstancias personales o sociales de los acusados.

Y ciertamente este hecho sabemos que se produjo con motivo de esta per-
secución: mientras que la condena de Cipriano, con base en la segunda dis-
posición imperial de Valeriano, dio lugar a su decapitación, en el caso de 
Dionisio de Alejandría sólo supuso un nuevo exilio, surgido, según mi in-
terpretación, de la deportación y acompañado del embargo patrimonial, que 
lógicamente le colocaba en teóricas peores condiciones de las que se habían 
producido como consecuencia del primer edicto.99 Era la misma medida perse-
cutoria con fijación de las mismas penas, pero aplicada de manera distinta por 
el gobernador de cada provincia, con base en la amplia discrecionalidad de la 
que gozaban.100

Quizás por ello, por el margen de libertad que tenía el praeses, Valeriano 
en su oratio ante el Senado quiso dejar bien claro que los varones cristianos 
pertenecientes a la élite social, económica y política de la sociedad romana, en 
el supuesto de ser condenados como cristianos, debido a esta disposición iban 
a sufrir no sólo la (deportación y) confiscación de su patrimonio sino también 
la pérdida de dignidades con las consecuencias jurídicas que se fijaran, caso 
por caso, en la correspondiente sentencia. Además, si tras ello se mantenían 
en su credo y no se avenían a rendir culto a los dioses oficiales del Imperio101 

98  Según Pugliese 1982, 781, la profesión de fe cristiana era uno de los supuestos persegui-
dos extra ordinem. Sobre este procedimiento y sus características, véase también el artículo ya ci-
tado de Melounová 2016, 409. 

99  Al respecto, Churruca 1994, 518-519. Como he señalado a lo largo del presente artículo, 
podríamos suponer que la primera condena había sido por relegación, mientras que la segunda 
había condenado a deportación. En n. 20 supra decía que la deportatio, ya desde Tiberio, fue 
concebida como una pena capital que daba lugar a la pérdida de la ciudadanía, se convirtió en 
una forma grave de destierro y solía ir acompañada de la pérdida del patrimonio. Esta acepción 
de la deportación como pena capital significaba, por lo tanto, que el gobernador que condenó a 
Dionisio cumplió con la disposición imperial sin acabar con la vida del obispo alejandrino, he-
cho que en cambio sí se produjo en el caso de Cipriano.

100  En este sentido, por ejemplo: Monceaux 1902, 108; Jones 1972, 108; y Pugliese 1982, 
764, quien destaca cómo los órganos judiciales extra ordinem, gracias a la auctoritas imperial 
bajo cuya dirección administraban justicia, podían adecuar la pena a la gravedad específica del 
delito cometido, teniendo en cuenta circunstancias atenuantes y agravantes, el tipo o la intensi-
dad del elemento subjetivo y las características personales del acusado, sin que tuvieran que jus-
tificar nada, ya que inherente a este procedimiento era el carácter discrecional en su materializa-
ción. 

101  Según Churruca 1994, 509, esta era la conducta concreta exigida al clero cristiano en el 
primer edicto y cabe pensar que también lo sería en este caso. 
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serían condenados capitalmente,102 pena que en categorías de derecho penal 
«clásico» nos reconduce de nuevo a la idea de iudicia publica (si bien un pa-
saje de Paulo admite que hay juicios públicos que no son necesariamente ca-
pitales103).

En todo caso, estaríamos hablando de una sanción jurídica distinta de la 
confiscación, con contenido propio y de gran transcendencia, al añadir a la pér-
dida del patrimonio, por ejemplo, la expulsión de los varones cristianos de los 
ordines correspondientes, así como de los puestos de funcionarios que desem-
peñaran y, en consecuencia, la cesación en el desarrollo de las actividades pú-
blicas y político-administrativas que se pudieran haber estado ejerciendo hasta 
ese momento, salvo que un indulto del princeps permitiera la recuperación por 
parte del indultado de todos sus derechos previos.104

5.  A MODO DE CONCLUSIÓN

Creo que no debe sorprendernos el que la pérdida de dignidades fuera una 
pena prevista por la disposición imperial. Como se ha visto, para la sociedad ro-
mana republicana e imperial fue particularmente importante la dignitas u honor 
derivada de la riqueza, posición o cargo.

Por ello, no tiene que llamarnos la atención el que en esta disposición ju-
rídica la respuesta imperial fuera tan contundente e impusiera, además de la 
confiscación del patrimonio de los condenados, también una pena que privaba 
a los miembros de estos grupos privilegiados, honestiores, precisamente de su 
rango o posición y, en consecuencia, de la influencia y todos los privilegios so-
ciales y jurídicos que ello les proporcionaba.

Y en una sociedad tan estratificada y profundamente timocrática como la 
romana, la pérdida de la dignitas, que como he señalado podría concretarse en 
algunos supuestos en la remoción de los cargos públicos, con la consiguiente 
pérdida de estatus y titularidad patrimonial, para las personas afectadas podría 
ser una sanción penal gravísima.

102  Como he señalado ya, Mommsen 1955, 967, destaca, al hablar de la relegación, el que 
fuera posible encontrarla con la amenaza de condena capital para el caso de quebrantarla. Este 
supuesto pone de manifiesto que en el ordenamiento penal romano podían encontrarse casos en 
los que estaba previsto el agravamiento de la pena inicial con una sucesiva pena capital, que, in-
terpreto, vendría a ser lo establecido en nuestra disposición.

103  Paul. 15 ed. D. 48.1.2, donde se consideran capitales los juicios que conducen a la pena 
de muerte o exilio y no capitales aquéllos cuya pena es pecuniaria o corporal, siendo en todo 
caso los dos tipos de iudicia calificados como publica.

104  Sobre la restitutio indulgentia principis véase, por ejemplo, Waldstein 2000, 106 n. 28, 
con la bibliografía allí citada, así como p. 227, donde se subraya que es a finales del siglo ii o 
inicios del iii cuando aparecen los indultos concedidos por el emperador. 
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Su aplicación, sólo a algunos varones cristianos honestiores y con diferente 
contenido, es fruto de la flexibilidad que permitía la cognitio extra ordinem de 
adecuar la sanción a las características personales de los acusados, en nuestro 
caso varones cristianos de los grupos sociales superiores con responsabilidades 
político-administrativas.

Esta flexibilidad también facultaba que el contenido de esta sanción no ne-
cesariamente en todos y cada uno de los supuestos tuviera que ser la misma, 
sino que podría variar de un caso a otro. El gobernador podría imponer, ade-
más del embargo patrimonial, en algunos supuestos la expulsión del ordo a per-
petuidad, en otros la simple degradación o la expulsión del ejército, por refe-
rirme sólo a las sanciones más graves. Cada gobernador tendría facultad para 
dar contenido exacto a qué suponía la pérdida de la dignitas de los cristianos 
afectados por esta disposición del emperador Valeriano. Por ello, se entiende 
que no todos los especialistas coincidan a la hora de interpretar el contenido de 
la sanción impuesta a los varones cristianos condenados y que se interprete de 
forma tan variada.
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Resumen:  C.1.49 establece la forma definitiva de rendición de cuentas de 
juzgadores públicos en derecho romano tardo-antiguo. Esta obligatoriedad de 
sumisión a una forma de control ex-post partiría tanto de la necesidad de vigi-
lar la potencial venalidad de cargos temporales destinados a provincias como 
de reafirmar y centralizar el poder de la administración imperial. El artículo 
estudia la forma jurídica que adopta dicho control.

Palabras clave:  Iudices, officium, rendición de cuentas, altos cargos pro-
vinciales, juicios de residencia.

Accountability of the Jurisdictional Function of Senior 
Officers of the Roman Administration in Late Antiquity: 

C.1.49

Abstract:  C.1.49 establishes the definitive form of accountability for 
public judges in late-antique roman law. This compulsory submission to one 
form of ex-post control would come from both the need to watch over poten-
tial venality of temporary senior officials destined to provinces and the will to 
reaffirm and centralize the power of imperial administration. The article stud-
ies the juridic form that control adopts.
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juicios de residencia.
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1.  OBJETO DEL ESTUDIO DE C.1.49

El presente artículo tiene como objeto primordial comentar el contenido de 
la constitución imperial incluida en el Código de Justiniano, C.1.49 (Zenón, 
479). En la misma se establece una forma de control sobre determinados cargos 
una vez han terminado su encomienda. Sin obviar que el conjunto normativo 
que engloba la materia es más amplio, la disposición permite un acercamiento a 
la rendición de cuentas a finales del siglo v d.C.

Unos mínimos paralelismos que permitan deducir el grado de asimilación 
del sistema romano en instituciones posteriores serán señalados, particular-
mente los Juicios de Residencia españoles y la Sindacatio italiana, más alguna 
mención al antecedente de las Euthyna áticas del siglo v a.C.

En suma, el escrito tiene como fin señalar las características esenciales de la 
rendición de cuentas tardo-romana para poder después ubicarla en un contexto 
más amplio cotejándola con algunas de las normas de una u otra forma empa-
rentadas entre sí.

2.  ANÁLISIS DEL TEXTO DE C.1.491

El análisis de la profusa constitución imperial se realizará, tras una presen-
tación general, mediante el comentario de los diversos apartados por separado.

En la referencia identificativa2 se aprecia que la constitución imperial fue 
promulgada por el emperador Zenón (474/476-491) en el año 479  d.C. en 
Constantinopla. El destinatario es Sebastianus, a la sazón prefecto del Pretorio.

La constitución se halla incluida en el Libro Primero, Título cuadragésimo-
noveno del Código de Justiniano, siendo la única constitución del Título en 
cuestión. Al respecto, cabe añadir que constituciones de Títulos inmediata-
mente posteriores regulan cuestiones relacionadas con el control de las funcio-
nes ejercidas, pero los afectados serían funcionarios de diferente índole aten-
diendo al escalafón o cursus honorum tal y como se hallaba formalizado en la 
Antigüedad Tardía.

Así, cabe iniciar el comentario de C.1.49 por el encabezamiento. Que como 
vemos señala que todos los jueces tanto civiles como militares deben permane-
cer cincuenta días en las ciudades tras cesar en el cargo correspondiente:

Ut omnes tam civiles quam militares iudices post administrationem depositam 
per quinquaginta dies in civitatibus vel certis locis permaneant.

1  Texto de C.1.49 citado conforme a la edición bilingüe de Frier (2016).
2  Zeno a. Sebastiano PP. a 479 D. V Id. oct. Constantinopoli Zenone a. II cons.
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Ya en el propio título hallamos un término que, dependiendo del signifi-
cado exacto que se le atribuya, cambia el sentido de la disposición: iudices. Si 
bien en la edición del Código de Justiniano de Frier (2016), igual que en Gar-
cía del Corral (1892), se traduce como «jueces», se advierte (Frier 2016, 379 
n 396) de que, concretamente respecto del término iudices, ha de considerarse 
que «los destinatarios serían, sobre todo, gobernadores provinciales y coman-
dantes militares».

De los diversos significados que sabemos puede tener el término iudex,3 al 
margen de juez, cabe considerar que en el presente contexto se corresponde con 
aquel que ejerce funciones jurisdiccionales como alto cargo de la administración 
y, en ese sentido, resulta perfectamente coherente la aclaración que consta en 
Frier relativa a que serían, principalmente, gobernadores provinciales y coman-
dantes militares los destinatarios (o afectados) por esta disposición.

En el sentido de lo indicado, no se puede obviar que los Títulos 45 y 46 
del Libro Primero del Código de Justiniano se refieren, respectivamente, a los 
jueces civiles y militares («De officio civilium iudicum» y «De officio iudicum 
militarium»).4

(pr.) Imperator Zeno. Nemo ex viris clarissimis praesidibus provinciarum 
vel consularibus aut correctoribus neve qui administrationis maioris infulas me-
ruerint, id est viri spectabiles proconsules vel praefectus Augustalis aut comes 
Orientis aut cuiuslibet tractus vicarius aut quicumque dux vel comes cuiuslibet li-
mitis vel divinarum comes domorum, postquam sibi successum fuerit, audeat ex-
cedere de locis, quae rexisse noscitur, antequam quinquaginta dierum constitutus 
numerus finiatur.

3  Se constatan diferentes acepciones del término iudex. Siendo claro que la primera es la de 
juez (o persona elegida para decidir en un juicio), se añaden otras que se corresponderían me-
jor con el sentido de la constitución. La segunda acepción, también claramente vinculada a lo 
judicial, es la del iudex quaestionis, o persona que conoce de las quaestiones (que pueden iden-
tificarse, grosso modo, como investigaciones o instrucciones). A partir de esas dos acepciones se 
desarrollan otras, más específicas si cabe, pero, a lo que este punto importa aquí, constan igual-
mente dos significados relativamente alternativos. El primero, vinculado a épocas antiguas de 
Roma, es que se utilizaría para referirse a cónsules (o pretores) en sus capacidades civiles. Estas 
capacidades habría que entenderlas como jurisdiccionales, lo cual redundaría en el sentido de 
juez del término, pero con el matiz de que se trataría, en este punto, de una de las distintas res-
ponsabilidades implícitas en el cargo, no de un juez en el sentido de la primera acepción, elegido 
o nombrado para el caso, sino que por su cargo ha de responsabilizarse, llegado el caso, de deter-
minados asuntos, cabe suponer aquí, que en fase de apelación. El segundo significado, relativa-
mente altenativo, es el derivado del Digesto, en el que el término iudex aparece (en pasajes que 
se constata son interpolados) aplicado a cualquier oficial que disponga de poderes jurisdicciona-
les. Glare 2012, 1075; Heumann & Seckel 1926, 291-293; Forcellini, 960-961.

4  Que son, a su vez, las constituciones referenciadas en Heumann & Seckel (1926, 292-
293) para referirse al término iudex como gobernador provincial.
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En el prólogo de la constitución imperial encontramos lo que puede ser la 
clave de la norma. Se recoge una suerte de listado haciendo referencia a nume-
rosos cargos que se hallarán sujetos al requisito de deber permanecer durante 
cincuenta días en el lugar en que se conozca que hayan gobernado (quae rexisse 
noscitur). Es precisamente el término regere (rexisse)5 el que puede resultar más 
relevante de cara a poder definir el campo de aplicación de la disposición.

Más allá de la lista mencionada (vir clarissimus, gobernador de la provincia, 
consular, corregidor, procónsules, praefectus augusti, conde/comes de Oriente, 
vicario, duque, condes varios), el uso de regere (en cuanto gobernar o dirigir) ha 
de entenderse referido a que los destinatarios serán los que ostenten el más alto 
cargo dentro de las distintas oficinas de la administración de las mencionadas 
en el listado.

Además, y como especificación de los identificados en el párrafo, se men-
cionan, entre otros, los funcionarios cabeza de provincias, vicarías, fronteras 
o regiones, a los que se suman cónsules, procóncules, corregidores o condes 
(comes)6 de las «divinas casas» (divinarum comes domorum). En esta línea se en-
cuadra lo recogido en Kaser & Hackl (1996, 534-535), ya que se cita C.1.49.pr 
como ejemplo al tratar la cuestión de las funciones jurisdiccionales de los cargos 
supremos en las distintas divisiones administrativas del Imperio, concretamente 
las nacidas tras la reforma de Diocleciano.

Sin perjuicio de lo que más adelante se dirá, cabe identificar en la rela-
ción anterior una voluntad de especificar virtualmente todas las instancias en 
que un alto cargo administrativo puede, circunstancialmente, asumir funcio-
nes jurisdiccionales, con la excepción del prefecto del Pretorio y, obviamente, 
el emperador. La conclusión de que no es un listado de numerus clausus se 
extraería de la mención a «aquellos que han recibido la insignia de un alto 
cargo» («qui administrationis maioris infulas meruerint»), sin perjuicio de que, 
a su vez, ello apuntaría a un requisito que daría como resultado unos cargos 
concretos. Cabe mencionar que la figura del juez en la Antigüedad tardía era 
un nombramiento político y, en el mismo sentido, la función jurisdiccional 
de los altos cargos, tras la reforma diocleciana (post-284 d.C.), es parte de un 
sistema de justicia que corona el emperador como última instancia (Harries 
2004, 53).

Por otro lado, se vuelve a mencionar el plazo de cincuenta días durante el 
cual los afectados deberán permanecer en el lugar donde han gobernado. Dicho 

5  Término que, en el contexto de la gobernanza provincial, no plantea problema alguno: 
«qui provincias regunt, regentes provincias», Heumann & Seckel 1926, 500; Glare 2012, 1764-
1765; Forcellini, 59.

6  Con el dato añadido de que el término comes también es utilizado para referirse a goberna-
dores de determinados territorios (por ejemplo, Orientis o Aegyptus). Heumann & Seckel 1926, 
78.
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lo cual, surgirá la necesidad de determinar con mayor precisión las condiciones 
en que dicha permanencia deberá ser llevada a cabo.

(1) Sed per id tempus praesides quidem et consulares nec non correctores in 
metropoli, spectabiles vero iudices tam civiles quam militares in civitatibus ad-
ministratae dioeceseos illustrioribus publice, nec domi vel intra sancrosanctos ter-
minos vel regiones aut potentes domos latitantes, sed in celeberrimis locis ante om-
nium quos nuper gubernaverant ora versentur, ut pateat omnibus facultas libera 
super furtis aut criminibus querimoniam commovendi, ita ut ab omni defensus 
iniuria provisione post eum administrantis ac periculo officii nec minus curialium 
et defensoris civitatis, iuratoriae tantum cautioni commissus, postquam fuerit in 
querimoniam devocatus, pulsare volentibus ( ut dictum est) pro legum ratione res-
pondeat:

Como se aprecia, el pasaje regula en qué ciudades deben vivir las autorida-
des cuando dejan su cargo y, además, añade la obligación de estar disponibles, 
presentes en público, sin ocultarse, para facilitar el que puedan ser demandados.

Parece establecerse en este punto que la labor de enjuiciar al alto cargo sa-
liente quedaría en manos del sucesor en el cargo, sin obviar las atribuciones 
que pudieran tener curiales y defensor civitatis como órganos de gobierno de 
las localidades en que tuviera lugar la rendición de cuentas. Una interpreta-
ción, de acuerdo con la frase «ita ut ab omni defensus iniuria provisione post 
eum administrantis ac periculo officii nec minus curialium et defensoris civitatis», 
apuntaría a que el sucesor en el cargo asume responsabilidades a la hora de va-
lorar la veracidad de las acusaciones (defender a los salientes de toda injuria o 
«ab omni defensus iniuria provisione»), así como subordinados o cargos medios 
(officia), curiales y defensores de la ciudad tenían responsabilidad compartida 
con el sucesor en cuanto a la determinación de la veracidad de las acusaciones 
mencionadas («post eum administrantis ac periculo officii nec minus curialium 
et defensoris civitatis»). En ese sentido, cabe elucubrar acerca de cierto compo-
nente asambleario, aunque dirigido por el sucesor en el puesto, pero en última 
instancia destinado a llevarse a cabo en el mismo lugar en que fue desempe-
ñado el cargo.

Uno de los rasgos que tal vez esenciales es que esta normativa plantea el 
control de los altos cargos vinculado a los territorios provinciales. Esto es, más 
allá de que prefecto del Pretorio y emperador sean los exentos (en cuanto altos 
cargos con capacidad jurisdiccional que no se ven afectados), se vincula la asun-
ción de responsabilidades a las diócesis, metrópolis… en que hubieran ejercido 
los funcionarios. Es un criterio que diferencia esta regulación de, por ejemplo, 
la Euthyna y la Eisanghelia,7 que eran rendiciones de cuentas propias del dere-

7  Vid. apartado 3 del presente artículo.
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cho ático,8 pero sin ese vínculo territorial específico. Bien es cierto que el caso 
de la Euthyna es más similar por cuanto se realiza una vez finalizada la labor del 
cargo en cuestión, y además se realiza de oficio.

Siguiendo con C.1.49, siguen las condiciones en que la permanencia indi-
cada ha de llevarse a cabo. Se desarrolla por eliminación, pero a su vez ese estilo 
permite, de un lado, imaginar la forma habitual de actuación de los destinata-
rios de la constitución, y, por otro lado, establece una relación que puede ser re-
levante: la mención a esconderse en las casas de potentiores («potentes domos lati-
tantes»).

Sobre la base de que la mención de los iudices se corresponde con la función 
jurisdiccional que asumían los altos cargos de la administración (civil y militar), 
destacan varios aspectos. En primer lugar, la relativa contradicción en los térmi-
nos empleados para referirse a los destinatarios de la disposición, que de un lado 
son llamados spectabiles (merecedor de consideración, de atención, destacado)9 
y más adelante se hace referencia a quejas motivadas por los hurtos y crímenes 
de éstos («furtis aut criminibus querimoniam commovendi»).

En segundo lugar, la relación de lugares a los que expresamente se prohíbe 
acudir (con ánimo de permanecer «ocultos»). Se mencionan la propia casa 
del cargo saliente, recintos o lugares sagrados y casas de personajes poderosos 
(«domi vel intra sancrosanctos terminos vel regiones aut potentes domos latitantes»). 
Siendo el de la propia casa el más obvio, máxime si se considera que, salvo al-
guna potencial excepción, todo alto cargo dispondría de posibilidades para resi-
dir en grandes villas, ya sea en la ciudad o en el campo, se especifica que no de-
berán «esconderse». Cabe considerar que la referencia se dirige a especificar que 
no basta con residir o «estar» en el lugar, sino que lo importante es que se esté 
a disposición de poder ser exigida una rendición de cuentas. En esa línea, la re-
ferencia a las regiones o recintos sagrados («sancrosanctos terminos vel regiones»). 
No deja de ser un vínculo relativo, pero el hecho es que, en la Antigüedad Tar-
día, disponemos de numerosos ejemplos que nos describen cómo determinadas 
personalidades reciben asilo en iglesias.10 En cualquier caso, no cabe obviar el 

8  Al respecto, vid.: DAGR Euthynoi 865; Oranges 2016, Efstathiou 2007.
9  Indicaría por otra parte el rango del individuo que, en este caso, será superior al de 

los ilustres e inferior al de los clarissimi (desde el final del siglo  iii  d.C.). Glare 2012, 1985; 
Heumann & Seckel 1926, 549; Forcellini, 438.

10  Unos casos bien conocidos, y que ocurren en época, precisamente, de Zenón, son tres 
asilos imperiales que tuvieron lugar en Constantinopla. El asilo de Verina ante la persecución 
del emperador Basilisco en el Santuario de la Vírgen María de Blachernae. El de Basilisco, em-
perador usurpador que fue derrocado por Zenón, quien se refugió junto con su esposa e hijos 
en Hagia Sophia (luego serían desterrados). Y el de Flavio Marciano, quien intentó deponer a 
Zenón, que se refugió en la iglesia de los Santos Apóstoles (fue después tonsurado y ordenado 
presbítero). En cualquier caso, sobre la regulación legal del derecho de asilo en iglesias cristianas 
en la Antigüedad Tardía, véase el artículo completo: Mentxaka 2018, 219-308.
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poder que en el ámbito civil y local habían adquirido los altos cargos eclesiásti-
cos para el año 479.

Esos tres ejemplos de asilo extraídos de Mentxaka (2018), traídos a colación 
específicamente por ser de época de Zenón, sirven para hacerse una idea de lo 
institucionalizado que se hallaba (y por supuesto legalmente regulado) el asilo 
en las iglesias. Dicho lo cual, estos supuestos no guardan relación con procesos 
que se siguen de oficio, como el que nos ocupa. La cuestión es que, cabe ima-
ginar, la posibilidad existiría en la misma medida, máxime si se considera que 
los ejemplos citados se encuadran en circunstancias mucho más extremas, como 
son las relacionadas con usurpaciones. Se trataría de espacios en los que se ha-
llarían a salvo, precisamente, de hacer frente a procedimientos, cualquiera que 
fuera su naturaleza.

Lo anterior lleva al tercer aspecto, que a su vez deriva del tercer lugar que la 
constitución imperial veta expresamente: las casas de potentiores («potentes domos 
latitantes»). Sin que deba inferirse que la norma afectase a los citados potentiores, 
ni tampoco que sea un supuesto que, en la constitución, goce de ninguna im-
portancia particular, sí que la referencia encaja perfectamente con otra constitu-
ción dirigida a potentiores expresamente. Sobre la base de que C.1.49 está plan-
teada para las responsabilidades que, como órganos jurisdiccionales, tuvieran 
los altos cargos salientes, existe un vínculo con C.2.13.1 (Diocleciano, Maxi-
miano, 293).11 Esta constitución establece que aquellos que busquen el patro-
cinio (patrocinium) de potentiores, su apoyo en juicio, perderán el caso. La cues-
tión se concreta más, y se hace más clara la relación, en los puntos 1 y 2 de la 
misma constitución. Allí se dispone, en primer lugar, que el emperador (Clau-
dio, según se indica, lo que implica que la constitución no es de Diocleciano y 
Maximiano sino que éstos la actualizan) conoció las quejas de provinciales al 
respecto, puesto que en la norma se establecía que serían los gobernadores pro-
vinciales los encargados de velar por el cumplimiento. Así, en el segundo punto 
referido se establece que, en particular los tenuiores (humiliores), pierdan los re-
paros para denunciar estos supuestos, ya que, finaliza, no han de temer some-
ter a viri clarissimi al juicio que corresponda («ne praeiudices clarissimis viris», lo 

11  C.2.13.1.2 Imperatores Diocletianus et Maximianus AA. et CC Aristobulo Salutem. Divine 
admodum constituit divus Claudius consultissimus princeps parens noster, ut iactura causae adfice-
rentur ii, qui sibi potentiorum patrocinium advocassent, ut hoc proposito metu iudiciariae lites po-
tius suo marte discurrerent, quam potentiorem domorum opibus niterentur.(1) Quem palam est in 
tantum provincialium quaestionibus esse commotum, ut huius sanctionis rectores provinciarium cus-
todes et contemptae rei vindices fecerit, scilicet ut in actores seu procuratores in subsidia negotiorum 
vel usurpatos gratia vel redemptos severa sententia vindicarent. (2) Quare cum intersit et universe 
omnium et praecipue tenuiorum, qui saepe importunis potentium intercessionibus opprimuntur, in-
ter litigatores audientiam tuam impertire debebis: nec metuas, ne praeiudices clarissimis viris, cum 
divus Claudius huius rei rectorem provinciae et disceptatorem et, si res postularet, ultorem specialiter 
fecerit. D. iiii Id. Sept. AA. conss.



118	 Pablo Fernández Belzunegui

cual, considero, implicaría el planteamiento de la cuestión de la influencia de 
potentiores con carácter previo al propio litigio), puesto que ya Claudio había es-
tablecido que el gobernador de una provincia era el juez y, si fuera necesario, el 
vengador.12

Dos son por lo tanto los aspectos a destacar. En primer lugar, la referencia 
a provinciales y gobernadores provinciales. La claridad con la que se expresa al 
respecto la constitución imperial deja lugar a pocas dudas, el problema en cues-
tión ocurre en provincias y, particularmente, afectaría al gobernador provin-
cial como órgano jurisdiccional. En segundo lugar, la referencia a los viri cla-
rissimi. No deja de resultar irónico, puesto que los gobernadores provinciales, 
en C.1.49, son denominados precisamente viri clarissimi, pero, aún asumiendo 
que el concepto abarca una generalidad de personalidades que exceden con mu-
cho la del gobernador provincial, constituye una muestra de la relación exis-
tente entre las prácticas a que C.2.13.1.2 hace referencia y las responsabilidades 
en que incurriría un gobernador provincial en el ejercicio de sus funciones juris-
diccionales de acuerdo a C.1.49. Sea como sea, el aspecto que termina por per-
mitir el vínculo es el hecho de que los altos cargos serían, casi exclusivamente, 
potentiores.

Lo planteado encaja perfectamente con la forma en que se implantará en 
América por los españoles tras la conquista a través de los denominados Jui-
cios de residencia.13 Es la voluntad del poder central de que los territorios aleja-
dos estén sujetos a un mínimo de supervisión lo que destacan y caracterizan las 
constituciones citadas y los Juicios de residencia indicados, al margen de las di-
ficultades para centralizar la función jurisdiccional en una época de lentas co-
municaciones.

Como añadido, y es algo cuyo interés se resaltará al tratar el apartado sexto 
de la C.1.49, se hace responsable tanto al gobernador entrante como a los sub-
alternos o cargos medios (officia), a los curiales y al defensor civitatis. Las faculta-
des del gobernador provincial (entrante en este caso) son claras, pero no queda 
fuera de toda duda cuál sería la capacidad de curiales y del defensor civitatis para 
prevenir la prematura marcha del gobernador provincial, sin perjuicio, obvia-
mente, de que la referencia se deba a que asumían, junto con el sucesor en el 
cargo, la responsabilidad de llevar a buen puerto el juicio que correspondiese 
sobre el alto cargo saliente.

(2) Nec ullam ante praefinitum tempus de provincia discedendi excusationem 
ei tribuat vel divina revocatoria vel codicilli alterius administrationis oblati vel 
praeceptum amplissimae tuae sedis, ut alterius provinciae moderatoris vices obti-

12  Ultorem, del término ultor, ulcisci, quien castiga o quien se venga. Glare 2012, 1299; 
Heumann & Seckel 1926, 599-600; Forcellini, 852.

13  Al respecto, vid.: Quintana Orive 2012, 355-373.
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neat, aut praeceptum praefatae vel alterius civilis seu militaris cuiuscumque po-
testatis, ut quamcumque sollicitudinem publicam gerat aut exhibeatur vel dedu-
catur, aut postremum cuiuslibet artis astutia, cuiuscumque occasionis excogitata 
calliditas excludatur, ut modis omnibus, quae pro universarum provinciarum sa-
lute sancimus, sortiantur effectum.

Se trata aquí de la imposibilidad de abandonar antes de tiempo el lugar en 
el que se haya desempeñado el cargo, incluso en el supuesto de que pudieran 
existir razones para ello; y de cómo, si se incumpliera, tanto la autoridad sa-
liente como la entrante serían considerados reos de lesa majestad y sancionados 
al pago al erario público de una multa de 50 libras de oro.

Tres serían las características destacables en este punto: la precisión respecto 
de posibles nuevos cargos para el saliente, la mención a la astutia y a la callidi-
tas, y una nueva referencia para determinar el campo de aplicación material de 
la disposición.

La cuestión de las posibles nuevas encomiendas para altos cargos salientes se 
debe a que, en los casos en que un individuo obtuviera un nuevo cargo a iniciar 
tras la finalización del anterior, no cumpliría, a priori, con el periodo de per-
manencia de cincuenta días. En ese sentido, es un hecho que se daría con sufi-
ciente frecuencia, si bien lo común sería que se ejercieran diversos cargos en la 
jerarquía para, llegado el caso, ejercer finalmente al más alto nivel.14

Sea como fuere, se establece en la constitución que el hecho de ser nom-
brado para otro cargo no eximirá de la obligación de permanecer en la provin-
cia o territorio en cuestión durante cincuenta días. Cuestión esta que, a su vez, 
enlaza con el siguiente aspecto, más lingüístico, que se concreta en la utilización 
de los términos astutia y calliditas, sinónimos.15 Se recoge en C.1.49 la frase 
«aut postremum cuiuslibet artis astutia, cuiuscumque occasionis excogitata calliditas 
excludatur», que cabe traducir como «finalmente, rechácese la astucia de cual-
quier artificio, o la maquinación imaginada de una ocasión cualquiera» (Gar-
cía del Corral 1892, 204-205). No deja de ser una fórmula para cubrir todo 

14  Serviría como ejemplo el propio Sebastianus, prefecto del Pretorio de Oriente entre 476 
y 480 y una segunda vez en 484. Por otra parte, y aunque se trate de un hecho cuya importan-
cia es difícil calibrar en lo que a la constitución C.1.49 se refiere, se nos indica que Sebastianus 
fue descrito por contemporáneos como venal en el ejercicio del cargo. Más aún, que llevaría 
mala fama al reinado de Zenón por la explícita venta de cargos y honores, así como por su in-
fluencia sobre la persona del emperador. Nótese que el prefecto del Pretorio, aunque ejerciera 
funciones jurisdiccionales, no se encontraba sujeto a la permanencia tras el cese en sus funcio-
nes. Martindale 1980, 984-985.

15  Astutia como astucia o artificio (Heumann & Seckel 1926, 42), también como astucia o 
método o truco insidioso (Glare 2012, 212) también vinculado al concepto de machinare (For-
cellini, 366). Calliditas como astucia o, más concretamente, astucia alevosa (Heumann & Seckel 
1926, 52), también como astucia o truco sutil (Glare 2012, 284) o relacionándolo con cierta 
pericia, en cuanto ingenioso (Forcellini, 498).
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supuesto que quepa incardinar en el sentido de la norma, porque podría con-
siderarse una maniobra legal e inocente, pero también ser la vía por la que po-
drían los afectados obviar el cumplimiento de la disposición.

Finalmente, y es lo que en este punto más relevancia puede tener de cara a 
clasificar el campo de aplicación de la disposición, es clara la referencia a que el 
beneficio de la norma será «para todas las provincias», «universarum provincia-
rum», que no para el Imperio, ni para cualquier otra circunscripción. Ello con-
cuerda con lo ya mencionado más arriba en cuanto a que este control de oficio 
que se establece tiene su razón de ser en el control descentralizado. Un control, 
eso sí, uniforme, que implica la necesaria sujeción de los altos cargos al sistema 
romano coronado por el emperador.

(3) Quod si quis temeritate punienda saluberrimam legem circumscribendam 
vel violandam crediderit, licet et maiestatis reus non immerito iudicetur, attamen 
quinquaginta librarum auri multam publicis calculis inferre cogetur: simili poena 
plectendo, qui post eum administratione suscepta minime eum curaverit honeste 
retinendum aut super eius fuga protinus referendum.

En este punto se trata la cuestión de las penas aparejadas al incumpli-
miento. Penas que serán, en este apartado tercero, tanto para el alto cargo sa-
liente como para el entrante. Se nos dice, quizás con el ánimo de expresar que 
no todo incumplidor tiene mala fe, que es una imprudencia punible («temeri-
tate punienda») el no cumplir con la permanencia decretada. Además, procederá 
una multa de cincuenta libras de oro que se aplicará también al sucesor, salvo 
que éste haya cuidado «honestamente» («curaverit honeste») de retener al saliente 
y de dar cuenta de su marcha «acto seguido» («protinus»).

Esta vinculación es otro de los rasgos característicos, y que distingue esta 
figura de, por ejemplo, la Euthyna ática. El sucesor tiene responsabilidad en 
cuanto al cumplimiento o no de la disposición por su predecesor, y se espera 
que utilice las herramientas que el cargo ofrece. No dejaría de ser una cuestión 
que va de la mano de otro condicionante, el de que el alto cargo saliente deberá 
permanecer en el lugar hasta que llegue y tome posesión el sucesor. En cual-
quier caso, no deja de ser curioso que la pena de cincuenta monedas de oro sea 
para ambos, sin distinción en cuanto a la gravedad.

Un punto de interés es la referencia a que, al margen de la multa que co-
rresponda, el alto cargo saliente e incumplidor será objeto de un juicio por lesa 
majestad. Sin poder entrar al detalle, resulta de interés que se señale ese delito. 
Al respecto, en C.9.8.1 (Alejandro Severo, 223),16 se dispone que no se admiti-

16  C.9.8.1 Imperator Alexander Severus A. Paulino. Etiam ex aliis causis maiestatis crimina ces-
sant meo saeculo, nedum etiam admittam te paratum accusare iudicem propterea crimine maiestatis, 
quod contra constitutionem eius dicis pronuntiasse. PP iii Id. April. Maximo ii et Aeliano conss.
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rán cargos de lesa majestad frente a un juez cuando haya juzgado sin respetar las 
constituciones del emperador. Siguiendo en esa línea, habría de entenderse que 
no es el juicio equivocado lo que abre la puerta a la lesa majestad, sino que será 
la aludida venalidad o corrupción, en cuanto ofensa que se realiza sobre la in-
maculada autoridad imperial lo castigado.

En cualquier caso, constatada y acreditada la infracción, se devengaría la 
sanción de cincuenta libras de oro y, a la vez, se abriría la puerta a un procedi-
miento por lesa majestad.

Cabe insistir en la relación entre la responsabilidad del alto cargo saliente y 
la traición. No puede entenderse sino como perjuicio causado al Estado, aunque 
no se trate de una traición entendida como insubordinación, conspiración, rebe-
lión o sedición. Se protege, sobre todo, la percepción (pretendida al menos) de 
que el Estado es garante de justicia y de que los individuos no deben deteriorar el 
funcionamiento de la administración (de justicia en este caso) por intereses par-
ticulares. Consecuentemente, la traición es contemplada como el tipo aplicable 
si se constata que el alto cargo en cuestión ha favorecido injustamente a algunos, 
por ser la maiestas, en última instancia (y al margen de la responsabilidad indivi-
dual que proceda) una suerte de acción pública y de interés general.17

Finalmente, y aunque en el Código de Justiniano se recoge la pena capital 
en algunos supuestos relacionados con la traición, no debe dejarse de lado el he-
cho de que, en época de Zenón, no existía el Código, con lo que la cuestión de 
la normativa vigente es menos clara, por mucho que todas las constituciones del 
Título Octavo del Libro Noveno, de la lex Iulia sobre la maiestas, sean constitu-
ciones imperiales datadas entre 223 y 397 d.C.

(4) Administrationem autem deponere non volumus decessorem, antequam 
successor ad provinciae fines pervenerit, licet litteris ad eum seu programmate vel 
edicto ad officium et provinciales usus fuerit.

Se establece aquí que, al margen de que haya existido cualquier notificación 
(que pudiera entenderse como acto a partir del cual comenzar a computar pla-
zos), será obligación y responsabilidad del alto cargo saliente permanecer en el 
lugar hasta que el sucesor haya «alcanzado los límites de la provincia» («provin-
ciae fines pervenerit»).

Más allá de que no establezca aquí pena o sanción alguna para el incum-
plimiento, esta precisión se hallaría directamente ligada a la del apartado ante-
rior, que vincula la responsabilidad de predecesor y sucesor. Además, el punto 
tercero antes tratado devendría hueco si el predecesor ya se hubiera marchado 
para el momento en que llega el sucesor, o al menos la sanción al segundo sería 

17  En ese sentido: Robinson 1995, 74. Igualmente, aunque en el sentido más general del 
delito contra el Estado, vid.: Mommsen 1999, 341-376.
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ilógica, puesto que no habría tenido posibilidad de cumplir con las exigencias. 
Igualmente, ha de valorarse que el sucesor sería, muy probablemente, el encar-
gado de dirigir el juicio.

Así, se impone que el alto cargo en cuestión se halle en provincias, y que allí 
deberá permanecer hasta que el sucesor llegue a los límites provinciales. Tam-
bién, y en relación con el siguiente apartado, se utiliza (como se verá) el tér-
mino officium18 como referencia, ya sea a subalternos, ya sea a cargos medios o 
subordinados al del gobernador.

(5) Ipse autem, qui praesentem fugiens non observaverit legem, ubicumque re-
pertus fuerit, licet in hac florentissima civitate, ad provinciam sine ullo penitus 
obstaculo praeceptione tui culminis, cura etiam viri clarissimi rectoris provinciae, 
in qua repertus fuerit, deducetur, per sex mensuum curricula ibidem moraturus, 
quatenus interea minime crimina possint vel furta celari.

El apartado quinto refiere la posibilidad de que el alto cargo saliente haya 
abandonado la provincia antes de los cincuenta días.

La primera regla es que, una vez aprehendido, deberá retornar a la provincia 
en cuestión, independientemente de dónde se encuentre. Se precisa, de hecho, 
que Constantinopla no supondrá ninguna excepción («licet in hac florentissima 
civitate»), aunque queda alguna duda en la medida en que se hace responsable 
del retorno al gobernador de la provincia en que se halle el alto cargo saliente 
en cuestión («cura etiam viri clarissimi rectoris provinciae»). Al respecto, cabe 
considerar que, en el caso de Constantinopla, es la orden del emperador o la del 
prefecto del Pretorio la que dispone el retorno del individuo a la provincia en 
que debía permanecer, mientras que, en el resto de supuestos, será la del gober-
nador provincial.

También se establece una sanción adicional, puesto que el retorno no será 
para cincuenta días, sino que será por seis meses («per sex mensuum curricula ibi-
dem moraturus»). En ese sentido, no queda claro si se trata propiamente de una 
sanción o de si, constatada la marcha, se presume que lo es para no asumir res-
ponsabilidades. A este respecto, es de subrayar que lo problemático es la marcha 
en sí, sin hacerse mención en ningún momento a la constatación previa de re-
clamaciones.

(6) Officium etiam, quod eum (debito tamen honore servato) non prohibuerit 
contra legis tenorem discedere, triginta librarum auri dispendio ferietur.

Este apartado establece una multa de treinta libras para la autoridad pro-
vincial que no evitara la marcha de la autoridad saliente. Alcanza aquí una gran 

18  Vid. desarrollo en página siguiente y nota 19.
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importancia la precisión del significado del término officium.19 Tanto en la edi-
ción de García del Corral como en la de Frier se traduce el término por «sub-
alternos» o por la expresión «personal al servicio de la oficina o cargo en cues-
tión». En esa línea, no tendrían por qué ser estrictamente subalternos, pero sí 
funcionarios de la misma circunscripción, de un rango menor, y que tuvieren 
conocimiento y/o capacidad para evitar la marcha del alto cargo antes de los 
cincuenta días. Dicho lo cual, no deja de resultar interesante que, en relación 
con la terminología medieval y los Juicios de residencia, se concreta el parale-
lismo entre rey (medieval) y oficial como entre dirigente y subalterno. En ese 
sentido, y habiéndose en la Edad Media asimilado y utilizado el término «ofi-
cial», se empleaba como referencia genérica de subalterno del rey, lo cual, por 
extensión, abarcaría todos los altos cargos en la medida en que todos ellos se 
hallan subordinados al emperador (González 1978, 201).

La sanción económica, por su parte, no deja de ser fuerte, al menos si se 
compara con las cincuenta monedas que corresponderían a los altos cargos (sa-
liente y entrante), por lo que algún tipo de autoridad cabe imaginar en manos 
de estos cargos «subalternos» o medios; igualmente, el término «prohibere» pa-
rece apuntar en el mismo sentido.

Es precisamente el contraste entre el término prohibere y la expresión inme-
diatamente anterior «debito tamen honore servato» (habiendo guardado el  de-
bido respeto) lo que puede llevar a cierta confusión. Puede valorarse que el 
debido respeto lo es por cuestión de escalafón, o puede considerarse que lo es 
como general respeto debido a un alto cargo, particularmente de la misma pro-
vincia en que un cargo medio ejerciese. Resta la duda de si el defensor civitatis 
se consideraría vinculado a este apartado, aunque cabe suponer que no porque 
anteriormente se ha distinguido entre ambos términos.20 Una solución sería 
que éstos fueran garantes de la realización del juicio, de forma que la indicada 
prohibición lo sería por delegación de quien sí tendría rango y autoridad para 
enjuiciar al saliente.

El hecho es que, en el apartado primero de C.1.49, se indica la responsabi-
lidad, hasta cierto punto compartida, de gobernador provincial entrante, offi-
cium, curiales y defensor civitatis. Cabe plantearse que curiales y defensor civitatis 
no se consideran officium, puesto que en la relación constan por separado, in-

19  En un sentido general, officium es entendido como deber u obigación, en el sentido aquí 
utilizado se correspondería con subalterno, funcionario, auxiliar de un alto funcionario (Heu-
mann & Seckel 1926, 388-389); un cargo o puesto regular en la administración, o un cuerpo de 
oficiales de un departamento concreto (Glare 2012, 1368-1369); Forcellini, 478-479. Sobre el 
officium, vid.: Kaser & Hackl 1996, 551-554 (donde se identifica el concepto de officium con el 
germano de «hilfspersonal» o personal auxiliar); Palme 1999; Palme 2014.

20  Sobre el defensor civitatis, vid.: Rees 1952, 72-102; Mannino 1984; Kazhdan 1991, 600; 
Nicholson 2018, 470; Frakes 2001.
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cluso se puede señalar como diferencia también que, al contrario que respecto 
del gobernador provincial entrante y los officia, no se establecen sanciones ex-
presas para curiales y defensor civitatis para el supuesto de una marcha prema-
tura del alto cargo saliente.

(7) Quod si intra quinquaginta dierum numerum fuerit forte pulsatus et 
praefato elapso tempore necdum finita lis fuerit, civiliter quidem super furtorum 
sceleribus pulsatus dato procuratore instructo post quinquaginta dies protinus ha-
beat licentiam discedendi: accusatione vero super criminibus facta per inscriptio-
num laqueos inretitus usque ad.

Seguidamente la constitución trata el supuesto en que la autoridad saliente 
ha sido demandada, ya sea en la jurisdicción civil o en la penal. En el primer 
caso, en el plazo de 50 días, si no hubiera concluido el litigio civil, podría nom-
brar un procurador y abandonar la provincia. En cambio, en el supuesto de que 
la acusación hubiera sido por un crimen, necesariamente debería la autoridad 
saliente permanecer en la provincia hasta que se dictara la sentencia.

En este punto se distingue, y se ajustan las sanciones consecuentemente, en-
tre las posibles acusaciones que se realicen frente a los altos cargos salientes. La 
dicotomía se reduce a la acusación de hurto (furtum),21 que se engloba como ci-
vil (civiliter) en contraposición a lo criminal (criminibus, del término crimina), 
que por su parte no se concreta en ninguna acusación particular.

Procede en consecuencia delimitar muy esquemáticamente la distinción en-
tre ambos conceptos. En esencia, el delito sería civil, venalidad, corrupción, en-
globado en el concepto de furtum, que a su vez tendría un significado mucho 
más general que el hurto contemporáneo. Se llega así a utilizar la idea de dere-
cho privado criminal en oposición a la de derecho público criminal, que es el 
derivado del concepto de crimen, aquel cuya razón de ser es el interés público 
en perseguir determinadas conductas como la traición (perduelio) o algunas in-
fracciones de lo sagrado, a las que con el tiempo se añadirían otras como los crí-
menes violentos. Al respecto, nótese que los procedimientos según se tratase de 
uno u otro serían diferentes.22

Respecto de la distinta gradación y consecuencias según el ilícito cometido 
(o respecto de la acusación), restaría la cuestión, que excede a las posibilidades 
y pretensiones del presente escrito, de concretar qué clase de acciones serían las 
juzgadas. Cabe al menos imaginar, eso sí, que no serían ajenos supuestos como 
el regulado en el Código Teodosiano (en adelante CT), 2.1.6 (Graciano, Va-

21  Que Mommsen (1999, 69) vincula en este contexto directamente con el encubrimiento 
o, al menos, con el de la codelincuencia o cooperación necesaria.

22  Zimmermann 1990, 917-918; Kaser 1984, 253-255; Robinson 1995, 1-14; DAGR fur-
tum 1421-1423; PWRE crimen, delictum, 1712-1718, 2438-2442.
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lentiniano, Teodosio, 385),23 en donde se establece la responsabilidad pecunia-
ria de los jueces para los casos en que por «desdén o favoritismo» («se vel fastidio 
vel gratia») no se hubieran respetado las reglas a observar en el caso, particular-
mente las de imparcialidad.

Merece destacar el hecho de que, según se ha indicado respecto del punto 
tercero de la constitución, se establece una multa de cincuenta libras de oro al 
alto cargo saliente que no permanece cincuenta días sin perjuicio de la acusa-
ción por traición (maiestas) que proceda. De esta forma, tendríamos que la san-
ción económica procedería cualquiera que fuera el supuesto, y sin perjuicio del 
procedimiento criminal que pueda derivarse, cuestión igualmente extensible al 
supuesto del furtum o delito.

Cabe concluir, por lo tanto, que la única particularidad es la de que, por 
la gravedad de la acusación y la potencial gravedad de la eventual condena, se 
exige la permanencia del acusado por crímenes, mientras que el acusado de de-
lito, en la medida en que la pena sería económica, podría abandonar física-
mente el lugar para ser representado por procurador. Medida, por otra parte, 
absolutamente habitual en lo que a la contratación civil se refiere.

(8) Sciant autem universi iudices, apud quos vel administrationis iure vel ex 
praecepto amplissimae tuae sedis huiusmodi controversiae civiliter vel criminali-
ter ventilantur, intra viginti dierum spatium debere se praefata litigia, postquam 
orta fuerint, terminare. Nam si supersederint, ipsos quidem decem librarum auri 
condemnationem subire censemus, accusationem vero seu civilem intentionem se-
mel in iudicium deductam praefato modo legitime terminari.

Llegamos ya al último apartado de la constitución imperial, en el que se es-
tablece que los procedimientos, ya sean civiles o criminales, deberán finalizar en 
un plazo no superior a los veinte días desde que se iniciaron, a lo que se añade 
que, de no observarse lo anterior, procederá una sanción de diez monedas de 
oro para el juez encargado.

El procedimiento comenzaría con la formalización de la acusación, o litis 
denuntiatio, pero si se atiende al criterio de la litigiosidad tendríamos que ésta 
se considera producida, en época post-clásica, cuando el demandado ha con-
testado (o realizado la oposición o litis contestatio), momento también a partir 
del cual se considera producida la litispendencia. A partir de mediados del si-

23  CT.2.1.6 Imppp. Gratianus, Valentinianus et Theodosius aaa. Neoterio pf. p. Exceptis his, 
quibus extra ordinem subvenitur, omnes iacturam litis incurrant, qui non ante in proprio foro iur-
gaverint, siquidem possint venire ad altioris iudicis notionem, cum iudicatum quod displicet appella-
tione excluserint: ita ut, si quis litigator se vel fastidio vel gratia cognitoris aut non auditum aut di-
latum docuerit et eius litis quae protracta est aestimationem fisco nostro iudex praestet et in primores 
officii poena deportationis ilico deprometur.

Dat. prid. kal. mai. Mediolano, Arcadio a. i. et Bautone v.c. coss.
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glo v d.C., no obstante la pervivencia de lo ya indicado, se popularizarían otros 
términos, libellus conventionis (en lugar de litis denuntiatio) y libellus contradic-
tionis (en lugar de litis contestatio) (Kaser 1984, 431-432). Establecido lo cual, 
atendida la última frase en la que se indica que, una vez presentado el asunto 
ante el Tribunal, deberá juzgarse y terminarse en el modo y manera indicado 
antes («accusationem vero seu civilem intentionem semel in iudicium deductam 
praefato modo legitime terminari»), cabe pensar que no se trata del criterio de 
la litigiosidad sino que, en este supuesto al menos, la fecha a considerar es la 
de la acusación formalizada. Por último, procede traer a colación que, aunque 
no será hasta Justiniano en C.3.1.13, se positivizará que los procedimientos ju-
diciales deberán resolverse en no más de tres años desde que se iniciaron, to-
mando para el cálculo de la fecha la de la litis contestatio (Kaser 1984, 433).

En segundo lugar, es indiferente si la acusación es civil o criminal, puesto 
que el plazo de veinte días es el mismo para ambos supuestos y porque la san-
ción para el juez, de diez monedas de oro, también lo es. Así, el plazo de veinte 
días no tiene relación directa con lo enjuiciado. Desde un punto de vista pro-
saico, puede que se trate de evitar la dilatación de los procedimientos. Situacio-
nes que se darían, por ejemplo, cuando el acusado estuviese pendiente de finali-
zar el proceso para asumir otro cargo, sin perjuicio de que, en general, un límite 
breve de veinte días dificultaría la labor probatoria. Lo último por cuanto, sobre 
la base de las normas de la carga de la prueba, la falta de acreditación de cual-
quier extremo redunda en beneficio del acusado.

En tercer lugar, la referencia general a todos los jueces («universi iudices»), 
podría indicar que la función jurisdiccional, en este punto, no sería siempre 
ejercida por idéntico cargo. Igualmente, no excluye que los sucesores de gober-
nadores provinciales sean jueces de los predecesores, dado que los altos cargos 
afectados por la norma excederían con mucho la gobernaduría provincial, al 
margen de que pueda considerarse que es el supuesto en mente del legislador o, 
al menos, el más habitual dentro de los relevantes. En esa línea, se desarrolla en 
Kaser & Hackl (1996, 531) la idea de que bajo esa generalización o inconcre-
ción se cubrirían los supuestos de delegación de la función jurisdiccional.

Por último, es de interés relacionar lo dispuesto en este punto con la cons-
titución imperial C.1.40.2 (Constantino I, 328).24 El hecho es que no se men-
ciona en ningún momento, salvo en este apartado implícitamente, al prefecto 
del Pretorio. La mención en cuestión es la que cabe traducir como «tu muy 
ilustre sede» («amplissimae tuae sedis»), que a su vez ha de relacionarse con el 

24  C.1.40.2 Imperator Constantinus A. ad Maximum. Praesides provinciarum oportet, si quis 
potentiorum extiterit insolentior et ipsi vindicare non possunt aut examinare aut pronuntiare ne-
queunt, de eius nomine ad nos aut certe ad praetorianae praefecturae scientiam referre: quo provi-
deatur, qualiter publicae disciplinae et laesis tenuioribus consulatur. D. iiii k. Ian. Treviris Ianua-
rino et Iusto conss.
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prefecto del Pretorio puesto que él es el destinatario de la constitución. Sí se 
menciona al emperador, al establecerse que será el quien ordene llevar a su pro-
vincia a quien prematuramente se haya marchado, si es hallado en Constanti-
nopla. La cuestión es que, en C.1.40.2 se ordena a los gobernadores provincia-
les que no se encarguen de pleitos en los que un potentior se mostrase intratable 
o insolente (insolentior) y obstruyese el procedimiento, y que se inhibieran en 
favor del prefecto del Pretorio. Idea esta que ofrece una visión un tanto lúgubre 
si se pone en relación con la fama que el prefecto del Pretorio del momento, Se-
bastianus, atesoraba: corrupto (venta nada escrupulosa de cargos) y traedor de 
mala fama (e influencia perniciosa) para el propio emperador por ese motivo.25 
Esta cuestión, en cualquier caso, no supondría ninguna forma de sanar respon-
sabilidades por juicios negligentes o culposos, sino de evitar los casos en que un 
gobernador provincial pudiera estar condicionado personalmente por los poten-
tiores, que bien es cierto, en determinados territorios, pudieran ser más podero-
sos que los propios gobernadores.26

Por último, es necesario mencionar la constitución imperial CT.9.1.4 
(Constantino I, 325).27 En la misma, muy destacadamente dirigida a todos los 
provinciales («ad universos provinciales»), se establece que cualquier dignatario de 
cualquier territorio (desde gobernadores a miembros de la corte palatina), podrá 
ser acusado ante el emperador, para que, por él en persona, se dirima la veraci-
dad de la acusación. Se añade que, de estimarse y comprobarse la realidad de la 
acusación, se concederán honores al acusador. Así pues, y asumiendo la vigencia 
en 479 de las constituciones citadas, tendríamos que la única potencial rendición 
de cuentas del prefecto del Pretorio sería ante el propio emperador, lógico por 
otra parte, al tiempo que se produce, en el caso de asuntos judiciales contra po-
tentiores, una relativa centralización en manos del prefecto del Pretorio.

25  Vid. nota 14.
26  «Los gobernadores de hecho eran vulnerables, social y políticamente, en la Antigüedad 

Tardía. Su relativamente inferior estatus, que los hacía más susceptibles a presiones de sus supe-
riores jerárquicos, creó también oportunidades para provinciales de golpear de vuelta, especial-
mente cuando tenían como objetivo a individuos sin protectores influyentes. Incluso cuando te-
nían conexiones senatoriales poderosas, como era probablemente el caso del joven Nicomachus 
Flavianus, procónsul de Asia en 382-383, las quejas de los influyentes podían causar su cese; 
Flavianus fue despedido por azotar a un decurión». Harries 2004, 170.

27  CT.9.1.4 Idem a. ad universos provinciales. Si quis est cuiuscumque loci ordinis dignitatis, 
qui se in quemcumque iudicum comitum amicorum vel palatinorum meorum aliquid veraciter et 
manifeste probare posse confidit, quod non integre adque iuste gessisse videatur, intrepidus et securus 
accedat, interpellet me: ipse audiam omnia, ipse cognoscam et si fuerit comprobatum, ipse me vindi-
cabo. Dicat, securus et bene sibi conscius dicat: si probaverit, ut dixi, ipse me vindicabo de eo, qui me 
usque ad hoc tempus simulata integritate deceperit, illum autem, qui hoc prodiderit et comprobave-
rit, et dignitatibus et rebus augebo. Ita mihi summa divinitas semper propitia sit et me incolumem 
praestet, ut cupio, felicissima et florente re publica. Proposita XV kal. octob. Nicomediae Paulino et 
Iuliano conss. (325 sept. 17).
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3. � C.1.49 COMO PARTE DE LA TRADICIÓN JURÍDICA 
MEDITERRÁNEA

Se constatan diversos mecanismos jurídicos que, desde el siglo v a.C. al me-
nos, desarrollan diferentes formas de rendición de cuentas por parte de cargos 
públicos en el ámbito mediterráneo. De esta forma, partiendo de la forma ro-
mana contenida en C.1.49, cabe identificar algún precedente y más aun herede-
ros de la constitución de Zenón.

Un antecedente, aunque claramente diferenciado, lo tenemos en la Euthyna 
o proceso de rendición de cuentas ático. A título de ejemplo, sirve para com-
probar que, ya entonces, los cargos públicos podían verse sujetos a un procedi-
miento público (en algunos casos la propia asamblea, boulé, sería quien juzgaría 
como tribunal) que fiscalizara su desempeño en el cargo que se tratase. Ese es el 
aspecto a destacar y el vínculo, puesto que, si se atiende al detalle, la naturaleza 
del enjuiciamiento era muy distinta a la de C.1.49. Estos procedimientos ten-
derían a proteger los intereses de la ciudad-Estado (Atenas en este caso), y no 
los de los ciudadanos a título personal, al margen de que la cuestión territorial 
(capital y provincias) queda totalmente diluida. Sin embargo, sí que se relaciona 
directamente con la noción de que un infractor podrá ser acusado de lesa ma-
jestad.

El proceso de rendición de cuentas ático era denominado, como se ha in-
dicado ya, Euthyna (Oranges 2016, 81-97), y se considera, además, que esta-
ría destinado a embajadores, magistrados o administradores de bienes públicos. 
Como añadido, cabe decir que, en algunas circunstancias, por ejemplo, depen-
diendo de la gravedad de las acusaciones, al proceso se podía añadir la Eisanghe-
lia, que sería una suerte de acción complementaria. De todas formas, las fuentes 
no son del todo claras al respecto del procedimiento, y en la literatura científica 
actual se discute acerca de la compatibilidad, complementariedad o alternati-
vidad de estos procesos, Euthyna y Eisanghelia. En cuanto características atri-
buibles, la segunda se considera más específica y, a la vez, vinculada a la boulé o 
asamblea, puesto que los acusadores serían elegidos por ésta.28

28  Sería el caso del proceso seguido en Atenas contra Cimón, en el año 463 a.C., en el cual 
se juzgaría al strategos por la presunta aceptación por éste de oro del Rey Alejandro I Filohe-
leno de Macedonia (Rey entre 498 y 454 a.C.). En esas fechas Cimón habría dirigido las tro-
pas atenienses con el objetivo de recapturar la isla de Tasos, que unilateralmente se había des-
vinculado de la Liga de Delos. Concretamente, la acusación implicaba que habría aceptado oro 
del monarca macedonio para que, una vez recapturada Tasos, no dirigiera sus tropas y tomara la 
propia Macedonia. Cierto es que tampoco existe certeza respecto de todos los elementos, como 
la posible condena, aunque en este punto se menciona que Cimón se expuso a una pena capi-
tal. De nuevo en relación con la distinción entre Euthyna y Eisanghelia, se vincula en algún caso 
la Eisanghelia a una mayor gravedad, puesto que en este caso de Cimón se relaciona la posible 
pena capital con la acusación, probable, de traición (por aceptar oro de enemigos). En cualquier 
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Por lo tanto, tenemos aquí que ya existe una diferenciación que perma-
necerá. La idea de que las infracciones de cargos públicos serían juzgadas por 
el Estado (o ciudad-Estado), y en beneficio del mismo. En la misma línea, en 
época romana la permanencia de los altos cargos salientes por 50 días tenía una 
motivación social y política.

En el caso romano, sentado lo anterior, es característica elemental que el 
control tiene que ver con la dicotomía territorios centrales y provinciales, con lo 
que ese papel de garante interesa al Estado (o emperador), puesto que permite 
tanto el escrutinio de los individuos alejados del control directo permanente de 
la cancillería imperial como crear la percepción en la ciudadanía de que es el Es-
tado quien les protege de los abusos de los individuos más pudientes o podero-
sos, también que el Estado es la autoridad suprema.

Dejando de lado los antecedentes, se observan ejemplos potencialmente re-
lacionados con C.1.49 en la Edad Media. Se trata de los Juicios de residencia 
del derecho medieval español.

Sin necesaria relación directa con la ocupación de territorios americanos, se 
comprueba la existencia del mecanismo ya en el siglo xiii en la península ibé-
rica (en las Partidas29); para aplicarse, eso sí, en territorios que comienzan a es-
tar alejados del poder central.

El hecho es que, por herencia romana recogida en la mencionada compi-
lación, el derecho español continuó la tradición de C.1.49 y, en el caso de los 
territorios americanos, la aplicó con notables similitudes.

El Juicio de residencia,30 de acuerdo con Urquijo (Mariluz 1952), era un 
procedimiento establecido por la Corona que trataba de fiscalizar la conducta 
de funcionarios de gobierno al finalizar sus mandatos, al tiempo que se obten-
dría información con la que mejorar el funcionamiento de la administración en 
territorios indianos. Más concretamente, y en relación con las colonias ameri-
canas, consistía en un procedimiento de oficio, una especie de instrucción que 
implicaba la recabación de testimonios y, llegado el caso, denuncias sobre el 
desempeño en el cargo de todo tipo de funcionarios coloniales, incluidos go-
bernadores. Ninguno, además, podría desempeñar otro cargo sin un pronuncia-
miento favorable en el Juicio de residencia que se celebrase. Igualmente, el ini-
cio del periodo era pregonado en público, de manera que la población tuviese 
constancia y conocimiento de que podían realizarse las denuncias. El plazo de la 
residencia, o permanencia en el lugar, sería de 50 o 60 días.

caso, no cabe ignorar el trasfondo político ateniense (Pericles formaba parte de los acusadores 
y Cimón era un adversario político, proclive el segundo a un acercamiento a Esparta). Final-
mente, en cualquier caso, consta la absolución de Cimón. Oranges 2013.

29  Las Siete Partidas III.4.7 (Edición de López 1555)
30  Para los rasgos elementales del Juicio de residencia me he basado en Tamayo 2020; Gon-

zález 1978; Angeli 2012; Smietniansky 2007; Smietniansky 2012.



130	 Pablo Fernández Belzunegui

Es relevante que el sucesor se hallaba vinculado al proceso que el predece-
sor debía seguir, puesto que aquel era el encargado de dirigir el procedimiento 
frente al segundo. Paralelismo con la norma romana que se extiende al título, 
ya que la disposición a aplicar en territorios americanos se recogía en los Capí-
tulos para corregidores y jueces de residencia, promulgados por los Reyes Católi-
cos en 1500, idéntica identificación a la de C.1.49 («viris clarissimis praesidibus 
provinciarum vel consularibus aut correctoribus»; siendo corregidor el término en 
que deriva en castellano el latín corrector, declinado en C.1.49 como correctori-
bus). Nótese que en abundante bibliografía se relaciona la institución, aunque 
de manera a veces genérica, con el derecho romano tardío y, particularmente, 
con la influencia de dicho derecho en la composición de las Partidas. Estable-
cido lo cual, González (1978, 206) ya hace referencia suficientemente expresa a 
una constitución imperial de Zenón como antecedente de la regulación hispana 
medieval.

La cuestión nuclear, aún a riesgo de resultar redundante, es que esta norma-
tiva permite, de un lado, la reafirmación del poder central sobre el poder pro-
vincial (máxime en un contexto como el de las lejanísimas colonias americanas 
españolas) y, de otro lado, la pretendida percepción en la población de que el 
Estado es el garante de que los altos funcionarios no abusarán de sus súbditos o 
administrados.

Por último cabe mencionar la existencia de otra figura que se relaciona en 
esta tradición habitualmente, la de la Sindacatio italiana medieval. Procede, al 
menos, mencionar la presencia de esta forma de rendición de cuentas sobre ma-
gistrados locales (con poderes cuasi-absolutos en lo municipal). Consistía en un 
procedimiento de oficio que obligaba al Podestá 31 saliente a permanecer en la 
localidad durante cincuenta días, abierto a posibles reclamaciones que sobre el 
ejercicio de su cargo (normalmente de un año de duración) se produjesen (Sa-
bapathy 2011, 53).

El interés de la figura deriva de características como el periodo de perma-
nencia, la oficiosidad y, obviamente, el que la permanencia lo fuera en con-
cepto de estar a disposición de posibles reclamaciones de particulares. La di-
ferencia elemental es que los problemas en estos territorios, conjuntamente 
considerados, poco tienen que ver con los que surgirían en imperios vastos, 
como el romano o el colonial español. Motivo por el que, al menos parcial-
mente, decae la cuestión aquí del control provincial por parte del poder cen-
tral. No así, obviamente, la percepción ciudadana de que el poderoso es obli-
gado, por un poder superior, a responder por sus infracciones en el ejercicio 
del cargo.

31  Sobre la figura del Podestá, vid.: Artifoni 1986; Sabapathy 2011.
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4.  CONCLUSIONES

Las características elementales de C.1.49 pueden señalarse como las que si-
guen:

a)	 Los afectados por la disposición serían, siempre, altos cargos de la admi-
nistración provincial. Es un rasgo que en primer lugar se deduce de la 
terminología empleada haciendo referencia a provincias y provinciales, 
pero que adquiere especial relevancia si se añade el hecho de que el con-
trol en cuestión tiene su base, en lo que a C.1.49 se refiere, en ese rasgo. 
No se trataría de un control sobre la corrupción, ni siquiera sobre la 
corrección de los procedimientos, sino que ambas cuestiones se subsu
men en la categoría principal de infracciones cometidas en el ejercicio 
de funciones jurisdiccionales por altos cargos civiles o militares en pro-
vincias. En otro lugar, o para otros cargos, serían de aplicación otras dis-
posiciones. Al margen de que el sistema impone el estar a disposición de 
que se presenten reclamaciones, no se detalla la casuística.

b)	 Se trataría de responsabilidades derivadas del ejercicio de funciones ju-
risdiccionales. Han de tratarse de acusaciones que deriven de esas con-
cretas funciones como juez que, destacadamente, los gobernadores pro-
vinciales ostentarían. En la misma medida, afectaría, por ejemplo, a 
strategos, quienes ostentaban en el Egipto ptolemaico y romano una 
mezcla de atribuciones civiles y militares, limitadas a la circunscripción 
de su Nome o distrito. Más concretamente, y derivado del vínculo de la 
disposición con los conceptos de furtum o maiestas, cabe asumir que las 
conductas censuradas serían prevaricaciones más que decisiones judi-
ciales apelables (por equivocadas); conductas que implicarían venalidad 
y actitudes que afectarían a la legitimidad del procedimiento romano 
(centralizado y personificado por el propio emperador).

c)	 El proceso, la permanencia obligada por 50 días, se iniciaba de oficio. 
Podía resultar vacío si nadie reclamaba nada, pero el periodo de perma-
nencia era insoslayable, y la obligación de permanecer no tenía vínculo 
con la existencia o no de acusaciones.

d)	 El alto cargo en cuestión debía permanecer en lugares públicos y accesi-
ble, a lo que se añade un listado de lugares que no permitirían conside-
rar cumplido el requisito, aunque estrictamente el alto cargo permane-
ciera en el lugar. La accesibilidad era esencial.

e)	 El periodo concreto de permanencia en el lugar era de cincuenta días. 
Resta la cuestión de si el plazo era genérico para dar tiempo a la presen-
tación de reclamaciones o si, por el contrario, tenía relación directa con 
los plazos procesales o de sucesión en el cargo (aspecto que estaría más 
relacionado con la velocidad del transporte en la época).
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En cuanto conclusiones generales, tres ideas merecerían ser destacadas.

i)	 Lo establecido en C.1.49 tendría como función primordial la de fis-
calizar o sujetar a individuos (altos cargos con funciones jurisdiccio-
nales) al orden estatal o centralizado obligándolos a una rendición de 
cuentas de su labor como juzgadores. Esto es, no sería tanto una vía 
para que la población pudiera obtener justicia, indemnización o como 
forma de apelación extraordinaria, sino que se trataría del referido 
control y la reafirmación del poder central sobre la administración 
provincial y su potencial tendencia a la autarquía y/o desgobierno, 
todo ello bajo la forma de la supeditación del poder ejercido a revi-
sión.

ii)	 Se observa una potencial connivencia entre altos cargos locales (civi-
les o militares, entre los que destacan los gobernadores provinciales, 
altos cargos eclesiásticos y, en general, potentiores). Todos ellos son 
tratados ya sea como afectados por la disposición o en las referencias 
a que no cabrá «esconderse» en determinados lugares. Si se parte de 
que se fiscaliza la función jurisdiccional del alto cargo, tenemos que 
los potentiores (y, de una u otra manera, todos los mencionados serían 
potentiores) serían los individuos favorecidos por una posible venali-
dad del juzgador. En esa línea, se ha indicado la vigencia, en 479, de 
la constitución imperial C.1.40.2 (328), que establecía la inhibición 
de gobernadores provinciales en juicios a potentiores en favor del pre-
fecto del Pretorio.

iii)	Se pretendería, sin por ello cercenar capacidades de los altos cargos, 
tanto reafirmar el poder centralizado como subordinar a individuos que, 
en cuanto a la función jurisdiccional y en determinadas circunstancias, 
se comprobaba que podían ser susceptibles a influencia. Esta normativa 
podría fomentar la sensación en los administrados de que el Estado (que 
personificaba el emperador) era garante de leyes y de que protegía de 
los abusos arbitrarios de altos cargos, en este caso en el ejercicio de fun-
ciones jurisdiccionales. Por otro lado, resultaría de interés para el poder 
central en cuanto favorecería la homogeneidad jurídico-administrativa 
en una época de inestabilidad del Imperio, y en la cual los poderes lo-
cales habían adquirido una enorme autonomía en la práctica. Cuestión, 
en última instancia, que encaja perfectamente con el vínculo que C.1.49 
establece entre las infracciones potenciales y la traición o lesa majestad 
(maiestas).
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Resumen:  El texto de la obra hagiográfica Vitas Sanctorum Patrum Eme-
ritensium brinda información clave sobre la Mérida visigoda y, en general, 
sobre este periodo tardoantiguo de los siglos vi y vii y quizá posteriores. En 
concreto, la actividad evergética de la Iglesia relatada en el fragmento objeto 
de estudio en estas páginas nos lleva a una de sus manifestaciones, en concreto 
a los préstamos sin interés, que en el supuesto abordado tiene como destina-
taria a una mujer viuda, y a la condonación de la deuda con devolución del 
quirógrafo. El recurso al quirógrafo como instrumento jurídico plantea inte-
rrogantes de interés y es muestra de su pervivencia.

Palabras clave:  hagiografía, quirógrafo, obispos, viudas, evergetismo.

Bishop Fidel’s Chirograph  
in the Vitas Sanctorum Patrum Emeritensium

Abstract:  The hagiographic work Vitas Sanctorum Patrum Emeritensium 
provides valuable source for the study of Visigothic Mérida and, more gener-
ally, about the broader historical context of late antiquity in the sixth and 
seventh centuries and later. This study sheds light on the Church’s engage-
ment in euergetic practices, particularly the provision of interests-free loans to 
widows. The cancellation of such occurred upon the return of the quiro-
graph, —the written acknowledgment of debt. The invocation of the quiro-
graph invites further inquiry and serves as evidence for the persistence of this 
legal instrument.

Keywords:  hagiography, chirograph, bishops, widows, euergetism.
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1.  INTRODUCCIÓN

En la contribución a este volumen que gira en torno al Centro y la Periferia 
me voy a detener en una breve e interesante historia que tiene su origen en el 
viaje de unos comerciantes griegos venidos de Oriente a Occidente, en concreto 
a la Mérida del siglo vi. El relato se recoge en la obra hagiográfica Vitas Sanc-
torum Patrum Emeritensium (VSPE),1 redactada quizá durante el primer ter-
cio del siglo vii, por un diácono de la iglesia de Santa Eulalia de Mérida, y que 
unas tres décadas después sería objeto de una revisión por otro diácono eme-
ritense de nombre Paulo.2 El texto de las VSPE nos brinda información única 
sobre la Mérida visigoda,3 uno de los enclaves estratégicos fundamentales de la 
Península, además de importante centro de peregrinación.4 Del conjunto de la 
obra, centraré el análisis en el cuarto opúsculo, de los cinco en que se divide el 
texto, en el que se despliega la historia de los obispos de Mérida Paulo y Fidel.5

La narración comienza, así pues, con la llegada a Mérida de unos comer-
ciantes procedentes de Oriente, con los que venía un joven de nombre Fidel 
que, en el curso del tiempo, llegaría a ser obispo de la ciudad entre los años 560 
y 571, fecha de su muerte. Y es justamente en este momento del final de su vida 
en el que tienen lugar los hechos narrados en los que me voy a detener.6 Su ac-
ceso al obispado, siempre según los términos de la obra, está ligado a la circuns-
tancia de que su tío Paulo era obispo de Mérida (530-560) cuando arriban a la 

1  He seguido la edición de Maya Sánchez 1992. Para la traducción y el estudio del texto 
también Velázquez 2008, y Garvin 1946, 1-132, y 417-426. 

2  En relación con la compleja datación de la obra, así como sobre su tradición manuscrita, 
estructura e influencias, ver Maya Sánchez 1992, VII-LXXVII y LV-LVIII; Velázquez 2008, 
9-39; Garvin 1946, 1-132, y 417-426. En los últimos años se ha cuestionado la datación más 
temprana de las VSPE y se ha sugerido la posibilidad de fechas más tardías, incluso posteriores 
a la caída del reino visigodo, así como también ha sido puesta en cuestión la autoría de la obra, 
Collins 2021, 36-58; Graham 2023, 277-315. 

3  En los tres primeros capítulos se desgranan diferentes historias de prodigios: la primera, 
sobre la muerte del joven Augusto, sirviente de la iglesia o el monasterio de Santa Eulalia; la se-
gunda tiene por protagonista a un monje glotón y bebedor del monasterio de Cauliana, y la 
tercera gira en torno al singular abad Nancto, llegado a Mérida desde África, que no quería 
que ninguna mujer pudiera llegar a verlo. El quinto y último capítulo se centra en la figura del 
obispo Masona, aunque nos presenta también sucintamente a sus sucesores, Renovato y Este-
ban. Ver Velázquez 2008, 33-37 y 51-69. Sobre la Mérida visigoda, García Iglesias 1974, 321-
362; Villalón 2020, 491-522; Díaz 2010, 67-79; Castellanos 2023, 253-276.

4  Díaz 2001, 41-75; Collins 1980, 189-219. 
5  VSPE IV, Praef. I-X: Incipit obitus vel miracula sanctorum episcoporum Emeretensium. Se 

han planteado también dudas sobre los obispos Paulo y Fidel, incluso en relación con su propia 
historicidad, ver Panzram 2010, 123-130; Collins 2021, 36-58; Graham 2023, 277-315; Ville-
gas Marín 2024. 

6  Un análisis de este opúsculo en Garvin 1946, 417-426; Velázquez 2008, 9-44 (introduc-
ción); 70-86 (opúsculo IV, X). Maya Sánchez 1992, 44-46.
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ciudad los negotiatores Grecos, y con ellos Fidel, procedentes, justamente, de la 
región oriental de donde Paulo era originario.7 Se presentan ante él como era 
acostumbrado,8 y al día siguiente le envían un regalo en agradecimiento por la 
cálida acogida que entregará Fidel. En la conversación que mantienen, Paulo le 
preguntará por su origen y circunstancias y en sus respuestas, inesperadamente, 
reconocerá en Fidel a su sobrino, hijo de su hermana.9 Después deberá conven-
cer a los negotiatores Grecos, que en principio se negaban, para que el joven Fi-
del permanezca en adelante junto con él en Mérida.10

Después, Paulo formará a su sobrino Fidel con el propósito de que a su 
muerte sea quien le suceda en la sede episcopal,11 Según se nos refiere, su acceso 

7  VSPE IV, III, 3-5, Accidit die quadam de regione qua ipse oriundus extiterat negotiatores gre-
cos in nauibus de Orientibus aduenisse atque Spanie Litora contigisse, ed. Maya Sánchez 1992, 31. 
La llegada de Paulo a Mérida se situaría en época de Justiniano (527-565), ver Fuentes Hinojo 
2012, 11-33, en especial 23.

8  García Iglesias 1989, 391-402, 398, apunta que posiblemente no se tratara de una cos-
tumbre general visitar a los prelados de los lugares de sus escalas, pero sí hacerlo con un compa-
triota, y disfrutar de su hospitalidad. 

9  VSPE IV, III, 1-24: Denique quum plurimis per annis felici tempora feliciter sua cum plebe 
frueret et iucunde Deo uiuens plenus semper uirtutibus floreret, accidit die quadam de regione qua 
ipse oriundus extiterat negotiatores Grecos in nauibus de Orientibus aduenisse atque Spanie litora 
contigisse. Quumque in Emeretensem ciuitatem peruenissent, ex more episcopo prebuerunt occursum. 
Qui quum benigne ab eo fuissent recepti ac de atrio eius egredientes in domum in qua ospitabantur 
fuissent regressi, sequenti die ad eum munusculum miserunt pro gratiarum actione, deferente puero 
nomine Fidele, qui cum eis mercedis causam percipiende de regione eorum conductus aduenerat. 
Quumque eius fuisset presentatus obtutibus et que grato animo directa detulerat gratanter uir sanctus 
suscepisset, eum cepit singillatim sciscitari quo uocaretur nomen, de qua prouincia uel de qua ciuitate 
esset. Quum ergo ille nomen suum diceret et ciuitatem suam nominaret, uidens adulescentem bone 
indolis cuncta eum per ordinem interrogauit et nomina parentum requisiuit. At ille consequenter se-
cundum interrogationem patriam, ciuitatem, uicum, nomina parentum simpliciter manifestauit. 
Hec eo dicente, cognouit nomen sororis sue. Qui statim exiliens de sede sua in conspectu omnium am-
plexibus eius incubuit —commota quippe fuerant super illum uiscera eius—, atque inruens super co-
llum eius et diutissime exosculans pre gaudio ubertim fleuit, ed. Maya Sánchez 1992, 31-32.

10  VSPE IV, III, 25-43: Statim supranominatos negotiatores arcessire precepit; quibus ayt: 
«Puerum mici istum concedite et quicquid uultis a me postulate». At illi responderunt: «Hoc facere 
minime possumus, quia ingenuus est et a parentibus eum pro nostro solacio conductum accepimus. 
Sine istum ad parentes suos nullatenus remeare possumus nec facies eorum ultra uidendi habebimus 
licentiam, si hunc in tam longinquam regionem dimiserimus». E contra ille ayt: «Conpertum uobis 
sit quia si istum mici non dimittitis, uos in patriam uestram minime reuertitis. Sed accipite a me pe-
cuniam copiosam et abite securi pergentes cum pace». Hec illi audientes nec amplius tante potestati 
obsistere ualentes ayunt ad eum: «Dic nobis, domine, quid causa est ut hominem tibi incognitum 
tanto amore digneris diligere». Ille uero respondit proximum suum esse sibique adfinitate ualde uici-
num. Et addidit: «Habite in nomine Domini absque aliqua esitatione renuntiantes sorori mee quia 
filium eius ob consolatione captiuitatis mee penes me retinui». Qui diuersa per eos munera mittens 
sorori ipsis quoque nautis multa largitus est dona. Ac sic ditati eius muneribus regressi sunt in pa-
triam suam cum gaudio magno, ed. Maya Sánchez 1992, 32-33.

11  VSPE IV, IV, 1-28. Fuentes Hinojo 2012, 11-33.



138	 Esperanza Osaba

a la más alta jerarquía de la Iglesia de Mérida no estuvo exento de controversia 
y voces opuestas al nombramiento, que no obstante acabaron por ceder y reco-
nocer la designación del nuevo obispo Fidel.12

Un aspecto importante a tener en cuenta es la inmensa riqueza de Fidel 
como heredero de su tío Paulo, que era médico,13 y, como se recoge en el relato 
de las VSPE, disponía de una enorme fortuna gracias a la herencia que recibe 
de un muy rico matrimonio de la élite senatorial de Mérida, de un uir inluster, 
en agradecimiento por haber salvado la vida de su mujer con una difícil ciru-
gía, una embriotomía, para extraerle el feto sin vida que la tenía al borde de la 
muerte.14 Y aunque Paulo, se nos dice, en un principio dudó sobre si aceptar o 
no este cuantioso patrimonio,15 acabó accediendo para así poder subvenir me-
jor a las necesidades de los pobres.16 Tiempo después, su sucesor Fidel cedería la 
totalidad de sus bienes a la Iglesia de Mérida.17

2.  LA MUERTE DE FIDEL

El obispado de Fidel, como el de Paulo, es también muy ensalzado en la 
obra. El capítulo VI de este opúsculo IV contempla su labor edilicia,18 mien-
tras que los capítulos VII y VIII se centran en algunos sucesos milagrosos que 
muestran su santidad. En el capítulo IX se prefigura ya el momento de su 
muerte con la intervención de los santos, y en el capítulo X, que cierra este 
opúsculo IV, Fidel, que ve ya próximo el final de su vida, adopta una serie de 
medidas, en las cuales me voy a concentrar a continuación.

12  VSPE IV, V, 1-20.
13  VSPE IV, I: Referunt multi sanctum uirum nomine Paulum, natione Grecum, arte medi-

cum, de Orientis partibus in Emeretensem urbem aduenisse, ed. Maya Sánchez 1992, 25.
14  Este relato se encuentra en VSPE IV, II, 1-76. Aunque en principio Paulo no podría ope-

rar, él personalmente, pues el derramamiento de sangre era incompatible con su grado y estaba 
vedado a los clérigos, finalmente accede. Ver Velázquez 2008, 81-82; Díaz 2020, 1-16; Petit 
1982, 5-32; Menéndez Bueyes 2013.

15  Paulo habría obtenido la mitad de su fortuna después de la operación y el resto cuando 
el matrimonio fallece. Sobre el encaje jurídico de esta sucesión, García Iglesias 1989, 392-395. 

16  VSPE IV, II, 61-69: Tum deinde fecerunt de rebus suis talem conscriptionem ut de presenti 
sanctus uir medietatem ex omnibus que habebant acciperet, alia uero mediatas post eorum obitum 
integra et intemerata ad eius pertineret dicione. Tanta namque illis inerat copia rerum, ut nullus se-
natorum in prouincia Lusitanie illis repperiretur locupletior. Quod ille prorsus recusauit ac rennuit 
noluitque accipere, sed illis obsecrantibus ac nimium inportune offerentibus et sic tandem quoactus 
est suscipere. Quod accipiens non tantum propriis husibus quantum egentium precepit deseruire ne-
cessitatibus, ed. Maya Sánchez 1992, 30. Díaz 2020.

17  García Iglesias 1989, 392-395. 
18  López de Osaba 1979, 732; Sobre las Iglesias de Mérida, Puertas Tricas 1975, 58-66. 

Collins 1980, 189-219, en especial 192-194; Olmo 1998, 112-113.
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En este fragmento final, en que se detallan los momentos últimos de 
Fidel,19 se describe cómo, sintiéndose muy enfermo, pidió ser llevado a la ba-
sílica de Santa Eulalia,20 en la que, después de llorar sus pecados (delicta), se 
entregó a dar limosna a pobres (egenus)21 y cautivos (captiuis).22 Además, y 
por último, procedió a devolver los quirógrafos, cirografis,23 liberando así a to-
dos de las deudas contraídas (Ad ultimum redditis cirografis cunctorum deuita 
relaxauit).24

Pero en realidad, no habían sido devueltos todos. Faltaba la cautio, término 
utilizado como sinónimo de chirografum, de una viuda pobre, que en este con-
texto adquiere protagonismo y va a merecer la atención del autor de las VSPE. 
De esta mujer se nos relata que había tanta gente alrededor del obispo Fidel 
para recuperar los quirógrafos, que ella no lograba hacerse con su propio docu-
mento liberador. Pese a todo, no desistía en su empeño y lo intentaba un día 
tras otro sin éxito, retornando a su albergue (ospitium)25 muy afligida y sin saber 

19  VSPE, IV, X, 1-35.
20  Puertas Tricas 1975, 61-63.
21  Garvin 1946, 421, señala como propio de la antigüedad tardía el uso del término egenus. 
22  Resulta de interés esta mención a los cautivos, como prisioneros de guerra, cuyo rescate, 

con base y origen en la figura romana del redemptus ab hostibus, sigue muy presente en este mo-
mento. Así, por ejemplo se encuentra, con referencia al rey Sisebuto (612-621), en Isidoro de 
Sevilla, Historiae, 61: Adeo post uictoriam clemens, ut multos ab exercitu suo hostili praeda in serui-
tutem redactos pretio dato absolueret eiusque thesaurus redemptio existeret captiuorum, ed. Rodrí-
guez Alonso 1975, 272-274. Por otra parte, el rescate de los prisioneros era una asentada forma 
de caridad en la Galia merovingia, ver Garvin 1946, 420-421; Díaz 1992, 159-177. No obs-
tante, captiui podría tener aquí también un sentido más amplio, como encontramos en un frag-
mento en el que, hablando con los negotiatores griegos que han traído a su sobrino Fidel, el pro-
pio Paulo se describe a sí mismo como en cautiverio, en VSPE IV, III, 40: Et addidit: «Habite 
in nomine Domini absque aliqua esitatione renuntiantes sorori mee quia filium eius ob consolatione 
captiuitatis mee penes me retinui», Barrett 2023, 285. En época de Masona se utiliza también en 
VSPE V, VIII, 67. Homet 2017, 5-28.

23  Ver sobre el chirographum, Paoli 1959, 211-212; Garvin 1946, 421; Niermeyer 1993, 
176; TLL, 3:1009-1010. 

24  VSPE IV, X, 1-6: Cumque hoc dixisset et inminenti egritudine artubus iam fatescentibus se 
totum repente dissolui sensisset, ad baselicam sanctissime uirginis Eolalie se deferri precepit. Sua ibi-
dem in primis multis lacrimarum satisfactionibus defleuit delicta. Deinde multis (5) captiuis et ege-
nis multa largitus est stipem. Ad ultimum redditis cirografis cunctorum deuita relaxauit, ed. Maya 
Sánchez 1992, 44-45. Collins 1980, 195.

25  En algunos manuscritos podemos leer hospitium, como se muestra en el aparato crítico 
de la ed. de Maya Sánchez 1992, 45. Isidoro de Sevilla alude al xenodoquio en Etimologías XV, 
4,13: Cum Hierosolymam Antiochus obsideret, Hyrcanus princeps Iudaeorum reserato David sepul-
cro, tria milia auri talenta inde abstraxit, ex quibus trecenta Antiocho dedit, ut obsidionem relin-
queret; atque ut facti invidiam demeret, fertur ex reliqua pecunia instituisse primus xenodochia, qui-
bus adventum susciperet pauperum et peregrinorum; unde et vocabulum sumpsit. Nam ex Graeco in 
Latinum Ksenodocheion peregrinorum susceptio nuncupatur. Vbi autem aegrotantes de plateis colli-
guntur, Nosokomeion Graece dicitur; in quo consumpta languoribus atque inediis miserorum mem-
bra foventur. Ed. Lindsay 1911. 
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qué hacer.26 Hasta que, de repente, una noche, prosigue la narración, se le apa-
recen los mártires Cipriano (c. 200-258) y Lorenzo (225-258),27 y le preguntan 
si sabe la razón por la cual nunca consigue encontrar sitio. Ella responde que lo 
ignora, y ellos le reprochan que no acuda a sus basílicas, mientras que sí lo hace 
a las del resto de los mártires de las iglesias de Mérida.28

El curioso y celoso reproche de los santos Cipriano y Lorenzo es, en reali-
dad, un reto y la clave milagrosa que permitirá a la mujer conseguir por fin su 
ansiado quirógrafo. Porque la viuda, sin pérdida de tiempo, resuelve visitar las 
basílicas de estos santos, a los que entre lágrimas pide perdón por su olvido. 
Seguidamente, se dirige una vez más a la iglesia de Santa Eulalia y esta vez rá-
pidamente encuentra sitio y recibe sin ninguna dificultad su quirógrafo (ciro-
grafum), pues el propio obispo Fidel le aguardaba con la cautio en la mano, y 
puede así liberarse de su deuda. La mujer dio gracias inmensas a Dios y a sus 
santos por haber conseguido acceder finalmente a su quirógrafo y por hacerla 
digna de ello.29

En el último párrafo de este fragmento se celebra tanto la bondad de Fi-
del, que restituye el documento, como también la alegría de la mujer al recibir 
lo que tanto había anhelado (Atque ita factum est ut, illo benigne reddente atque 
illa cum gaudio que diu desiderauerat recipiente). El relato recoge, por último, el 
final prodigioso del obispo Fidel, y su inhumación junto a su tío y predecesor 
Paulo en un mismo sarcófago.30

26  VSPE IV, X, 7-13: Sed dum omnibus reddidisset, cautio cuiusdam uidue remanserat que 
necdum fuerat reddita, quam ille uidue expectaret ut ei redderet, sed quemammodum muliercula 
pre turbe densitate, qua(10) circumseptus erat, ut accederet non habebat.Que quum per singulos 
dies ueniret et locum minime repperisset et nimium mestificata mente anxiaret nicilque agens merore 
afflicta ad suum ospitium remearet, ed. Maya Sánchez 1992, 44-45.

27  Sobre los santos Cipriano y Lorenzo, con relevancia en la Mérida visigoda, ver Velázquez 
2008, Prefacio n. 6, 49, Capítulo II, n. 9, 64 y Capítulo IV n.41, 86. Sobre sus iglesias, Puertas 
Tricas 1975, 65.

28  VSPE IV, X, 13-17: (…) ei quadam nocte sanctissimi Ciprianus et Laurentius martires in 
uisu adstiterunt dicentes: «Nosti quare locum non inuenis?» At illa respondit: «Nescio». Et illi in-
quiunt: «Quare per reliquas baselicas fratrum nostrorum ceterorum martirum frequenter concurris, 
ad nos uenire contemnis?», ed. Maya Sánchez 1992, 45. Resulta interesante este fragmento como 
muestra, en su caso, de las numerosas iglesias de Mérida y su entorno rural, Puertas Tricas 
1975, 58-66. 

29  VSPE IV, X, 18-26: Que statim surgens ad eorum baselicas concurrit, orationem cum lacri-
mis fudit, pro neclegentiam retrohacti temporis ueniam implorauit atque inde ad baselicam sancte 
Eolalie mox rediit, mira celeritate locum repperit, cirografum suum absque ulla difficultate recepit, 
(7) Deo et sanctis eius inmensas grates retulit pro quod non solum locum paratum inuenire meruit 
ingrediendi, uerum etiam ita sanctis Dei disponentibus gestum est ut, quando ingressa est, sanctus 
episcopus cautionem ipsam manu propria tenens prestolaret cui reformare deberet, ed. Maya Sán-
chez 1992, 45-46. 

30  VSPE IV, X, 27-35: Atque ita factum est ut, illo benigne reddente atque illa cum gaudio 
que diu desiderauerat recipiente, paulo post uir sanctus, precedentibus sanctorum cetibus expectanti-
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3.  SOBRE EL CHIROGRAFUM DE LA VIUDA POBRE

La viuda que recibe el quirógrafo, designada como uidua y también mulier-
cula, estaba presumiblemente alojada en un ospitium o albergue, lo que podría de-
notar ya en esta época en la que, según los términos del relato, Fidel está al frente 
de la Iglesia emeritense, algún tipo de alojamiento para los necesitados. No mu-
chos años después será su sucesor el obispo Masona (571-605), quien ordenará 
edificar el Xenodochium, que será tanto un hospital como también hospicio.31

En todo caso estamos ante una viuda desamparada, que necesita y cuenta 
con el apoyo de la Iglesia, representada por sus obispos, que en esta época ha-
bía asumido ya el evergetismo, antes propio de las elites seculares.32 Las viudas 
desprotegidas son uno de los colectivos siempre presentes entre los necesitados 
de amparo, y en las VSPE se encuentra otro relato en el capítulo V, durante el 
episcopado de Masona, según el cual una viuda pobre recibe también ayuda, 
con un trasfondo crítico para con quien no es capaz de dar todo lo que tiene, 
aun a riesgo de quedarse sin nada, una generosidad sin límites que, en cambio, 
sí es propia del obispo Masona. Esta otra viuda es llamada mulier, y también 
uidua paupercula, y muliercule,33 no obstante en las VSPE comparece también 
una mujer viuda de alto rango, la nobilissima et sanctissima uidua Euseuia, que 

busque angelicis choris, ad etherea regna tripudiando migraret celestibusque falangiis consertus cum 
exultatione perpetua perpetim conglobari in sidereis mansionum, Ihesu Domino precipiente, merue-
rit. Corpusculum uero eius iuxta corpus sanctissimi prodecessoris sui uno eodemque sarcouago tradi-
tum ueluti in uno lectulo honorifice est tumulatum, ed. Maya Sánchez 1992, 46. Sobre su posible 
sepultura, Sabio González 2016-2017 [2020], 323-330.

31  VSPE V, III,13-23. Mérida era el mayor punto de peregrinación en Hispania, y el hos-
picio cumpliría también una importante función de acogida de los peregrinos, ver Mateos Cruz 
2022, 438; Ramírez Sádaba-Mateos Cruz 2000; Villalón 2020, 491-522.

32  Díaz 1992, 159-177; Pérez Sánchez 2002, 245-266; Fuentes Hinojo 2008, 315-344; Pé-
rez Martínez 2000-2001, 17-40. Collins 1980, 196 ss.; Vizcaíno 2007.

33  VSPE V, VII, 5-38: Quumque pene nicil remansisset quod largire deberet, quedam uidua 
paupercula, que multis obsistebat erumnis, ad eum stipem flagitans aduenit. Quum uero uir Dei, 
qui iam omnia in opus simile consumpserat, magnopere inquireret quid ei inpertiret, et quia minime 
repperiret, cepit pueros qui cum eo erant deposcere ut si aliquis eorum aliquid haberet, ei fideliter 
presentaret ut iam dicte muliercule tribueret. E quibus unus nomine Sagatus, qui preerat ceteris, res-
pondit dicens: «Habeo quidem unum solidum; sed si hunc dedero, nicil omnino, unde nobis uel euec-
tiuncule nostre in postmodum emamus, habebimus». Quem uir Domini ut sine aliqua esitatione in-
tegrum daret nicilque sibi ex eo reseruaret precepit non ambiens Dominum sibi adfuturum, qui illi 
omnia bona protinus subministraret. Quod quum iussioni eius obtemperans mulieri ipsum solidum 
dedisset, post pusillum ad eandem mulierem predictus Sagatus cucurrit eamque deprecauit ut, quia 
non erat unde uictum sibi emeret, ei de ipsut quod feneraberat saltim uel unum tremissem redderet, 
unde sue necessitati consuleret. Que statim unum absque mestitia reddidit, duos uero secum iucunda 
mente portauit, ed. Maya Sánchez 1992, 71-73. El pasaje se recoge en VSPE V, VII,1-42, y 
tiene como modelo y copia un fragmento de la Vita Germani de Constancio de Lyon, ver Maya 
Sánchez 1992, LXXVI y 71-73; Velázquez 2008, 118.
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desea conocer al abad Nancto, en una curiosa y también trágica narración, en 
torno a la que gira el opúsculo III.34

La ayuda que presta la Iglesia se canaliza de variadas maneras, pero en nues-
tro texto vemos como, a su muerte, el obispo Fidel, además de socorrer con li-
mosnas a pobres y cautivos, condona mediante la devolución de los quirógrafos 
las deudas contraídas en concepto de préstamos sin interés a los necesitados,35 
como es el caso de la viuda de nuestro relato.36

Aunque pueda pensarse razonablemente que los préstamos realizados por el 
obispo Fidel fueran sin interés,37 la obligación de restituir la cantidad en el fu-
turo no dejaba de ser una pesada carga, y de ahí la alegría con que esta mujer 
viuda y pobre, la protagonista de nuestra historia, recupera el quirógrafo que la 
libera de su deuda y que tanto había ansiado conseguir (atque illa cum gaudio 
que diu desiderauerat recipiente).

Unos años después nos vamos a encontrar con una situación semejante, 
protagonizada en este caso por el obispo Masona, que entregará a la basílica 
de Santa Eulalia la enorme suma de dos mil sueldos,38 para que el diácono Re-
dempto, su rector, la reparta entre quienes acudan con una necesidad urgente. 
Para ello solo es necesario hacer el documento acreditativo de la entrega (facta 
cautione), y después se podría recibir sin demora ni dificultad lo necesario para 
resolver el problema y con ello mitigar la angustia.39

Como vemos, estos recibos son denominados en las VSPE cirografum y cau-
tio, términos que se utilizan como sinónimos en nuestro breve texto, pero cuya 
equivalencia se había gestado ya con anterioridad.40 Silli en su estudio de la 

34  VSPE, III, 20-21: (…) quedan nobilissima et sanctissima uidua Euseuia omni desiderio eum 
uidere cupiebat. ed. Maya Sánchez 1992, 22. Ver Gallego Franco 2011, 335-368, en especial 
343; Gallego Franco 2013, 85-118. 

35  González García 1979, 601-602; Martínez Diez 1959.
36  Orlandis 1976, 215-235, en especial 225; Fuentes Hinojo 2012, 334.
37  Con carácter general a los clérigos les estaba vedado el préstamo con interés, que se pro-

hibirá expresamente en sucesivos concilios, así, por ejemplo, en el Concilio de Elvira (300-
306?), c. 20: Si quis clericorum detectus fuerit usuras accipere, placuit eum degradari et abstineri. 
Concilio de Tarragona (516), c. 3: Ut clerici si solidum praestiterint, sine usura recipiant. Si quis 
vero clericus solidum in necessitate praestiterit, ut hoc de vino vel frumento accipiat quod mercandi 
causa tempore statuto decretum fuerit venundari. Coeterum si speciem non habuerit necessariam, ip-
sud quod dedit sine ullo augmento recipiat. Sigo para los concilios la edición de Vives 1963.

38  Velázquez 2008, 115-116.
39  VSPE V, III, 32-41: Tanta illi cura erat pro omnium erumnas miserorum, ut ad baselicam 

sanctissime Eolalie diacono uiro uenerabili Redemto nomine, qui preerat, duo milia solidos dederit, 
e quibus, mox ut aliquis urguente necessitate adueniret, facta cautione, quantos uellet absque aliqua 
mora uel difficultate acciperet suisque angustiis consuleret. ed. Maya Sánchez 1992, 52.

40  Este proceso de aproximación entre los significados de cautio y chirographum se daba ya 
a comienzos del s.V, como apreciamos en CTh. 2,27,1, lex generalis promulgada por el empe-
rador Honorio en Ravenna en el año 421, ver Silli 1984, 400-460; Di Cintio 2018, 122-124; 
Schiavo 2015, 49-93.
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constitución del 421 (CTh. 2,27,1), en la que los términos chirografum41 y cau-
tio ya se utilizan indistintamente para referirse al documento de préstamo, se-
ñala cómo chirografum vendría a enfatizar la forma externa del documento del 
deudor emisor, mientras que cautio subrayaría su función de garantía para el 
acreedor.42

A estos efectos, es interesante constatar que si bien el término cautio está 
presente en la Lex Visigothorum (LV),43 esto no ocurre así con el vocablo chiro-
grafum o chirographum, ausente en este cuerpo de leyes, y que tampoco se re-
coge en los concilios de la Iglesia visigoda, en los que sí se emplea cautio como 
garantía.44 Como sabemos, con origen en el derecho helenístico y utilizados en 
la práctica negocial,45 el quirógrafo es un documento escrito de reconocimiento 
de deuda, generalmente manuscrito por la parte deudora, que queda en poder 
de la acreedora y prueba el negocio realizado por las partes. El carácter de este 
documento es en principio probatorio de una obligación, pero puede ser tam-
bién constitutivo o tener efectos constitutivos.46

Y en este contexto resulta sin duda relevante la utilización del chirografum-
chirographum en las VSPE, e interesante interrogarse acerca de las vías de dónde 
puede proceder su conocimiento y uso. La búsqueda de la respuesta nos puede 
llevar, por una parte, a la importante comunidad de origen griego y oriental en 
general existente en Mérida, considerada como una de las más importantes de 
la Península, y de la que, siguiendo los términos de la narración, forman parte 

41  La grafía latina de la voz quirógrafo varía en las diferentes fuentes. Seguiré la utilizada en 
cada una de las obras.

42  Silli 1984, 400 y 407 n.14.
43  El vocablo cautio figura ya en leyes antiquae, algunas presentes en el Código de Eurico y 

por tanto aplicables en el s.VI: LV 2,3,6; LV 4,2,13; LV 5,5,4 (CE, 281); LV 5,6,3; LV 11,1,3 
y LV 11,1,4. Se encuentra también en leyes posteriores a la promulgación de la Lex Visigotho-
rum por Recesvinto en el 654: LV 4,2,13 nov. de Recesvinto, y, en el ámbito de la legislación 
antijudaica, en dos leyes de Ervigio: LV 12,3,11 y LV 12 3, 20. Código de Eurico, 207-208; Ál-
varez Cora 2004, 543-582. 

44  Como atestiguan el tomo de Recesvinto en el VIII Concilio de Toledo (653), el Incipit 
del III Concilio de Braga (675),el c. 10 del XI Concilio de Toledo (675); el c. 2 del XII Conci-
lio de Toledo (681); además de los tomos de Egica en el XV Concilio de Toledo (688) y en el 
XVII Concilio de Toledo (694).

45  Paoli 1959, 211-212. 
46  Castresana 1987, 361-380;Silli 1984, 400-460; Sciortino 2024, 65-76; Paoli 1959, 211-

212. Sirks 2016, 265-285; Sirks 2023, 93-114; Sirks 2022, 117-130, en especial 128. Verboven-
Erdkamp 2022, 1-24, en especial 18-19. Pérez López 2021, 511-534; Paricio-Fernández Ba-
rreiro 2021, 302-304; D’Ors 1981,153-155, 485 ss.; Levy 1956, 49-50; Jakab 2022, 137-170; 
Candy 2022, 171-186. En los siglos viii a x, bajo la dominación mulsulmana, se meciona, por 
ejemplo, el quirógrafo en el contexto del pago de impuestos, como documento de adeudo fis-
cal: vectigalem extorquentes chirographum y chirographa exigendi, Gendrón 2016, 147 y 166; so-
bre el chirographum vectigale, también Gil 2010, 23-25. En general el quirógrafo tuvo una larga 
y cambiante vida posterior, Galende Díaz 1996, 347-381.
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los dos obispos, Paulo y Fidel, protagonistas de este opúsculo.47 En Oriente, 
además de previas constituciones, Justiniano también regula sobre esta figura.48 
Y esta indagación, de la misma manera, nos puede conducir también a los ne-
gocios de los comerciantes de ultramar,49 y en particular a los préstamos y ga-
rantías que se contraen en sus operaciones comerciales.50 Estos negocios de ul-
tramar tenían en el derecho visigodo una jurisdicción especial, con un tribunal 
propio, como se recoge en la LV, dentro del Libro XI: De egrotis et mortuis ad-
que transmarinis negotiatoribus, en un título específico, el III, De transmarinis 
negotiatoribus, donde se contienen solo cuatro leyes, y todas ellas son antiquae, 
por lo que pertenecen al estrato de normas más antiguo, con probable origen en 
el Código de Eurico.51 No puede olvidarse que en el relato de las VSPE se re-
fiere que el propio Fidel llegó a la ciudad en el grupo de los negotiatores griegos. 
Precisamente Mérida tenía una posición comercial privilegiada, con un puerto 
fluvial del Guadiana ya desde época romana,52 además de vías las terrestres cer-
canas a Mértola, otro importante centro comercial y portuario del río Gua-
diana, así como también las de Sevilla.53

47  García Moreno 1972, 127-154; Hinojo 2012, 23 ss.; Vizcaíno 2007; Fernández Ardanaz 
1999, 203-214. 

48  Justiniano aportará también las constituciones del 528 y del 530, recogidas en 
CJ 4,2,17,CJ 4,30,14 y CJ 4,21,20, ver Hallebeek 1996, 111-124, en especial 111-113. 

49  Bustamante Álvarez 2005, 535-550. 
50  Conocemos la utilización de quirógrafos en el comercio marítimo desde época romana, 

ver Purpura 449-474; Castresana 1982; Jakab 2022, 137-170; Candy 2022, 171-186. 
51  Código de Eurico, 130-131. LV 11,3,1 ant.: Si transmarini negotiatores rem furtivam ven-

dere detegantur. Si quis transmarinus negotiator aurum, argentum, vestimenta vel quelibet orna-
menta provincialibus nostris vendiderit, et conpetenti pretio fuerint venundata, si furtiva postmodum 
fuerint adprobata, nullam emtor calumniam pertimescat. LV 11, 3, 2. ant.:. Ut transmarini nego-
tiatores suis et telonariis et legibus audiantur. Cum transmarini negotiatores inter se causam habent, 
nullus de sedibus nostris eos audire presumat; nisi tantummodo suis legibus audiantur aput telonarios 
suos. LV 11,3,3 ant.: Si transmarinus negotiator mercennarium de locis nostris secum transtulerit. 
Nullus transmarinus negotiator de sedibus nostris mercennarium audeat in locis suis transferre. Qui 
contra hoc venire temtaverit, inferat fisco nostro auri libram unam et preterea C flagella suscipiat. 
LV 11,3,4 ant.: Si transmarinus negotiator mercennarium pro conmercio susceperit. Si quis trans-
marinus negotiator mercennarium de sedibus nostris pro vegetando conmercio susceperit, det pro be-
neficio eius solidus tres per annum unum, et nihilhominus inpleto placito servum domino reformare 
cogatur. Ver Córcoles Olaitz 2006, 635-644; D’Ors 1958, 467-483; Marlasca 2001, 213-235.

52  Álvarez Martínez 2015, 37-66; Mariezkurrena 1999, 135-160, en especial 144-145; Viz-
caíno 2007; Henriet 2012, 93-110, 98; Barrett 2023, 285-286.

53  Mariezkurrena 1999, 142-144; King 1972, 221-225; Barrett 2023, 285. En la LV se re-
cogen normas que regulan la navegación fluvial, como la antiqua LV. 8,4,29: De discretione con-
cludendorum fluminum. Flumina maiora, id est, per que isoces aut alii pisces maritimi subricuntur 
vel forsitam retia aut quecumque conmercia veniunt navium, nullus ad integrum contra multorum 
conmune commodum sue tantumodo utilitati consulturus excludat; sed usque ad medium alveum, 
ubi maximus fluminis ipsius concursus est, sepem ducere non vetetur, ut alia medietas diversorum 
usibus libera relinquatur. 



	 EL QUIRÓGRAFO DEL OBISPO FIDEL EN LAS VITAS SANCTORUM PATRUM...	 145

No obstante, en la parte occidental del antiguo Imperio, la Lex Romana Vi-
sigothorum o Breviario de Alarico, promulgado en el año 506 durante el reinado 
de Alarico II (484-507), recoge también algunas constituciones del Código 
Teodosiano que abordan esta figura del quirógrafo, y que tienen Interpretatio,54 
así como también contamos con Interpretatio visigótica al Código Hermogenia-
no.55 Además, la mención al quirógrafo se incorpora asimismo a otros textos ju-
rídicos tardíos como, por ejemplo, la Lex Romana Burgundionum (502).56

Por último, otro aspecto sin duda relevante es que estamos ante un do-
cumento que, en nuestro relato, se emplea en la Iglesia de Mérida, y que en 
las fuentes cristianas el chirografum no era en modo alguno desconocido. Así, 
por ejemplo, ya en época visigoda lo vamos a encontrar en Isidoro de Sevilla 
(c.  560-636), como vemos en Etimologías V, 24, 2357 y V, 37,4.58 También 

54  Entre ellas la muy relevante LRV CTh 2,27,1: Si certum petatur de chirographis, extensa 
constitución que cuenta con Interpretatio y que ha sido estudiada por Silli 1984, 400-460. Tam-
bién, LRV CTh 2,4,3, Exigendae denuntiationis locus non est, quum quis ad luendum debitum 
evidenti chirographo convenitur. En la Interpretatio de este texto se evidencia y constata la sino-
nimia entre chirographum y cautio. Interpretatio: Contestatio locum habere non potest, quando ali-
quis ad solvendum debitum certa cautione convincitur. 

55  LRV Interpretatio visigotica ex corpore Hermogeniani, 1,1: Secundum legem ex corpore 
Theodosiano si certum petatur de chirographis, quia de quinquennio habetur expositum, ideo hanc 
legem ex Hermogeniano credidimus adiungendam, quae tempora, intra quae contestari conuenit 
de cauta et non numerata pecunia, id est intra quinquennium, euidenter ostendit. Ver Cenderelli 
1965.

56  LRBurg 31, 1: De praescriptione temporum constat legibus constitutum: ut tricennalem cons-
titutionem in hereditariis causis, in repetitione legatorum, in pecuniariis, id est cerografis, hoc est 
viventum cautionibus, de repertis fugitivis, adversus fiscum vel pro fisco, vel infirmando per inmi-
nutionem vel nota testium testamenti, custodiant iudicantes; y LRBurg 14,8: Si quis fideiussor pro 
quocumque debitore aut per iudicium addictus aut per chirographum obligatus exteterit et constituta 
die ea, qua fidedixit, exsolverit et postmodum eum, pro quo solvit, tertio cum noticia iudicis admo-
nuerit, ut summam soluti debiti recipiat, et ille semper distulerit, post trinam conventionem dupli re-
dibitione pro inficiante, hoc est negante, iure damnabitur, secundum legem Aquiliam, quae negantes 
debitum dupli satisfactione damnat. Ver Ortuño 1999, 545-559, en especial 545-550; Nehlsen 
1978, 1927-1934.

57  Isidoro de Sevilla, Etimologías, V De legibus et temporibus, 24 De instrumentis legalibus, 
23: Chirographum. Cautio. Emtio et venditio est rerum commutatio atque contractus ex convenien-
tia veniens, ed. Lindsay 1911. El término cautio se sucede en tres ocasiones más: Etimologías V, 
25, 24;IX, 7, 3 y XX, 16,8. 

58  Isidoro de Sevilla, Etimologías, V De legibus et temporibus, 37 De olympiadibus et lustris 
et iubileis, 4: Hunc numerum etiam in diebus Pentecosten et ipsi celebramus post Domini resurrec-
tionem, remissa culpa et totius debiti chirographo evacuato, ab omni nexu liberi suscipientes adve-
nientem in nos gratiam Spiritus sancti. Este último texto está vinculado con la Biblia Vulgata, en 
concreto con Pablo, Colossenses 2:14: delens quod adversum nos erat chirographum decreti, quod 
erat contrarium nobis, et ipsum tulit de medio, affigens illud cruci. Esta acepción metafórica está 
muy presente en las fuentes cristianas. En Agustín de Hipona, por ejemplo, y entre otros, en 
Sermo 301 A: Ubi autem non est deus, aut quando absens est deus? Tu noli esse absens a deo, et te-
cum est deus; maxime quia ipse promisit, et promissum eius conscriptum quodam modo chirogra-
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se halla la mención al quirógrafo en la parte poética de la obra de Valerio del 
Bierzo (630-finales siglo vii).59 Aherne, editora de la obra, incide en dos aspec-
tos de interés en relación con esta cita del quirógrafo en Valerio: de un lado, 
que el vocabulario de Valerio refleja con bastante fidelidad el propio de un es-
critor culto del siglo vii; de otro, que de las personas cultas de este periodo cabe 
esperar el empleo de abundantes expresiones bíblicas. Destaca, también, como 
es conocido, la gran influencia en este periodo de autores como Agustín de Hi-
pona o Cicerón y, especialmente, el ascendiente de la Biblia Vulgata, que esta-
rían para Aherne en la base del conocimiento de esta figura del chirografum por 
Valerio. Corrobora su afirmación con una serie de citas de la Biblia Vulgata y, 
entre ellas, resulta especialmente interesante la referencia a Tobías,60 donde se 
describe con claridad el uso y funcionamiento del quirógrafo, así como sobre-
sale también, por su impacto, el versículo de Pablo en Colosenses 2,14,61 que 
vincula, metafóricamente, el quirógrafo con la crucifixión de Jesús.62 La impor-
tancia y el conocimiento efectivo de estas fuentes entre la élite eclesiástica puede 
explicar también su gran difusión y uso entre los autores cristianos, como, entre 
otros, Ambrosio de Milán, Casiodoro o Sidonio Apolinar.63 Así, por ejemplo, 

phum detinemus: Ecce ego vobiscum sum usque in consumationem saeculi (Mt 28,20). Sed nos prae-
videbat, nobis promittebat. También de Agustín, en Epístolas: 149, capítulo II, 26; 185, IV, 15 y 
190, VI, 23 y 24, en 303, 384, 419 y 420, ver las fuentes cristianas en TLL chirographum, 1010.

59  Se recoge en la edición de Aherne 1949,111: Epitameron proprium praefati discriminis, 9: 
diabolicae cautionis adversus me conscripta propitius dele chirographa.Y también, con variantes, la 
edición de Díaz y Díaz 2006, 279: Diabolicae captionis adversum me conscripta protinus dele ciro-
grapha, cuyo análisis se recoge en 89-103; así como la edición previa de Díaz y Díaz 1958, 107. 
Ver Díaz 2013, 293-315.

60  Aherne 1949, 39 y 185, n.145: Biblia Vulgata, Tob. 1.17: et cum in multa turba generis 
sui Gabelum egentem videret, qui erat ex tribu eius, sub chirographo dedit illi memoratum pondus 
argenti.4.21: Indico etiam tibi fili mi, dedisse me decem talenta argenti, dum adhuc infantulus esses, 
Gabelo in Rages civitate Medorum, et chirographum eius apud me habeo, 4.22: et ideo perquire quo 
modo ad eum pervenias, et recipias ab eo supra memoratum pondus argenti, et restituas ei chirogra-
phum suum. 5.3: tunc pater sus respondit illi, et dixit: Chirographum quidem illius penes me habeo: 
quod dum illi ostenderis, statim restituet. 9.3: Tamen obsecro te ut assumas tibi animalia sive servi-
tia, et vadas ad Gabelum in Rages civitatem Medorum: reddasque ei chirographum suum, et recipias 
ab eo pecuniam, et roges eum venire ad nuptas meas. 9.6: Tunc Rafahel assumens quatuor ex ser-
vis Raguelis, et duos camelos, in Rages civitatem Medorum perrexit: et inveniens Gabelum, reddidit 
ei chirographum suum, et recepit ab eo omnem pecuniam. Precisamente, Chaparro Gómez 1992, 
345-346, señala que los libros bíblicos más utilizados en las VSPE son Génesis y Tobías. 

61  Ver texto en n.58.
62  Sobre la incidencia de esta figura jurídica: TLL chirographum, 3:1009-1010. 
63  TLL chirographum, 3:1009-1010. En la Península, el poeta Aurelio Prudencio (348-410) 

alude también al quirógrafo en Peristephanon, Hymnvs I. in honorem sanctorum martyrum Eme-
teri et Chelidoni calagurritanorum. (…) Sit satis quod capta primo uita sub chirografo debitum per-
soluit omne functa rebus Caesaris, tempus est deo rependi, quidquid est proprium dei, Ed. Ortega y 
Rodríguez 1981, 484. Siendo, justamente, Aurelio Prudencio el autor de Hymnvs in honorem 
passionis Evlaliae beatissimae martyris. Ed. Ortega y Rodríguez 1981, 484, 528-541. 
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Gregorio Magno defiende, en una carta del 598, el caso de un mercader judío, 
posiblemente del comercio marítimo, a quien su acreedor, que mantiene en su 
poder el quirógrafo, sigue reclamando una deuda ya pagada.64 No podemos ol-
vidar que entre las fuentes de las que bebe las VSPE ocupan un lugar preferente 
las obras de Gregorio Magno, Agustín de Hipona, Isidoro de Sevilla, Sulpi-
cio Severo o Gregorio de Tours, pero tampoco que sobre todas ellas destaca la 
Biblia.65

4.  CONCLUSIONES

La pluma de los autores de esta obra hagiográfica nos acerca a la historia 
de una mujer perseverante y religiosa, pero sin nombre, de la que conocemos 
solo su estado de viudedad y las necesidades que la acucian. Este perfil imagina-
rio, aunque cabe suponer que en modo alguno infrecuente en la época, es el de 
una mujer solitaria, pero también resolutiva y valiente, acogida quizá en un al-
bergue, donde, como se relata, es visitada por los santos Cipriano y Lorenzo, lo 
que le permitirá la condonación de la deuda contraída. A la protagonista de la 
historia le urge, como vemos, liberarse de una deuda que le atosiga, y ello sólo 
es posible gracias a la magnanimidad del obispo Fidel, a quien esta mujer le 
queda por ello infinitamente agradecida.

Es también digna de atención la figura jurídica que aparece como la utili-
zada en la Iglesia de Mérida para obtener el reconocimiento de deuda por los 
préstamos otorgados por el obispo Fidel, que se encontraban en su poder, y que 
se designan como cirografum (chirographum) y cautio. En especial, la mención 
al quirógrafo, no recogido en la LV, resulta muy inusual, aunque no sea inexis-
tente ni desconocido en las fuentes de la época. Y no resulta fácil precisar el ori-
gen o la vía para su empleo en la Mérida de los siglos vi-vii o, en su caso, pos-
teriores. Podría relacionarse con la influencia del derecho justinianeo vinculado 
con la importante comunidad griega de la ciudad, así como con sus intensas re-
laciones con el mundo bizantino, especialmente, pero no solo, a través de los 
transmarini negotiatores. No obstante, no puede olvidarse que en Occidente tex-
tos jurídicos muy próximos, como la LRV, también recogen la institución del 
quirógrafo. Y, por último, destacaría las fuentes cristianas, entre otras y señala-
damente las obras de Agustín de Hipona, Gregorio Magno y la Biblia Vulgata, 
que permitían el conocimiento y familiaridad con esta figura a las élites religio-
sas cultas, como es el caso de Isidoro de Sevilla, Valerio del Bierzo y también de 
los obispos de la iglesia de Mérida.

64  Gregorio Magno, Registrum IX, 40, ver Laham Cohen 2013, 214-246. 
65  Velázquez 2008, 33-37; Chaparro Gómez 1992, 339-349. En la misma línea Garvin 

1946, n. 421.
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Rivista 11.2, 67-79.

Díaz, P.C., 2013, «Valerio del Bierzo: la equívoca marginalidad de un asceta tar-
doantiguo», Marginados sociales y religiosos en la Hispania tardorromana y visigoda, 
R. González Salinero (ed.), Madrid-Salamanca: Colección Thema Mundi, ed. 
Signifer Libros, 293-315.

Díaz, P.C., 2020, «Teoría y práctica de la medicina visigoda. Del enciclopedismo de 
Isidoro a la enfermería monástica», Asclepio: Revista de historia de la medicina y de 
la ciencia 72, 1, 1-16.

Díaz y Díaz, M.C., 1958, Anécdota Wisigothica I. Estudios y ediciones de textos literarios me-
nores de época visigoda, Filosofía y Letras, T. 12,2, Salamanca: Universidad de Salamanca.

Díaz y Díaz, M.C., 2006, Valerio del Bierzo. Su persona. Su obra, León: Centro de Es-
tudios e Investigación ‘San Isidoro’.

Díaz y Díaz, M.C., 2006, Valerio del Bierzo. Su persona. Su obra, León: Centro de Es-
tudios e Investigación ‘San Isidoro’.

Fernández Ardanaz, S., 1999, «Monaquismo oriental en la Hispania de los siglos vi-x», 
Los columbarios de La Rioja, Antig. Crist. 16. Murcia, 203-214.

Fuentes Hinojo, P., 2008, «Patrocinio eclesiástico, rituales de poder e historia urbana 
en la Hispania Tardoantigua (siglos iv al vi)», Stud. hist., H.ª antig. 26, 315-344.

Fuentes Hinojo, P., 2012, «Sucesión dinástica y legitimidad episcopal en la Mérida 
visigoda», En la España Medieval 35, 11-33.

Galende Díaz, J.C., 1996, «Un sistema de validación documental: de la Quirografía a 
las cartas partidas», Espacio, Tiempo y Forma 3, H.ª Medieval 9, 347-381.

Gallego Franco, H., 2011, «Domina mea: mujeres, protección y caridad en Hispa-
nia tardoantigua (siglos v-vii d.C.)», Arenal, 18:2 julio-diciembre, 335-368.

Gallego Franco, H., 2013, «Iluminando sombras. Mujeres y parámetros de margi-
nación social en Hispania tardoantigua», en R. González Salinero (ed.), Margi-
nados sociales y religiosos en la Hispania tardorromana y visigoda, Colección Thema 
Mundi, Madrid-Salamanca: ed. Signifer Libros, 85-118.

García Iglesias, L., 1974, «Aspectos económico-sociales de la Mérida visigótica», Re-
vista de estudios extremeños 30,2, 321-362.

García Iglesias, L., 1989, «Las posesiones de la iglesia emeritense en época visigoda», 
Gerión, Anejos 2, 391-402 (ejemplar dedicado a: Estudios sobre la Antigüedad en 
Homenaje al profesor Santiago Montero Díaz).



	 EL QUIRÓGRAFO DEL OBISPO FIDEL EN LAS VITAS SANCTORUM PATRUM...	 151

García Moreno, L.A., 1972, «Colonias de comerciantes orientales, siglos  v-vii», 
Habis 3, 127-154.

Gil, J., 2010, «La sociedad mozárabe», Anuario de Historia de la Iglesia Andaluza 3, 
11-33.

González García, T., 1979, «La Iglesia en la España romana y visigoda (siglos i-viii)», 
en: R. García Villoslada (dir.), Historia de la Iglesia en España, Madrid: Biblio-
teca de Autores Cristianos BAC, 601-602.

Graham B., 2023, «Empire and the Politics of Faction: Mérida and Toledo Revisited», en: 
D. Fernández, M. Lester & J. Wood (eds.), Rome and Byzantium in the Visigothic 
Kingdom: Beyond Imitatio Imperii, Amsterdam: Amsterdam University Press, 277-315.

Henriet, P., 2012, «Un horizon hagiographique d’opposition au pouvoir. Les milieux 
monastiques et ascétiques de l’Espagne septentrionale au viie siècle», en: E. Bozôy, 
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LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO  
Y LA LEGÍTIMA DEFENSA,  

DESDE EL DERECHO ROMANO A LA BAJA EDAD MEDIA.  
EL CASO DEL FUERO DE LA VILLA DE SAN SEBASTIÁN

J.A. Tamayo Errazquin
Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea (UPV/EHU)

Resumen:  La Constitución española, el Código Penal y otras normas in-
ternacionales protegen la inviolabilidad del domicilio y el derecho a la legí-
tima defensa. Se remonta, al menos, al código decenviral romano (XII Tablas). 
El derecho romano arcaico, derecho romano clásico, derecho justinianeo, de-
rechos bárbaros, derecho hispano-germánico, el derecho de las Partidas y los 
derechos forales han sido algunos de los hitos. Estos últimos recogen al mismo 
tiempo la tradición germánica y la tradición romanista. El llamado movi-
miento okupa ha venido a romper con esta tradición y se observan actuacio-
nes llamativas por parte de las autoridades en la dirección de debilitar el dere-
cho de propiedad, la inviolabilidad del domicilio y la legítima defensa. El 
Fuero de San Sebastián es ejemplo de que existieron ambas.

Palabras clave:  Fuero de San Sebastián, legítima defensa, inviolabilidad 
del domicilio, domus, «vim vi repellere licere».

The Inviolability of the Home and the Self-Defense, 
from Roman Law to the Late Middle Ages.  

The Case of the ‘Fuero’ of the Town of San Sebastián.

Abstract:  The Spanish Constitution, the Penal Code, and other interna-
tional norms protect the inviolability of the home and the right to self-de-
fense. This protection has its ultimate roots in the Roman decemviral code 
(XII Tables). Archaic Roman law, Classical Roman law, Justinianic law, the 
so-called Barbarian legislation, the Hispano-Germanic law, the Law of the 
Partidas, as well as the regional laws («fueros»). The latter reflect both the Ger-
manic and Romanist traditions. The so-called squatter (okupa) movement 
can be seen as a breach with this tradition, not without a certain support by 
the authorities, that could be seen as weakening the right to property, the 
inviolability of the home, and the right to self-defense. The Charter (Fuero) 
of San Sebastián is a good illustration of the existence of both.

Keywords:  Charter (Fuero) of San Sebastián, self-defense, inviolability of 
the home, domus, «vim vi repellere licere».
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1.  «A MAN’S HOUSE IS HIS CASTLE»

Edward Coke pronunció en sus The Institutes of the Laws of England (1628) 
la muy conocida frase, «For a man’s house is his castle» (para el hombre su casa 
es su castillo). Parece que el jurista inglés se refería a la potestad del señor del cas-
tillo de no permitir la entrada a los hombres del rey sin causa legalmente justifi-
cada. Coke debió de tener presente el conocido pasaje de Gayo en su comentario 
a las XII Tablas en que se refería así al valor de la domus para el romano: Pleri-
que putaverunt nullum de domo sua in ius vocari licere, quia domus tutissimum cui-
que refugium atque receptaculum sit, eumque qui inde in ius vocaret vim inferre vi-
deri.1 Y remata: «for where shall a man be sase, if it be not in his house?» Porque 
¿dónde estará el hombre más seguro si no es en su casa? Y esto lo decimos por-
que la frase completa debió de ser: «For a mans house is his castle, et domus sua 
cuique est tutissimum refugium [and each man’s home is his safest refuge]». Es 
evidente de dónde había extraído el jurista la expresión (Coke 1797, 161).2

El artículo 18.2 de la Constitución española reconoce el derecho a la invio-
labilidad del domicilio:

CE 18.2: El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en 
él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.

Sin embargo, no existe en la Constitución española ningún artículo que ins-
tituya de algún modo la legítima defensa. Hay que ir al Código Penal para ello.

El Código Penal trata indirectamente la legítima defensa. De acuerdo al ar-
tículo 20.4 del CP, la legítima defensa es una eximente de responsabilidad pe-
nal que consiste en cometer una acción punible cuando se obre en defensa de 
una persona o de derechos propios o ajenos.

CP 20.4: Están exentos de responsabilidad criminal: (...) El que obre en de-
fensa de la persona o derechos propios o ajenos, siempre que concurran los requisi-
tos siguientes:

Primero.  Agresión ilegítima. En caso de defensa de los bienes se reputará agre-
sión ilegítima el ataque a los mismos que constituya delito y los ponga en grave pe-

1  Dig. 2,4,18 (Gai. 1 ad leg. XII Tab.): «La mayoría consideró que no es lícito que nadie sea 
llamado a juicio desde su casa (se entiende desde el interior de la domus), puesto que la domus 
constituye receptáculo de acogida y segurísimo refugio para el que lo habita, y pudiera parecer 
que de esa manera se hace fuerza contra él». Probablemente, Gayo se esté refiriéndo a la mayoría 
de los juristas que han opinado sobre ese apartado específico de la Ley de las XII Tablas.

2  La edición de 1797 es la que he podido consultar. La primera edición es de 1628. Curio-
samente había relacionado la expresión de Edward Coke con el texto de Gayo sin conocer el 
apéndice latino del inglés. Mi sorpresa ha sido que en la búsqueda de una mención más com-
pleta de la cita me he encontrado con que éste ya había citado parte del texto gayano.
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ligro de deterioro o pérdida inminentes. En caso de defensa de la morada o sus de-
pendencias, se reputará agresión ilegítima la entrada indebida en aquélla o éstas.

Segundo.  Necesidad racional del medio empleado para impedirla o repelerla.
Tercero.  Falta de provocación suficiente por parte del defensor.

Ya en las XII Tablas se había prescrito que no se podía llevar a cabo la in ius 
vocatio entrando en la domus. Ni tan siquiera desde la puerta, puesto que la do-
mus era para los antiguos romanos refugium atque receptaculum, como hemos 
podido comprobar. Cicerón lo reafirma en su discurso a los pontífices cuando 
protesta por la confiscación por Clodio de su casa en el Palatino:

Quid est sanctius, quid omni religione munitius quam domus unius cuius-
que civium? Hic arae sunt, hic foci, hic di penates, hic sacra, religiones, caerimo-
niae continentur; hoc perfugium est ita sanctum omnibus ut inde abripi neminem 
fas sit.3

«¿Qué hay más sagrado, más protegido por toda religión, que la casa de 
cada ciudadano? Aquí se encuentran los altares (arae), aquí los fuegos sagrados 
(foci), aquí los dioses penates (di penates); en ella tienen lugar los sacra, las prác-
ticas religiosas y las ceremonias (caerimoniae); es un refugio tan sagrado para to-
dos que está prohibido arrancar a nadie de él».

En la sociedad actual preocupa el conocido como «movimiento okupa». Los 
medios de comunicación han difundido esta situación que consiste en la inva-
sión por personas ajenas y sin ningún título la morada de otro, bien por el for-
zamiento de puertas o ventanas, bien aprovechando un descuido de los legíti-
mos moradores, fueren propietarios, usufructuarios, inquilinos, precaristas o 
habitaran el lugar legítimamente con el permiso de los dueños. En cada vez más 
situaciones, impulsados por la crisis económica y la condescendencia con la que 
el gobierno se maneja en este ámbito, son los inquilinos los que deciden no ha-
cer efectivas las rentas debidas a la propiedad, la cual se encuentra con grandes 
dificultades para conseguir un desahucio efectivo y rápido. En todos estos ca-
sos el propietario se ve en la obligación de seguir manteniendo la casa haciendo 
frente a los consumos ajenos: luz, gas, tributos municipales, tributos estatales, 
etc... En algunos casos, las situaciones han sido sangrantes: la anciana que tras 
una intervención debe de pasar un tiempo ingresada en el hospital y al regreso a 
su domicilio se encuentra su casa okupada, con la policía protegiendo a los oku-
pantes de las iras del vecindario; el propietario al que okupan el domicilio y no 
puede desalojar a los asaltantes, y que se ve obligado, además, a seguir pagando 
las facturas de la luz, del agua, del gas y de todo tipo de suministro; el okupa 
profesional que, atraído por la falta de intervención de las autoridades, okupa 

3  Cic. De domo sua, 109. Para la traducción al castellano, Baños 1944, 174.
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un solar, vivienda o pabellón, y lo alquila a terceros. Otro tipo de okupas con 
una significación claramente delicuencial que convierte las viviendas en centros 
de tráfico y consumo de drogas, etc, etc...

Sólo en Barcelona se calculan más de 2600 ocupaciones para el año 2022. 
Las mafias que «subarriendan» las viviendas, en casos, trabajan a pedido. Exis-
ten viviendas okupadas que se convierten en narcosalas o centros de distribu-
ción de drogas. Muchos de estos inmuebles terminan destrozados o directa-
mente arrasados por el fuego. Son un foco donde se concentra la más selecta 
delincuencia local e internacional. Incluso los okupantes pueden llegar a empa-
dronarse en la vivienda okupada bajo las bendiciones por y parabienes de la au-
toridad, en especial de las autoridades municipales, que son a quienes compete 
el empadronamiento. Se ofrecen descomunales facilidades por parte de las ad-
ministraciones para ello, mientras se es absolutamente estricto con el ciudadano 
ordinario que desea empadronarse a causa de una elemental necesidad, oportu-
nidad o exigencia de cambio de domicilio.

He vivido la experiencia muy recientemente al trasladar mi domicilio a otra 
dirección en la misma ciudad (San Sebastián) y a lo que fue casa de mis pa-
dres que había recibido por herencia. Tuve enormes dificultades para hacerlo, 
a pesar de mostrar la aceptación de herencia, mi origen iure sanguine en la ciu-
dad, mi arraigo, mi situación impartiendo una asignatura sobre la Historia de 
San Sebastián en la Universidad del País Vasco desde hace muchos años, y en-
tregar todo tipo de documentación, el DNI, el carnet de la universidad, el libro 
de familia, el carnet de conducir, hasta la cartilla militar. Aún así, me obligaron 
los funcionarios del ayuntamiento a ir a la notaría a recoger la aceptación de he-
rencia, a pesar de encontrarse en la otra punta de la ciudad, puesto que se me 
requería el documento con la firma original del notario (yo les había mostrado 
la copia simple) o bien un contrato de arrendamiento o de compraventa, cosa 
que no existía, ni tenía por qué. A pesar de ello la funcionaria se vio en la nece-
sidad de consultar con sus superiores. Y con muchas dificultades se me permi-
tió, con dolor de trienios, empadronarme.

A continuación, al requerir igualmente el empadronamiento de mi esposa, 
tras presentación de DNI de mi mujer y el correspondiente libro de familia, no 
se me consintió hacerlo. Debía de presentarse ella personalmente y yo al mismo 
tiempo con un escrito firmado en el que permitía a mi esposa habitar en mi do-
micilio, ya que por su naturaleza era de carácter privativo. Al terminar todo 
aquel esperpento le espeté en un delicado euskera del muelle de Donosti que la 
próxima venía como sintecho u okupa, puesto que se comprueba resultaba más 
sencillo. Todo ello puede explicar la motivación que me ha empujado a escribir 
este trabajo.

El gobierno de coalición, con un partido directamente inclinado a apoyar la 
okupación, y el otro siguiendo su corriente, no tiene ninguna intención de in-
tervenir. La prensa progubernamental minimiza el problema. El País, a 6 Sep-
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tiembre de 2020: «Una dudosa alarma sobre los okupas. No hay datos de que el 
fenómeno se dispare. Los jueces aseguran que no hacen falta más leyes: el desa-
lojo de una vivienda es inmediato y la mayoría de los casos se dan en pisos va-
cíos de bancos». El Pleno del Congreso de los Diputados tumbó el 16-2-2021 
la Proposición de Ley Orgánica contra la «okupación» presentada por el PP 
(desalojo inmediato en menos de 12 horas, establecer penas de prisión, prohibir 
a los ayuntamientos empadronar okupas, dar a las comunidades de vecinos ca-
pacidad de intervención urgente en el caso de que el propietario se halle au-
sente... ciertamente, a la iniciativa popular le faltarían algunas cuestiones pero 
constituía un avance en relación a lo que venía ocurriendo). La iniciativa legis-
lativa fue rechazada por la mayoría que conforman PSOE, Unidas Podemos, los 
grupos independentistas y las restantes fuerzas que sostienen al ejecutivo. Para 
ellos tu casa no es tu castillo. Es el de otros.

Junto con las okupaciones proliferan los asaltos a domicilios. En casos, a 
viviendas de personas reconocidas en el mundo del deporte, de la cultura, de 
los negocios, etc... Sólo en el mundo del fútbol, en ocasiones in absentia, y, en 
otros casos, con los propietarios y sus familias en el interior, se han asaltado los 
domicilios de Aubameyang (del Barcelona), Samu (Valencia), Partey (Atlético 
de Madrid), Piqué (Barcelona), Aspas (Celta), Morata (Atlético de Madrid), 
Alba (Barcelona), Ansu Fati (Barcelona), Casemiro (Madrid), Benzema (Ma-
drid), Joaquín (Betis), Carvalho (Betis), Lucas Vázquez (Real Madrid), Isco 
(Real Madrid), Zidane (Real Madrid), Varane (Real Madrid), Gabi (Atlético de 
Madrid), etc...

Los asaltos a domicilios de personas de condición más humilde que los cita-
dos tienen mucha menor difusión pública. Pero pocas serán las familias que, en 
España, se mantengan indemnes de semejante pandemia. Existe miedo y aflo-
ran empresas de desokupación. Además, las empresas de alarmas o compañías 
de seguridad, junto con los seguros, han empezado a ofrecer y publicitar pro-
ductos contra la actividad okupa. Reacción que, por otra parte, no ha sido bien 
vista por las autoridades que han apuntado la posibilidad de ilegalizar la acti-
vidad informativa de los productos de las mencionadas empresas de seguridad 
aludiendo que se está ofreciendo una falsa imagen de la realidad.

Hay ciudadanos que se preguntan cómo se ha podido llegar a semejante si-
tuación.

En el terreno de los asaltos violentos a domicilios tampoco es que se haya 
avanzado mucho. No es cuestión de abrumar con ejemplos, que los hay, y mu-
chos. Sólo alguna perla: Claudio y otra persona asaltan un domicilio de noche 
reventando la puerta de una patada y se dirigen al dormitorio donde duermen 
Amparo y Gerardo. Toman a la mujer y la empiezan a golpear en la oscuridad. 
Gerardo, semidesnudo, descalzo y a oscuras, se levanta y acierta a coger un cu-
chillo de cocina para defender a su mujer, dando cuatro cuchilladas a Claudio. 
Se absolvió al acusado, Gerardo, de tentativa de homicidio por ser una mezcla 
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de legítima defensa y miedo insuperable. A pesar de lo cual se condena a Ge-
rardo, por la eximente incompleta de miedo insuperable, a la pena inferior en 
dos grados (Agiu 2016, 68).4

Otro caso. En Porreres (Mallorca), 24 de febrero de 2018, cuatro bandidos 
que conformaban la llamada «Banda del Demonio», a cuya cabeza se hallaba 
Pep el Merda, se confabulan y asaltan la casa de una pareja de ancianos. Pegan 
al hombre de 82 años, y maltratan a la mujer, obligándoles a abrir la caja fuerte. 
Mientras la desvalijan, aprovechando un descuido, el anciano se hace con la es-
copeta de caza y dispara a uno de los ladrones, hiriéndole en el estómago. El 
resto consigue desarmar al anciano y huyen con el botín. Al bandido herido se 
le hospitaliza, pero muere a consecuencia de la herida. Era la segunda ocasión 
en que se asaltaba el mismo domicilio. El anciano asaltado se enfrenta a una 
condena de cuatro años de cárcel por un delito de homicidio con la eximente 
incompleta de legítima defensa. La anciana puede que salga indemne.5Otro. Ja-
cinto Silverio resulta condenado a dos años de cárcel como responsable de la 
muerte de un atracador al que disparó. El 1 de marzo de 2015, Jacinto, su mu-
jer Mercedes, y la hermana de ésta sufrieron un atraco en su casa de Arafo (Te-
nerife) cometido por dos jóvenes, enmascarados, armados con una pistola si-
mulada y un palo. Torturaron a Mercedes, a la que rompieron los dedos de 
una mano cazándolos con una puerta contra el marco, mientras la apaleaban 
en todo su cuerpo con un palo. Jacinto, desesperado por los gritos de su mujer, 
les garantizó que les entregaría lo que buscaban, consiguiendo ir a otra estancia, 
donde había afirmado a los asaltantes, guardaba el dinero y las joyas, pero de la 
que volvió con un revólver. Disparó contra el de la puerta y lo mató. El jurado 
consideró culpable a Jacinto y señaló que no debió disparar en el interior de la 
casa, pues el lugar era pequeño y podía impactar en alguno de los presentes. 
Consideró también que podía haber utilizado otras alternativas igual de efecti-
vas para salvar su integridad física y la de su esposa evitando la muerte del de-
lincuente. En definitiva, el jurado no consideró que hubiera miedo insuperable, 
ni legítima defensa.

Como se puede comprobar la legislación actual en todos estos casos hace 
prevalecer la legítima defensa, la proporcionalidad, y el miedo insuperable. Tal 
como veremos ocurría en el derecho romano. Pero la cuestión se plantea en la 
interpretación de los tribunales.

¿No es acaso legítima defensa el disparo de un anciano de 82 años, previa-
mente apaleado por jóvenes asaltantes, contra Pep el Merda, cuyas intenciones, 
aparte del robo, no podía el anciano predecir? ¿No era suficiente que los saltea-
dores estuvieran rompiendo los dedos a la mujer de Jacinto? ¿Habría debido de 

4  Sent. 170/2003 del TS, Sala de lo penal, 18 de diciembre de 2003.
5  El Cierre Digital, 26-09-2023; Mallorcadiario.com: «El cutre ladrón que murió en el in-

tento», 7-09-2025; Última Hora, 1-03-2018.
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tener este la delicadeza de no disparar en el interior del domicilio para evitar he-
rir a alguno de los presentes? ¿Cuáles son esas otras alternativas? ¿Llamar al cura 
o a un psicólogo para que les convenza, confundirlos con el infierno, hacerles el 
baile del vientre, contarles la historia del gallo de Chantecler? ¿Alguien puede 
imaginar el terror que invade a Gerardo cuando siente que a su mujer la es-
tán dando una paliza, y semidesnudo, descalzo y a oscuras, se hace con la única 
arma que probablemente había en casa, un humilde cuchillo de cocina, y vuelve 
para defender a su esposa?

Pues bien, el presente trabajo va encaminado a llevar a cabo una reflexión 
en torno a estas dos cuestiones: la inviolabilidad del domicilio y la legítima de-
fensa. Cuestiones que vemos aflorar, en una época caracterizada por una gran 
inseguridad, con una esperanza de vida muy limitada comparada con la que 
existe en la actualidad, en los fueros que concedieron unos reyes que demostra-
ron una gran preocupación por los derechos, el bienestar y la seguridad de sus 
súbditos, y en la que es casi seguro no existiría la asfixiante burocracia, tecnoló-
gica o no, que nos invade en la actualidad, a pesar de que la mayor parte de la 
población fuera analfabeta.

2.  EL NACIMIENTO DE LAS VILLAS

Nos ubicamos en los arranques de la Baja Edad Media, siglos x y xi, en el 
norte peninsular. Por el sur tenemos las periódicas razias de los sarracenos. Por 
el norte, los ataques de los vikingos a las poblaciones de la costa cantábrica, 
costa que debió de convertirse en una especie de desierto al hilo de los pocos 
restos que nos han dejado correspondientes a esa época. El resurgir de los movi-
mientos de población gracias a las peregrinaciones, en particular la de Santiago, 
y el interés de los reyes por fijar población, a poder ser cualificada, al objeto de 
convertir los lugares en polos de desarrollo económico, hicieron que se produ-
jera el nacimiento de las villas y de una forma de vida, con más o menos seguri-
dad, que habíamos olvidado desde que la antigua Roma se viniera abajo.

A pesar de lo cual, el proceso fue muy lento, porque la mayoría de la pobla-
ción, todavía en los siglos xiii y xiv, sería población campesina que vivía fuera 
de los centros urbanos y en la mayor parte bajo dependencia de los señores de 
la tierra. Precisamente, esos señores de la tierra que ostentaban un puesto en la 
sociedad que se habían ganado en virtud de los servicios llevados a cabo a los re-
yes en los diversos conflictos militares que cuajaban esa terrible época. En par-
ticular, la Reconquista, imponía un poder despótico y malsano que hacía muy 
difícil el asentamiento de poblaciones de mercaderes y artesanos. Aparte de las 
razias de los árabes, los caminos se hallaban infestados por bandidos, en muchos 
casos miembros de las mesnadas de los señores que campaban a sus anchas y sin 
límite material o moral alguno.
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Los reyes tuvieron que luchar con eso y esa fue la causa de que en los fueros 
que concedieron se manifestaran todo tipo de normas para proteger a toda esta 
nueva población. Estos fueros insisten en que los habitantes de la villa aforada 
no se vean obligados a ser juzgados por otra instancia que no sea la de los alcal-
des de la propia villa, incluso, cuando el pleito enfrentase a villanos y habitantes 
extramuros, esa innoble soldadesca de la Tierra Llana.

En este contexto tenemos igualmente las distintas normas que conceden de-
rechos a los dueños de sus casas (las de las villas) fortaleciendo la señoría sobre 
ellas y se establecen diversas disposiciones tendentes a proteger su inviolabili-
dad. Tal cosa constituyó una enorme novedad y avance en la época dado los in-
sanos, bárbaros y despóticos hábitos que, tanto los señores como sus vasallos, 
imponían sobre una infeliz población que se veía obligada a someterse a los 
mandados de toda esa chusma. En el País Vasco a esa especie de superestructura 
de la tierra se la conocía como Parientes Mayores (Ahaide Nagusiak), muchas 
veces enfrentados a muerte entre ellos mismos, cuando dejaban de llevar a cabo 
robos y asaltos sobre poblaciones y reinos, como el de Navarra. No por nada se 
conoció a la Barranca que separa Navarra y Guipúzcoa, entre las sierras de An-
día-Urbasa y Aralar, como «frontera de los malfechores». Precisamente, el mo-
vimiento de fundación de villas, amparadas en sus fueros y privilegios, permitió 
hacer frente a este colectivo y fueron los grandes aliados de los reyes en este me-
nester.6

Junto con lo militar, mercantil y artesanal hubo otra finalidad que preten-
dieron proteger los reyes en este nuevo tipo de poblamiento. Fue el asunto de 
las cargas que soportaban toda aquella población, fuera burguesa o campesina. 
Las diferentes clases de gravámenes que sostenían a la Iglesia y a los señores se 
manifestaban en diezmos, primicias y otras cargas (se pagaba por todo: por ma-
trimonio, bautismo, comunión, defunción, misas, etc...). Igualmente, se pagaba 
por el uso (obligatorio) del molino del señor, del horno, del puente, del río, de 
la cantera, de los bosques, de la caza... Por la boda del señor o su primogénito, 
por el rescate del señor, por el fortalecimiento de las defensas, por la extrac-
ción de piedra, por la recogida de leña, etc, etc... Observaremos, cómo los reyes 
van a liberar a los habitantes de las villas recién fundadas de estas cargas, mu-
chas veces privándose los propios reyes de esas ventajas, con gran escándalo de 

6  A este tipo de gente se la conoció como «banderizos» puesto que se hallaban vinculados a 
un bando determinado. En el País Vasco fueron referente de ello dos en particular: el bando de 
los Oñacinos y el bando de los Gamboínos, que se enfrentaron entre sí, además de luchar contra 
las villas, que se defendieron constituyendo hermandades. Sobre todo ello han surgido recien-
temente interesantes estudios. A mero título de información alguna obra que nos pueda arrojar 
luz: una fuente de época imprescindible la constituye Lope García de Salazar 1967; Lope García 
de Salazar 1985; se puede encontrar también on line: Marín Sánchez 1999; un estudio clásico 
introductorio, el de Arocena 1959, y uno de los más recientes, con diversos estudios de los espe-
cialistas más actuales, Díaz de Durana, 1998.
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los señores de la tierra que, en el caso al menos del País Vasco, disfrutaban en 
muchos casos de las rentas eclesiásticas de ermitas, iglesias, monasterios, etc... 
ostentando la capacidad de imponer clérigos, párrocos, etc... en las diversas ins-
tancias que controlaban. Lo que se conoció como el patronato sobre iglesias, er-
mitas y monasterios.

FSS, I.6.: Similiter volo et dono per fuero populatoribus Sancti Sebastiani 
quod faciant furnos et balneos et molendinos, et possideant ipsi et omnis generatio 
illorum liberos et ingenuos, et ut rex nullum censum non querat in eis.

El simple hecho de moler el grano, de usar un horno, de bañarse en un es-
tablecimiento, de aprovechar un bosque, etc... constituía en sí mismo un grava-
men sobre la población, que, incluso no gozaba del derecho de levantar los su-
yos propios, sino que se veía obligada a utilizar la de sus señores mediante pago.

El movimiento teológico de la época medieval fue de gran impacto en todos 
los órdenes. Especialmente, en el ámbito de la evolución de la humanidad en el 
camino de las libertades. Tomás de Aquino, Ockham, Escoto, Acursio, Bartolo 
de Sassoferrato, se sitúan a caballo entre el siglos xiii y xiv. En la Edad Media, 
la distancia entre teología, filosofía y derecho se podría considerar nimia. Es-
tas tres ciencias constituyeron piedras angulares sobre las que fundamentar los 
conocimientos universales de la época. Sus universidades fueron templos que 
recibieron, a su vez, a la flor de la sabiduría griega tras los diversos saqueos de 
Constantinopla, antes y después por los cruzados, y, en 1453, por los otoma-
nos. Máximo Planudes, Isidoro de Kiev, Jorge de Trebisonda, Jorge Gemisto, 
Demetrio Cidonio, Andrónico Calixto, Juan Argirópulo, Basilio Besarión, Laó-
nico Calcocóndilas, constituyen una pequeña parte de los muchos sabios que se 
trasladaron de Oriente a Occidente y que enriquecieron el final de la Edad Me-
dia europea y abrieron las puertas al Renacimiento.

La aparición del movimiento de fundación de villas, paralelo en España a 
la marcha de la reconquista y expulsión de los musulmanes, promoverá la apli-
cación de nuevos ordenamientos jurídicos, instrumentos indispensables para 
el afianzamiento de las monarquías. En ese contexto las referencias y diatribas 
en torno al homicidio y a la legítima defensa fueron numerosas, y plantearon 
un gran debate intelectual. El homicidio, como no podía ser menos, era consi-
derado gran pecado que chocaba con el quinto mandamiento («non occides»). 
Y los teólogos medievales (Pedro Aureolo, Guillermo de Ockham, Durando 
de San Porciano, Roberto Holkot, Pedro de Palude, Juan Buridano, Marsilio 
de Inghen, Pedro de Ailly, Gabriel Biel, Herveo de Natal, Hugo de Orvieto, 
Raimundo de Peñafort, etc…) se preguntan qué es lo que prohíbe u obliga este 
precepto. Y concluyen que lo que prohíbe es matar a un semejante «auctoritate 
propria». Es decir, existen razones que podrían explicar la muerte de un seme-
jante y convertir al homicida en irreprochable. Esto se da, por ejemplo, cuando 
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alguien mata a otro en legítima defensa. Tal situación comprobamos que se 
contempla en diversos fueros que el rey concede a las villas. También en el 
Fuero de San Sebastián.

¿Qué es lo que ocurre en la muerte de un hombre en legítima defensa se-
gún los teólogos medievales? Más o menos, concluyen que, el homicidio, podría 
considerarse permisible en la medida en la que se cumplan una serie de requisi-
tos. Uno de ellos es el principio del estado de necesidad, que se origina cuando 
la agresión es inevitable. Otro, el de la defensa, que sólo se mantiene hasta que 
la agresión deja de serlo. Y, por último, el de la moderación, que consiste en el 
empleo de una fuerza proporcional frente al agresor, en concordancia a la que 
este emplea sobre su víctima. Todo ello se puede seguir en un trabajo que Juan 
Carlos García de Vicente ha escrito sobre el tema.7

3.  LA TRADICIÓN JURÍDICA ROMANA

Sin embargo, no pensemos que tal cosa suponga una innovación de los ju-
ristas áulicos que se hallaban en el entorno de los monarcas. El tratamiento de 
la legítima defensa, vendría ya de lejos. Probablemente, estuviera presente en la 
Ley de las XII Tablas: «Lex duodecim tabularum furem noctu deprehensum occi-
dere permittit, ut tamen id ipsum cum clamore testificetur: interdiu autem depre-
hensum ita permittit occidere, si is se telo defendat, ut tamen aeque cum clamore 
testificetur», dice Gayo que decía la ley decenviral en su comentario al edicto 
provincial.8

Es decir, que, según Gayo, que sabemos escribió una monografía sobre las 
XII Tablas, la ley decenviral permitía matar al ladrón que fuera sorprendido de 
noche, si éste se defendiera con un arma (si is se telo defendat) y siempre que la 
acción fuera anunciada para que hubiera testigos (cum clamore testificetur).

Y estos habrían sido los términos empleados en la ley de los decenviros en 
un lenguaje más conciso y brutal: SI NOX FURTUM FAXSIT (faxit), SI IM 
OCCISIT CAESUS ESTO.9 Por lo tanto, la ley de las XII Tablas permitía 
que el ladrón sorprendido de noche en la casa fuera muerto por el dueño de la 
casa, siempre que tal ejecución se proclamara, se declarase a gritos. Y, si fuera 
de día, y si el ladrón se defendiera con un arma, siempre, igualmente, que se 
diera conocer a gritos.10 Con lo cual no se explica la negativa de Esther Do-
mínguez, a la existencia de una base textual que la sancionara (Domínguez 
2021, 2, 201).

7  Vid. García de Vicente 1999.
8  Dig. 9,2,4,1 (Gai. 7 ad ed. provinc.).
9  XII Tabularum, VIII,12.
10  Dig. 9,2,4,1. (Gai. 7 ed. prov.). 
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Bien es cierto que lo que nos ha llegado de la ley no habla exactamente de 
si la situación se produce en el interior o en el exterior de la domus. Podría tra-
tarse de un asalto en el camino, bien fuera nocturno o diurno. La ley emplea 
los términos praedo y latro, ambos sinónimos en cierta medida, siendo el pri-
mero más relacionado con el bandido callejero o salteador de caminos. Con lo 
cual podríamos pensar que se tratase indistintamente de asalto en el domicilio o 
en el exterior.11 Pero para la finalidad del presente trabajo, a pesar de que nues-
tro texto principal sea el de la legítima defensa en el contexto del domicilio, no 
afecta sustancialmente tal distinción.

Para la mencionada autora resulta diáfano que la ley de las XII Tablas no 
contenía prohibición alguna. Defiende que el pasaje de Paulo que viene a con-
tinuación del de Gayo que estamos comentando (en el Digesto), y en contra 
de lo dicho por este jurista, es prueba de que es permisible la entrada en el do-
micilio para citar a juicio. Desde mi punto de vista, Juliano dice que puede ci-
társele a juicio si el propietario de la casa concede permiso de entrada al recla-
mante —sed si aditum ad se praestet— para que se le formule la in ius vocatio. 
Y lo confirma la propia autora ofreciendo un texto de Paulo: sed de domo sua 
nemo extrahi debet,12 en el que se dice claramente que, aunque se puede llamar 
a juicio a aquel que está en casa, nadie le puede forzar a salir de ella. Y la pro-
pia compilación justinianea remacha, en Dig. 50,17,103,13 en el título dedi-
cado a las regulae extraídas del derecho antiguo con un rotundo Nemo de domo 
sua extrahi debet = nadie debe ser arrancado de su casa. Luego, es meridiana-
mente claro que se puede citar a juicio desde la puerta de la casa, pero no en-
trando forzadamente en ella, a no ser que haya expreso permiso del dueño.

El propio jurista Paulo subraya lo dicho y plantea otra casuística:

Qui, cum aliter tueri se non possent, damni culpam dederint, innoxii sunt: 
vim enim vi defendere omnes leges omniaque iura permittunt. sed si defendendi 
mei causa lapidem in adversarium misero, sed non eum, sed praetereuntem per-
cussero, tenebor lege aquilia: illum enim solum qui vim infert ferire conceditur, et 
hoc, si tuendi dumtaxat, non etiam ulciscendi causa factum sit.14

Partiendo del principio «vim enim vi defendere omnes leges omniaque 
iura permittunt», toda ley y derecho permiten repeler la fuerza con la fuerza, 
dice Paulo que resulta que pueden verse inopinadamente reclamados por culpa 

11  XII Tabularum, VIII,13: Furem, hoc est praedonem et latronem, luci occidi vetant XII Ta-
bulae... nisi se telo defendit, inquit; etiamsi cum telo venerit, nisi utetur telo eo ac repugnabit, non 
occides. Quod si repugnat, endo plorato, hoc est conclamato, ut aliqui audiant et conveniant.

12  Dig. 2,4,21 (Paul. 1 ad ed.): Sed etsi is qui domi est interdum vocari in ius potest, tamen de 
domo sua nemo extrahi debet.

13  Dig. 50,17,103 (Paul. 1 ad ed.), de nuevo, es un texto de Paulo.
14  Dig. 9,2,45,4 (Paul. 10 ad Sab.).
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aquellos que llevan a cabo una defensa personal, en principio, legítima. Como 
en el caso de que para defenderme de un ataque injusto lanzara una piedra y no 
diera al culpable, dice el jurista, sino a uno que transitaba por el lugar y que no 
tenía nada que ver en el ataque contra mí. En ese caso respondería por la Lex 
Aquilia de damno, puesto que se me permite ir sólo contra aquel que emplea la 
fuerza.

En conclusión, tanto Gayo —como sabemos amante del derecho histórico 
y especialista en la ley de las XII Tablas— como Juliano, como Ulpiano, como 
Paulo, y su antecesor Casio Longino, lo más brillante de la jurisprudencia clá-
sica romana, son partidarios de entender que la ley de los decenviros había pen-
sado en proteger la inviolabilidad de la domus dando la capacidad al dueño de 
protegerse armado, incluyendo la muerte del asaltante, siempre que el asalto 
fuera nocturno, y lo anunciara públicamente, y, si diurno, entrara armado.

La domus, al igual que el templo (aedes), mantuvo desde tiempos inme-
moriales un componente sagrado para los romanos. Era la sede de los lares fa-
miliares, donde vive el fuego del hogar, en donde se preservan las imagenes de 
los antepasados, donde moran los dii Penates, el lugar en el que, en un primer 
momento, antes de que se produjera la prohibición decenviral de enterrar in-
tramuros, los cadáveres de los difuntos, se enterraban. La inhumación se lle-
vaba a cabo, como digo, en la propia domus, de forma que se entendía que sus 
espíritus se mezclaban con los vivos, y eran ofrecidos a los dioses Manes, que, 
tal como se ha dicho y como era costumbre ancestral, también moraban en la 
domus.

Igualmente, el derecho germánico, coincide con la tradición romana en este 
punto, y para él el interior de la casa tiene también un componente sagrado y se 
le relaciona con la primitiva religión (Orlandis 1944, 108 y n. 4.).

Es evidente que la casuística procesal nos trae muchas e interesantes inte-
rrogantes. ¿Qué ocurre si la muerte del ladrón se produce de forma inevitable a 
causa del enfrentamiento y antes de haberse podido proceder a los gritos de ri-
gor? ¿En el caso de que se le inmovilizara y se pudiera proceder a la convocato-
ria de testigos, qué sucedería si no se presentara ninguno? ¿Podría el dueño eje-
cutarlo? ¿Se deberían de emplear ciertas palabras en el anuncio de ejecución y 
cuáles serían estas? ¿Qué sucedería si por causa del enfrentamiento o por otro 
motivo el ejecutor, bien de forma temporal o de forma permanente, no tuviera 
voz o no la suficiente para que fuera escuchado? ¿O qué si la casa asaltada se en-
contrara en el campo sin vecinos que pudieran escuchar las voces alrededor? 
¿Qué ocurriría si el dueño resultara muerto a causa del lance y el ladrón hecho 
prisionero por los familiares o esclavos? ¿Podrían proceder a la convocatoria de 
testigos y ejecutarlo, o tendrían que entregarlo al pretor o a la autoridad compe-
tente?

Y hay quienes apuntan a que tal disposición o disposiciones estuvieran rela-
cionadas con diferentes ámbitos. Acabamos de mencionar la in ius vocatio. Pero 
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tenemos también otras, como la perquisitio lance licioque, esa extraña tradición 
que los propios juristas clásicos no se atrevían a interpretar, por ejemplo, el pro-
pio Gayo, que consistía en que en un caso de furtum en el domicilio, el propie-
tario procedía a llevar a cabo una supuesta pesquisa en la casa del supuesto la-
drón, desnudo y provisto únicamente de un cordón con un fragmento de lino 
para ocultar las partes pudendas y por una bandeja. El propio Gayo que la trae 
a colación por antiquísima costumbre dice de ella «tota ridicula est».15

O la obvagulatio ob portum. Igualmente, dudosa disposición de las XII Ta-
blas que, al parecer, pretendía llevar a cabo una citación a juicio desde la puerta 
de la domus, para algunos, o bien, para otros, elevar injurias, gritos o cánticos 
(«carmina famosae») desde el dintel al interior, al objeto de que saliera el citado 
para presentarse ante el magistrado («in ius vocatio»). Este proceder indica-
ría que la domus era sagrada y considerada inviolable (Domínguez 2021, 2,203 
y 204).16

Otra cosa es que semejantes disposiciones indiquen la existencia en las 
XII Tablas de prohibiciones que rechazaran la violación del domicilio. Desde 
mi punto de vista, el pasaje de Gayo mencionado al comienzo de este tra-
bajo —quia domus tutissimum cuique refugium atque receptaculum sit— es una 
prueba de su existencia habida cuenta de que dicho pasaje se halla extraído pre-
cisamente del comentario del propio jurista a las leyes decenvirales.17

Los juristas romanos, Casio Longino, fundador de la escuela Casiana o Sa-
biniana, y Ulpiano, en particular, jurista áulico del primer tercio del siglo  iii 
después de Cristo, ya establecieron que es totalmente lícito rechazar la violen-
cia con la violencia, que es aceptable rechazar las armas con las armas, y que, 
tal principio, no es de derecho civil, sino de derecho natural, ínsito en todos los 
pueblos, y también en la naturaleza y en los animales:

Vim vi repellere licere Cassius scribit idque ius natura comparatur: apparet 
autem, inquit, ex eo arma armis repellere licere.18

La mejor descripción del fragmento de Ulpiano, según mi opinión, aún 
desconociendo la remisión al derecho natural, la hallamos en Filomena Pisconti 
que dice: «La disposizione penale contiene una chiara ipotesi di autotutela pri-
vata ammessa in via eccezionale e derogatoria rispetto al principio del divieto 
della ragion fattasi, escludendo la punibilità del soggetto che commette il reato, 
per esservi stato costretto dalla necessità di difendere un diritto proprio od al-
trui contro il pericolo attuale di una offesa ingiusta» (Pisconti 2017, 493).

15  Gai. Inst. III,192 y 193.
16  La autora se muestra incrédula con tal aseveración.
17  Al contrario de lo que defiende Esperanza Domínguez en el trabajo comentado.
18  Dig. 43,16,1,27 (Ulp. 69 ad ed.).
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Por lo tanto, es lícito repeler la fuerza con la fuerza afirma Ulpiano, que es 
un jurista severiano del siglo iii p.C., apoyándose en el citado y reputado jurista 
Casio.

El propio Gayo ya lo había señalado anteriormente (mediados del siglo  ii), 
subrayando, en el caso del ataque de un esclavo ajeno, que, si el atacado lo ma-
tara, no incurriría en ningún contrafuero, puesto que la razón natural permite a 
uno defenderse del peligro. Por ejemplo, en el caso del esclavo ajeno que acechaba 
para robarme, ya que la razón natural (naturalis ratio) me permite la autodefensa:

Itaque si servum tuum latronem insidiantem mihi occidero, securus ero: nam 
adversus periculum naturalis ratio permittit se defendere.19

Lo cual venía ya siendo previsto en la tradición jurídica más antigua de los 
romanos, la Ley de las XII Tablas, de la que era gran conocedor el jurista ci-
tado, quien dedicó un libro de comentarios a esta ley a la que, además, en sus 
Instituciones, cita y comenta repetidamente. Él hace distinción entre el asal-
tante nocturno y el asaltante diurno. La nocturnidad supone un agravante, 
pero, a pesar de ello, el jurista avisa de que habría que dejar constancia de tal 
hecho dando voces, es decir, haciéndolo público (ut tamen id ipsum cum cla-
more testificetur). No queda del todo claro, pero parece entenderse que se trata 
de prenderlo previamente, y, una vez prendido, anunciar que se tiene la inten-
ción de ejecutarlo de acuerdo con la ley.

Lex duodecim tabularum furem noctu deprehensum occidere permittit, ut ta-
men id ipsum cum clamore testificetur: interdiu autem deprehensum ita permittit 
occidere, si is se telo defendat, ut tamen aeque cum clamore testificetur.20

Es decir, de acuerdo a la Ley de la XII Tablas, si el ladrón es sorprendido de 
noche es lícito que el dueño de la casa lo mate en el acto, siempre que lo anun-
cie a gritos (clamore testificetur). No dice que tenga que ir armado. Y, si es de 
día, también sería lícito, siempre que el atacante lo haga armado y el atacado lo 
anuncie igualmente a gritos. Por lo tanto, aquí la diferencia se halla entre si el 
asaltante va armado o no. Si fuera armado la legítima defensa es admisible siem-
pre que se haga ante testigos. Si el asalto sucediera de noche no importa que 
vaya armado, la nocturnidad, por sí misma, es un agravante suficiente.

Dada tal situación se nos antojan algunas cuestiones: 1) que el hacerlo pú-
blico es previo para que existan testigos de la circunstancia; 2) que qué es lo que 
ocurre si, aún habiendo dado voces, no se presentan testigos (¿se podría llevar 
a cabo la ejecución?, ¿era permisible la defensa?); 3) que qué es lo que ocurre si 

19  Dig. 9,2,4pr. (Gai. 7 ad ed. provinc.).
20  Dig. 9,2,4,1. (Gai. 7 ad ed. provinc.).
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el grado de violencia ejercido, la inmediatez, el apresuramiento, la celeridad, la 
premura, la rapidez, la tensión, el miedo, el instinto de defensa, no permiten, o, 
al menos, no favorecen, dar voces.

Quizás la solución se da en el paso siguiente que dice que también la Ley 
Aquilia permite matar al ladrón flagrante de día, pero siempre que éste se de-
fendiera con arma (si is se telo defendat). Pero de igual forma habría que dar vo-
ces para reclamar testigos. La cuestión es que, si pudiendo prenderlo, prefiere 
matarlo, entonces sí que se obra con injusticia.

La cuestión reside en que la presencia de testigos pueda ofrecer cobertura a 
la acción violenta.

Y lo estableció rotundamente el jurista Florentino (siglo ii p.C.) al decir que 
debemos rechazar la fuerza (vim) y la injuria (iniuria); en este caso se refiere al 
concepto antiguo de iniuria, como agresión física, puesto que se entiende que 
quien se defiende de un ataque (ob tutelam corporis) se defiende con justicia 
(iure), dado que la naturaleza estableció entre nosotros un parentesco natural 
(cognatio) y, como consecuencia, le sea ilícito (nefas) al hombre mover insidias 
contra el hombre (hominem homini insidiari).

Ut vim atque iniuriam propulsemus: nam iure hoc evenit, ut quod quisque ob 
tutelam corporis sui fecerit, iure fecisse existimetur, et cum inter nos cognationem 
quandam natura constituit, consequens est hominem homini insidiari nefas esse.21

Por lo tanto, ya entre los juristas romanos quedó meridianamente estable-
cido el principio «vim vi repellere» (repeler la fuerza por la fuerza), con las limi-
taciones establecidas. Y el pequeño repaso que hemos dado aquí al Digesto es 
tan sólo una brevísima demostración de ello.

Ahora bien, la legítima defensa no puede dar, de ningún modo, paso al 
abuso. El ataque al fundo (hacienda agrícola) de alguien armado puede justi-
ficar la defensa igualmente armada y la muerte del agresor. En este caso no se 
trata únicamente de la vida, se trata también de la defensa de la propiedad.

Qui armati venerunt et si armis non sunt usi ad deiciendum, sed deiecerunt, 
armata vis facta esse videtur: sufficit enim terror armorum, ut videantur armis 
deiecisse.22

Viene a decir que, si los que hubieran llegado armados, aunque no emplea-
ran las armas que portaban, es como si realmente hubieran utilizado violencia 
armada, puesto que es suficiente el terror de la visión de las armas (terror armo-
rum) para que se entienda que van a ser empleadas.

21  Dig. 1,1,3. (Flor. 1 inst.).
22  Dig. 43,16,3,5. (Ulp. 69 ad ed.).
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Es evidente que tal planteamiento abre una casuística variada de diferentes 
grupos que, aún yendo armados, no tienen la voluntad de emplear las armas. 
En esto, los juristas romanos, y, particularmente, Ulpiano, matizan la situación 
del «terror armorum» y aclaran que sobre esto hay que temer al miedo presente, 
no al que preveamos que pueda estar a punto de venir.

Metum autem praesentem accipere debemus, non suspicionem inferendi eius: 
et ita Pomponius libro vicensimo octavo scribit: ait enim metum illatum accipien-
dum, id est si illatus est timor ab aliquo. denique tractat, si fundum meum dere-
liquero audito, quod quis cum armis veniret, an huic edicto locus sit? et refert La-
beonem existimare edicto locum non esse et unde vi interdictum cessare, quoniam 
non videor vi deiectus, qui deici non expectavi sed profugi. aliter atque si, postea-
quam armati ingressi sunt, tunc discessi: huic enim edicto locum facere. idem ait, 
et si forte adhibita manu in meo solo per vim aedifices, et interdictum quod vi aut 
clam et hoc edictum locum habere, scilicet quoniam metu patior id te facere. sed 
et si per vim tibi possessionem tradidero, dicit Pomponius hoc edicto locum ese.23

Pero debemos entender por intimidación el miedo presente, no la sospecha 
del que puede venir; y así lo escribe (el jurista) Pomponio. Porque dice que se ha 
de entender por intimidación la ya sufrida, es decir, si alguien atemorizó. Trata, 
por lo demás, de si tendrá aplicación cuando yo abandonase mi fundo por haber 
oído que alguien venia con armas. Refiere Pomponio que Labeón (el gran jurista 
del siglo i fundador de la escuela Proculeyana) estimaba que no tendría aplica-
ción el edicto y que no se aplica el interdicto «Interdicto de lo que se hace con 
violencia o clandestinamente», porque no parece que fue expulsado por la vio-
lencia, pues no esperé a ser expulsado, sino que me adelanté a huir; es distinto 
si me marché después de haber entrado hombre armados, porque entonces sí 
se aplica el interdicto («Interdicto de lo que se hace con violencia o clandestina-
mente»). El mismo Pomponio dice que si edificas en suelo mío mediante la vio-
lencia de una cuadrilla reunida también tiene aplicación el interdicto «por lo que 
se hace con violencia o a escondidas», y también este edicto, en razón de que to-
lero que lo hagas por intimidación. Si te hubiese entregado la posesión por me-
dio de tu violencia, dice Pomponio que también se aplica este edicto.

El supuesto es especialmente sugerente, y por eso me he permitido incluirlo 
y traducirlo en su totalidad a pesar de su extensión, puesto que advierte de la 
posibilidad que abandonemos nuestra morada y bienes, no por un riesgo actual, 
vigentemente amenazador y presente, sino por la mera amenaza de él. Y no será 
considerado acto de legítima defensa si abandonáramos la plaza por el mero he-
cho de la amenaza del acto violento, y no por el acto violento en sí mismo (quo-
niam non videor vi deiectus, qui deiici non expectavi, sed profugi).

23  Dig. 4.2.9pr. (Ulp. 11 ad ed.).
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En consecuencia, deben de darse las siguientes premisas: «1) que exista la 
amenaza de una lesión sobre la persona o los bienes de alguien; 2) que conste la 
inminencia y la injusticia de esa amenaza; 3) que concurra necesidad por parte 
del ofendido de proteger el bien amenazado; 4) que se dé la adecuación de la 
defensa a la ofensa (principio de proporcionalidad); 5) finalmente, que la de-
fensa se realice in continenti, y no ex intervallo, es decir, que se lleve a cabo si-
multáneamente al ataque» (García Marín 1980, 413 ss.).

Ulpiano recomienda tratar de lograr un justo equilibrio entre los medios 
ofensivos y defensivos empleados. Aunque los visitantes vinieran sin armas, si 
en el acaloramiento se hicieran con piedras o palos (fustes aut lapides) la violen-
cia generada se considerará como si fuera con armas (vis erit armata).24 Por lo 
tanto, en principio, sólo podremos rechazar con armas al que viene armado (qui 
cum armis venit, possumus armis repellere), aunque se produzcan las excepciones 
mencionadas —cuando las cañas se trocaren lanzas— ya que para Ulpiano todo 
objeto arrojadizo se puede convertir en arma (fustes et lapides), y no sólo las ar-
mas convencionales, como espadas, lanzas y frameas (gladii, hastae, frameae). La 
defensa se debe hacer en el momento inmediato (in continenti) en el que se su-
cede el hecho, y no dejando pasar un tiempo (ex intervallo):

Eum igitur, qui cum armis venit, possumus armis repellere, sed hoc confes-
tim, non ex intervallo, dummodo sciamus non solum resistere permissum, ne dei-
ciatur, sed et si deiectus quis fuerit, eundem deicere non ex intervallo, sed ex con-
tinenti.25

Así, pues, podemos rechazar con armas al que viene con ellas, siempre que 
sea de manera inmediata, sin dejar pasar cierto tiempo, a conciencia de que es 
lícito, no sólo resistirse para no ser uno expulsado, sino expulsarle si él le ha 
expulsado a uno antes, siempre de manera inmediata (ex continenti) y no des-
pués de transcurrir cierto tiempo (ex intervallo).

Podemos comprobar la prolijidad de los juristas romanos a la hora de plan-
tear toda la casuística y podemos explicarnos el porqué el redescubrimiento 
del Digesto en el siglo  xi constituyó una verdadera revolución para Occi-
dente. Ulpiano resulta especialmente prolijo en la explicación del modo y en 
Dig. 43,16,3,2-8 se detallan las situaciones en las que se considera que ha ha-
bido fuerza y se podría aplicar el ordenamiento. Preocupa especialmente qué es 
lo que se puede considerar como «armas». Estas pueden ser de distinta modali-
dad: espadas, lanzas, frámeas (esta última consiste en una especie de lanza corta 
o venablo utilizada por los germanos), ronfeas (espada usada por los tracios)... 

24  Dig. 43,16,3,4 (Ulp. 69 ad ed.): Plus dicitur, et si inermes venerant, si in ipsa concertatione 
qui inermes venerant eo processerunt, ut fustes aut lapides sumerent, vis erit armata.

25  Dig. 43,16,3,9 (Ulp. 69 ad ed.).
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pero, incluso, y tal como se ha dicho, palos, piedras u otros útiles arrojadizos 
empleados cual armas. Es decir, cualquier elemento que pueda ser utilizado 
como arma y con la intención de expulsar al habitante del lugar. Sirve, sin más, 
la presentación conminativa de las mencionadas armas (terror armorum), aun-
que no se llegue a emplearlas, si se alcanzó o se está apunto de alcanzar la finali-
dad de expulsar a los habitantes.

Ahora bien, la intencionalidad de los atacantes debe ser manifiesta. No 
es suficiente que se presenten personas armadas para que se pueda entender 
que ha existido la aplicación del «terror armorum». Por lo tanto, intencionali-
dad manifiesta, o el efecto consumado. Es decir, podrían los habitantes huir 
del lugar a la vista o al oído del posible peligro, pero los supuestos atacantes 
no enseñorearse de él, ni tan siquiera haber amenazado con ello, sino el huido 
haberlo hecho impulsado por el miedo. Se abre, en consecuencia, una riquí-
sima y compleja casuística. En ocasiones la situación pende de un hilo muy 
frágil.

Ahora bien, hay ciertas personas que se hallan investidas de un grado de au-
toridad tal que no se las puede considerar inmersas en el ámbito de lo que aca-
bamos de describir. Ciertos magistrados o sacerdotes, aunque armados o con 
guardianes, no pueden ser considerados en el concepto de agresores. Ahora, me 
pregunto: ¿podría considerarse en el concepto de agresores a un grupo de es-
clavos armado enviado por una societas publicanorum que hubiera concertado 
el cobro de impuestos con el estado y que se hubiera presentado a través de sus 
cobradores provistos de garrotes a las puertas a reclamar al dueño de la casa que 
se había retrasado en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales? ¿Sería sufi-
ciente en ese caso la delegación de la maiestas populi romani a los ejecutores fis-
cales para justificar el empleo de la fuerza al objeto de recaudar los impuestos 
estatales? Sobre semejantes publicani decía un poeta: «estremecíanse las puertas 
a su llegada» (Schürer 1985, 1, 1458).

Preocupa, igualmente, la proporcionalidad. No es lícito responder con la es-
pada, a quien ataca con el puño desnudo. De la misma forma, no es conside-
rada legítima defensa la de aquel que, pudiendo prender al atacante, decide ma-
tarlo.26

Sed et si quemcumque alium ferro se petentem quis occiderit, non videbitur 
iniuria occidisse: et si metu quis mortis furem occiderit, non dubitabitur, quin 
lege Aquilia non teneatur. sin autem cum posset adprehendere, maluit occidere, 
magis est ut iniuria fecisse videatur...».

Pero si uno hubiera matado a otro que le acometía con una espada, no pa-
rece que lo mató con injusticia y, si alguien, temiendo morir, matase a un la-

26  Dig. 9,2,5pr. (Ulp. 18 ad ed.).
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drón, no hay duda de que no está obligado por la ley Aquilia. Ahora bien, si 
pudiendo prenderlo, prefirió matarlo, la opinión más segura es que obró con 
injusticia...

Incluso se admite que se mate en beneficio de tercero... Pero, en esto no 
vamos a entrar.

4.  LAS «LEGES BARBARORUM»

La tradición jurídica romana fue recogida como sabemos por las diversas 
compilaciones bárbaras y, en lo que a la península atañe, tendremos que estar 
fundamentalmente a la aportación visigoda. Sin entrar en el debate de si el có-
digo de Teodorico es visigodo u ostrogodo sabemos que este ordenamiento re-
cogió el supuesto de la persona que en su propia defensa mata a otra persona 
que le ataca armada, de la misma forma que también exonera de homicidio al 
que repeliera con resultado de muerte el asalto sobre sus posesiones de un la-
drón igualmente armado (García Marín 1980, 421).

De la misma forma, el Código de Alarico recibe la protección romana de los 
bienes frente al asaltante nocturno, sea in domo, sea in itinere, de manera que si 
el asaltante «fuere muerto por quien lícitamente ejerce su defensa, el defensor 
no debe responder por ello» (García Marín 1980, ibidem).

Sin embargo, lo que parece el más completo tratamiento de la legítima de-
fensa en los cuerpos legislativos visigodos lo encontramos en el Liber Iudicio-
rum. Bajo el título de «Presumptoribus et operibus presumptorum». La cita es 
larga, pero creo que merece la pena:

Si quis evaginato gladio vel quolibet genere armorum munitus presumtivo 
modo in domo alienam intraverit, cupiens dominum domus occidere, si ipse fue-
rit occisus, mors eius nullatenus requiratur; sin autem ipse, qui in domum alie-
nam intravit, hominem occiderit, continuo et ipse moriatur. Quod si non cri-
minalem culpam admiserit, secundum legum ordinem conponere non moretur, 
iuxta quod damna in ea domo fecerit. Nam si ille, qui in domum alienam vio-
lenter ingressus fuerat, aliquid exinde rapuerit, undecupli satisfactione que Ieva-
bit cogatur exolvere. Quod si non habuerit, unde conponat, ipse sine dubio servi-
turus tradatur. Et si aliquid in domo, quam ingressus fuerat, damni non fecerit 
nec aliquid subtraxerit, pro eo, quod ingressus fuerit, decem solidos dare cogatur 
et C flagellis publice verberetur. Quod si non habuerit, unde conponat, CC flage-
lla suscipiat. Si vero aliqui de ingenuis cum eo in eadem domo, non ab illo iussi 
neque in eius obsequio vel patrocinio constituti, unanimes tamen vel consentien-
tes presumtori, ingressi fuerint, unusquisque eorum simili damno et pene subia-
ceat. Quod si non habuerint, unde conponant, CL flagella suscipiant; nam tes-
timonium non amittant. Quod si in patrocinio vel obsequio presumtoris retenti, 
ab illo hoc facere iussi fuerint, vel cum eo hoc eos fecisse constiterit, solus patronus 
ad omnem satisfactionem et pene et damni teneatur obnoxius; nam illi non erunt 



174	 J.A. Tamayo Errazquin

culpabiles, qui iussa patroni videntur esse conplentes. Si autem servus hoc domino 
nesciente conmiserit, CC flagella accipiat et quecumque abstulerit reddat; si vero 
conscio domino, ipse dominus pro eo conponat, sicut de ingenuis est superius con-
prehensum.27

(Si alguien entrare violentamente en casa de otro con la espada desenvai-
nada o provisto de cualquier clase de arma, deseando matar al amo de la casa 
y él mismo resultare muerto, que su muerte de ninguna manera sea recla-
mada. Pero, si el que entró en casa de otro matare a una persona, que muera 
él mismo inmediatamente. Pero, si no cometiere una falta criminal, que se 
apresure a indemnizar, de acuerdo con el orden de las leyes, según el daño 
que haya cometido en aquella casa. Y si aquel que hubiere entrado violenta-
mente en casa de otro hurtare algo, que sea obligado a pagar lo que se llevó 
con una compensación once veces superior. Y si no tuviere con qué pagar, 
que él mismo sea entregado sin duda como esclavo. Y si no ocasionó ningún 
daño a la casa en la que entró ni se llevó nada, que se le obligue a pagar diez 
sueldos [al amo de la casa] y que sea flagelado públicamente con cien azotes 
por el hecho de haber entrado. Y si no tuviere con qué pagar que reciba dos-
cientos azotes. Y si entraren con él algunos hombres libres, comandados por 
él o puestos bajo su obediencia o su patrocinio, sino de común acuerdo y con-
sentimiento con el allanador, que cada uno de ellos sea sometido al mismo 
daño y a la misma pena. Y si no tuvieren con qué pagar, que reciban ciento 
cincuenta azotes; pero que no pierdan el derecho de testificar. Pero si estando 
bajo el patrocinio o la obediencia del allanador, fueren obligados por él a ha-
cer eso o bien constare que lo hicieron juntamente con el, que sólo el patrono 
quede obligado a toda la satisfacción de la pena y del daño; ya que no se-
rán culpables aquellos que actuaron cumpliendo las órdenes del patrono. Así 
mismo, si un siervo cometiere eso, sin que lo supiere el amo, que reciba dos-
cientos azotes y que devuelva todo lo que haya robado; pero si lo hizo con el 
consentimiento del amo, que el amo mismo pague la compensación por él, tal 
como se ha establecido mas arriba acerca de los hombres libres).

Como se puede comprobar el Liber no se andaba con chiquitas. El simple 
hecho de allanar una casa armado es conceptuado como criminal, de lo que se 
concluye que su muerte sería justa. Y si en el asalto el delincuente matare a al-
guien, sea muerto él también. Si no hubiera cometido daños, que se le aplique 
la ley. Si robara algo, que pague cien veces el valor de lo robado. Si no tuviere 
para pagar, que sea esclavizado. Y aunque no hubiere robado nada o producido 
ningún daño, por el mero hecho de entrar que pague diez sueldos y que sea fla-
gelado con cien azotes. Y si no tuviera para pagar, que sean doscientos. Y así su-
cesivamente con una casuística bastante exhaustiva.

Como dice Orlandis, no sólo es cuestión de que el Liber exima al dueño de 
lo acaecido en el interior de la casa en su actuación en legítima defensa, sino 

27  LI. VI, 4,2, antiqua 2, «De presumptoribus et operibus presumptorum».
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que aumenta generosamente las penas del asaltante, en el caso de que este salga 
vivo, obligándole, por ejemplo, a entregar once veces más el valor de los objetos 
robados (undecupli satisfactione...).

5.  EL FUERO DE SAN SEBASTIÁN

Vayamos ahora al Fuero de San Sebastián que constituye el objetivo que 
desde un principio nos hemos marcado. El fuero donostiarra es un producto 
pariente de los fueros de la familia de Jaca, y, concretamente, de la propia Jaca, 
a la cual viajaban los donostiarras al objeto de aclarar aspectos de su fuero. Se 
concedió a la villa donostiarra por el rey Sancho VI de Navarra «El Sabio». Se 
discute la fecha de la concesión. Probablemente, el año 1180, aunque hay quie-
nes la retrotraen a los años cincuenta. El citado monarca concedió, igualmente, 
el Fuero de Laguardia (1164), el de San Vicente de la Sonsierra (1172), el de 
Vitoria (1181), el de Antoñana (1182), el de Bernedo (1182), Villava (1184) y 
confirmó el fuero de Estella.

Con el fuero se fundó la villa que se pobló con gentes gasconas venidas de la 
zona de Bayona. Se había producido en momentos previos la gasconización de 
la costa guipuzcoana iniciada muy posiblemente a mediados del siglo xii, pro-
movida por el abandono de los gascones de la región de la Guyena cuando esta 
pasa a soberanía inglesa. La llegada de los ingleses produjo una revuelta urbana 
en la villa bayonesa y su subsiguiente represión (Orella 2013, 4.3). En cualquier 
caso, todos los estudiosos hablan de las buenas relaciones que existieron entre 
Bayona y San Sebastián (Serapio Múgica, Camino, Orella, Banús y Aguirre, 
etc...) entre las que se firmaron acuerdos comerciales y de otra naturaleza que se 
mantuvieron en el transcurso del tiempo.

Quizás, existiera ya una previa población. Una, seguro, más dispersa, en 
torno al monasterio (muy posiblemente hospital de peregrinos) de San Sebas-
tián del, o el Antiguo, habitada por gentes autóctonas, por navarros. Y, otra, al 
socaire del refugio que suponía el monte Urgull (término gascón que significa 
Orgullo), con población más o menos itinerante, de origen gascón, y que pu-
diera resultar de los restos de un antiguo fondaco de fecha indeterminada que 
sirviera de refugio a navegantes, y que los comerciantes bayoneses conocieran 
bien, ya que, probablemente, se hubiera venido utilizando a ese fin, el de refu-
gio ante los temporales y galernas. Se han hallado raros ejemplares de cerámica 
sigilata y alguna moneda romana que podría estar justificando ese uso desde 
tiempos antiguos por los navegantes de aquella época, y teniendo en cuenta que 
el puerto de Oiaso (Irún) se halla muy cerca. Si existió o no existió esta previa 
población (de hecho, se han hallado restos funerarios enterrados en las excava-
ciones llevadas a cabo recientemente en el monasterio de Santa Teresa, justo al 
lado de la iglesia de Santa María, en el núcleo de origen de la villa), o si el lu-
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gar al abrigo de Urgull hubiera sido poblada ex novo o no, igual da. Es a este 
último núcleo al que concedió el rey navarro el fuero y permitió que se poblara 
por gascones, y sólo por gascones, que se trasladaron al lugar masivamente. Im-
pidió, por el contrario, que los habitantes indígenas de la región (navarri) tuvie-
ran derecho a poblarla, ni a tener casa, a no ser con el consentimiento del rey y 
de sus habitantes.28

El fuero donostiarra, como los de Jaca y Estella, tiene un componente cla-
ramente mercantil. Pero, el de San Sebastián retiene un matiz claramente mer-
cantil-marítimo, obligado por su ubicación geográfica a orillas del mar e in-
fluenciado, muy probablemente, por los Rôles d’Oleron, Jugements d’Oléron, o 
Leyes de Layron, que así se llamaron a las sentencias que se fueron dictando en la 
comunidad marítima de la isla de Olerón, que se ubicaba en la desembocadura 
del Garona, que, según los estudiosos, estarían influenciadas por la Lex Rho-
dia, y que se comenzaron a producir en forma de sentencias judiciales inmedia-
tamente antes de la concesión del fuero a la villa de San Sebastián y estuvieron 
bajo el patrocinio de Leonor de Aquitania. Pero, en general, sigue la línea de 
sus parientes jaqués y estellés.

Se carece del original del fuero del siglo xii. El sitio que la ciudad tuvo que 
soportar en 1813 y el posterior horrible incendio y destrucción de la ciudad por 
las tropas inglesas al mando directo del general Graham, y bajo la máxima auto-
ridad de Lord Wellington, hicieron desaparecer el archivo de la ciudad con to-
dos los documentos que allá se guardaban, que fueron expoliados y, en su caso, 
destruidos. Tuve ocasión de encontrar en una visita a Edimburgo todavía algu-
nos restos de aquel miserable expolio en el museo que guarda en su interior uno 
de los cuarteles del cuerpo militar que actuó en San Sebastián.

De forma que se ha venido recomponiendo a base del cotejo con otros fue-
ros que sabemos recogían el original del de San Sebastián, tal como ocurre con 
el fuero de Guetaria, y de copias de copias que los diversos autores han venido 
empleando. El original se hallaba escrito en latín, aunque es posible que exis-
tiera copia en lengua gascona. Para el trabajo he consultado, preferentemente, 
las ediciones de Banús y Aguirre, de Martín Duque, de Lacarra y de Gorosabel 
(Banús y Aguirre 1963; Ayerbe 2020).29

28  FSS I.7.1.2: Et ut clericus nec nauarrus sit populator in populacione nisi voluntate regis et 
consilio omnium vicinorum. Fueron también pobladas por gascones las villas de Fuenterrabía, 
Pasajes de San Juan y Guetaria. La lengua gascona se habló de forma habitual en San Sebastián 
hasta finales del siglo xviii. En el xix fue decreciendo su uso y los hablantes. Tengo leído a Pío 
Baroja que él escuchó hablar gascón a una señora mayor del muelle de San Sebastián a princi-
pios del siglo xx.

29  Para lo cual me valgo del estudio del fuero publicado por Banús y Aguirre 1963, por un 
lado, y de la interesantísima confrontación de las cuatro versiones —la de Banús, Gorosabel, La-
carra y Martín-Duque— con la correspondiente traducción que lleva a cabo mi colega y amiga 
Ayerbe 2020, 255-334. A la hora de citar cito preferentemente la versión de Martín-Duque.
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Las cuestiones de derecho penal se hallan dispersas a lo largo del fuero. 
Llama la atención una cierta contradicción en la forma de resolver ciertas cues-
tiones, evitando, en ocasiones, las pruebas ordálicas, pero aceptándolas en otras. 
También se emplea el juramento y los testigos, en algunos casos, y, en otros, se 
prohíbe el duelo, pero, contradictoriamente, se recurre a él, en determinadas 
ocasiones. Y, si no, se emplea la prueba ordálica, que, en el caso de San Sebas-
tián, lo constituye la ordalía del hierro candente.

Tal como digo, la prohibición del duelo es expresa en el fuero de San Sebas-
tián y se dispone en el II.2:

FSS II.2: Similiter dono pro fuero, quod non faciant bellum nec duellum cum 
hominibus de foris per nullo placto (plaito), sed donent testes, unum navarrum et 
unum francum; et si testes non habuerint, donent unam juram.

El fuero es explícito, por lo tanto, concediendo como tal, es decir, con 
fuerza de ley, que no se haga duelo, con gente de fuera, aunque sea acordado 
entre las partes (per nullo placto), sino que se utilicen testigos, uno navarro y 
otro franco. Y, si, por fortuna, no se pudieran reunir testigos, que las partes 
testimonien a través de juramento.

En este contexto lo que se plantea aquí es la preferencia de la vía testifical, 
como método probatorio, al del duelo, particularmente en las relaciones con 
el exterior. Recordemos que el concepto «duellum», «bellum», «bataylla», etc... 
tiene relación, no tanto con el otro concepto de duelo caballeresco, sino con el 
sentido de ordalía. Y la ordalia tenía como finalidad dar solución a los pleitos 
ya que se consideraba que era la voluntad divina la que se manifestaba a través 
de ella.

La única duda que se pudiera plantear es si cupiera la posibilidad de llevar 
a cabo el duelo, es decir la ordalía, si las dos partes pertenecieran a la villa, sal-
vando la literalidad del fuero que establece «cum hominibus de foris». No he en-
contrado nada en el conjunto de la normativa foral, ni llevando a cabo una 
comparación con otros fueros, que deje clara esta cuestión. Pero por las diversas 
manifestaciones que se dan a lo largo del propio fuero, y de otros fueros, ten-
dremos que acordar que la práctica de la ordalía no desaparece.

Sin embargo, un poco más adelante, el articulado foral donostiarra se 
contradice y admite el duelo en un largo pasaje que arranca con el «Si quis 
homo intraverit nocte aliquam domum…». Es decir, en aquel fragmento en 
el que se concede al donostiarra, al contrario de lo que ocurre hoy, la de-
fensa de su propio domicilio, incluso empleando la fuerza, de cuyo choque 
pudiera resultar muerto el asaltante, y de cuya muerte no se establece la res-
ponsabilidad del dueño de la casa, puesto que se entiende ha sido en defensa 
propia. Esta defensa del domicilio en el fuero puede resultar curiosa, pero 
habría que tener en cuenta las servidumbres, cargas, gravámenes y gabelas de 
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todo tipo que los habitantes campesinos, burgueses, siervos, vasallos, etc… 
se verían obligados a soportar de sus señores, en especial, en la conocida 
como Tierra Llana.

Si recurrimos al Fuero de Jaca en él se lee así: «Y que no hagáis guerra ni 
duelo entre vosotros, salvo que pluguiera a ambos. Ni tampoco contra hombres 
de fuera, salvo que lo quieran los hombres de Jaca». Es decir, se abre esa posibi-
lidad a que las partes puedan decidir resolver los litigios acudiendo al duelo or-
dálico («salvo que pluguiera a ambos»), incluso con los hombres extramuros, 
para lo que el ordenamiento foral abre una posibilidad que reside en la volun-
tad de la gente de Jaca, lo que, evidentemente, pesaría en alguna forma sobre el 
Fuero de San Sebastián, siendo, como es, el de Jaca su matriz, y teniendo cono-
cimiento que los de San Sebastián rendían periódicamente visita a la villa arago-
nesa al objeto de aclarar diversos apartados de su fuero.

En un momento dado el fuero se plantea la cuestión de la tenencia, exhibi-
ción y uso de armas. Tal cosa tiene indiscutible relación con el tema de nues-
tro trabajo, que es el de la legítima defensa. Es conocido que la legislación me-
dieval, en general, no sólo limitaba, sino que promovía la tenencia de armas, y 
que estas fueran portadas por sus propietarios, como medio para la defensa del 
reino, del trono y para que reluciera el honor, el honor de las armas, que mere-
cían los leales servidores del rey. Todavía las Partidas y los Reyes Católicos, pro-
movían el porte y uso de armas como medio de defensa y contra el bandidismo, 
muy extendido en la época, en particular, refiriéndose a la espada y a los ca
balleros.

Et por todas estas razones establecieron los antiguos que la troxiesen (la es-
pada) consigo los nobles defensores...30

De tal derecho se excluía a los pobres, a los moros y a los conversos del 
Reino de Granada. No hay que olvidar la misión que se confiaba a los caballe-
ros e hijosdalgo por su estatus y condición, puesto que pertenecían al estamento 
superior al que se confiaba la misión de la defensa de la fe y del rey.

Otra cosa era, el que esas armas se utilizaran de forma indebida. Lo que se 
conoce en la época como el delito de «sacar armas» (Zambrana 2021, 97 ss.).

Las Partidas consideraba armas, al igual que hemos podido ver en los ju-
ristas Casio y Ulpiano, no sólo los escudos, las lórigas, las lanzas, las espadas... 
sino también los palos y piedras.31 Es muy curioso que palos y piedras se men-
cionen en los ordenamientos jurídicos medievales en el sentido de armas, al 
igual que lo hiciera Ulpiano.

30  VII Partidas, II,21.4. Para la consulta de las VII Partidas he empleado en especial la edi-
tada por la Real Academia de la Historia en Madrid en 1807.

31  VII Partidas, VII,33,7.
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De forma que, de acuerdo al ámbito, a la intención, y a otros aspectos, la te-
nencia, exhibición, el portar o «el sacar armas», tendría un tratamiento determi-
nado según los contextos y los colectivos,32 y, sobre todo, la intencionalidad. El 
fuero donostiarra contempla esta cuestión:

FSS II.5.1.: Et si aliquis contra vicinum suum arma traxerit, lanceam, spa-
tam, maçam uel cultelum, pariet mille solidos uel perdat pugnum.

En las diversas traducciones que se han hecho del texto el verbo «traxere» 
(traxerit) se ha traducido de formas diferentes: «si alguno trajera...», «si alguno 
tomare...», «si alguno llevase...», pero creo que no nos convertiremos en liberti-
nos de la lengua si lo tradujéramos como «si alguno sacara...». Por lo tanto, se 
trataría directamente del delito de amenazas... y, más estrictamente, de ame-
naza de muerte. Se trataría, por lo tanto, del delito de «sacar armas» o «amena-
zar con armas». Estas comprenderían aquellas que era prácticamente habitual 
y obligado llevar consigo cualquier hombre de la época: lanza, espada, maza o 
cuchillo (cultelum en Martín-Duque, pero cutellum en Lacarra o Banús) (Zam-
brana 2021, 98 n. 25).33

En este caso es algo más que la tenencia lo que se persigue. Se castiga la 
mera amenaza, el «sacar armas» que he mencionado.

FSS III.5.2.: Et si unus occiderit alium, pariet .D. solidos. Et si unus alium 
cum pugno percusserit, uel ad capillos aprehenderit, pariet .LX. solidos. Et si in 
terram iactauerit, pariet .CCL. solidos.

Son varias las cuestiones que se contemplan aquí. En primer lugar, el homi-
cidio (si unus occiderit alium). Que en el contexto se presume culposo y no do-
loso. 500 sueldos son los que debería aportar el homicida, se entiende a la viuda 
o a la familia de la víctima. El que pegara a otro un puñetazo o le agarrara o ti-
rara de los pelos (comprende también en este caso la barba) tendría que pagar 
60 sueldos. Y el que echara por tierra a otro tendría que pagar 250 sueldos.

El pelo y particularmente la barba, independientemente de las modas, que 
las hubo desde la Antigüedad, tuvo su importancia. También entre los germa-
nos. Era signo de virilidad (lo llevaban como símbolo los atletas y guerreros) y 

32  Ciertos ordenamientos prohibían el portar armas a los cristianos nuevos, por supuesto, a 
los moros; y al judío no se le permitía portar armas el sábado (aunque sospecho que tal impedi-
mento dependiera más de la estricta exigencia del sabath), etc... Todas estas limitaciones y pro-
hibiciones de los diversos ordenamientos hispanos se pueden seguir en la citada obra de Zam-
brana.

33  Una curiosidad, el arma pequeña (cuchillo, daga, puñal, etc...) habría sido considerada 
más peligrosa que el arma grande (lanza, espada, mazas, etc...), por su capacidad para ser ocul-
tada y utilizada de improviso o traicioneramente. vid Escriche 1838; Zambrana 2021, 98 n. 25.
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de sabiduría (lo portaban los filósofos, especialmente, los cínicos y estoicos). El 
tirar de la barba o de los pelos (mesar la barba) constituyó un grave ultraje, y, 
más, si se hacía en público.

Las que se mencionan aquí son afrentas de acción, no atentados verbis. Hay 
que recordar que en los diversos ordenamientos se perseguía además de los 
atentados corporales que, por lógica, iban precedidos o sucedidos de palabras 
procaces, improperios o injurias, los propios insultos o denuestos. Así, en el 
Fuero Juzgo, tenemos una relación de estas expresiones afrentosas: «podrido de 
la cabeza o de la serviz», «tinnoso o gotroso»; «vizco, toposo, deslapreado»; «cir-
cuncido o sennalado»; «corcobado» y «sarrazin» (Serra 1969, 77-78).34

En todos estos casos se observa una confusión entre los delitos de lesiones 
y los de atentados al honor o escarnio, probablemente dimanantes de la con-
fusión que se genera con la evolución de la iniuria romana. Se observa el en
trecruzamiento con tipos delictivos como lesiones y delitos contra la honestidad 
y la propiedad. Tal mezcolanza la comprobamos en Justiniano, que en sus Ins-
tituciones deja un rastro: Iniuria autem committitur non solum cum quis pugno 
puta aut fustibus caesus vel etiam verberatus erit (...) sed etiam si cui convicium 
factum fuerit (...) si quis ad infamiam alicuius libellum aut carmen scripserit (...) 
sive quis matremfamilias aut praetextatum praetextatamve adsectatus fuerit (...).35

Por lo tanto, no sólo por pretender producir daño por un acto físico —pe-
gar con el puño o la mano, o hacerlo con un palo— sino al llevar a cabo una 
difamación valiéndose de un libelo o por medio de una canción injuriosa, o 
acosando a una materfamilias o a un joven o una joven que todavía portara la 
praetexta, es decir, fuera menor de edad.

Serra dice que en la Edad Media «imperaba un honor rudo, extremo, inte-
gral, centrado en valores físicos, tangible, al que corresponde una injuria predo-
minantemente de hecho, manifestada de ordinario en forma de agresiones cor-
porales y en un estricto y limitado catálogo de palabras injuriosas. Y todo ello 
vivido con extraordinaria intensidad, rayana en el paroxismo, con mayor predi-
camento de honor, honra e injuria que en la época literaria subsiguiente de los 
casos de honra del teatro en el Siglo de Oro» (Serra 1969, 62). Hasta tal punto 
que se observará en ciertos fueros hispanos que la pena que conlleva la injuria 
es igual, y, en casos, mayor, que la pena por homicidio, y que, en casos, es tan o 
más grave «desomar a otro o descabalgarle que darle muerte» (Serra 1969, 63).

34  FJ XII, III, I-VI.
35  Inst. Iust. 4,4,1: Iniuria autem committitur non solum cum quis pugno puta aut fustibus 

caesus vel etiam verberatus erit, sed etiam si cui convicium factum fuerit, sive cuius bona, quasi de-
bitoris, possessa fuerint ab eo qui intellegebat nihil eum sibi debere, vel si quis ad infamiam alicuius 
libellum aut carmen scripserit, composuerit, ediderit, dolove malo fecerit quo quid eorum fieret; sive 
quis matremfamilias aut praetextatum praetextatamve adsectatus fuerit, sive cuius pudicitia atten-
tata esse dicetur: et denique aliis pluribus modis admitti iniuriam manifestum est.
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El Fuero de Miranda (1095), de la familia de fueros de Logroño, dice:

Et si aliquis uir uel mulier percusserit populatorem uxoratum aut mulierem 
uxoratam (et) extraxerit ei sanguinem, pectet sessaginta solidos; (et) si non extra-
xerit sanguinem, pectet XXX solidos. Et si aliquis uir uel mulier pro sua locinia 
acceperit uirum uxoratum per capillos, uel per barbam, aut per testículos, redimat 
pugnum pro medio homicidio; (et) si non potuerit redimere iaceat in carcere XXX 
diebus, (et) post ea sint fustigati ab una parte uille usque ad aliam. Et si aliquis 
uir aut mulier percusserit alium uirum aut mulierem qui non sint uxorati (et) 
exiuerit sanguis, pectet X solidos; (et) si non exiuerit sanguis, pectet V solidos.

El Fuero de Miranda se está refiriendo al honor cuando menciona el agarrar 
al otro por los pelos, por la barba o por los testículos (per capillos, uel per bar-
bam, aut per testículos) (Serra 1969, 84 ss.).

El Fuero de San Sebastián, en el primer cuerpo de la ley, adelanta cuál 
puede ser el tratamiento a la protección de la domus en la villa estableciendo lo 
que sigue:

FSS I.7.1. Et dono per fuero ut aliquis non hospitet in domibus per vim, nisi 
voluntate senioris domus.

Avanza la señoría y dominio sobre la domus del habitante de la villa estable-
ciendo que nadie podrá reclamar un derecho al uso del domicilio sin el precep-
tivo permiso del señor de la casa. Podríamos preguntarnos la razón por la que se 
tiene que insertar semejante artículo en el cuerpo foral. Hay que recordar que, 
tal como he dicho, en época medieval las relaciones feudo-vasalláticas y señoria-
les imponían una serie de gabelas entre las que se encontraba la del alojamiento 
(hostalage) y manutención (yantar) (Líbano 1979, 65-80).36 Estas cargas iban en 
beneficio del rey y de los señores de la tierra. Los reyes, en la medida en que se 
encuentran interesados en atraer población libre, con conocimientos artesana-
les, mercantiles o técnicos en general para repoblar el territorio ofrecen ciertas 
ventajas, derechos y comodidades a los recién llegados. y les van aliviando de 
esas cargas.

En el caso de nuestro fuero, en el cuerpo III, 5 «De domo», en una larga y 
sugerente ley, se establece:37

FSS III, 5: 1. Si quis homo intrauerit nocte aliquam domum postquam porte 
erunt clause, et domus ignis erit extinctus et homines iacuerint, et senior domus 
aut sua familia audierint illum, et voluerint illum prendere, et ipse qui intrauit 
domum se voluerit defendere aut fugere, et in deffensione illa erit mortuus, non 

36  Podemos ver algunas de estas cargas en el trabajo citado de Ángeles Líbano.
37  En la versión del fuero de Martín Duque, Ayerbe 2020, 303-304.
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debent inde homicidium pariare. 2. Tamen si capiunt illum viuum, non debent 
illum interficere postea, sed senior domus potest illum facere redimere, si viuus 
fuerit captus, et redempcio illa erit sua tota; sed reddere debent hominem baiulo 
senioris ville. 3 Et senior domus potest illum dimittere, si non accipit ab eo re-
dempcionem, et ideo non habet senior ville seniorem domus. Tamen si dimiserit 
illum et postea latro fecerit inde clamum de capcione illa, senior domus non debet 
illi respondere. 4. Et si aliquis ex parentibus interfecti dicet illi qui hominem in-
terfecit: «tu occidisti parentum meum alio modo et non in domo tua», interfector 
debet iurare et saluare per ferrum, quod sic interfecit illum nocte in domo sua, et 
non per aliam malivolenciam, nec per aliam inimicitiam. Et si exierit inde sanus 
et illesus a ferro, parentes debent firmare, et ille non debet homicidium dare; sed 
possunt facere bellum si ambobus placet, sed hoc non est forum, neque capitula ex 
parte nostra fuere inuenta).

FSS III, 5. De la casa. 1. Si un hombre entrare de noche en alguna casa 
después de que las puertas hubieran sido cerradas, el fuego de la casa apagado, 
los hombres acostados, y el señor de la casa o su familia le oyeren y quisieren 
prenderlo, y el que entró en la casa se quisiere defender o darse a la fuga, y en 
aquella defensa fuere muerto, no deben a causa de ello responder por homi-
cidio. 2. Sin embargo, si lo capturasen vivo no deben ejecutarlo, sino que el 
señor de la casa lo puede hacer redimir, si fuera capturado con vida, y lo ob-
tenido por la redención sea íntegramente suyo (del señor de la casa). Pero de-
ben de entregar al hombre (vivo) al bailío del señor de la villa. 3. El señor de 
la casa puede perdonarle, aunque no reciba de él la redención, y por esta causa 
no tiene el señor de la villa caloña sobre el señor de la casa. Sin embargo, si 
le perdonare y, después, el ladrón reclamare por aquella aprehensión, el se-
ñor de la casa no está obligado a responder. 4. Y si alguno de los parientes del 
muerto le dice a aquel que le mató: ‘Tú mataste a mi pariente de otro modo 
y no en tu casa’, el ejecutor debe de llevar a cabo el juramento y debe sal-
varse (además) por el hierro (la ordalía del hierro candente) que ciertamente 
lo mató aquella noche en su casa (y no en otro lugar), y que no lo hizo ni por 
malevolencia ni por enemistad (sino porque había asaltado la paz de su casa 
con nocturnidad y ofreció resistencia). Y si saliera sano e ileso de la prueba 
del hierro los parientes deben firmar (dar fianzas) y él no pagará el homicidio. 
Pero si a ambos placiera podrían llevar a cabo un duelo. Pero esto no es fuero, 
ni por nuestra parte se han encontrado pasajes en él que a ello se refieran.

En este caso se recoge la «moderatio» teologal, aunque nos situemos justo en la 
época en la que ésta se hallaba en gestación, puesto que tiene que, obligadamente, 
ser de noche, las puertas deben estar cerradas (luego se prevé un forzamiento), el 
fuego del hogar extinguido y los hombres acostados (por lo que el asaltante juega 
con el factor sorpresa), pero, una vez detectado, si los de la casa intentaran pren-
derlo (no matarlo) y, si el asaltante se quisiere defender o huir (se voluerit defen-
dere aut fugere), y, en esta defensa (in deffensione illa), resultara muerto, sólo en ese 
caso, el matador o matadores no serán responsables de homicidio.
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Creo que está rigurosamente limitado el caso de la aplicación de la defensa 
legítima. El lugar, el tiempo y el modo. Incluso, en la continuación del su-
puesto se establece que, si fuera prendido vivo, el señor de la casa no debe ma-
tarlo, sino entregarlo a la autoridad y reclamar un rescate por él.

Vayamos paso a paso analizando el texto donostiarra:

FSS III.5.1. De domo. Si quis homo intrauerit nocte aliquam domum pos-
tquam porte erunt clause, et domus ignis erit extinctus et homines iacuerint, et se-
nior domus aut sua familia audierint illum, et voluerint illum prendere, et ipse 
qui intrauit domum se voluerit defendere aut fugere, et in deffensione illa erit 
mortuus, non debent inde homicidium pariare.

Si algún hombre38 (el texto dice literalmente «homo»; habría que ver hasta 
qué punto aquí se está pensando en el concepto amplio y universal de «homo», 
o se refiere a hombre de sexo masculino exclusivamente; lo dejo ahí) entra de 
noche en una casa después de que las puertas hayan sido cerradas (entrar en una 
casa de día en una aldea de la época o en la propia villa sería algo parecido a lo 
que hasta hace poco, y todavía aún hoy, ocurre en los pueblos actuales, en los 
que las puertas suelen estar abiertas prácticamente durante el día, y los visitantes 
asoman y entran dando un grito de aviso, el «Egunon, Jaungoikoa», el «Grüss 
Gott» o el «Ave María purísima» ritual), y el fuego de la casa haya sido apagado 
(en el sentido de que apagado el fuego los de la casa se recogen, se acuestan, se 
entregan al sueño y, como consecuencia, se convierten en más vulnerables) y los 
hombres (aquí sí que creo que se refiere a los hombres de la casa y no a las mu-
jeres ni a los niños) yacieran, esto es, estuvieran acostados, y el señor de la casa 
o el resto de sus habitantes oyeran o se apercibieran de la existencia del intruso, 
y quisieran prenderlo, pero el intruso intentara defenderse o huir (se voluerit de-
fendere aut fugere), y en el acto de defensa de los de la casa el intruso resultara 
muerto, los de la casa no deberán responder por homicidio.39

Se establece claramente la condición de que fuera de noche, cuando los ha-
bitantes de la domus se han recogido y han cerrado las puertas (postquam porte 
erunt clause), y el individuo o individuos, actuando con nocturnidad y alevosía, 
se introdujeran en la casa, con sigilo y sin llamar.40 No establece las intenciones 
que pudieran tener los intrusos. El mero hecho de entrar en las condiciones re-
feridas es suficiente para que actúe la eximente de legítima defensa y que los de 
la casa puedan actuar para detener o matar al intruso o intrusos.

38  El texto dice literalmente «homo»; habría que ver hasta qué punto aquí se está pensando 
en el concepto amplio y universal de «homo», o se refiere a hombre de sexo masculino exclusiva-
mente; lo dejo ahí.

39  Literalmente, «no pagarán homicidio».
40  Recordemos que en los códigos modernos se habla de «allanamiento con escalo» como 

forma agravada del delito.
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Por lo tanto, de lo que se trata en la ley es de que los de la casa intenten des-
armar, sujetar y apresar al o los asaltantes. Sólo en el caso de que estos mostra-
ran intenciones de evitarlo o defenderse de ello podrán atacarlo y matarlo (in 
deffensione illa erit mortuus).

FSS III.5.2. Tamen si capiunt illum viuum, non debent illum interficere pos-
tea, sed senior domus potest illum facere redimere, si viuus fuerit captus, et re-
dempcio illa erit sua tota; sed reddere debent hominem baiulo senioris ville.

Por el contrario, si lo prendieran vivo, no deben matarlo, y el señor de la 
casa puede redimirlo (pedir un rescate por él) y el rescate será enteramente del 
señor de la casa. Pero deben entregar al intruso al bailío del señor de la villa.41

FSS III.5.3. Et senior domus potest illum dimittere, si non accipit ab eo re-
dempcionem, et ideo non habet senior ville calumpniam super seniorem domus. 
Tamen si dimiserit illum et postea latro fecerit inde clamum de capcione illa, se-
nior domus non debet illi respondere.

Y el señor de la casa puede perdonarle, aunque no reciba el rescate, y por 
esta causa el señor de la villa no tiene derecho a poner caloña (multa) sobre el 
señor de la casa. Tampoco tendrá obligación de responder el señor de la casa 
si, después de haber sido puesto en libertad, el ladrón reclama por la aprehen-
sión.

Se establece la competencia del señor de la casa para perdonar al intruso y 
no reclamar de él. Se entiende aquí que el señor de la casa decida no entregarlo 
al senior villae quién sí podría imponer una multa (caloña) sobre el asaltante y, 
muy probablemente, beneficiarse en parte de ella. El no haber entregado al in-
truso al senior villae no le da derecho a éste para imponer una multa sobre el 
dueño de la casa. Podríamos entender aquí que este señor de la villa tuviera al-
guna ventaja por la redención o no del individuo en cuestión y por lo tanto ser 
parte personalmente interesada en el rescate.

FSS III.5.4. Et si aliquis ex parentibus interfecti dicet illi qui hominem in-
terfecit: «tu occidisti parentum meum alio modo et non in domo tua», interfector 
debet iurare et saluare per ferrum, quod sic interfecit illum nocte in domo sua, et 
non per aliam malivolenciam, nec per aliam inimicitiam. Et si exierit inde sanus 
et illesus a ferro, parentes debent firmare, et ille non debet homicidium dare; sed 

41  El bailío era el administrador de justicia del rey o del señor de la villa; era cargo impor-
tante; lo curioso es que en todo el fuero no aparece esta figura y sabemos que, más o menos, 
con esta competencia existieron en la villa de San Sebastián el preboste, el teniente de preboste, 
el alcalde y los sagramenteros, pero no he encontrado la mención al bailío. Parece que el tér-
mino baile o bailío proviene del occitano «baile», y éste, a su vez, del latín «baiulus». En el País 
vascofrancés el baile era un cargo que tenía cierta jurisdicción civil y militar, y era también ad-
ministrador de las finanzas públicas. Pervivió en el País Vasco-francés en su naturaleza militar 
hasta la Revolución francesa.
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possunt facere bellum si ambobus placet, sed hoc non est forum, neque capitula ex 
parte nostra fuere inuenta.

Este apartado es extraordinariamente curioso en el sentido de indagar en la 
naturaleza del acto que se ha llevado a cabo. Se plantea aquí la posibilidad de 
que el señor de la casa haya actuado de mala fe y aproveche el fuero para justi-
ficar un homicidio voluntario. Es decir, si los parientes del asaltante reclaman 
por la muerte de su deudo, señalando, y cito literal: «tu mataste a mi pariente 
de otro modo, y no en tu casa» (tu occidisti parentum meum alio modo et non in 
domo tua). Lo que se podría entender que los parientes del asaltante reclaman 
por un abuso de la legítima defensa, o lo que puede considerarse un crimen que 
se pretende amparar en la legítima defensa (nuestro pariente no iba armado, no 
pretendía producir daño alguno, se rindió en cuanto lo detectaron, incluso, no 
estuvo ni tan siquiera en la casa, sino que el dueño lo mató en otro lugar y trajo 
el cadáver a la casa para acogerse el amparo del fuero. Y que lo hizo con «mali-
volencia» y porque existía «inimicitia» reconocida entre las partes). Se acusa, en 
consecuencia, al dueño de la casa de actuar de mala fe para justificar un crimen.

En ese caso, el asesino (interfector) se puede salvar por el hierro.42

Como digo en este trance se da la posibilidad de que se resuelva con la or-
dalia del hierro candente. Pero a continuación, esto no parece ser suficiente y 
plantea la posibilidad de «bellum», si a ambas partes place. ¿Se podría llegar a 
entender que si las partes no estuvieran conformes con el resultado de la prueba 
del hierro candente pudieran reclamar que se resuelva por medio del duelo no 
ordálico (bellum)?

De nuevo nos tropezamos con el sentido de estas palabras que se cruzan 
en los textos. Además, surge la duda de si tal cosa se pudiera decidir por sólo 
una de las partes, y, en especial, por la parte supuestamente ofendida, que, en 
este caso, sería la del difunto. Sin embargo, en el fuero se declara con cierta 
precisión que es a las dos partes a las que debe «placer» (si ambobus placet). 

42  «Salvarse por el hierro» es una expresión que tiene el significado de poder acogerse a la 
ordalía, en este caso a la ordalía del hierro candente. De entre las ordalías, una de las más popu-
lares y más empleada era la del hierro candente, que es la que se prescribe en el fuero de San Se-
bastián, en el de Estella, en el de Jaca, y en otros muchos fueros del norte peninsular. En ciertos 
lugares se establecía que se dieran un número de pasos con las manos en el hierro: seis, cuatro... 
Todo ello se celebraba ante testigos, frente al altar mayor, con la biblia y la cruz presidiendo, y 
las candelas encendidas. La cuestión era que el hierro al rojo no produjera heridas en el deman-
dado tras el paso de un tiempo establecido. Tras su exposición (en el caso de San Sebastián) se 
vendaba la mano con un lienzo limpio. Las bollarcas, babas o ampollas que surgieran de la expe-
riencia no debían supurar, de lo contrario el demandado resultaría culpable por manifestación 
de la voluntad divina. En otros fueros, el hierro solía ser sustituido por el agua hirviendo (calda-
ria), por piedras al rojo, por el badajo de la campana (con sentido simbólico, al endender al ba-
dajo como lengua, y, en este caso, la lengua por la que se comunica Dios a la comunidad; por lo 
tanto, medio para expresar la verdad judicial), etc...
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Por lo tanto, entiendo que se trataría de un duelo o una nueva prueba ordá-
lica acordada.

En la reclamación: «tú mataste a mi pariente de otra manera y no en tu 
casa», en cuya expresión hemos entendido que se recogen dos situaciones dis-
tintas: una, el modo en el que se mató, bien después de ser prendido y cuando 
el intruso se hallara indefenso, bien aprovechando, de una o de otra forma, la 
situación; otra, no en la casa y en el acto de allanamiento de ésta, sino en otro 
lugar, en otra situación y por otra causa, y que, en acto posterior, fuera trasla-
dado a la casa para que su señor pudiera verse amparado por el fuero. Como 
vemos el matador, esto es, el dueño de la casa, debe ofrecer juramento (debet 
iurare)43 y salvarse por el hierro (saluare per ferrum)44 probando de esta forma 
que mató al intruso por la noche en su casa y no por otra cualquiera malevo-
lencia, ni por ninguna enemistad, ni en otro lugar, ni con engaño. Y si saliera 
sano e ileso del hierro los parientes deben de dar garantías, y él (el señor de 
la casa) no debe pagar el homicidio. Pero pueden, si a ambos placiera (por lo 
tanto, se requiere el acuerdo de las dos partes), enfrentarse en duelo (entrando 
en contradicción con aquel apartado del fuero que dijimos que prohibía el 
duelo para resolver conflictos). Pero, remata, esto no está en el fuero (tal como 
hemos dicho), ni por nuestra parte ha sido hallado capítulo alguno que lo de-
fienda.45

43  El juramento se llevaba a cabo en lugar sagrado, en la puerta de la iglesia o frente al 
mismo altar, con la biblia y la cruz, y ante el oficiante, las autoridades, los jueces y el pueblo 
que actuaba de testigo. Independientemente del castigo divino, la caída en perjurio podía es-
tar penalizada de forma muy expeditiva. Sabemos que en el fuero de Sobrarbe se le marcaba 
con el badajo de la campana al rojo en la frente y se le desterraba de la villa. No podría ser tes-
tigo en ningún proceso, y dudo que pudiese recabar testimonio a su favor de testigos en un pro-
ceso propio, tal como ocurría con la infamia romana. Se trataría, en definitiva, de una especie de 
muerte civil. Pero es cierto que desconocemos las consecuencias del falso testimonio en el fuero 
de San Sebastián.

44  La prueba del hierro candente era al mismo tiempo sencilla y compleja. Sencilla porque 
se trataba de llevar un hierro al rojo durante un breve tiempo y observar si se habían producido 
llagas en la mano. Compleja porque se requerían ciertas solemnidades, unas técnicas (por ejem-
plo, el portador no podía ser ferrón o haber pasado por esa misma prueba en otra ocasión, ha-
bía ferrones que inspeccionaban el proceso, se marcaba con mucha precisión las posible heridas 
o llagas que hubiera en las manos para no confundirlas con las que se producían en el acto, las 
piernas debían de estar colocadas en una determinada posición, se cubría con un lienzo de lino 
y se mantenían así durante tres día, hasta que fueran descubiertas y se comprobara la forma y el 
color de las ampollas); otras, religiosas (rezar ciertas plegarias, quemar incienso, cánticos, etc...). 
En definitiva, hay que recordar que la ordalía se caracteriza por una intervención divina que de-
cide a través de una serie de signos y señales quién es culpable o inocente. No se trata de una 
competición en la que se mide la resistencia, aunque esta pueda ayudar.

45  Este curioso final, no acorde desde luego, con la formalidad de la redacción del fuero ori-
ginal, se explicaría, quizás, por la tradición escrita del fuero de San Sebastián en sus diversas re-
dacciones, que ha dejado este vestigio de mano anónima.
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Por lo tanto, el fuero ampara al habitante de la villa de esa viciosa costum-
bre de allanar los domicilios y establece las condiciones de una cierta flagrancia 
y nocturnidad en el acto: que sea de noche, cuando el fuego se haya apagado, 
las puertas hayan sido cerradas y los hombres de la casa se encuentren acosta-
dos. Es decir, cuando sus habitantes se han recogido y se han retirado al des-
canso y se hallan en una cierta relajación e indefensión (si quis homo intrauerit 
nocte aliquam domum postquam porte erunt clause, et domus ignis erit extinctus et 
homines iacuerint…).

Es notorio, por lo tanto, que el Fuero de San Sebastián admite la legítima 
defensa de sus pobladores, exigiendo una serie de condiciones. Entre ellas, que 
el atacante actúe con nocturnidad, cierta alevosía (puertas cerradas y hombres 
de la casa acostados). Ahora bien, no parece que exija que el atacante vaya ar-
mado, con lo cual se rompería el principio de reciprocidad establecido por Ul-
piano y otros juristas romanos (si is se telo defendat).

Si tomamos el Fuero de Estella, como sabemos pariente del de San Sebas-
tián, recoge de esta forma este pasaje:

FE II.7: Si quis homo intraverit nocte aliquam domum postquam porte erunt 
clause, et domus ignis erit extinctus et homines iacuerint (iaccerint), et senior do-
mus aut sua familia audierit illum, et voluerit illum prandere (prehendere) et ipse 
qui intravit domum se voluerit defendere aut fugere, et in defensione illa fuerit 
mortuus, non debet inde homicidium pariare; tamen si capuit (capiunt) illum vi-
vum, non debent eum interficere postea, sed senior domus potest illum facere redi-
mere, si vivus fuerit captus, et redemtio (redemptio) illa erit sua tota; sed reddere 
debent hominem baiulo senioris ville (villae). Et senior domus potest illum dimit-
tere, si non accepit ab eo redemtionem (redemptionem), et ideo non habet senior 
ville [calupniam super sciliorem domus, tamen si dimiserit illum et postea latro 
fecerit inde clamum de captione illa, senior domus non debet illi] respondere. Et si 
aliquis ex parentibus interfecti dicet illi qui hominem interfecit: «tu occidisti pa-
rentem meum alio modo, et non in domo tua», interfector debet iurare, et ferrum 
leuare (saluare se per ferrum), quod sic interfecit illum nocte in domo sua, et non 
per aliam malevolentiam, neque per aliam inimicitiam, et exierit inde sanus et 
illesus a ferro, parentes debent firmare, et ille non debet homicidium dare, sed 
possunt facere bellum si ambobus placet; sed hoc non est forum.

Como se puede comprobar el pasaje es prácticamente idéntico, salvo cier-
tas variantes lingüísticas que no rompen el vínculo de parentesco. Me permi-
tiría señalar un elemento en el que, quizás, no hayamos reparado suficiente-
mente al analizar el artículo del Fuero de San Sebastián. En el de Estella reza: 
«si capuit (capiunt) illum vivum, non debent eum interficere postea». En el de 
San Sebastián: «si capiunt illum viuum, non debent illum interficere postea». 
Prácticamente, lo mismo. Ahora bien, creo necesario resaltar el «postea» que se 
encuentra en ambos pasajes. ¿Significa esto que, una vez desarmado, prendido 
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y rendido el atacante —y sólo en ese caso— en el que se halla totalmente ren-
dido y no puede ofrecer peligro alguno, el dueño de la casa, en quien en todo 
momento se deposita la responsabilidad, no puede ajusticiarlo de propia mano, 
y debe entregarlo al encargado de retener a los delincuentes (el bailío o baiulo) 
mientras que reclama un rescate de amigos y parientes?

Caso de que no recibiera el rescate (no sabemos la razón, pero puede haber 
varias: negativa de los amigos y parientes, ausencia o lejanía o insolvencia de es-
tos, el que el señor de la casa no lo haya querido reclamar, etc...) se dice en am-
bos fueros que el señor de la villa no puede pretender reclamar multa alguna 
(caloña) del señor de la casa. Esto puede significar que, en el caso de que, sí se 
hubiera pagado rescate, a la villa (al senior villae) le correspondería una parte, en 
forma de multa o caloña.

Sabemos que esto es así y que tanto el alcalde, como el senior villae, como el 
praepositum o preboste tienen una parte de las caloñas: Et calumpnia ferri est ter-
cia pars regis, et alia tercia pars almirantis et alia tercia alcaldi.46

¿Y quién es este «senior villae»? Serapio Múgica reconoce que en el fuero 
inicial sólo se mencionan al preboste y al alcalde. Esto se hace en IV.8: Et ego 
dono per fuero populatoribus Sancti Sebastiani ut in unoquoque anno, ad ca-
pud (caput) anni, mutent prepositum et alcaldum. Es decir, se nombre al pre-
boste (praepositum) y al alcalde (alcaldum) como autoridades mayores de 
forma anual. El propio Múgica supone que debían de elegirse otras autorida-
des junto a las mencionadas. Hay que ir a las diversas ordenanzas donostiarras 
para ver cuáles son estas autoridades. Siguiendo al autor: «En las Ordenanzas 
del año 1397, adicionadas ó reformadas en 1398, 1411, 1436, 1447 y 1455 fi-
guran, según los autores que las vieron, otros cargohabientes, además de los dos 
expresados, diferenciándose bastante de unas á otras, en su denominación y nú-
mero. Así vemos que mientras en unas se habla de un Alcalde, un Preboste, 
dos Jurados mayores y doce Diputados, en otras se hace referencia á dos Alcal-
des, Preboste y doce Jurados mayores y menores, y en un documento de 1477 
aparecen dos Alcaldes, Preboste, dos Jurados mayores y doce Diputados» (Mú-
gica 1897, 403).

En las ordenanzas reformadas de 1489, concedidas por los Reyes Católi-
cos tras el gravísimo incendio que destruyó toda la ciudad, nos sigue relatando 
Múgica, «el segundo día después de Navidad, el escribano fiel (secretario de la 
época) repartía las papeletas electorales llamadas en San Sebastián «charteles» 
(probablemente término gascón; todavía los de San Sebastián llamamos charte-
las a los billetes, tickets, abonos, o similares) entre los que conformaban el Re-
gimiento (ayuntamiento) y entre los vecinos principales de la villa, para, al día 
siguiente, tercero de Navidad, día de San Juan (imagino que se referirá a San 

46  FSS IV,4,7.
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Juan Evangelista), después de la misa de Santa María, en la casa concejil de 
Santa Ana a «campana tañida», convocar la sesión electoral y «procedían á la 
elección de dos Alcaldes, dos Jurados mayores, cuatro Regidores, dos Jurados 
guarda-puertos, cuatro Jurados menores, cogedores del pecho, un Mayordomo 
Bolsero, un Síndico Procurador y un Escribano fiel». Tras esto juraban sus car-
gos ante el altar y se les eran entregadas las insignias y varas de mando. To-
dos debían de aceptar sus cargos «y si alguno se oponía á ello, se le destechaba 
la casa, se le prohibía la vecindad en la villa, nadie podía acudir á sus labores, 
ni comprarle sus sidras, ni sus bienes, ni venderle nada» (muerte civil) (Mú-
gica 1897, 403 ss.).

Es cierto que aquí no se cita en ningún momento al senior villae, por lo que 
debemos de deducir que éste se encuentra entre los otros mencionados. ¿Pero 
quién de estos podría corresponder al senior villae? El propio Serapio Múgica se 
pregunta si, por aparecer mencionado el preboste (praepositum) antes que los al-
caldes, el cargo del primero fuera preeminente frente al del alcalde. Lo que po-
demos decir es que era de elección, como el de los alcaldes, pero que, a partir 
de un tiempo —Enrique IV—, el cargo pasa a ser nombrado por el rey deposi-
tándolo en una de las familias más importantes de la villa (en este caso los En-
gómez) y que, una vez nombrado, se sucede hereditariamente en el seno de la 
citada familia. Sabemos que a una calleja que llevaba a la calle Narrica, en la 
esquina con la calle Embeltrán, donde el preboste tenía su casa, se la llamaba 
«calle del Preboste del Rey», reconociendo nominalmente que el preboste era 
el representante real en la villa. Este personaje «gozaba de mero imperio, tenía 
cárcel por el Rey, nombraba y pagaba Carcelero, mantenía verdugo, nombraba 
lugartenientes, ejecutaba las sentencias de los Alcaldes, exigía varias penas y de-
rechos, hacía embargos y era uno de los individuos del Ayuntamiento á cuyas 
deliberaciones concurría y votaba como tal en el nombramiento para Beneficia-
dos Eclesiásticos...». (Múgica 1897, 408).

A este tenor es conveniente seguir a Serapio Múgica que hace mención a 
cuestiones muy interesantes que tienen relación con la capacidad de cada uno 
de los cargos municipales mencionados: «A pesar de su mucho poder, ni el 
Preboste ni el Alcalde podían prender ni sacar de casa á un vecino por ningún 
delito, ni maleficio, sin que los dos Jurados mayores se juntasen con el Pre-
boste para entrar en casa del malhechor, y si alguna vez lo intentaban, se al-
borotaba el pueblo y con mano armada resistía á las justicias, diciendo que era 
contra costumbre (...) Los Prebostes tampoco consentían á los Alcaldes pren-
der á ningún delincuente, por causas civiles ni criminales, fundándose en que 
solo él ó sus hombres podían encarcelarlos, y á fin de obviar los muchos in-
convenientes que de todo ello resultaban en la práctica, se consignó en las Or-
denanzas de 1489, que cualquier Alcalde, Sagramentero ó Preboste pudiese 
entrar en casa del malhechor y prenderle sin el concurso de los Jurados» (Mú-
gica 1897, 408).
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Esta concurrencia de compatibilidades que enfrentaba a los dos cargos se 
manifiesta también en que en la villa se dieran dos cárceles, dos jurisdiccio-
nes, dos tipos de alguaciles (sagramenteros como mano ejecutiva del ayunta-
miento y de los alcaldes y tenientes de preboste como mano ejecutiva de éste), 
dos cárceles (la Torre de la Sagramentería, en la que se encerraba a los que ha-
bían cometido delitos relacionados con la hacienda municipal, que se hallaba 
situada más o menos a la altura de lo que es hoy las escaleras al Castillo por 
la sociedad Ollagorra, y la Cárcel del Preboste, en la propia casa de éste, en 
la que se encerraban a todos los que incurrían en los demás delitos) (Mú-
gica 1897, 408 ss.).

Sin embargo, el profesor Orella defiende que en los principios de San Se-
bastián existió un «senior civitatis» representante de la autoridad real y que, ini-
cialmente, no coincidía con el preboste, quien «controla todas las autoridades 
señoriales en la villa tales como al oficial de la cárcel, al justicia del rey, al me-
rino del rey, al almirante y aún al preboste. Al ser delegado del monarca den-
tro de la villa tiene funciones militares, como jefe de la fortaleza y muralla. Más 
aún, tiene atribuciones tributarias, defendiendo los derechos y las regalías del 
monarca», aunque las competencias de la citada autoridad confluirán en la fi-
gura del preboste andado el tiempo. Probablemente, el organigrama adminis-
trativo fue variando en el transcurso del tiempo y por causa del paso de San Se-
bastián a la administración de la monarquía castellana que traerá sus propios 
representantes y autoridades: «adelantados, jueces, merinos, corregidores», y es-
tas instituciones se irán fijando en la medida del tiempo y en función de las di-
versas características organizativas de los diversos monarcas que, en ese sentido, 
parecen tener personalidad propia. De forma que Orella da para la primera 
época las siguientes instituciones delegadas del poder del monarca: «el Senior 
Villae, (o Senior Terrae, con sus oficiales, como el Baiulus), (el) Iustitia Regis, 
el Merinus Regis, (el) Almirante de la flota (peculiar cargo al ser San Sebastián 
ciudad marítima y constituir durante tiempo la flota de Castilla), el Prepósito o 
preboste». La figura del Senior Villae que venimos comentando aparece, por lo 
tanto, en las diversas versiones del Fuero de San Sebastián y en las ordenanzas 
de la villa (Orella 1979, 5 ss. y 50).

En definitiva, y recurriendo al original de la cita que hemos visto registrada 
más arriba en Francisco Salinas, Gunnar Tilander lleva a cabo una descripción 
suficientemente pormenorizada sobre el «sennyor villae o sennyor terrae»:

«Seynnor de la uilla: el magistrado o gobernador político y militar que re-
presentaba la real persona y ejercía la suprema autoridad en los pueblos: su 
oficio era velar sobre la observancia de las leyes, recaudar los pechos y dere-
chos reales y cuidar de la conservación de las fortalezas, castillos y muros de 
las ciudades, y de todo aquello que era perteneciente a la parte política y mili-
tar.» (Tilander 1951, 210)
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Lo cierto es que los fueros no constituían ordenamientos petrificados en su 
origen. Estos instrumentos eran vivos, se renovaban, alteraban, actualizaban, en 
la medida en que los diferentes reyes los van confirmando. Y, en este sentido, 
sus gobernantes podían ir transformándolos, renovándolos, haciéndolos desapa-
recer, al menos parcialmente, o creando nuevos derechos. Además, junto a los 
fueros estaban las ordenanzas. Que se aplicaban al día a día y se entreveraban en 
la vida cotidiana de la población.

Como se ha dicho, el de Jaca constituyó el fuero matriz del de San Sebas-
tián. Los propios donostiarras, en los casos de duda, solían recurrir a Jaca como 
medio de interpretación de su fuero o, probablemente también, a modo de se-
gunda instancia o instancia de apelación. En el ordenamiento de la villa arago-
nesa se observa más desarrollado el proceso que se seguía en la ordalía del hierro 
candente.

En conclusión, en general la casi totalidad de los ordenamientos jurídicos 
medievales soportan la idea de los antiguos juristas romanos en base al principio 
romano del «vim vi repellere licere».

Por ejemplo, en los propios decretos de Alfonso IX en las Cortes de León de 
1188 (Muñoz Romero 1847, 102 ss. y 105):47

Juravi etiam quod ego, nec aliquis ad domum, alicuius per vim vadat, vel 
dampnum aliquod in ea, vel hereditate eius faciat, quod si fecerit dampnum, du-
plum domino domus et insuper domino terre dampnum, quod fecerit in novecu-
plum pectet, si non promiserit directum, sicut scriptum est. Et si forte dominum 
vel dominam domus occiderit sit alevosus vel traditor. Et si dominus, vel domina, 
vel aliquis de illis, qui domum suam defendere adiuvaverint, aliquem illorum oc-
ciderint, pro homicidio, non puniatur, et de dampno quod illis facerit nunquam 
respondeat.

Es el propio rey quien encabeza el juramento autoprohibiéndose el acceso 
por la fuerza a la domus de nadie («Juravi etiam quod ego, nec aliquis ad do-
mum, alicuius per vim vadat»). Y que no causará, ni él ni nadie, daño alguno a 
su dueño, ni a su heredad («vel dampnum aliquod in ea, vel hereditate eius fa-
ciat»). Y que el que produjera algún daño pagará el doble («duplum domino 
domus»). Si matara al dueño o a la dueña será considerado aleve y traidor («Et 
si forte dominum vel dominam domus occiderit sit alevosus vel traditor»). Y si 
el dueño o dueña o alguno de los defensores de la casa matara a alguno de ellos 
no responderá por homicidio («Et si dominus, vel domina, vel aliquis de illis, 
qui domum suam defendere adiuvaverint, aliquem illorum occiderint, pro ho-
micidio, non puniatur...»).

47  Decreta que dominus Aldefonsus Rex Legionis et Galletie constituit in Curia apud Legio-
nem...
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O, en la línea seguida por Lalinde que marca perfectamente la trayecto-
ria marcada a través del Liber, el Fuero Juzgo y las compilaciones forales (La-
linde 1972, 648-649):

19. Liber iudiciorum VII, 2, 15, antiqua: Si fur se gladio vindicans occida-
tur. Fur, qui per diem gladio se defensare voluerit, s1 fuerit occisus, mors eius nu-
llatenus requiratur.

20. Lib. iud. VII, 2, 16, Antiqua: Si fur nocturnus, dum capitur, occidatur. 
Fur nocturnus captus in furtum, dum res furtivas secum portare conatur, si fuerit 
occisus, mors eius nullo modo vindicetur.

21. Fuero Juzgo VII, 2, 15.: El ladron que es prendido de dia, é se quiere 
defender con arma, si alguno lo matare, non deve seer tenudo del omezillio, assi 
cuemo del que furta de noche. El título es ‘Si algum omne mata al ladron que se 
mampara con arma’.

22 Fuero Juzgo VII, 2, 16, Antiqua: Si algun omne mata el ladron que 
anda de noche. El ladron que furta de noche, y es prendido con el furto, si alguno 
lo matare, non deve seer tenudo de pechar del omecillo.

23. Fuero de Jaca, red. B, 212: De mort de layron. S1 lo layron es pris de 
nuitz en furt e lo maten, sa mort no sia demandada.

Fuero de Jaca red. E, 149: De layron de nuytz. Lo layron que de nuytz es pris 
en furt, si es mort, sa mort non sia demandada iamas.

24. Fuero de Jaca. red. B, 211: De matar layron. Si de dia se uol defendre lo 
layron con armes e lo mata algun, sa mort no sia demandada.

25 Fuero de Jaca, red. E, 148: De qui mata layron de día. Lo layron qui de 
dia se uol defendre con algun gladi o con armadura, si algun lo mata, sa mort 
nunca sia demandada.

26 Fuero General de Navarra V. 7, 27: Que pena deve aver qui recibe la-
dron é furto, et cómo non deve ser demandada la muert del ladron et cómo no.

Qui sabídament recibe furto, deve aver pena del ladron; et si de dia se quisiere 
defender el ladron con armas et lo matare alguno, su muert non sea demandada 
por ninguno. El ladron si es fayllado de noches furtando alguna cosa et lo mata-
ren, su muert non sea demandada por ningun parient.

Para terminar, dejo aquí el tratamiento en el Fuero de la Novenera (Tilan-
der 1951; Lacarra y Martín Duque 1969; Fortún 2007). La Novenera cons-
tituyó una comarca jurídica conformada por Larraga, Miranda, Artajona y 
Mendigorría: «Est es el fuero que deuen auer el conceillo de Artayssona et de Men-
digorria et de Larraga et de Miranda, que son de la Nouenera». Esta comarca 
existió en el corazón de Navarra, en plena Merindad de Olite, lindando con la 
de Tierra Estella, a la que se solía añadir Berbinzana en redacciones posterio-
res. Pero esta última, más que villa o aldea, era un poblado que dependía en su 
tiempo de Larraga.

Se desconoce el origen del apelativo, ni en la actualidad es utilizado como 
tal. Parece ser que la Novena lo constituyó un impuesto que debían de pagar los 
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habitantes de estos pueblos. Prácticamente otro diezmo, dejando salvo el ecle-
siástico. Quizás esta sea la razón de su nombre.

A Artajona y Larraga el privilegio de exención les fue concedido por nuestro 
rey, Sancho el Sabio, en 1193, y a Mendigorría y Miranda por su hijo Sancho 
el Fuerte, en 1194 y 1208, respectivamente.

FN 148: De qui mata uno a otro. Todo ombre que mata uno a otro et en-
tre en casa ninguna por entrada que entre por puerta et salga por la paret et ua 
su carrera, el seynnor de casa non deue nada. Et si entra en casa de su uezino et si 
uezino ninguno lo empara, deue el homizidio.

Para rematar, ya en el siglo  xv, un rey navarro, Carlos IV, Príncipe de 
Viana, confirma los privilegios que habían recibido de sus antecesores el 20 de 
marzo de 1454 los vecinos de San Martín de Aranoa.48 Y les concede la inviola-
bilidad de domicilio (Orella 1982, 277).49
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